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INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo tiene como finalidad, trazar un camino susceptible 

de ser recorrido en la evolución del juicio de amparo, en el campo de la ejecución 

de las sentencias; es el planteamiento de la posibilidad de que en el cumplimiento 

de las sentencias de amparo, en su forma subsidiaria, se Incluya una 

indemnización que el retardo negligente o doloso le hubiere causado al 

gobernado. 

Se pretende en primer término, ubicar el juicio de amparo dentro de los 

Instrumentos de protección constitucional; esto es, Identificarlo y distinguirlo de 

la acción de lnconstitucionalldad, la controversia constitucional, las facultades de 

investigación de la Suprema Corle de Justicia de la Nación y de la figura del 

Ómbudsman como Institución protectora de los derechos fundamentales del 

gobernado; precisar sus caracterfsticas e Identificar cada uno de ellos y distinguir 

los sujetos legitimados para su ejercicio. 

Se expone la naturaleza jurfdlca de fa acción de amparo como Instancia 

proyectiva, las parles que Intervienen en el proceso y los principios que rigen en 

el mismo. Se enuncian los requisitos legales para la promoción del amparo 

indirecto, ya que exclusivamente es el juicio, denominado también bllnstanclal, 

el que admite el trámite del Incidente que constituye el objeto de examen del 

presente trabajo. 

En el cuarto capitulo, se presenta el contexto en el que se desarrolla el 

planteamiento principal, esto es, las sentencias del juicio de amparo; se examina 
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su concepto y clasificación; los requisitos y principios que deben observar los 

jueces para su emisión; se analiza el sobreseimiento y la negativa del amparo 

como formas en las que se puede resolver el juicio y se destaca, desde luego, la 

concesión de la protección de la Justicia Federal. 

Se examina brevemente además, el procedimiento que el juez de 

amparo debe seyulr para requerir el cumplimiento de la ejecutoria y se analizan 

los medios que el quejoso tiene a su alcance, para lograr la efectiva restitución 

de garantlas Individuales en su esfera de derechos; esto es, se aborda el estudio 

del incldenie de Jnejecución de sentencia, de la queja por defecto en el 

cumplimiento, del Incidente de Inconformidad y la denuncia de repetición del 

acto reclamado. 

Una vez centrado el tema del cumplimiento de las sentencias, se 

realiza un esbozo histórico del nacimiento y la evolución del Incidente de 

cumplimiento sustituto; desde su creación en mil novecientos ochenta, hasta la 

reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de mayo del 

dos mil uno, en la que se sustancialmente se consideró la necesidad de su 

apertura oficiosa por la Suprema Corte de Justicia de la Nación; se examina la 

exposición de motivos que el legislador tomo en consideración para su creación y 

de acuerdo con su evolución y se plantea la hipótesis de cuantificación de los 

daños que la negligencia de la autoridad responsable hubiere causado. 

IV 



CAPITULO l. LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL 

1.1 La justicia constitucional. 1.2 Las garantlas 
constitucionales y la justicia constitucional. 1.3 Las 
facultades de Investigación. 1.4 El Ómbusdman. 1.5 
La controversia constitucional 1.6 La acción de 
lnconstituclonalldad 1.7 El juicio de amparo. 

La justicia constitucional. 

La justicia constitucional es la aproximación entre la Constitución material 

entendida como la realidad fáctica hic et nunc y la Constitución formal como documento 

politice solemne; se integra por los instrumentos jurldico-procesales establecidos con el 

objeto de preservar la normativa constitucional, prevenir su transgresión, reprimir su 

desconocimiento y lograr el desarrollo de las disposiciones constitucionales para 

adaptarlas a la realidad social. 

La justicia constitucional es dinámica, en razón de la acelerada época de cambios 

constantes que impera en la sociedad mexicana, porque no obstante que su objeto es la 

conservación de la Constitución, es también su evolución y congruencia con el mundo 

fáctico, lo que evita que el documento politice se convierta en una fórmula semántica; 

implica además un sistema de principios e Instituciones que prevé la propia Constitución 

Federal y que se encaminan a imponer el principio de supremacla constitucional. 

La protección constitucional o defensa de la Constitución, como fin de la justicia 

constitucional, previene Instrumentos de carácter polltico y de técnica estrictamente 

jurldica que se canalizan, a través de normas fundamentales de naturaleza suprema, 



con la finalidad de limitar el ejercicio del poder público y lograr su armonla al ser ejercido 

por cualquier órgano revestido de potestad y correlativamente proteger los derechos 

fundamentales que toda persona tiene reconocidos o consagrados por la propia norma 

suprema. 

La supremacla constitucional es el principio de todo sistema jurldico, porque la 

Constitución es la única ley que no tiene base legal y se nutre por circunstancias 

históricas, sociológicas, pollticas y económicas; Fernando Lasalle en su obra ¿Qué es la 

constitución?1 
- la que se desarrolla en la época del rey Friedrich Wilhelm 111 de Prusia en 

que era vigente la promesa para otorgar a su pals una Constitución una vez que se 

hubiera expulsado de su pals a Napoleón- indica que los problemas constitucionales no 

son de derecho, sino de poder, indicando que • ... /a verdadera Constitución de un pafs 

sólo reside en /os factores reales y efectivos de Poder que en ese pafs rigen; y las 

constituciones escritas no tienen valor ni san duraderas sino cuando dan expmsión fiel a 

los factores de Poder imperantes en la realidad social"; por su parte, Carl Schmitt en su 

obra "Tearfa de la Canstitucióno11, setlala que la Constitución en sentido absoluto es 

unidad como punto de convergencia del orden social, es un status de unidad y 

ordenaclon, es una forma de gobierno que afecta a toda la comunidad, es fuerza y 

energla como resultado de los intereses contrapuestos que a diario conforman la unidad 

polltica; en sentido relativo, indica el autor, significa la ley constitucional; en sentido 

positivo, es la decisión polltica del titular del poder constituyente y en sentido Ideal son los 

1 Lasallc, Femando, ¿Qué es la Constilución?1 Edit Colofón. México, 1997. 
2 Carl SCHMIIT, Teoría de la Constitución, Madrid, Alianza Universidad, 1992 



diferentes Idearios que sostienen los partidos pollticos, es la invitación a cambios en la 

estructura polltlca de una sociedad y a reformas constitucionales. 

Hans Kelsen por su parte, identifica dos sentidos del vocablo "constitución", el 

lógico-jurldico en el que precisa que no es una norma de derecho positivo, porque no fue 

creada conforme un procedimiento jurldlco-legislativo; que es válida si el orden jurldlco es 

eficaz, si tiene efectividad práctica y goza de legitimación popular; es la necesidad de un 

supuesto unitario que fundamente, subordine y dé validez a todo el orden jurldlco; y el 

sentido positivo, donde el término implica la regulación de la creación de normas jurldicas 

generales, la división de competencias y la relación de los hombres con el poder a través 

de los derechos fundamentales. 

Jorge Carplzo Me Gregor, al presentar en 1985 la primera edición de la 

Constitución comentada del Instituto de Investigaciones Jurldicas de la Universidad 

Nacional Autónoma de México, al respecto, Indicó: 

'la QJnstllciín ha sib arnrpm desde d\uoos JJ.ri:ls de loSI: Ariiülles la 
cxniJD a:JTD IBiilad. a:JTD ~ y a:JTD /ege mrm (feoJ por i-~ 
l.as<*l, la Mm a:JTD la sum de m faltres reakls de poder de tra Nociln; 
Sdml, a:JTDlasdecisDles¡di:asbda1eü:sdel tlil'del ¡xxD'~; 
Heh', a:JTD 111 ser al a.r.ll dr1 bma las rmras; Mié Halbi, mm el 
ematarie'*> jlíix> de bl tmmms p:AiXDl; Viro;si, cum el 001P*J de 
ngasdelj.lB!JlpditicD. 
la Ca1stiUm real de 111 ESlb no es úianem la nHJOO li el aalerno ~ 
rec:ile ese rmtJe, sro el pu*> en el rual la nálad ~ vabala y la 
Constillc:ÜI esala se enruerr.n Es dect, la ÜJl5liJtÜi ro es sOb ui ser o 
íllic:aneneundeberser,smip'lesunsermm--eer. 
cetmri:!, la náladd!Brmaalarama, ¡:eoa w wzésla ~dlarnrilen 
1a realihl. La omum real es 1ra perpeLa illeaam ere la C<:nstldn 
esaita y la Rlliml, y ésta Rlliml es lnEda y llmJSada por la rmm lrd<mnal 
de ese aden jlíix>. 
PoJ eer y esUil' tra ~ ros aJerr.m:s en el CDa2á1 y la aiUma 
wrtelxal de un p.Jeli>: ip'l es realmere, ~ es asl, <Dro hl legado a 



arig.rase en esta billa, ~ DI SIS IJlll'i6Ctls a.n ~ U1a 
CoostiUcÜI ¡ilsrna la EMiláín~de ll1il Nacfu U1a QntUi'.:ll ra; 
nlica la Cll}l1zaciír1 q..re el JllÜ> se ha t¡aci>, y kls ¡xiqils más iTpJlrils q..re 
cutg.rai su bma de ser y de na. La c.oosthliln rm <*J91 las nigas del 
<XJ ! !JO!la 1 irt> ¡nitioo de ~ y gbm¡rEs, lfil amipci'.rr éli:a de la 
ellisaria y, JXJ' Blb, el~ de kls derectos itie:ms 00 kls lmDes: 
kls dooJdu¡ q..re kls hootres Eooro5 sebe YJXJ'en:ina del Eslacb. 
La CaistiU:Ü1 es arbién y pi r odili r llll E ll1il rama; rala menos ni lllda más 
q..re la rama pirea, la de IT1a'¡O' ~la, la Sl.plml, la rmm JXJ' la rual se mm 
ydelmmtlXlas las demás rmnasdel oomjñixl. 
La realml, el ser ¡nitioo y &xial y su 0\dJci'.11cµicB1ero.aillbien1m rama 
SUIJ1lll1a q..re aniene ~ ~ ¡:aa q..re el harbe ¡dioo y &xial flJeda 
levar reahlril tm exislencia mítica y SDCÜ. De iQJI la ilprtnia de q.¡e txEs 
<XJ IQZCa 1 KlS bien ruestra OnsliOOón. De il!Jll ~ sep¡llllS <U 1 ljJli dEita y ;mita, 
E1a ~a l'léxiro; JXJ'llOO, ~ bq..re henn; SÜ>, b q.¡e sams, b q..re 
desESros ser. 
Nuesba Qinstiuciín ha '*31zOOo 68 ~ de ~ D..r.nl eslas casi sieE 
~ ha slil refamada en rrutias ocames. Al!µ1as de las ermmas. de 
siYJ.U ilprtnia, tm klodesarrtfa iOO las bases del estm SDCÜ. ooderechoq..re 
el ~de Q.rerétaoapems¡Ldo\Ü.lrhll'. 
La CaistiU:Ü1 se ha ráomab ¡:ea ise OOeamd:> a la tiú'*3 núdad de la 
Nacm y, de esta rraua. <XJUlMI' el ~ esencial q..re se esatJD en 
Ql.Jenlml, ~ oo pcxlerrosnegarq..rea YOOlS ha sm lliJlrma enbna n:.I o 
meoos.m. 
De4rás de caja 1m de las JBbas de la QJlslilm1 se ermria IU!Sta llsbla 
n<Dlnal; en caja tm se iwben las regas del lea' ¡dD> meidan>, y ruesm 
~deWla <Dediva; encaja i.na se~ ruestoo !rilekls ya;piaiJlllS; en 
cOOa Lna estÍ1 esailas las~ y kls proadi!Íllikls 183 haoor ~las 
fa:lJades q..re señala y fataeoor asl IUSoestm de deredn; en cada i.na oo ellas 
está b q..re Méxh> es y debe ser". 

Ahora bien, de acuerdo con la clasificación de las leyes en los Estados federales, 

la Constitución aparece en la cúspide de la pirámide del sistema jurldlco, no solamente 

por una ubicación de jerarqula en relación con las normas secundarias que de ella 

dependen, sino también porque constituye la fuente de distribución de competencias de 

los órdenes federal y locales, determinándose asl la unidad jurldica mediante lo que ha 

sido denominado como el "orden total", con Independencia del carácter formal o 

consuetudinario de la norma primaria. 



Para los efectos de la justicia constitucional, es fundamental la Identificación del 

ámbito material de validez de la norma, pues tanto la Constitución como la ley federal 

tienen un mismo campo de validez espacial, por ser ambas aplicables a todo el territorio 

del Estado; la primera, por ser la que regula la asignación de atribuciones legislativas de 

la Federación, condiciona a ésta a seguir las prevenciones que aparecen en el orden 

jurldlco primario. De esta manera, los diferentes órdenes juridicos del Estado federal 

generan funciones cuyo ejercicio corresponde a los poderes asignados a cada uno de 

ellos; al federal aquéllas que le están expresamente reservadas en la Constitución Polltlca 

de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a su articulo 124 y a los locales por 

exclusión, todas aquéllas que no están reservadas a la federación de acuerdo con el 

citado numeral constitucional, caso contrario sucede con el Distrito Federal, el que por 

razón de la reforma de 1996 tiene todas aquellas facultades que expresamente le 

concede la Constitución y la Federación todas las demás; de lo que se advierte la 

existencia de un tercer orden en el Estado federal que delimita a los anteriores; el 

constitucional, al que se le adscriben funciones que no pueden ser ejercidas por los otros 

dos, pues ello Implicarla modificaciones a su división de competencias y ámbitos de 

validez. Asi, la actividad de creación, reforma, interpretación, aplicación y control de las 

disposiciones del orden jurldico total serán entendidas como funciones de carácter 

constitucional o adscritas a dicho orden; esta clasificación resulta importante por cuanto 

identifica la naturaleza de la indemnización que se propone dentro del juicio de amparo. 



El control de la constitucionalidad es una función del Estado que debe ser adscrita 

al orden constitucional y no alguno de los órdenes subordinados a propia Constitución; 

existen diversas formas para consagrar el sistema mediante el cual los ordenamientos 

secundarlos deben adecuarse a los designios constitucionales. Asl, el establecimiento de 

los medios de control ha girado en tomo a las dos principales tradiciones jurldicas 

existentes; el Common Law, en el que se ubica el primer antecedente del control 

constitucional de tipo judicial, encargándose a uno o varios tribunales la tarea de velar por 

la supremacla constitucional; y por otro lado, la tradición romano-canónica a la que 

pertenece Francia, pals en el que surge el primer antecedente del control constitucional 

de tipo polltico,' asignándose a uno o varios órganos ya existentes del Estado, o a uno 

creado ex profeso, la tarea de defender la supremacla de la Constitución. 

Existen dos clases de control constitucional; el de tipo jurisdiccional cuyas 

caracteristicas Implican que la petición de control (acción) pueda realizarse por el 

directamente afectado con la norma secundarla, la que se substanciará mediante un 

procedimiento de carácter contencioso, donde el órgano jurisdiccional resolverá sobre la 

inaplicación de la ley por su contravención a la Constitución, decisión que por la 

concreción que revisten las sentencias, en forma general sólo comprenderá la situación 

l Respecto del control judicial, es lnglalcrra donde se encuentra su primer antecedente en el Adn.J U'JHIJ 
sublciendu,,., que se consagra por primera vez en un documcnlo llamada Carta Magna -IS de junio de 121S-, cuyo 
numeral 39 enunció; "Ni111il11 llo11tbn libu 11N ptn41'o o t11tt1rct1Uo o fltspostúlo lt 1111 6lnta o proscrllo o 
d~st~rrado o dt cu11l911itr OlrO •otlo cGJtig11do, 1111,,.,,,. 1101so6re'111l ••núm1101 co111N R, sUt. ,,mo el j11kWI 
legal dt 1111 pa"s o tn vlltll' '' I• lq dtl ¡.Is". En relación con el control polilico iniciado por Francia resalta la 
figura de Sicyés, quién propusiera Ja creación de un JMrie t'OIUlilMlionnaire, proyecto llevado • la p"ctica del 
constitucionalismo francés en Ja Constitución del aAo VIII en la ~poca de Napoleón que adoptufa el nombre de 
"Senado Conservador", modelo que seria lomado dcspuCs en MCxico por las llamadas Siete Leyes Constitucionales de 
1836, mediante la creación del Supremo Poder Conservador. Cfr. Néstor Pedro SagOes, "DnttAo ProuuJ 
Cons1/1uclo1111l", 21 edición, Edición. Edilorial Astrca, Buenos Aires, 1988,página19. 



jurldica especifica sometida a juicio y el control de tipo polltlco que es Iniciado por un 

órgano estatal con la finalidad de que se declare la oposición de la ley o acto que se 

considera contrario a la ley fundamental, sin que ante el órgano de control se ventile 

procedimiento contencioso entre el órgano peticionario y quien emitió el acto denunciado 

y por lo general, la decisión sobre constitucionalidad tiene efectos generales.' 

Es oportuno, con el objeto de analizar el ejercicio de los medios de control 

constitucional de tipo polltlco y jurisdiccional y tomando como objeto de examen el 

ejercicio de la función legislativa, referir la polémica suscitada entre Hans Kelsen y Carl 

Schmitt, en la que los argumentos formulados por éste parten de la premisa de que la 

labor desplegada por el órgano judicial al confrontar una ley con la Constitución serla una 

"interpretación auténtica~ y "toda instancia que pone fuera de duda y resuelve 

auténticamente el contenido dudoso de una ley, roa/iza, de manera efectiva, una misión 

de legislador. Y si resuelve de modo indudable el contenido dudoso de una ley formulada 

en la Constitución, procede como legislador constitucional".' En consecuencia, la decisión 

tomada por dicho órgano no será, lógicamente, jurisdiccional, sino netamente polltica, por 

lo que esa labor de control debe ser llevada a cabo por un órgano de esa naturaleza, 

siendo idóneo el Jefe del Estado, porque aún cuando el tribunal actúe conforme a los 

formalismos jurldlcos, siempre obra como un órgano politice, con el riesgo concomitante 

de la politización de la justicia, sin dejar de apreciar la ficción con la que se invisten las 

decisiones pollticas como jurldicas. 

' BURGOA Orihucla, Ignacio, "EIJ•lcio dr A111poro", Edil. Pomia S.A.dc C.V., sext1<dición, M~xico, pigi111 l60. 
) ALEGRE Martfnez. Miguel Angel. 14Justlcla Constlt11cion11ly Co11trol Pnw11dW1", León: Universidad, 8«retariado 
de Publicaciones, Espafta, 199S, p.52 



Por su parte, Kelsen afirma que el carácter politice de la materia sobre la que 

decide el juez constitucional, no es suficiente para negar su carácter jurisdiccional, que no 

puede limitarse a la simple aplicación de la ley, en contraposición con asignar en 

exclusiva a la legislación el carácter de creación del derecho, pues entre la ley y la 

sentencia judicial no hay diferencia cualitativa sino cuantitativa; destaca que tanto el 

legislativo como el jurisdiccional son actos de poder, pues ambos producen derechos, de 

lo que resulta que la sentencia no deja de ser un acto de jurisdicción por decidir respecto 

de la aplicabilidad o no de una ley, al valorar su contrariedad con la Norma Suprema: 

"es deci", [ .•• ]la dedsÜI no lid> está liriEa a la inDl lajsl¡iiva, sh> que müén bTre ¡uE del 
oorett> de 1a mm ¡.iisOOin!I, IXI' k> que no ¡um esta" ausa1e de e1a el caáU pailix> ... 
¡xxtá áswtise la qxrtribj de una i1stiml ami el T rbJnal anstiUb1al de las ~ y las 
~e Í'llJMlf1iel'ÉSdeque ese arlJá seaarúba dK:ha i15llJcm. Pero, m a&Jlerc;m 
IB1lOO dw que, mm e1 J1Rl de Vista de la i Ol¡e der ICia y 1a naAr.írBI, no JJllS8l"la rrg.,a 
~elque, ami JXqn1la Sc:tmill, lammdeana la ejerza el.IEÉde E'sab. La lisbia nos 
rruestra que la DxD1 que drece Sdml no es nljr que aquela que ali:a Si es re.tal*! CJl8 
~ cxride la ~ oo las Eo,es, nljr sera que esa IOOa' no la lel.ei a am 
6rg¡ms que smiiJiz y JQfeen las decüres"' 

El carácter politice es Inherente a cualquier conflicto relacionado con la 

constitucionalidad de las leyes; sin embargo, durante el ejercicio de control constitucional 

no debe ser éste el problema central de la Interpretación realizada por los órganos de 

decisión, se debe partir del hecho de que el texto constitucional refleja un sistema 

complejo de valores y ante las ambigüedades y las formulas genéricas de contenido 

indeterminado, muy discutibles e incluso contradictorias, el órgano de control está llamado 

6 ldcm, página 54. 



a actualizar e Integrar los valores imperantes en ta Constitución, salvaguardando el lugar 

en que se encuentran dentro del sistema jurldico nacional. 

Las opiniones de quienes defienden et control constitucional de tipo jurisdiccional, 

apuntan que ante una situación en la que se ha de optar por una solución a la 

problemática descrita, será siempre la decisión del órgano jurisdiccional una opción 

jurldica, aun cuando tenga un contenido politico, pues la decisión siempre tendrá un 

apoyo jurldlco: 

"Seria, al fil y al callo, lMI' al derecto a la pcüica, µifur' la ¡UIOCa. Y la dedsül arhme al 
Dmm> de una maEria ¡Uitica ro <*!tJe erbderse OOlllJ una tuta al Deredl>, sil>, 
p1ecisa1101 lle, QllllJ la CXJ1SlataOOn de que al derecto lega a presii', mm, lasdedslres fJ1 

maDiapditica"'. 

Como se advierte, no es sencilla la adopción en términos absolutos de la forma de 

control constitucional de tipo jurisdiccional o de naturaleza polltica, sino que tal decisión 

del constituyente o reformador, se deberá apoyar en diversos factores basados en el 

actuar cotidiano de sus autoridades, la legitimación y confianza que los gobernados 

tengan en sus Instituciones y funcionarios, asl como la objetividad de quienes deban 

realizar el ejercicio de control que Implica, necesariamente, una labor de Interpretación 

jurldica que en ocasiones es exhaustiva y compleja; es decir, se trata en todo caso de 

circunstancias fácticas, las que determinarán la adopción de uno u otro, tal como ocurrió 

en et desafortunado establecimiento del sistema de control constitucional de tipo polltico 

en México en 1836, por la expedición de las llamadas Siete Leyes Constitucionales, por 

las que se instauró el Supremo Poder Conservador, creado a semejanza del Senado 

1 ALEGRE Manlncz Miguel Angel. "Jostlcla Constll•clon81 y Control Prrvtntivo", León: Universidad, S..:rotariado 
de Publicaciones, España, 1995, página 58. 
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Conservador Francés. Fuera de este caso, nuestra historia constitucional no presenta un 

sistema de control constitucional general por via de acción ante un órgano de carácter 

polltico; sin embargo, prevalecen funciones de control a cargo de los Poderes Ejecutivo y 

Legislativo, previstas en ellas las Inherentes a la creación de ordenamientos generales y 

emisión de actos concretos, en que deben salvaguardar las prevenciones constitucionales 

y excepcionalmente se erigen en órganos de resolución de procedimientos de carácter 

constitucional, como puede verse en los casos de declaratoria de procedencia o 

desafuero y juicio polltico. 

Los poderes constituidos, tanto en el ejercicio de facultades de control como al 

actuar de acuerdo con la competencia establecida en la Constitución, deben 

necesariamente realizar una Interpretación de la Ley Suprema, para ajustar su actuar a to 

consagrado en ella. Sobre este particular, Nestor Pedro Sagüés aborda las 

caracterlstlcas y conveniencias de la labor interpretativa de los tribunales constitucionales, 

en relación con la especialización y pericia jurldica que se requiere para desentranar y, en 

su caso, Integrar las prevenciones del constituyente, la cual, sin soslayar los antecedentes 

en cuanto a la procedencia y nombramiento de los jueces constitucionales, que pudiesen 

influir subjetivamente en su decisión, aparentemente reviste una mayor Imparcialidad que 

la interpretación realizada por los órganos pollticos, quienes normalmente tienen un 

propósito mediato al juzgar sobre la posible lnconstitucionalidad de una ley o acto'; es 

decir, la diferencia estriba en que la finalidad de la Interpretación constitucional por órgano 

judicial es propiamente la decisión de la adecuación de la ley a la norma primaria, 

1 Sngüés Néstor Pedro, "Lo /nt.,prttacldn J11tliclal ti• I• Conllil11cidn ", Edil. Dcpalma, Bucoos Ain:s, 1998, P'gina J. 
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mientras que la efectuada por órgano polltico constituirla una medida instrumental o 

preparatoria para ordenar o ejecutar actos posteriores de poder, lo que desmerece la 

parcialidad y objetividad de la decisión de control. 

Otro factor decisivo en la Interpretación de las disposiciones constitucionales y su 

efectivo control, consiste en la forma en que se encuentre expresamente previsto tal 

control, lo que Implica el examen del problema de la fuerza normativa de la Constitución, 

porque si la ley fundamental no previene un sistema de procesos que aseguren la 

nulificación de leyes o actos, lmplicitamente estará anestesiando su vigencia, pues, en 

ese caso, los limites de la interpretación del control, especialmente en la vla 

jurisdiccional, son precisamente las prevenciones constitucionales y si éstas no autorizan 

su realización para determinadas hipótesis, deberá entenderse que el constituyente 

indicó que el único medio de control serla el polltico, a través de la labor de reforma legal 

o constitucional, vedando con ello la posibilidad de examen de la norma o acto por órgano 

diverso. 

En relación con esta problemática, para que un sistema de control de 

constitucionalidad por vla jurisdiccional se considere realmente completo -indica Sagüés­

debe reunir ciertas condiciones, en la Inteligencia de que normalmente los Estados tienen 

sistemas Incompletos al no comprender todos los requisitos siguientes: 

a) Una Constitución Rlglda. Ya que si la misma es total y absolutamente ftexlble 

y por ende puede ser reformada por leyes ordinarias, no hay protección de la 

constitución ante la ley lnconstituclonal, puesto que toda ley es constitucional. 

11 



b) Un órgano de control Independiente del órgano controlado. Ya que un 

autocontrol (verbigracia, el del poder legislativo ·llámese parlamento o 

congreso- respecto de la constitucionalidad de las leyes que el mismo elabora) 

serla en definitiva Inútil. 

c) Facultades decisorias del órgano de control. Puesto que si las decisiones 

sólo constituyen meras recomendaciones o consejos, carece de vigor y 

efectividad cualquier control. 

d) Derechos de los perjudicados a reclamar e Impulsar el control. Ello es asl, 

en razón de que de poco servirla un sistema de revisión de constitucionalidad si 

el agraviado no pudiera exigir el pronunciamiento del órgano de control. 

e) Sometimiento de todo el mundo jurldlco al control. Si ciertas áreas del 

quehacer estatal se encuentran exentas del examen de constitucionalidad, ello 

conlleva a decir que la supremacla constitucional no Impera realmente en un 

sistema jurldico. 

Ahora bien, basado en el modelo de control jurisdiccional Ideado por Kelsen, 

pueden distinguirse aquéllos que establecen un control difuso, que puede ser ejercido por 

todos los tribunales que Integran el Poder Judicial y los que establecen un control 

concentrado, que atribuye dicho cometido a un único tribunal, ya sea de los que Integran 

el Poder Judicial del pals o a uno creado especlficamente. 

12 



La aptitud para que cualquier juez pueda comparar el contenido de la norma legal 

con el de la Constitución y al hallar incompatibilidad, abstenerse de aplicar la primera, se 

ha conocido con el nombre de control constitucional difuso o por vla de excepción.' 

En apariencia, el texto del articulo 133 de la Constitución Polltica de los Estados 

Unidos Mexicanos, obliga a todas las autoridades judiciales a salvaguardar el contenido 

del orden primario, lo que conducirla, en principio, a autorizar a cualquiera de ellas a 

realizar el control de constitucionalidad de normas generales, con independencia del 

orden jurldico a que pertenezcan (pues el control de legalidad lo realizan mediante la 

decisión de las acciones y medios ordinarios de defensa). 

Quienes afirman que la norma suprema consagra esta clase de control, sostienen 

su postura en que los jueces tienen no sólo la facultad, sino la obligación de juzgar si la 

ley invocada por una parte dentro de un litigio, es o no acorde con los mandamientos 

constitucionales (e Incluso decidir sobre la aplicación preferente de la ley federal en vez 

de la local en el caso concreto), para negarte obediencia y no aplicar dicha ley 

inconstitucional o transgresora de la competencia federal, pues serla Ilógico y antijurldico 

pretender que se cumpliera con esa obligación, si no tuvieran a la vez la facultad 

correlativa de discernir si las leyes se ajustan o no a la Constitución, por lo que aceptar la 

9 También llamado americano por ser en los Estados Unidos de América donde se le dio vida y que ha sido criticado 
incluso por los mismos estadounidenses entre los que podemos mencionar a Raoul Bcrgcr quien en su obra Cifwarc•lftl 
b)' Judlci•ry nos menciona "PHn<OJ ~,,.., J/a l'ln8o fU d Trlb•••I S•prt•o u t.. 6•ti•io i• t. W...cidlt ü 
los ud11ctorn orlg/Jtlllts dt 11911tl/11- el autor se refiere a la decimocuarta enmienda a la Constilución estadounidense-, 
lo /ro ••J/IJ•lio por••• l•t<rprttoclóa t•• ntd •• colllNt/kt:/óa o6/mo <•• •I propósito iltkt.I [../ &111 ro•i•tU 
hoct qut 11110 11c11k Uq11nio a 111 co11d11slón dt fllt los juece.s sr 111111 co11M'lldo en ltgúladores por si •h•os. • 
Citado por Millon y Rose Friedman, "FREE TO CHOOSE", "Ub<ttod i• E/tglr", Ir. Carlos Rocha Pujol, Ed. Orbis 
S.A., España, 1983, página 397. 
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tesis contraria serla imponer a los jueces un deber sin darles los medios necesarios para 

cumplirlo, máxime que el articulo 128 de la propia Constitución federal dispone que todo 

funcionario público antes de tomar posesión de su encargo, deberá protestar guardar la 

Carta Magna y las leyes que de ella emanen.10 

En el otro extremo, aparece la doctrina mayoritaria que por razones de unidad 

interpretativa y prevención de la posible anarqula en el ejercicio del control, solamente 

acepta el realizado por vla de acción -también conocido como concentrado- que desvirtúa 

el control difuso que se realiza por jueces locales en los Estados Unidos de 

Norteamérica 11
• Sostiene que tales juzgadores no gozan ni pueden gozar, de ta facultad 

de examinar si las leyes secundarias cuya Inaplicación les pide una de las partes en un 

juicio ordinario son o no inconstitucionales, pues si tuvieran esa atribución serla un caos la 

impartición de justicia, en razón de que se permitirla que se resolvieran, en un 

procedimiento de legalidad, cuestiones tan complejas como pueden llegar a ser las 

constitucionales, además de que se dejarla a su libre arbitrio la facultad de cumplir o no 

con la ley, so pretexto de considerarla contraria a la Constitución; por tanto, concluyen 

que sólo el Poder Judicial Federal puede realizar dichas declaraciones de 

constitucionalidad o inconstitucionalldad de teyes.12 

10 Alberto dcLCastillo del Valle realiza una sinopsis sobre la corricnle jurídica que, en el siglo XIX, admitió la 
procedencia '9 control difuso de la constitucionalidad (Cfr. "U lhftlflfl J11rúllc. '' t. Co1Utihldó11 nt Máko", 
Editado por Grupo Herrero, México, 1994, página 38). Véase 1ambién sobre es1a postura el articulo de Arturo Mllllncz 
Do\cz publicado en la Revista de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, julio 1 septiembre de 1942, pigina 247. 
11 Es de resaltarse que no sólo en los Estados Unidos se ha adoptado el sistema difuso de revisión judicial. tambi~n ha 
sido adoptado en Venezuela a través del recurso de protección, en Argentina y Brasil mediante el recurso extraordinario 
de inconstitucionalidad .. 
u Véase también la opinión y desarrollo de cucstionamicnlos sobre la conveniencia de adoptar el control difuso, por 
Felipe Tena Ramlrcz en "L<J~• Fundamental<> de México 1808-1997", Edi1. Pomia, 20' edición, México, 1997, pp 
543 a 551. 
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El ejercicio de control constitucional, es una actividad jurldlca que no puede ser 

ubicada estrictamente como función federal ni como local, porque si la pretensión del 

control es la salvaguarda del orden primario, la función interpretativa y de decisión sobre 

si una ley es o no constitucional no puede ser inherente a ninguno de los órdenes 

jurldlcos parciales. De esta opinión es Ulises Schmill, quien resuelve la cuestión planteada 

en los siguientes términos: 

'ttml; mninrl:> más arila que el anrol de la ~ es im Uó'.r1 
µíi:a que debe ser ooma al aden aris&ucmal y no a a9m de kJs ádenes 
l 11aib 1101 E sUxrtfraDs a la c.oostiUiln, el fi:ldera ~ 111rte <ihl y kJs 
ádEnls estat¡Es, Es mami del cmro de la ~. roro wreroos más 
adelarE, bias las ramas y octis, cm a9m exrepcDi, tri> de la federaliln roro de 
kJs Estm kx:ales, ariul que se leva a amo JXI' un CXlljrtJ de 6rg¡ms espa:ü1101 *' 
demrimJs. que<XJlSlil'pl al Poder .llÜll de la FederlD'.n Si la casi tülOO de las 
ramas y octis, tri> de la Federa001 roro de kJs Estms kx:ales, está S001elila a ese 
cmro y eoo sg,Jci que JUldm - aUOOa.s JXI' im cite11i aii1 de uno de kls 
á¡J;ru¡ del Poder .lllill Fedea, es cDt>que <ihl cmro sé*> puede Sii' alsati a un 
aden ~a kJs 005 n101o:iJei:6. EsE aden ~es el aden IDlSlhXm. Si 
se anülra que la flni'ri µíi:a que estmos liscUierd> fuera una flni'ri de la 
FeclooD'n, roro atlen SlbJtiail a la c.aistum, estrirms ~a ese aden 
9brthrl>y a rusá¡J;ru¡ummde ~tal sdre klsádenes kx:ales, que 
el sisbna bBal se eoorilrfa fr.Dmb. En canti>, no tey fracUa algim en la 
esmtrn ~si esaflni'ri delll&m de las ramas y octis ingilescm 
respect¡ a la Consthm, se lllsatJe a un atlen que se enaJria en sle:iln de 
~ cm respect¡ al aden de la FedmDlr1 y a bs ádenes de kJs E'slidls 
kx:ales. PIJ' <*a ¡mi, el ano de la ~ es una Ú1Ü1 CD1!lbilm, 
dOOllOOa <ioct11101 ie de las ramas cmsliU:illales y w mama U1 la tülOO de las 
ramas Blerales y kx:ales. Ar el>, aam se n:ni tau un inftisis, CDl8Ci> 
Eáka1e *'·de las bD:J1es del Poder .llEal de la ÑldllalÜ\ debe terese especa 
wihi>en cistq..i'cm bla¡UJbja.iillesdelasfumlesqueleva aamdebenSll' 
OOsatas al aden anstiUinll ya.iilles al aden a.tmhD:> de la FederaD1, JUlS en 
él eldsE im lri5n persmal de blilnes que w1es¡nde11 a bs 006 átlenes 
11101 w lados. 8 Poder .bi:ial de la Feciracilr1 es t.*> á¡Jlll del aden W1SllUinl 
wm~deladensUm:hDJdela FederlD'.n Qr.inmeradedernosr.rbclch:> 
es pe¡µase pcr el aEri> de peOOrmc8 de un ~a un aden Atnp¡ puede 
eidsti' cier1a hllOO en la emD1 del alrk> que se IAioo, aoo que puede Sii' Uilabel 
ansisU'*1 en WlSÜm' que un á¡Jlll deBnTab perBlea! al aden que b 
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estalD:e am:i tal y que tiene ew1e dada la Lni5n de ~las rmres de ese 
oolen. Coo esE aEro, blemJ¡ que ani.t que 8 Poder J.dcial de la FederacÜI, 
ruarrlJ es trb.ra de MlBO o ejeda ~ de las faa.ktes w~ Bias m 8 
atiaiJ 105 cxn;1iU:inal, es ui IÍ!JID dillttldel aden WlStldnt"13 

El anterior argumento, refuerza el porqué rechazar el control difuso, Inclusive el 

propio Poder Judicial Federal, ha vedado la posibilidad de su realización por jueces de los 

órdenes jurldicos parciales (Incluidos los propios jueces federales cuando actúan como 

órganos de legalidad y no de constitucionalidad). Asi se advierte de algunas tesis que 

ejemplificatlvamente senalan: 

"CONTROi.. DFUSO DE LA CONSTITUCIONAi. DE NORMAS GENERALES. 
NO LO AIJT'ORllAEL ARTtctl.o 133 DE LA CONS1l1UCIÓN. 8 et>~ del 
atiaiJ 133 de la CmstbXln Fedeal ~ que i.as jJllals de cala Estacb se 
~a did1a Coosllmn. leo,es y batms a pes¡l'de las ciµliliJes en amm 
que rueda tmer m las Ccnstl.árles o leo,es de l:ls E'stlb;". En <ih> senlib llBal 
lle¡pa JJ'OIUtil'Se la Sl.pBna Qmde .iJslij¡¡; sil errhl¡p, la JXlSllll susErbla wi 
posBbilad pcr e5E No Trhm, de rreea p1ab1iee, te sm m <*o sel1ib, 
mmoo en ama uia ¡ ibpi!UD 1 sisBm&:a del lllecei*> y m prrqu¡ que 
ar1anu1 ruestra CoostUXn En áect>, esta Sl.p'em axe de .lltii de 1a Nadiln 
cmsilera que a atkW 133 ~ no es iB'E de tiaAlles de w..a 
a:nstUmal p¡1a las aDklades que ejEml1 flnir1llS 11 •j¡j1 e*' jlid:x:b..., 
respectJ de a:tJs ~ oorro ID1 las leyes eneBlas del prqi> caveso. ri de !LIS 
plqiias acilaciJies, que les perr'*'1 desamalrl.RlS y«*os, f1leS <ih>~debe 
ser~ a la lizdel légimen pilMsb perla piqia Cata Ml!JD pllll ese ded:l. • 14 

''CONTROl..JtlllCIAl..DE LACONSTTTUCIÓN. ESAmEIUCION EXWJSIVADEL 
PODER JlDCIAL DE LA FEllERAClélN. la stplllB:ia ant1U:in11 se ari!JJa 
am:iui piiqi¡,WlSUSloocialdelsisUna~ITBlian>, quedesanamla 
mqmsiirl piituia de la sOOer.rila en la ~ de la CaSlJ:iln, y que pcr elb 
ai:x:a a ésta pcr tnim de t:xlas las leyes y de t:xlas las lliJiBIBs, de ahl que las 
aetJaeUies de éstas deben ¡fmse e:ákD1 e*' a las ciµliliJ es de aiµlla. En 
ese serti>, más que lila m&ll. la SUpllllRlcia WlStiWnll il1JOl1I! a bla amik! 

" SCHMILL Ordóftcz, Uliscs, "la Defensa de la Constitución", compiladoros: Jo~ Ramón C..Slo y Luis M. Pérez de 
Acha, Distribuidores Fontamara S.A de C.V., México, 1997, pp 26 y 27. 
14 El Tribunal pleno, en su sesión privada celebrada el 13 de julio de 1999, aprobó, con el número 74/1999, esta tesis 
jurisprudencia!. 
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el delude ¡flSfar a tis J1BE1*is fiJ ida 1 e ÜlS, tis atbs <tasi ilegOO¡ m ejertD> de 
sus afurires. Plr to>, si bien es det> ~ tis tes F\:Jdeles de la lhln delm 
observar 1a Ley 51.pena, oo JlJlde <ñnme ~ por es1a razón, ai a.bi:Dles 
puedan, por si y ll"E si, en el ejen:i:D de flnDllS iiebBIUÉ µlscixii"*'5, 
exania la~ de sus JJopbs atbs o de tis ~ bla llllZ <Jl9, al 
respect>, la JJqiia CalS1iud6n OOl1Sal}ll. 81 sus mbiJ¡ 103 y 107, Ln meci> de 
defensa ex ¡xáeso, por vla de a:xm, CXJfTll es el µciJ de ¡nµro y b BlOOlrieOOa, 111 
exciJsiva, al POOer .lli:ial de la Fecteracm, sertnb m tu;es de su ¡moodmail y 
tlanitai.)n."15 

Incluso, de acuerdo con criterios expuestos en tesis de jurisprudencia, los 

Tribunales Colegiados de Circuito no pueden pronunciarse respecto de los 

planteamientos de lnconslituclonalidad, hechos valer en grado de revisión; el Quinto 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, se adhiere a esta interpretación, 

de acuerdo con la tesis de jurisprudencia publicada en la página 172 del Tomo VIII Julio 

de 1991, de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que Indica: 

"NXlNSTTTUCIONAll>AD. REVISION, M'ROCEDENCIA DE SU 
PRONUNCIAMENl'O POR LOS 1RIBUNAl.ES COLEGIADOS DE CIRCUIO EN 
GRADO DE. Soo iárdties tis ITdMJs de h:o lb11iiill B1 tis ~se preb'de ~ 
un lrhnal <Dtjack>resut.a me 1a ~ decü:i11iem<ÉjllÜJe; 
legales, ~ tis lriJl.ne¡ Wegia:b; de cia.iD 00 pueden ¡mulDse respect>de la 
~ de ~ o de JlllOOl*JS legales al c:miar del rea.rso de nMsilr1 
~anraseramsdlíriMlsdidams portis)Jtms federales. siro í.nianerie 
por vla de ¡nµro ciett>, de ariJnnklaj cm b Ó5¡lleStl por tis lllk1tJs 84, taailr'i ~ 
i1ciso a), 8.5, frlKxD1 11 y 83, taxüi V, B1 relatm cm el 84, taailr'i H, de la Ley de 
Anlao." 

Ahora bien, debe destacarse que la autorización del control difuso de la 

constitucionalidad, tratándose de actos jurldicos Individualizados, si ha sido aceptada en 

algunos casos por el Poder Judicial de la Federación, preferentemente en materias donde 

15 El Tribunal pleno. en su sesión privada celebrada el 13 de julio de 1999. aprobó, con el número 73/1999, ata lesis 
jurisprudencia). 

17 



se ve la concurrencia normativa de las prevenciones constitucionales y legales, como 

sucede en el ámbito penal y administrativo, relativo a formalidades procedimentales: 

''PROCEDMENTO PENAL SU REPOSICIÓN. CASO DE APl..ICACION DEL 
PRINCIPIO DE SIJIREMACIA CONSTl1UCIONAL. f>J ser el piood 1 iel ib pena lm 
WlSIDlde atBi pilimarbmearili> 14de la Ley Fimmenat de la Rep'.üai, 
a.n 0llisErm en la kl'¡seanma ¡qetiva <is¡xlsicül CJl0 exija la pitMa petk:ilrl de !BE 
!Dll la repcEÜll de acµi, la aDiBl µlill de Rita100, sdJe tal roma, de aamlo 
a m1a.t> 133de1a Onaü.n PditK:a de bs estms lk1ib; Meicicaioo, ~su¡ 
8(:D¡ a b ¡m.ist:> en esla 11ire, ~ asl, no cbitril CJJ0 no see aDihl de 
ar!1JEIU, b CJl0ddieiil1 e*' se a:moo am> arid anstlri:nal dluso, a Wti.xl del 
rua11a aDihl CJl0 iJ21Ji. miJ po¡m, debe oortsu <D.a a 11em,etide1a am 
Ma¡JB, <m ~ de no amm bs dooJcta¡ Jll:tims 51.qetM:ls del ~ 
oo ID 1tD:Dsen el piecijndspa;iMJ 14 CXJlSllJOOlal.16 

'1RIBUW.. FISCAL DE LA FEDERACIÓN. CUANOO PlEDE CONOCER DE LA 
t«XlNSTT1\JCKl DE UN ACTO ADMNISTRATM>. La j.riOOixión 
~~en el sisUna mexk3D pcr i'Alerláa de sls8nas 
µfuiso exmjfm¡, piiqd1e *'el fia100s, oore;¡xnle a la~ e>dgentia del 
Estmoo e1µ1ámdep11mVarla le!J*hj de la adlaD1 ~ est>es, el 
SCJ1ieli1iel *' de m a*1il<lles ~ a las klyes emnms del PaU 
legislaM> pcr ser éstls la úiOO li'eda de la ález y fe!jliTÜll de su áa:ül. Pa­
et>, lapmxm del Trb.rB Fiscal de la l'ed!r.llI1 es de nalr.*1za athrB y ro tiene 
am>piqiósibúmtmll<*odSitldelde~yamula le!Jtil:ldebs 
B(:D¡atmstalMJ& (hi> lf.ll la le!J*hj de bs 8(:D¡ ~está elev.lla en 
rues1ro ¡sis a av> de g¡raiia Rii.üJa pcr éect> de bs allabl 14 y 1s 
<XllSllr:i:mles se eiq*3 IJI! en iepetilas IX35Dles se luya pledi:adoel deber de las 
Salas Fscaes de amoor i'dJsM! de ire!JDm1es JirblH; axro WiDJrles a 
Jll'llllll*lsanstmrals. Si1~,am>puede*5QB'lams~de 
1a Se!Jnla saa de 1a 51.p&na 01'! de .ll5ÜI de 1a NaOOi Wtil IDl e1 rúnero 
tescD*>s wRiséis de la Tema f'ilE del íbno ApéRb a SemraiJ .utm de 1a 
Fedoori'.n <m el nbode "fRl3Lt.IAL FISCAL DE LA FEDERAIXJN, FACU..TADES 
DEL, PARA EXAMNAR LA CONS1TT\JCION,A ll: l.t.I ACTO 
AIMNSTRATIVO", ym plmldenEs<Jll!le cimrl$1, la~ de bs 
8(:D¡ ~ de IJll puede arooor ese Trbra, es la dOO.Jada de la 
~de las bnmBles eserUies del p1ood1ielib a <Jll! se llÍllll'0ll bs 
allabl 14 y 16<XJ1SllDnEs, en o.mD arf9J'a la alJSal de in.BXn pieYista en la 
aciB rraam u del m1a.t> Zl8 del Cál9> Fiscal \1gerill. En surm. 1a ~ del 
Trhnal Fascal en lérrrhls de las alJSales de aumn pnMslas en el runeral a& 
dtm, está anhl'i:la a la mima de le!J*hj, a.nµ¡ ésta se "'*" en txbl bs 

16 Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. Semanario Judicial de la Federación, Tomo VII· 
Encro1 página 363. 
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cooos en im \ÜICÜl a las !J1i1$s ra&lmlales nem ladas. de ali cµi w 
rur~ida ro Jlllda emmse al !Jlrll de <Ü!Jlb a amcB"de wmrm a <*a 
dase de g¡rcn¡as de 1a Gala &pema, ri sQ:Ba rumo tales nr..xmes se aHlr,el 
ro a 111a E<¡ sm a 111 aá:J <lirDstr.iilo, JUlS elb sq1furia iMlSlit> de faaJades 
~del sisbna de and de la cxristiu:'iráll, de las cµi desde Ul!P taea! al 
terorde kJs atfQ.b¡ 103, 104 y 107 de la Qnalción" 17 

En tales condiciones, parece que la solución más conveniente para admitir la 

posibilidad del ejercicio de control difuso de constitucionalidad por jueces ordinarios, es 

que éstos subsanen las omisiones legislativas o reglamentarias en materia procedimental, 

para adecuarlas a las formalidades establecidas en la Constitución o bien sancionen los 

actos concretos que se aparten de éstas, de acuerdo con la rama jurldica especifica de 

que se trate y respecto del control sustantivo de disposiciones generales, la prudencia y 

unidad en el criterio de Interpretación sugiere que dicho control sólo pueda realizarse 

cuando el texto de la norma secundaria sea abiertamente contraventor de alguna 

disposición constitucional, siempre que tal comparación abstracta se realice sin necesidad 

de interpretar mas allá del significado común del contenido normativo, es decir, que no se 

realice una labor de integración que pudiese provocar el desquiciamiento y anarqula que 

fundamenta la critica de esta clase de control. 

Las garantlas constitucionales y la justicia constitucional. 

La noción de garantlas constllucionales, surgió a partir de la declaración francesa 

de los derechos del hombre, consagrándose en un documento constitucional; el articulo 

16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, establece en 

17 Tercer Tribunal Colegiado en Materia. Administrativa del Primer Cin:uito. Gaceta del Semanario Judicial de la 
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su parte conducente "Toda sociedad en la cual la garantla de derechos no está , 

asegurada ... no tiene Constitución"; asimismo, el titulo 1 de la Constitución revolucionaria 

de 1791 consagró los derechos fundamentales de la persona humana con la 

denominación "Disposiciones fundamentales garantizadas por la Constitución~ 

El término justicia constitucional es de carácter genérico y comprende, como se 

indicó, al conjunto de mecanismos jurldicos dirigidos a la obtención de la garantla de las 

disposiciones fundamentales; la jurisdicción constitucional, por su parte, se reserva en 

un sentido propio a los instrumentos de garantla o de justicia constitucional que se 

confieren a organismos judiciales de carácter especial, es decir, a los tribunales 

constitucionales. El derecho procesal constitucional, es un término estrechamente 

vinculado que comprende la disciplina jurldlca que estudia los instrumentos de justicia 

constitucional, o sea, las garantlas constitucionales entendidas en un sentido más amplio 

a los mecanismos procesales propiamente dichos. 

El derecho procesal constitucional es la rama más joven de la ciencia del derecho 

procesal, en virtud de que ha sido muy lenta la evolución para conf19urar los Instrumentos 

de resolución de los conflictos, litigios o controversias constitucionales y todavla más 

retardado ha sido el estudio sistemático de los propios medios, pues si bien las garantlas 

constitucionales en su sentido moderno surgieron en forma Institucional con la práctica 

de la revisión judicial de la constitucionalidad de las leyes en las colonias Inglesas en 

América, se consagraron en la Constitución federal de los Estados Unidos de 1787 y se 

Federación Tomo 80, Agosto de 1994, página JS. 
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perfeccionaron con la jurisprudencia de la Suprema Corte Federal norteamericana; el 

análisis científico es mucho más reciente, pues sólo se inicia cuando se realiza un estudio 

sistemático de los instrumentos para la tutela efectiva de las cartas fundamentales". 

Los instrumentos que auxilian en la justicia constitucional, adoptados por la 

Constitución Federal, se encaminan a lograr la armonla y el equilibrio de los diversos 

órganos de poder; no obstante la existencia de aquéllos, éstos tienden a extralimitarse y 

rebasar sus atribuciones, sea por la incorrecta Interpretación de las normas 

constitucionales o por su deliberada violación. Por ello, es imperativo el establecimiento 

de las garantlas constitucionales. Estos logran la adaptación de las normas 

fundamentales a los constantes cambios sociales, porque si bien las normas pueden 

mantenerse inalteradas en su texto, su significado e Interpretación no es inmutable, 

razón que se estima conducente para la creación de organismos judiciales para la 

resolución de controversias constitucionales en sentido lato. 

En nuestro pals, el Constituyente de Querétaro adoptó las garantlas 

constitucionales, inspiradas en el constitucionalismo de los Estados Unidos, y consagró 

además en el articulo 110 el denominado juicio polltico, que Implica el juzgamiento por 

parte del Congreso de la Unión de los altos funcionarios de la Federación y de los 

Estados, que en el ejercicio de sus atribuciones o en exceso de ellas, infrinjan las normas 

constitucionales, lo que se traduce en su destitución o inhabilitación y posible 

11 FJX-Zamudio, Héctor; El pcnsamienlo de Eduardo J. Couture y el derecho constiluciolUÚ procesal", en Bolelln 
Mexicano de Derecho Comparado, númrro JO, septiembre-diciembre de 1977, p 120. 
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sometimiento a los jueces penales ordinarios. Asimismo, en el articulo 105 de la 

Constitución Federal se reguló el instrumento denominado controversia constitucional, por 

el que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada para conocer respecto de 

los conHictos que pudiesen surgir ya entre la Federación y uno o más Estados integrantes 

de la misma; entre los Estados; los órganos de poder de un mismo Estado y aquéllos en 

los que la Federación fuese parte. 

De Igual forma, como innovación del Constituyente, en el articulo 97 se estableció 

el denominado procedimiento investigatorio, por el que se faculta a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación para que de oficio o a petición del Presidente de la República, de las 

Cámaras del Congreso de la Unión o de los Gobernadores de los Estados, realice una 

investigación, a través de los jueces o magistrados federales o bien por comisionados 

especiales, para averiguar la conducta de algún juez o magistrado federal o algún hecho 

que constituya una violación de alguna garantla individual y en razón de la reforma de 

1977 se amplió la referida facultad de la Corte, para practicar de oficio la averiguación de 

algún hecho que constituya ta violación del voto público, pero sólo en los casos en que se 

ponga en duda la legalidad de todo el proceso efectora! de algunos Poderes de la Unión. 

Las facultades de investigación 

La función de investigación es un instrumento de garantla o defensa constitucional, 

previsto por los párrafos tercero y cuarto del articulo 97 de la Constitución Federal; es un 

sistema de control de la Constitución a cargo de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que debe considerarse de excepción, ya que expresamente no tiene atribuido un 
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efecto detenninado; su finalidad es poner en evidencia una violación grave e 

Indirectamente alcanzar el castigo de sus autores; se basa en Ja autoridad moral del alto 

tribunal, porque su intervención no es propiamente de carácter jurisdiccional al no tener 

efectos vlnculatorlos. 

La facultad de Investigar es concedida por la Constitución Federal a toda clase de 

poderes, tal como la que explicltamente se atribuye al Ministerio Público de confonnldad 

con los artlculos 21 y 102 A; asimismo, existen facultades impllcitas de Investigación 

conferidas al Congreso de la Unión ya que al ejercer su facultad legislativa y al actuar 

como jurado de sentencia puede recabar lnfonnación tanto de particulares como de 

autoridades, también la Cámara de Diputados tiene dicha función al conocer de una 

solicitud de declaración de procedencia; al Presidente de la República también le son 

conferidas dichas facultades relacionadas con su función ejecutiva, al igual que a Jos 

gobernadores de las entidades federativas, a los congresos locales y a Jos jueces locales. 

En principio, Ja Suprema Corte está dotada de dicha función de Investigación, que 

se ciñe a Jos juicios o controversias respecto de Jos que tiene competencia, tal como 

sucede cuando para encontrar Ja verdad dentro de un juicio, puede valerse de cualquier 

persona, cosa o documento de conformidad con Jos artlculos 79 y 80 del Código Federal 

de Procedimientos Civiles y 35 de Ja Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del 

articulo 105 constitucional; tal atribución es extensiva a Jos tribunales federales en el 

ámbito de sus competencias respectivas. 
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Asimismo, dicha función es susceptible de ser ejercida respecto de un objeto 

amplio; es decir, sobre hechos que constituyan una violación grave a alguna garantla 

Individual o que constituyan la violación del voto público, cuando pudiera ponerse en duda 

la legalidad de todo el proceso de elección. En esos supuestos la facultad investigadora 

es limitada y busca los elementos para estar en posibilidad de declarar, en términos 

generales, si hubo o no violación sin que pueda Investigar o declarar respecto de quiénes 

son los responsables. 

Esta atribución de ordenar Investigaciones y nombrar Investigadores, se explica en 

un medio en el que es común la violación de garantlas Individuales, en el que son poco 

efectivos los medios ordinarios de Impugnación de actos Inconstitucionales e Inoperancia 

de los órganos encargados de velar por la supremacía constitucional; por tal 

circunstancia, su existencia y práctica denota el fracaso de los sistemas juridicos y 

polllicos de gobierno y legalidad Instituidos en favor de los particulares por la Constitución; 

las facultades para ordenar Investigaciones, confiar su realización a algún miembro de la 

Suprema Corte, un magistrado, un juez e Incluso un comisionado especial, supervisar su 

realización y hacer llegar el informe correspondiente a la autoridad solicitante, son 

acciones excepcionales que se le confieren porque se consideró que, debido a su papel 

de máxima Instancia de defensa de la constitución, goza de una autoridad particular. 
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Felipe Tena Ramlrez califica las facultades de investigación como posibles 

defensas subsidiarias de la Constitución; 19 jurldicamente sólo son atribuibles al Pleno de 

la Suprema Corte las facultades para determinar si tiene que adoptar el acuerdo de 

nombrar comisionados y en caso de provenir la solicitud de alguien ajeno a ella y 

establecer si de acuerdo con el articulo 97 constitucional es alguno de los poderes 

facultados para hacerlo; verificar en caso de tratarse de órganos colegiados, tal como las 

cámaras del Congreso de la Unión, si la solicitud efectivamente es suscrita por sus 

directivos; en el caso de que la solicitud provenga de un gobernador de un estado, 

cerciorarse de que sea dicho servidor público precisamente; vigilar la Integración y el 

funcionamiento de la comisión investigadora, en caso de que el comisionado no sea 

integrante del Pleno, debe designar a un ministro como responsable de la supervisión; 

notificar a la autoridad solicitante la integración de la comisión investigadora y el inicio de 

sus actividades asl como a la autoridad señalada como presunta responsable, además de 

solicitarles que faciliten la realización de la investigación. 

Las causas que pueden provocar la acción investigadora de la Corte, son 

únicamente las enumeradas de manera expre~ y al referirse el articulo 97 a garanllas 

individuales, se debe entender la Investigación de hechos, quedando fuera los actos 

jurldicos en relación con leyes o decretos, ya que para tal efecto están expeditos el juicio 

de amparo, la controversia constitucional y la acción de inconstitucionalidad; deben 

tratarse además de hechos cuya autorla sea atribuible a autoridades en cualquiera de sus 

niveles y sean éstas de iure o de facto, ya que no son objeto de investigación los hechos 

"TENA Ramfrcz, Felipe, lkrecho Co1Utitwcional Malcano, Pomia, México,1980, p S4S. 
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de particulares y además, tales hechos deben ser susceptibles de violar las garantlas 

Individuales, quedando a discreción del solicitante y del Pleno de la Corte, determinar si 

se trata de una violación grave, ya que ni la Constitución Federal ni las leyes establecen 

un criterio de distinción entre éstas y las no graves. 

Por otra parte, la facultad que tiene la Suprema Corte para investigar violaciones al 

voto público es limitada, ya que para efectos del articulo 97 constitucional por voto 

público debe entenderse a los sufragios que en forma secreta y libre emite la ciudadanla 

en los procesos electorales, ordinarios y extraordinarios, celebrados a nivel federal para 

lograr la renovación del poder legislativo y el titular del ejecutivo; se deben excluir por 

ende, los procesos electorales tanto de los estados y municipios, asl como del Distrito 

Federal y de las delegaciones polilicas y la violación debe ser tan grave que ponga en 

duda la legalidad de todo el proceso de elección. 

El informe que resulte de la Investigación, deberá hacerse llegar a los órganos que 

conforme la ley son competentes para preparar, organizar, realizar y calificar una 

elección; sin embargo, el articulo 97 constitucional no senala cuáles son los efectos de un 

informe adverso a la realización del proceso electoral, ya que no implica una declaración 

de nulidad ni tampoco tiene fuerza vlnculativa para los órganos competentes, por lo que 

la intervención de la Suprema Corte en este caso, debe considerarse una declaración 

extralegal, pero constitucional, de nulidad de una elección. 
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Quienes están facultados para solicitar la Intervención de la Suprema Corte, en el 

caso de que se violen garantlas Individuales, son el Presidente de la República, 

cualquiera de las cámaras del Congreso de la Unión y los gobernadores de los estados y 

por razón de la enumeración limitativa, no se Incluye al Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal. La averiguación de hechos que constituyan la violación al voto público sólo 

puede ser ordenada por el Pleno de la Corte, a instancia de alguno de sus ministros. 

El Ómbusdman 

El Ómbudsman es una institución reciente en el ámbito del derecho 

latinoamericano, ya que hasta hace poco tiempo se le consideraba como un Instrumento 

tutelar de Jos derechos humanos extrano a nuestra tradición jurldica; sin embargo, debido 

a su rápida difusión en diversas familias jurldlcas, se Inició su Implantación en nuestros 

ordenamientos legales, por lo que al encontrarse en pleno desarrollo es Inminente su 

consolidación. 

La razón de la introducción de este instrumento, en el apartado B del articulo 102 

constitucional, es la respuesta a la necesidad d~I Estado social de derecho, en el que se 

observa un crecimiento de la administración pública que se caracteriza por su Intervención 

en las actividades económicas, sociales, pollticas y culturales, para coordinar los diversos 

Intereses de la comunidad. El término Ombudsman, en sueco, significa representante; el 

origen de la institución, es la Ley Constitucional sobre Forma de Gobierno de Suecia de 

1809, la que permitió un desarrollo firme que trascendió a diversos ordenamientos 
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escandinavos, tales como la Constitución de Finlandia de 1919, la legislación de Noruega 

en 1952 y la de Dinamarca en 1953. 

Según el modelo original, se trata de un organismo con autonomla funcional 

dependiente del Poder Legislativo, con la atribución de recibir las reclamaciones de los 

gobernados contra las autoridades administrativas, cuando se afecten sus derechos, con 

el objeto de obtener un pronto arreglo o en su defecto, Iniciar una Investigación para 

formular recomendaciones de naturaleza no obligatoria que se publican en los Informes 

periódicos que se presentan al propio órgano Legislativo. 

Una modificación significativa del modelo escandinavo, es aportación del derecho 

francés, en el que en 1973 se estableció un organismo denominado Mediatéur, cuyo 

titular es designado no por el al Poder Legislativo, sino por el propio Ejecutivo. 

El ombudsman, es el organismo con la función esencial de recibir e Investigar 

reclamaciones, por la afectación de derechos e Intereses legltlmos e Inclusive los 

fundamentales consagrados constitucionalmente, respecto de actos u omisiones de 

autoridades administrativas; dicho organismo debe intentar en primer ténnlno, un acuerdo 

entre las partes y sólo en caso de no lograrlo, debe realizar una Investigación para 

proponer las soluciones que estime adecuadas para subsanar dichas violaciones, 

propuesta que no tiene efectos obligatorios, por lo que la Institución es calificada como 

magistratura de opinión o de persuación. 
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En nuestro pals se Inició una tendencia hacia el establecimiento del Ombudsman, 

cuyo antecedente es el Procurador de Vecinos de la ciudad de Colima, creado por el 

ayuntamiento de dicha ciudad el 21 de noviembre de 1983, el que posteriormente se 

institucionalizó por la Ley Orgánica Municipal de Colima el 8 de diciembre de 1984; 

anteriormente se estableció, sin práctica efectiva, la Dirección para la Defensa de los 

Derechos Humanos del Estado de Nuevo León el 3 de enero de 1979; asimismo, un 

antecedente con práctica efectiva, es la Defensorla de los Derechos Universitarios, cuyo 

estatuto fue aprobado por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma 

de México el 3 de enero de 1985. 

La Procuradurla Social del Distrito Federal, creada mediante acuerdo del Jefe del 

Departamento del Distrito Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 25 de 

enero de 1989, es un organismo cuyas funciones consisten en recibir quejas y 

reclamaciones de los habitantes de la entidad, contra las autoridades administrativas 

dependientes de la misma, que. afecten sus derechos e Intereses legltlmos; realizar 

investigaciones sobre dichas inconformidades con el objeto de formular recomendaciones 

no obligatorias que pueden ser generales con la' intención de mejorar la prestación de los 

servicios y elevar la eficiencia de los servidores públicos e informar al Jefe de Gobierno al 

respecto. 

Indudablemente, el organismo protector más Importante es la Comisión Nacional 

de Derechos Humanos, creada por acuerdo presidencial de 5 de junio de 1990 y no 

obstante que ésta depende de la Secretarla de Gobernación, ha demostrado un grado de 
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independencia que ha logrado el inicio de una cultura de los Derechos Humanos. Su 

titular y los miembros honorlficos del Consejo, son designados por el Presidente de la 

República de acuerdo a su notorio prestigio Intelectual y moral y son pertenecientes a 

diversas corrientes pollticas y de opinión, tal Consejo está encargado de senalar las 

directrices y lineamientos generales que Ja actividad tutelar y de promoción de los 

Derechos Humanos que le corresponde a la Comisión. 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos posee atribuciones más amplias que 

las previstas en el modelo escandinavo, pues además de las referentes a la recepción de 

quejas y denuncias de violación de los Derechos Humanos por parte de las autoridades 

públicas y de realizar Investigaciones respectivas con el objeto de emitir las 

recomendaciones pertinentes, la propia Comisión efectúa labores de estudio, 

enseñanza, promoción y divulgación de los Derechos Humanos. De acuerdo con este 

modelo nacional, las entidades federativas han establecido Comisiones locales con 

estructura y atribuciones similares. 

La controversia constitucional 

La controversia constitucional y la acción de inconstitucionalldad son dos 

instrumentos por los que se controla la constitucionalidad. De esta forma, se hace 

operante el principio de supremacla constitucional al sancionar con nulidad los actos que 

atenten en su contra. 

30 



Mediante la controversia constitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

asume su papel de defensora de la Constitución Federal, existe un actor y un 

demandado, pero la acción se entabla directamente en contra del acto cuya nulidad se 

pretende, sin que su objeto sea sancionar al autor de la violación. 

A diferencia de lo que sucede con las sentencias de amparo, la propia constitución 

otorga efectos erga omnes a las resoluciones que sean dictadas por el Pleno de la Corte, 

razón por la que su acceso necesariamente debe ser limitado a ciertos órganos 

expresamente determinados; se trata, entonces, de un medio de defensa con efectos 

generales de acceso restringido. 

El articulo 105 como originariamente fue aprobado por el Constituyente Indicaba: 

"Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocer de las 

controversias que se susciten entre dos o más Estados, entre los poderes de un mismo 

Estado sobre la constitucionalidad de sus actos, y de los conflictos entre la Federación y 

uno o más Estados, asl como en aquellas en que la Federación fuere parte". 

Según esta redacción, se establecla una amplia posibilidad en lo concerniente a 

los conflictos en los que la federación fuese parte y una restringida, tratándose 

exclusivamente entre tos poderes de un Estado. 

Originalmente, las partes en la controversia sólo podian ser la federación, los 

estados y los poderes de éstos; estaban excluidos tanto el Distrito Federal como los 
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municipios. En 1994, con la denominada "reforma judicial", el precepto se modificó 

ampliando la competencia del Pleno de la Corte para conocer las controversias entre 

poderes y entre órganos de autoridad por Invasión de facultades. 

El articulo 105 previene tres hipótesis; controversias constitucionales, acciones de 

inconstiluclonalidad y recursos de apelación en contra de sentencias de jueces de distrito; 

en forma expresa precisa la competencia de la Corte y excluye a aquéllas que versen 

sobre materias electorales en cualquiera de los niveles de gobierno. 

El articulo 105 constitucional literalmente establece: 

"M 105.- la SI.para Core oo .lJstic:ia de ta Nü.o <XlOOOOfá, en bi .mm& 
q.¡e señale ta ley 1aja 1 e laia, oo kls as.ms sig.ierEs: 

1.-De tasanrowrsasanamialesq.ie, Wl ~detas<JJesentier.ria 
la iraena etecbal, se sus:imlrie: 
a).-La FederaOOn y un Estrlloe Distt> Federa; 
bi-La FederaOOn yun ~; 
c).- 8 Poder EjooJtM> y a Qrgeso de 1a um; acJJé1 y aapr.¡ de es 

Cfnaas oo és*l o, en su am, ta Comisiin Pemmere, S1B1 arm Ól'!JlllS 
federaes o del CJistt¡ Feda3; 
d).-Ui Eslad:Jyaro; 
ek lkl Eslad:J ye Cl9E Rma: 
1).-8 Cl9E Federa y un~; 
g).-IA:lsnuiqD¡de~Estm;; 

h).- CKis PocBes de un rmm EstaOO, me ta~ de &111Dls o 
disposm 185 gereales; 
ik lkl Eslad:Jy uno de sus~ me ta~ de&111Dlso 

disposm 185 gereales; 
i~- lkl Eslad:J y un nuqio de aro EstaOO, sebe la ~de sus 

acD3odisposm185gener.Es; y 
ki- CKis ág¡wlOs de g:üml del CJistt¡ F'ecQ3, sebe ta IXJlSfiUiráBI de Sii 

acD3odisposm185 gener¡Es. 
Sienlre q.ie tas aótMlrsBs wr.m me <is¡xlsicb 185 !Jlll!llEs de bi 

Estms o de kls nuiqils irpqalas pcr ta Federa:ü1, 00 b; nuqa 
iTµqladas pcr kls EstrlJs. o en kls caoos a q.¡e se refieren bi i'dsos e~ h) y k) 
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rilriles, y la resdriín de la 51.perm Qm de .lJslicia las decBe i"IV.tiis, 
<ihl re&ixi'.ln DUá IÍeá:li ~ rumi tuiea s00 apdJada IXI' Lrn 
nu,a1a de IXJ'b nuu;ocro ldE. 
En bs dEmás casos. las res:i.ÓlfllS de la 51.perm Qrtl de .1SKia Erdá1 
OOilsilliamerElespeOOdelas~enla~. 

11.-0e1asaamesde~1JJBDlgI1 IXl'~JUmlapaüi 
o:riaiIÜlerte im rmnadet3ácU~yestac.aistillc:ül. 
Las acxDres de~ ¡xxi;Íl ~. d!nro de bs tena dlas 
nalraes~a lalochadeJltiamdela rama. pcr. 
a~- 8 ~ a rnna y bes IXI' dert> oo bs '*3!Jris de 1a Qmra de 
~ del CmiJero de la um, en aria de leo,es federales o del Distrt> 
FecDal e>qJ0dilas IXJ'el Coo:Jeoode la um; 
b~-8 ~al nina ybes¡xrdert>debs '*3!Jrisdel Sm<m, en cxnra 
oo leo,esfOOeralesodel DistrtJ Femal~¡xrel Qrgesode la Uüiode 
blDtJs i1BTaiJnaEs oolelmb; ¡xrel EstD>tle>dc<m; 
e~- 8 Proar.Dr Gereal de la Re¡xli:a. en aria oo leo,es de l3ácB federa, 
eüll y del Distri:> FBbal, asl <DID de r.Db; i1mBD iakls aJletmb¡ IXI' el 
EstD> tle>dc<m; 
d~- s ~a rnna y bes IXJ'dert>oo bs '*3!Jris de a1!Jro de bs 
á¡JrllS~esWes, enanradeleo,es~¡xrel JJqilátJm, y 
e~- 8 ~al tei"da y tres ¡xr dert> de bs '*3gaEs de la As<mila de 
~llar *'5 del Distt> FBbal, en aria de leo,es e>qJ0dilas ¡xr la jJqia 
As<rTtiea. 
f) Loo JDfu¡ pailD:s an ~ ril el hslül Fecbal Elecbal, ¡xranid> 
de 5IJS ~ mmales, en arta de leo,es eEa:mes federales o bc3es; y 
bs JDfu¡ pailbls an lajsto estala, a WYés oo 5IJS ~ ll>lliJsivanenE 
en a:nra de e,e> eleWlies ~ IXJ'elÓ!Jll> legslaM> del E5lab 1JJB les 
<*J¡jJ el lajsto. 
La íd:a vla ¡aa J&m la oo arimml de las e,e> elecb<*ls a la 
CmstilJcDl es la JXll\ÜI en 19! lltiat>. 
Las leo,es ekmales ffmal y kx3es debEr.i1 ~ y llÜ3Se ID b 
meros rKMlrtl dlas rils de iµ:i me el' J1000SO elecbal en 1JJB vay¡r¡ a 
~. y<ir.1-eelrlisrrooo¡xxiá tau rrldkadae;legaesfu dirleüs. 
Las re&i.rcmes de la 51.perm Qrtl de .1Jstil sé*> JXÓlÍ1 dedim" la i"tádez 
de las rumas~ sU!1J9 IJJB Umi ~ IXI' Lrn IT1a')Ola de 
aammerosocro\ÚJS. 

IL- Declmo a peliülbnmdel wresporli:tE Trhllll Uüi:>de Ciaibo 
del Proo.lllb"General 00 la R.epü:a, ¡xDá amte"de b¡ lllQJ90Sde¡¡peladtli 
enanra oo ser8lcB5oo .bloosde Cbl><iD:lasen~pooososenCJlll 
1a FOOerlrill1 sea PIDYIJJB IXJ'W iBés y'1Bllr lltll m 1161 bamhl. 
La decBacm de i1v.ÜlZ de las resWD1es a CJ111 se llimrl las fraa:b1es 1y1 
de 19! lltiat> ro IBDá éecb remda!, sM> en maBta pera, en la CJ111 
ll9á1 bs¡riqils~ yliifniiliesle¡JEsa¡il:aEsdeestl rmBla. 
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En amde ~de las rescirilnesa ~ senteai lastacxbles 1y11 
de este atlai> se~. en b ~.los pcalli1iatis estalkikls en 
losdos¡xinerm~delafracxDl X\lldelartbi> 107 deeslaCmaml." 

De acuerdo con el numeral transcrito, se elaboró una ley reglamentaria. Se trata de 

una materia especifica diversa al amparo, que intenta salvar la lentitud y los principios 

que limitan a éste (de Instancia de parte agraviada y de relatividad, este último que hace 

que la declaración de inconstilucionalidad sea limitada). 

La controversia constitucional es un juicio entre órganos de autoridad que tiene 

como objetivo constreñir el ejercicio de las atribuciones que establece la propia 

Constitución. 

La controversia constitucional, busca cesar la invasión de facultades o atribuciones 

de un órgano a otro o la anulación de un acto de autoridad que es contrario a la 

Constitución. 

Sólo pueden ser parte en una controversia aquéllos a quienes expresamente 

faculta la Constitución: la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios 

constituyen la regla general, sin que se dejen a un lado las hipótesis de excepción 

previstas por los incisos c) h) y k) de la fracción 1 del articulo 105 constitucional, cuando 

se trate de actos que afecten directamente a un poder u órgano de autoridad. Para 

acceder a la controversia, dichas partes requieren un interés constitucional que excluye 

los criterios aplicables en materia de amparo, porque en ésta, sólo tiene interés juridico 
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quien haya sido vulnerado en sus derechos subjetivos por un acto de autoridad, con 

violación a las garantlas Individuales. 

Tal Interés debe colmar tres requisitos; que exista una violación a la Constitución, 

que dicha transgresión sea atribuible a aquéllos que conforme la fracción 1 del articulo 105 

pueden ser demandados y que, además, dicha violación implique una lesión en el campo 

de acción de quien demande o Invada el ámbito competencia! que constitucionalmente le 

corresponde. 

El articulo 1 O de la Ley reglamentarla de las fracciones 1 y 11 del articulo 105 de la 

Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos, literalmente Indica: 

"AR11CUL.010. Tllflt.Iiear.í1Dde1&'3mlas~~ 
l. Caro IÓJ", la ri:BJ, JXXUU ág¡rll que paruev.l la a:ritMJ9a; 
11. Caro dern¡n¡¡D¡, la enlihj, JXXU u~ que liliErn anti> y~ la 
ruma gooeralo pmn:mie ld:><J.10 seadj¡tl de la airttMlrsia; . 
111. Caro mmi o mmis i*l"esa:b;, lasetiDls, ¡xxBes u ágiwn;a que se rUiere 

1a fiaJDl 1dBmm1os de 1a Ccnadr1 Pdti:a de kls estms Uüis ~ 
que sn mer e am:u de a:tJes o m11a1ums, ¡uier¡l1 res.n áedaltJs por 1a 
serUria que 11e!J1e alÜISB, y 
W. BPnxuaiJ"Gereadela~" 

Como se senaló, de acuerdo con la interpretación del articulo 105 de la 

Constitución Federal, exclusivamente pueden ser parte actora en una controversia, la 

Federación, las entidades federativa, el Distrito Federal y los municipios. 

El numeral habla de "poderes"; dicho término pudiera ser erróneo, pues Intenta 

referir a cada una de las partes en que, por mandamiento constitucional, éste se divide 
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para su ejercicio, tanto en el nivel federal como estatal, como lo son el Congreso de la 

Unión, el Presidente de la República, los congresos locales, los gobernadores y los 

tribunales superiores; por "órgano" se entiende toda autoridad a la que no le es dable 

reconocerle el carácter de poder, pero que ejerce autoridad, como es el caso del Distrito 

Federal con la Asamblea Legislativa, el Jefe de Gobierno, el Tribunal Superior de Justicia 

y las Delegaciones Pollticas y cuando se habla de ente se trata de la Federación, los 

estados y los municipios precisamente; entonces, cualquier poder puede asumir la 

representación del ente del que forma parte, sin que medie consentimiento de los demás 

integrantes, si el acto Invade la competencia que le corresponde y si el invadido es un 

órgano con autonomla, su titular deberá actuar en unión con el titular del poder al que 

esté sectorizado. 

Lo anterior es asl, porque todos aquellos titulares de autoridad, en los que en 

forma adicional se fraccione el poder, no son titulares de la acción, ya que por su 

naturaleza, procedimiento y competencia excepcionales, sólo pueden tener acceso 

quienes están determinados expresamente o aquéllos que por disposición de la 

Constitución Federal tengan la naturaleza de poderes, ya que en la controversia 

constitucional están de por medio materias de constltucionalldad relacionadas con la ley 

fundamental y no las derivadas; por lo que no puede ventilarse ante la Suprema Corte una 

violación a las constituciones locales. 
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La acción de inconstitucionalidad 

La acción de inconstitucionalidad procede respecto de normas de carácter 

general, sean leyes del Congreso de la Unión, de las legislaturas de los estados o de la 

asamblea legislativa del Distrito Federal y tratados internacionales celebrados por el 

Estado Mexicano; en el caso del Congreso de la Unión, procede respecto de leyes 

federales y aquéllas que emita para el Distrito Federal en las materias que tiene 

reservadas; asimismo, es procedente la acción en contra de leyes electorales, Incluidas 

por las que convocare a elecciones extraordinarias de legisladores y Presidente de la 

República. 

Son titulares de la acción de lnconstituclonalidad, el treinta y tres por ciento del 

número total de diputados al Congreso de la Unión, el mismo porcentaje del número total 

de los integrantes del senado, el Procurador General de la República; y, cuando menos, 

el treinta y tres por ciento del número total de diputados Integrantes de alguna legislatura 

de un estado o del Distrito Federal. 

La titularidad se asigna tomando como critério la coautorla o corresponsabilldad en 

la adopción del acto estimado inconstitucional, por tal elemento y debido al hecho de que 

el que resuelve es el Pleno de la Suprema Corte, a la acción no puede clasilicársele 

como autocontrol o control por parte de terceros, ya que se trata de un medio de control 

constitucional mixto. 
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La acción de lnconstilucionalidad, al igual que la controversia constitucional, sólo 

puede formularse por escrito, que deberá contener los nombres y firmas de quienes lo 

suscriban, por lo que debe ser a través de alguno o algunos de los miembros facultados 

por los cuerpos colegiados, circunstancia en la que la Suprema Corte deberá presumir la 

buena fe de los promoventes. Para fundar la acción, éstos deberán Identificar al órgano 

legislativo que hubiere emitido la norma general Impugnada e identificar la parte de la ley 

que contravenga el precepto fundamental, los razonamientos jurldicos que funden la 

solicitud. El plazo para su promoción es de treinta dias naturales. 

El juicio de amparo 

El quinto instrumento de protección constitucional es el juicio de amparo. En la 

realidad juridica de nuestro pals es el único que funciona eficazmente. Por antonomasia 

es el "juicio constitucional"; ya que es el instrumento que más ha funcionado, al menos 

de manera práctica. 

El juicio de amparo ha adquirido una estructura compleja, que, bajo su aparente 

unidad, comprende varios mecanismos procesales, que si bien participan de los mismos 

principios generales, cada uno tiene aspectos peculiares de carácter autónomo. 

Tiene cinco funciones: puede hacerse valer para tutelar Ja libertad personal; para 

combatir leyes inconstitucionales; como medio de impugnación de sentencias judiciales; 

para reclamar actos y resoluciones de la administración pública y para proteger los 

derechos sociales de los campesinos, sujetos a regimenes agrarios. 
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La función preponderante desde el ángulo de la justicia constitucional, es el relativo 

a la Impugnación de las leyes inconstitucionales, que se inspiró en la revisión 

jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes consagrada en los Estados Unidos, 

aunque asumió, desde luego, perfiles particulares. Los primeros años de aplicación de 

los artlculos 101 y 102 de la Constitución de 1857 -de acuerdo con el punto de vista de 

José Maria Lozano e Ignacio Luis Vallarta- se consideró que sólo se podla combatir una 

ley Inconstitucional a través de los actos de aplicación y únicamente era posible señalar 

como autoridades demandadas a las que realizaran dicha aplicación en perjuicio de los 

gobernados. A partir de 1936, pudieron combatirse en forma directa los ordenamientos 
• 

legales cuando se estimen Inconstitucionales, es decir, señalar como actos reclamados la 

expedición y promulgación de los mismos ordenamientos y como autoridad demandada al 

órgano legislativo, o sea, se admite lo que Francisco Carnelutti denominaba ·proceso al 

legislador"". 

La Ley de Amparo, en su texto original, estableció dos oportunidades para 

combatir los ordenamientos legales que se consideraran contrarios a la Constitución 

Federal: la primera, cuando se trate de preceptos que al momento de entrar en vigor 

sean susceptibles de causar una afectación directa y personal en los Intereses del 

quejoso, disposiciones legales a las que se les ha denominado ·autoapllcatlvas". De 

acuerdo con la fracción 1 del articulo 22 el plazo para la interposición de la demanda es de 

treinta dlas contados a partir de su vigencia. La segunda oportunidad se Infiere de la 

fracción XII del articulo 73 de la Ley de Amparo y se establece en criterios 

'° CARNELUITI, Francesco; Sistema de dmcho procesal Civil, Edil. Uthca, Buenos Aires, 1944, 
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jurisprudenclales, tanto para las leyes autoapllcativas que no se hubieren impugnado con 

motivo de su vigencia, como para aquellas disposiciones legales denominadas 

"heteroapllcativas" que requieren un acto concreto de aplicación para ser susceptibles se 

causar una afectación en la esfera de derechos del gobernado; éstas deben ser 

impugnadas dentro del plazo general de quince dlas establecido por el articulo 21 de la 

Ley de Amparo. 

Con anterioridad a las reformas a la Ley de Amparo que entraron en vigor en 

octubre de 1968, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia fijó un criterio que 

Indicaba que al impugnarse la lnconstitucionalidad de una ley no era necesario que se 

agotaran los medios ordinarios de defensa, estableciéndose asl una excepción al principio 

de delinitividad del acto reclamado, previsto por la fracción XV del articulo 73 de la Ley 

de Amparo; no obstante, la propia Suprema Corte emitió el criterio de que el agotamiento 

de tales medios de defensa ordinarios, no lnterrumpla el plazo para Impugnar la ley 

considerada contraria a al Constitución Federal, porque a través de tales recursos no se 

podla resolver sobre dicha lnconstitucionalldad, sino exclusivamente respecto de la 

legalidad de los actos de aplicación; circunstancia que, desde luego, provocó una serie 

de problemas prácticos de dificil resolución, lo que condujo a la adición de un párrafo a la 

fracción XII del articulo 73 de la Ley Reglamentaria del juicio de amparo, el que Indica: 

"ARTICULO 73.-Bjü>deM'pltlesiTpOO!delE: 
( ... ) 
Xll.-C<ria actis<JllSErib; tDanere, audéld&! fXJ'liB~arn bs 
que no se J100UM1 el).ü¡ de !l1"fDO dem>de bs ~que se 9BlliEr'I a1 bs 
llliails21,22y21a 
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Cuando cxnra e1 priner a, de aplila:i6ll proceda algíl'l IUClllO o mec1o de 
dafansa lagal por virtud del mal pueda .. moclllcado, nM>Cado o IUllcado, 
será qiWw para el lnlenlsado t-io valero lqqpw desde luego la layen 
juicio da~ En el primer caso, sólo 18 enlBndeli c:onsenlkl;i la lay si no 18 
prortUIV8 cot*a ela el mr.,.o cirio del plazo lagal conlado a partir de la 
fecha en que se haya nollc:ado la l8llOlución l8Cllda al l'llCUIO o meclo de 
delansa, IU'I c:uando para fl.l1darlo 18 hayan acb:ldo excllsMmenle mallYos 
de legaldad. 
( ... r 

El principio fundamental del amparo contra leyes, es el de relatividad de la 

sentencia de amparo, de acuerdo con la denominada fórmula Otero, establecida en el 

primer párrafo de la fracción 11 del articulo 107 constitucional, que Indica: 

Sin embargo, es oportuno destacar que existe una corriente que propugna por 

la superación de este principio, Indicando que ya cumplió con su misión histórica y que 

deben modificarse los efectos particulares o relativos de la sentencia que otorgue la 

protección constitucional en contra de disposiciones legislativas, para sustituirlos por la 

declaración general de inconslilucionalidad. 

A este respecto, Héctor Fix Zamudio propone "La adopción de la declaración 

general de inconstituclonalldad en el juicio de amparo mexicano contra leyes, 

abandonándose el criterio de la absoluta relatividad que se condensa en la llamada 
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'fonnula Otero', que tiene una explicación y una justificación de carácter histórico, pero 

que ya cumplió su misión y debe ser actualizada".21 

Esta novedosa opinión, se manifiesta además en el "Proyecto de la Ley de 

Amparo Reglamentaria de los Articulas 103 y 107 de la Constitución Polltica de los 

Estados Unidos Mexicanos", elaborado por la "Comisión de Análisis de Propuestas para 

una Nueva Ley de Amparo", que se Integró por Humberto Román Palacios y Juan Silva 

Meza, Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; por los Magistrados de 

Circuito, César Esqulnca Muñoa y Manuel E. Saloma Vera; por los académicos José 

Ramón Cosslo Dlaz y Héctor Fix-Zamudio y los abogados postulantes Javier Quljano Baz 

y Arturo Zaldlvar Lelo de Larrea. 

El veintinueve de agosto del año dos mil, el Ministro Román Palacios, en su 

calidad de Presidente de la citada Comisión, presentó su Informe ante la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación; éste en su parte conducente indica: 

'13 17 de oo.1enDe de 1999, pa a:rd.dJ de su pmsillre. t.t"iitu Genaro D1M1 
Gál(Pll F'iTilrEI. la &perna Qñ¡ de .lJSlicia de la N<m1, <D1!dril de la !Jll1 
1es¡ • &tblilad q.ie la sOOeraia pqllh'anla al Pode' .1óüde la FederadOn, ~a la 
<XJTUÜljµiOOl lll!llbmy a la sociedad <M en gmral a ~enlabrruadln 
de ~ p¡13 la elalxmü1 de una rueva Ley de AnlJ6IO , )8 que lri! ill 
adlleniniriJ del BllYO mleri>, se IXJlSileró ami una nealSikl Jlidaria la 
aristrua:i'.o de un Estm de Derecro, que 118"*3 <Dl o.pes le)e¡ pn ~la 
¡Ere vge,m de rues1ra CcnaJcÜI y una rrap ~ p113 ~ la ley, 
amdenlo, además , a q.ie nanere la sociedad llllJiau de un sisDnl de jJSllQa 

21 FIX Zamudio, Héctor, Ensayos sobre el Derecho de Amparo, editado por el Instituto de lnvatipdoncs Jurídica de 
la UNAM, 1993, Pág. 195. 
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rroderro 1JJ0 aniJzra al ~ de Lna JJIJlla, empela e i11Dtial 
00i1ilüm1dejl51Da. 
( ... ) 
Los IJiqiDs llJ6 nisWoo para lev.I' a1 can e cisaJsül, en \'min;gene3es, Asai 
kls si¡Jieries: den:l!Jliin de e fmUa Obo. arfÉCÜl del i1erés jJXja>, JIMegil' e 
prooodeOOa 'el arplll y las ruestXries ~.~del IUDll*> de 
aJtrmJ para a; eíe!bl del ¡n-pro, SUJDUi de e defón:ia de e q.Jejl, SU!iplllBln 
en maBia ~. suspensil'.r1 en rmeia penal, µis¡mler1E. ~ dndl, 
~y~delas senmdasde~. si debla sWsisi'el boS0!Jld>, 
&besdl11ienk> pa ~ ¡rocesa1 y anmoo de e nsam, sis8nas de 
ro1ipee mn si debm ur1Kase kls sisferm¡¡de ~de e Leyde Anl&OY 
de 1a Ley °'1J'l1ica y, kls ¡rd:iernas dOOvackJs de e ~ de kls r.ubi 
i IBnaOO iales. 

Por otra parte, el amparo en contra de resoluciones judiciales, se vlncula 

estrechamente con el recurso de casación francés, ya que tiene como finalldad el examen 

de la legalidad de las resoluciones de última instancia dictadas por todos los tribunales del 

pals; este medio de Impugnación, constituye.un alto porcentaje de los juicios que se 

promueven ante los tribunales federales. Es susceptible de clasificarse en cuatro 

secciones según sean impugnadas resoluclones penales, civiles y mercantiles, 

administrativas y laborales; su tramitación de acuerdo con las reformas a la Ley de 

Amparo de enero de 1988, se conoce en única Instancia ante los Tribunales Coleglados 

de Circuito, salvo los casos en que sea ejercida la facultad de atracción por la Suprema 

Corte de Justicia de conformidad con la fracción V del artlculo 107 constituclonal. 
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CAPITULO 11. LA ACCIÓN DE AMPARO 

2.1 Naturaleza jurldica de la acción de amparo. 2.2 Las 
partes en el juicio de amparo. 2.3 Principios rectores 
del juicio de amparo. 

Naturaleza jurldica de la acción de amparo. 

La acción como prerrogativa procesal, es una especie del género Instancia, este 

término se Identifica con la actividad del particular o gobernado, encaminada a solicitar de 

los órganos estatales el ejercicio de las facultades que expresamente le son concedidas 

por la ley; existen diversos tipos de Instancia: la de petición, cuyo fundamento es en el 

articulo 8º constitucional e Implica la forma más simple de actuación ante las autoridades 

y funcionarios del Estado, que de acuerdo con dicho precepto constitucional, les confiere 

la obligación de contestar en breve término la solicitud que se les hubiere elevado y 

hacerla del conocimiento personal del solicitante. La denuncia, cuyo ámbito regular es en 

Derecho Penal, consiste en hacer del conocimiento de las autoridades los hechos 

probablemente constitutivos de algún delito, que sean cometidos en su contra o en contra 

de un tercero. La querella, que se distingue de la anterior por ser el directamente 

afectado, es decir, la victima o el ofendido, quie{I puede acudir ante las autoridades. La 

queja, en la que el sujeto pasivo será siempre una autoridad o un sujeto con funciones 

públicas y llene por objeto que el superior jerárquico conozca las fallas o Irregularidades 

cometidas por el Inferior y en caso de ser procedente le sea Impuesta alguna sanción 

disciplinaria. El recurso administrativo, que es un procedimiento seguido en forma de 

juicio que tiene por objeto modificar o revocar la resolución de alguna autoridad y por 



último la acción, que se distingue de las anteriores por el efecto proyectivo que su 

ejercicio Implica. 

La acción, en términos generales, es clasificada como una instancia proyectiva", 

ya que da origen a una relación triangular, que se dirige en principio al órgano 

jurisdiccional y recae como consecuencia sobre un tercero, que en el caso del juicio de 

amparo, deberá ser por regla una autoridad estatal. 

La acción se define tanto como un sinónimo de derecho, de pretensión y como 

facultad para provocar la actividad jurisdiccional como una de las finalidades del Estado; 

en la primera, se le considera como un derecho sustantivo que deriva de aquél cuya 

titularidad o subsistencia se reclama, es decir, como un derecho accesorio que depende 

de la titularidad de un derecho legitimamente reconocido; la segunda y tercera lo 

identifican como un derecho adjetivo que se ejercita ante la autoridad jurisdiccional. 

Para identificar o definir la naturaleza juridica de la acción constitucional o de 

amparo, se debe atender a su objeto o finalid~d y a la forma en que se desarrolla el 

proceso en el cual es susceptible de ejercerse; en ese sentido, la finalidad que persigue 

el juicio de amparo, es la restitución o reincorporación a la esfera de derechos del 

gobernado de aquellas garantias constitucionalmente reconocidas, que se consideren 

transgredidas o disminuidas por una autoridad estatal en ejercicio de sus facultades o en 

exceso de ellas, mediante la emisión de un acto o por la omisión de actuar de acuerdo a 
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sus atribuciones, debiendo ser tal reincorporación una consecuencia legal necesaria de la 

declaración de lnconstitucionalidad de tal acto u omisión (de ahi la gran importancia que 

reviste el cumplimiento eficaz de las ejecutorias). 

De lo anterior, se puede acotar el Inicio de la acción de amparo, a hacer del 

conocimiento de la autoridad jurisdiccional federal, los actos emitidos por autoridades 

estatales sean éstas administrativas, jurisdiccionales o legislativas y siempre que dichos 

actos se integren por los elementos de imperatividad, coercitividad y unilateralidad; es 

decir, la acción conferida o reconocida por los artlculos 103 y 107 de la Constitución 

Federal, se inicia mediante la demanda de amparo que deberá Indicar los actos que se 

consideran lesivos de garantlas y las autoridades a las que se atribuyen, para que una 

vez iniciado el proceso y fijada Ja litis, de no actualizarse alguna causa de Improcedencia, 

el juez federal esté en aptitud de pronunciarse respecto de la constitucionalidad del acto 

que se Impugne. 

Sin embargo, cabe señalar que si bien la instancia constitucional es reconocida 

como acción, no deben pasarse por alto las particularidades que la distinguen, tal como 

la ausencia de la "dualidad de la pertenencia de la acción", que consiste en la titularidad 

de la acción tanto por el actor como por el demandado, quien al momento de producir su 

contestación puede adicionar elemehtos a la litis en contra del actor primigenio, de forma 

que ambos tengan correlativamente el carácter de actor y demandado; de igual forma, si 

bien es posible identificar al sujeto activo con el quejoso, al pasivo con la autoridad 

22 GÓMEZ Lara, Cipriano, TEORIA GENERAL DEL PROCESO, Octava Edición, Edil. PomÍI, México 1990. 
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responsable, su objeto es la protección de las garantlas individuales por la Justicia 

Federal y mediante su ejercicio no se pretende constituir un derecho ni tampoco que el 

juez federal lo declare en favor del actor, ya que las garantlas Individuales se consagran 

en la propia Constitución Federal como un mlnimo reconocimiento de Igualdad, legalidad, 

seguridad jurldica, libertad, etc., y su validez no se sujeta a una declaración por parte de 

autoridad alguna, sino que su objetivo es la protección del gobernado contra los actos de 

autoridad susceptibles de causar alguna afectación legal; asimismo, se trata de un 

proceso que debe ser Iniciado por la parte agraviada, al que se le reconoce una 

naturaleza de orden publico, es decir, se tiene por cierto que la sociedad está Interesada 

en la protección constitucional del gobernado, Interesada en que sean respetados los 

derechos fundamentales que todo Individuo tiene reconocidos en la Constitución Politica 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

No obstante su complejidad, la acción de amparo se puede definir como la facultad 

o derecho reconocido a los gobernados para acudir ante los tribunales federales en 

defensa de los derechos fundamentales afectados por el ejercicio de la potestad soberana 

y su clasificación se determina por el propio adjetivo "constitucional", que la deslinda de 

las diferentes clases de acción, cuyo objeto, fonna y fundamento es descrito por diversa 

ley del orden secundario. 

El ejercicio de la acción constitucional detennlna, tal como sucede con cualquier 

acción legal, en el Inicio de un juicio, razón por la que no se puede ser considerada -

como se estima por algunos tratadistas- como un recurso, ya que además, se Integra 
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por una sucesión de etapas procesales propias que no pueden ser concebidas como la 

prolongación de una primera instancia y las partes no son las mismas que intervienen en 

ésta sino se conforman principalmente por el agraviado o quejoso y por la autoridad 

responsable y en forma secundaria por el tercero perjudicado, en su caso, y por el 

Ministerio Público de la Federación, quien ha de intervenir en su calidad de representante 

social por la naturaleza de orden público ya referida. La confusión respecto de si es un 

juicio o un recurso se dispersa por la lectura del articulo 107 constitucional, que indica: 

"Art 107.- Todas las artowraias de ~ halil el Mlai> 103 se ~ a bs 
piooodiTID lb; y fooras del aden ;.fOO> ~ oomme la kly, de inedo a las bases 
sig.ierEs: 

1.- Eljuidode aiiparo se SE9.iá sierrpe a imm de p¡m agaYa;la; 
( ... y• 

Las partes en el juicio de amparo. 

La acepción parte, derivada del latin pars, partis, indica la porción de un lodo, por 

lo que las partes en el juicio son aquellos sujetos vinculados mediante una relación 

jurldico procesal, una vez que es ejercida la acción constitucional, a los que se les 

reconoce la posibilidad de intervenir sea en defensa de sus derechos como partes 

parciales, es decir, como aquéllas que tienen un interés o como Imparciales para emitir 

sólo una opinión respecto de la litis y el posible sentido que puede recaer en el fallo. 

La Ley de Amparo en su articulo 5º, reconoce la calidad de partes en el juicio a las 

siguientes: 
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"ARTIClAD 5o.-Soo JBlesen eljici>de aJlBO: 

1.-811!Jl!WD>o~; 
ll.-Laabihloaomles~1espa~-GtEs""""'; 

111.-8Btm>oBIBos perµiatls. JUÉIÚlmwni'ID'I eseañD: 
a).- La ~ del ~ rurdo el <di lllC.tmrlJ enma de l.Wl jiciJ o 

cmlrtMlr9a <Jl8 ro sea del mlen perD, o ~ de las p¡ms en el misrro jiciJ 
ruardoel !l11DO sea JJlllllMlo papmma eldrlilaal JXOQ3diniert>; 

b).-8 áenlü>o las per.mas CJJI!, ariJTm a e~.~ derechl a la~ 
del dm o a~ la respa &t.tild <M ¡mwnirE de la amsm de LWl deliD, en su 
caoo, en bs j.Jlcil5 de1111BO ¡mro.ttis allt'a acm ~del mlen penal, sBl1J1l 
qJB éslasáecDl<i:ila rep¡raDl Oles¡D ISiÍtiKI; 

c~- La per.ma o perroms qJB 1-eyal gesbaben su falo' el 000 oorta el CJlll se 
pije lll1JEIO, rurdo se taE de ~ (ÜllilS pa anm:les <istnas de la 
¡.dial o del ~; o CJJI!, sil texro gl51ireb, ~ i1Ués liect> en la 
slbsismiadelaooiecimD>. 

N.-8 ~ Pl1:h> FedEral, (JEr1 poc*<í i&.uW'en txi:Jsbsj.Jlcil5e nB¡mer 
bs lllCUlllS CJlll sellala esla Ley, irlJsMl ¡aa ie¡n otos en ~ penaes 
ruardo se mcil11en resci.a:.ilnes de ttuaes b3ls. i depel óel e1e *' de las 
oligacD1es <Jl8enismaLey1e Jledsa JDB JIOCl.Bla ¡:m¡a y elljlBdiB !Dli istaciíl 1 

de ;.JStici1. Sil~. tr.éD:mdell11BCSiÚlálSen mamis <M ylll!md, en 
<Jl8 s'.iJ áecDl iEreses pñLUes. edJyerrl> e malaria tanD, e1 ltisBil Pl1:h> 
Federal ro poc*<í i'Bpcre'bs lllCUlllSCJlllesla ~sellala." 

De lo anterior, se advierten claramente los cuatro sujetos o entes que pueden 

intervenir en la tramitación del juicio y son: el agraviado llamado también quejoso o 

promovente; la autoridad o autoridades responsables; el tercero o terceros petjudlcados 

que reúnan los requisitos Indicados en los Incisos a), b) o c) de la fracción 111 transcrita y 

el Ministerio Público de la Federación. 

Quejoso 
Respecto del empleo de los términos quejoso y agraviado, se ha dicho que el 

primero Identifica a aquél sujeto que solicita el amparo, sea por propio derecho o en 

representación legitima o contractual y por el segundo se debe asimilar a aquella persona 
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que directa y personalmente resiente el menoscabo en su esfera de derechos; sin 

embargo, tal distinción no conduce a ningún fin práctico, ya que Indistintamente se 

utilizan ambas expresiones para designar al sujeto que solicita el respeto al orden 

constitucional, sin que válidamente se pueda afirmar que el representante legal o aquella 

persona que interpone o suscribe la demanda de garantias en nombre de un tercero, 

pueda ser reconocido como parte, porque de acuerdo con la fracción primera del articulo 

107 constitucional transcrito, sólo el agraviado tiene interés jurldlco para interponer el 

juicio. 

Existe sin embargo, una clasificación general en las que se pueden ubicar los tipos 

de quejosos, son: personas flslcas, personas morales de derecho privado y personas 

morales de derecho público, las que encuentran una regulación especifica en la Ley de 

Amparo; respecto del primer grupo o clase el articulo 4 º de esta ley, senala que 

únicamente podrá solicitar la protección de la Justicia Federal aquél a quien perjudique el 

acto que se reclame, pudiéndolo hacer por propio derecho, por su representante o 

defensor, por medio de algún pariente y excepcionalmente por una persona extrana; de 

lo que es posible Inferir que se refiere a la persona flsica, al precisar 'algún pariente', ya 

que se trata de un estado de filiación exclusivo de las personas flslcas. 

En ese orden, con respecto a la promoción de la demanda, no obstante que la 

acción de amparo, como cualquier otro tipo de acción legal, sólo puede ser ejercida por 

propio derecho por aquéllos sujetos que posean capacidad de ejercicio o a través de sus 

representantes; existen excepciones tratándose de la solicitud de amparo por menores 
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de edad cuyo representante legal, se encuentre ausente. El articulo 6º de la Ley de 

Amparo, permite que un menor solicite la protección constitucional contra actos que 

estime contrarios a sus derechos fundamentales, facultando en todo caso al juzgador 

para nombrar un representante especial -que en el lenguaje forense se denomina tutor 

dativo-, y decretar las medidas que estime necesarias a efecto de preservar la garantla 

cuya transgresión se hubiese planteado en el juicio. Se advierte de dicha facultad, de 

designación de representante, una laguna que puede ser Interpretada en el sentido de 

observar el orden de sustitución que el Derecho Civil establece o entenderta como una 

potestad del juez que conozca del juicio, estudio que queda fuera del alcance del tema 

del presente trabajo. 

Por su parte, el articulo 8º de la Ley Reglamentaria de los Articulas 103 y 107 

Constitucionales, reconoce la titularidad de la acción constitucional a las personas 

morales del derecho privado, al preceptuar que éstas podrán ocurrir a al juicio de 

garantlas a través de sus legitlmos representantes. El articulo no deja duda respecto del 

derecho que tienen las personas juridicas de solicitar la protección de la Justicia Federal. 

Podrla pensarse, en forma correcta, que estos entes creados como una abstracción 

legal, no pueden ser titulares de las garantlas reconocidas exclusivamente para los 

individuos, como la libertad personal o de tránsito, el derecho de petición en materia 

polltica o las garantlas penales; sin embargo, es indiscutible que si son titulares de 

aquellas garantlas que protegen derechos patrimoniales asl como de las garantlas 

tributarias, de legalidad, seguridad jurldica e lrretroactividad en la aplicación de las leyes. 
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La lectura aislada del articulo 4 º de la Ley de Amparo, es susceptible de causar 

confusión respecto de si exclusivamente las personas fisicas pueden ocurrir al juicio de 

garantlas o también debe reconocérseles tal derecho a las personas morales, ya que 

dicho articulo establece: 

"ARTICULO 4o.- El iJOO de ar!1BO iltanerE llllde JllJT'MllSll pcr ta pam a <J.ien 
peq.x!qJe ta ley, el blBtJ irlemaci'.ra, el ~ o ruakplr tto 300 que se 
redlre, ¡:ulierm t'0CBb pa si, pcr su re¡Je:aa e, pa su defema si se !rala de un 
acto que oores¡xrda a una crusa amm, pa mm de agii ¡:ailnE o perscre 
extra\a en kJs casa; en que esta ley b pemja "'!le&i 10 *3; y 51'.t> ¡xxiá S0!Jfte pcrel 
~. pcrsu ill!Jlest:I lare ~opasudlíensa." 

Confusión que puede ahondarse del examen del primer capitulo de la Constitución 

Federal, denominado "De las garantfas individuales", pues hace referencia al "Individuo"; 

sin embargo, tal circunstancia encuentra explicación porque en un principio et juicio de 

amparo fue concebido como una Institución protectora de las garantlas de los 

particulares, sin que se hiciese precisión acerca de las personas morales, lo que originó 

la idea sostenida en una época de nuestro pals, evidenciada en la obra "Introducción al 

Juicio de Amparo" del Ministro Genaro David Góngora Pimentel, en cita a don Rodolfo 

Reyes: " ... lodo cuanto no es hombre, aun cuando sea persona, no gozará jamás de estos 

derechos. Aún más, las personas morales no pueden equipararse al hombre; no en su 

origen, porque nacen de la voluntad de éste y por la ley que las autoriza o las crea; no en 

su naturaleza, porque es esencial a ellas, que se desearle al individuo de su seno y que 

se siga un fin de utilidad pública y no privada; consiguientemente las sociedades de 

interés privado no tienen el carácter de hombres y por tanto, no gozan de las garant/as 
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individua/es y no pueden hacer uso del juicio de amparo que está al servicio 

exclusivamente de los individuos parliculares". 

A ese respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con un gran sentido de 

la equidad, pero con un deficiente sustento legal de su interpretación, en el amparo 

directo 5046/39, publicado en la página 584 del Tomo LXVI del Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Epoca, determinó: 

Interpretación del más alto tribunal del pals, que dejó de tener vigencia con el texto 

del articulo 8º de la Ley de Amparo, que categóricamente Indica que las personas morales 

privadas podrán pedir amparo por medio de sus legltimos representantes, aunado a que 

serla contrario a derecho que tal reconocimiento de garantlas se debiera a su creación y 

actuación a través de personas fisicas, como s.! se tratara de una protección Indirecta a 

los miembros de la persona jurldica, ya que de estimarse asl se contravendrla el 

principio de Instancia de parte, rector en el juicio de garantlas, precisamente porque se 

trata de una persona que tiene personalidad jurldlca y patrimonio distintos a los de sus 

integrantes. 
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Por su parte, las personas morales de derecho público, enumeradas por el articulo 

25 del Código Civil para el Distrito Federal, también son consideradas titulares de la 

acción constitucional de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 9' de la Ley de Amparo el 

que literalmente establece: 

"ARTICULO 9o.-Las persaes rmalescfüales pcxlrán OOJTi"m denUlla de~, 
pa cmdd:J de kls fin:i:raios o repeso ita !Es que desi¡Jm a;~ aam el lit> 
ola leyqueserechne"3cEklslUeses~de¡qi¡las. 

Las perronas rmales ádales estltfl exenlas de ¡mD m !Jlllfus que m esta 
ley se exige a m ¡:atls." 

A este respecto, al Igual que las personas jurldlcas de derecho privado, las 

personas morales oficiales tienen acceso al juicio de amparo, siempre que su 

Interposición cumpla con el requisito de afectación de derechos estrictamente 

patrimoniales. 

Autoridad responsable. 
Este concepto es fundamental para el juicio de garanllas, ya que la procedencia de 

la acción constitucional es exclusivamente en contra de actos de autoridad que sean 

susceptibles de vulnerar garanllas individuales, en términos del articulo 103 de la 

Constitución Federal. 

El articulo 11 de la Ley de Amparo, indica que es autoridad responsable aquélla 

que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejeaitar la ley o el acto 

reclamado; de este numeral, se advierte la clasificación general de autoridades 

54 



ordenadoras y ejecutoras, sin embargo tal prevención poco auxilia en la determinación de 

quién puede ser considerado como autoridad para los efectos del Juicio de Amparo. 

Ahora bien, en principio, es razón para considerar la identificación de una 

autoridad, el que esté legalmente constituida, es decir, que su existencia se prevea por 

algún ordenamiento legal; sin embargo, tal circunstancia no es determinante para tal fin, 

ya que bien puede existir una autoridad legltimamente constituida y que en el ejercicio de 

sus facultades, por carecer de imperio, no cuente con la aptitud de emitir un acto de 

autoridad propiamente. 

Para tal fin, es conveniente auxiliarse del concepto de acto de autoridad para 

determinar si alguna dependencia, organismo, entidad e Incluso alguna persona de 

derecho privado es o puede ser considerada, en razón del ejercicio del poder soberano, 

como autoridad para los efectos del juicio de amparo. 

Al respecto, Raúl Chávez Castillo en su obra Juicio de Amparo, ofrece un concepto 

de lo que debe entenderse como acto de autoridad: 

Acto de autoridad es un hecho intencional, voluntario, positivo o 

negativo, emitido por un órgano del Estado, de hecho (facto) o de 

derecho (iure), con facullades de decisión o de ejecución, o de ambas, 

que produzca afectación en situaciones generales y abstractas (se 

denomina ley) o en situaciones particulares y concretas (se denomina 
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acto de autoridad en sentido estricto), teniendo cp,p caracter/sllcas el 

ser imperativo, unilateral y coercitivo. 23 

De la anterior definición, se pueden advertir los atributos o caracterlsllcas que debe 

revestir el acto de autoridad, a saber: 

a) unilateralidad, que implica una ausencia de concurso o acuerdo de voluntades, 

ya que para su emisión exclusivamente importa el ejercicio de la voluntad 

soberana; 

b) lmperatlvldad, que es el elemento lleva lmpllcita la fuerza jurldica para que sean 

acatadas por los gobernados las determinaciones emitidas por la potestad 

soberana; 

c) Coercitividad, es el elemento por el que los actos que deriven de la voluntad 

estatal, son susceptibles de ser cumplidos o acatados por los gobernados, 

Incluso en contra de la voluntad de éstos, mediante el empleo de la fuerza 

pública o la aplicación de medidas de apremio. 

La conjunción de estos elementos en la actuación del Estado, en cualquiera de sus 

ámbitos y competencias, necesariamente implicará la Identificación de un acto de 

autoridad; sin embargo, no es una condición el que éstos se encuentren en una unidad 

indisoluble, ya que es factible la actualización de cualquiera de ellos para que pueda 

Identificarse como tal; es decir, basta que un acto sea unilateral, Imperativo o coercitivo 

"CllAVEZ Castillo, Raúl, JUICIO DE AMPARO, Colección de Textos Universitarios, Edit. llarla, Seguoda Edición, 
México 1998, p.3. 
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para que sea considerado un acto de autoridad, ya que si la actuación de los órganos o 

dependencias del Estado que revista cualquiera de estos atributos es susceptible de 

causar una afectación a las garantlas Individuales, entonces será materia del juicio de 

amparo. 

En esas condiciones, se llega al extremo de considerar que una persona jurldlca de 

derecho privado pueda ser llamada a juicio, por su intervención en el cumplimiento de una 

orden de alguna entidad revestida de imperio; tal es el caso de las Instituciones 

bancarias que en cumplimiento de una orden emitida por la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores, que a su vez derive de diversa orden de tas autoridades hacendarias, 

embarguen o congelen las cuentas de los gobernados, con motivo del Inicio del 

procedimiento de ejecución previsto en el Código Fiscal de la Federación; lo que si bien, 

en principio podrla considerarse una aberración en el campo del juicio de amparo, 

encuentra una explicación por la distinción entre autoridades ordenadoras y ejecutoras, 

las cuales conjuntamente deben ser llamadas a juicio, máxime si en el caso de ejemplo, el 

servicio de banca y crédito deriva de una concesión estatal para el ejercicio de un área 

económica prioritaria. 

Tal consideración, encuentra sustento legal, en las disposiciones generales de 

la Ley de Instituciones de Crédito, en cuyo articulo 1' literalmente se senala: 

"ARTICULO 1o.-La ¡m¡eri! Ley tiene IDd'*> regir el seM:O de IB1ca ycrédlt>; b 
agaimil 1 yúwe1ier1Ddelasi'EllU:mesdeaédlb; lasld.tBies y~ 
1J10 las nismas JXXt¡íi RHza: &1 sm y ~ de5irrol>; b ptEai'l1 de bl 
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;imses del JXl*x>; y oo ~ oo que a EstEo ejlmli'á 1a red:Jia mma del 
SisBra IS1cai> l'v1eliic31o." 

Asl, como se advierte del numeral transcrito, la Ley de Instituciones de Crédito 

tiene por objeto, entre otros, establecer los términos en que el Estado ejercerá la rectorla 

financiera del Sistema Bancario Mexicano, entonces, no debe perderse de vista que se 

trata del ejercicio de una actividad pública que, si bien legltimamente es ejercida por el 

sector privado en razón de la concesión otorgada por el Estado, no puede quedar fuera 

del alcance del juicio de garantlas, evadiéndose de la protección o tutela de los principios 

establecidos por la Constitución Federal en favor de los gobernados. 

Autoridades de iure y de facto 

El criterio anterior, es en parte asimilable al adoptado respecto de las llamadas 

autoridades de facto, las que sin estar legalmente constituidas, por la circunstancia de 

ejercer actos públicos, si se reputan autoridades para tos efectos del juicio de garantlas, 

porque con tal determinación se pretende dar amplitud al radio de protección del juicio 

constitucional, reforzando asl ta tutela de los derechos fundamentales que son 

reconocidos por ta Constitución Federal. 

En ese sentido, la posibilidad de atribuir la distinción de autoridad para tos 

efectos del juicio de garantlas, a entes diversos de tos públicos, la tesis de jurisprudencia 

publicada en la página 158, Tomo 111 Segunda Parte-1, y la diversa número Vl.2o. J/286, 

publicada en la página 61 Tomo 80, ambas del Semanario Judicial de la Federación, 

Octava Epoca, que respectivamente Indican: 
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"AUTORIWJ DE FACTO. CONCEPJO. Es a:Jdl lll')Q ~ ro respet¡ loo il 1ea11 iBI b 

eslltiDhien el artiat> 16 anAóml hiüla Wlrt! de <J1B la aea001 de aJbilOOes cm 

flDAades JBll delerrrmr res¡xrstaiales ~ o ejen:er árhJcilnes ~ 

en tm ley, debe estl' abizala bien en 111 adeimiel*> legal, o biln en su respec:tiYo 

laj¡mriJ eJllllÓh JQ'el Plesm'Ede la Re¡iliGI en témlrnsde b dis¡UlstJ ¡:xr el artiat> 

89, fiao::Ü1 1, de la CmstibJcD¡ Fedoot" 

"AUTORIWJ, CONCEPTO DE, PARA EFECroS DEL NIPMO. De aruertb cm b 

esta1Bm i:xr e1 artiat> 100, fiao::Ü1 1. aristbDD y e1 artiat> 1o .. rraam 1, de 1a Ley de 

Jlmm¡, la ¡rcarlJncia del µD de~ se ern.e1ra 5lµdlla al hetto de <JlB loo 

a00; <J1B en el misrm se lldrrei IJIMllYJ<ll de abilad, delliEnb erbllerae ¡:xr tal, no 

aquel¡¡ que se encuenlra ClOl1Stillida con ese C3'ácB' conforme a la lay, si1o a la que 

dispone de la fuel%a pitica en vlrut de c:ircl.nstancla leg¡B o de hecho, y <JlB por b 

misrm e9á en la pa5iJiDl maBial de <iJll' mm illMll> <JlB ejel1a actas IJl}blcos, 

dictnb resimies digabi<li JB3 bs gbmlb¡. lll')Q lll1l*rS1b pJeda ser e>dgtlle 

mecir'Eel uoodrecm o hiec*>de lalsza pllta.'' 

Asimismo, es necesario precisar que no a todos los órganos del Estado les puede 

ser reconocido el carácter de autoridad respon~ble, ya que algunos carecen tanto de 

facultades de decisión como de ejecución, asl como de la potestad para Imponer sus 

determinaciones, por lo que si su actividad se limita a colaborar o auxiliar mediante 

dictámenes u opiniones carentes de vinculatoriedad, se deslindan del concepto referido, 

tal es el caso de la Procuradurla Agraria, cuya atribución se limita a la tutela de los 

derechos de los ejldatarios, comuneros y en general de las comunidades agrarias; dicho 

criterio es reconocido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, a 

59 



través de la tesis de jurisprudencia XV.2o.1 A, publicada en la página 391 del Tomo 111 

Febrero de 1996, de la Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación cuyo rubro 

indica: "AUTORIDAD RESPONSABLE. NO LO ES LA PROCURADURIA AGRARIA. 

CREADA MEDIANTE LA NUEVA LEY AGRARIA." 

Tercero perjudicado. 
En términos generales el tercero perjudicado o reconocido en términos claros como 

tercero Interesado, es aquél sujeto que tiene interés en la subsistencia del acto reclamado 

ya que es susceptible de causársele una afectación con la concesión de la protección de 

la Justicia Federal; en su calidad de parte en el juicio, goza de las prerrogativas 

procesales conferidas tanto al quejoso como a la autoridad responsable, ya que la Ley de 

Amparo le faculta para ofrecer pruebas, formular alegatos, interponer recursos, ele. 

Ministerio Público de la Federación 
De conformidad con la fracción IV del articulo 5' de la Ley de Amparo, el Ministerio 

Público de la Federación puede Intervenir en el juicio de amparo, a través del agente que 

designe el Procurador General de la República, de acuerdo con las facultades que le 

confiere la fracción XV del articulo 107 constitucional, de manera que en cada Tribunal 

Colegiado o Juzgado de Distrito existen agentes del Ministerio Público adscritos para que 

de estimarlo conveniente, intervengan en el juicio a través del documento denominado 

pedimento, cuyo objeto es proponer al juzgador las razones por las que se puede fallar 

en determinado sentido. 
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Cabe precisar, que el Procurador General de la República es titular de la acción de 

amparo, la que puede intentar por si mismo o a través de los agentes del Ministerio 

Público de la Federación, de acuerdo con el cuarto párrafo del articulo 102 de la 

Constitución Federal que dispone: 

"Art. 102. A.- La ley organizará el Ministerio Publico de la Federación, 
cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de 
acuerdo con la ley respectiva. El Ministerio Público de la Federación 
estará presidido por un Procurador General de la República, designado 
por el Titular del Ejecutivo Federal con ratificación del Senado o, en 
sus recesos, de la Comisión Permanente. Para ser Procurador se 
requiere: ser ciudadano mexicano por nacimiento; tener cuando menos 
treinta y cinco anos cumplidos el dla de la designación; contar, con 
antigüedad mlnima de diez anos, con titulo profesional de licenciado 
en derecho; gozar de buena reputación, y no haber sido condenado 
por delito doloso. El procurador podrá ser removido libremente por el 
Ejecutivo. 
( ... ) 
En todos los negocios en que la Federación fuese parte; en los casos 

de los diplomáticos y los cónsules generales y en los demás en que 
deba Intervenir el Ministerio Público de la Federación, el Procurador 
General lo hará por si o por medio de sus agentes. 
( ... )" 

Por su parte, el articulo 9 de la Ley de A(nparo indica que las personas morales 

oficiales, tal como la Federación, en términos del articulo 25 del Código Civil para el 

Distrito Federal en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia del 

Fuero Federal, pueden intentar el ejercicio de la acción constitucional por conducto de los 

funcionarios o representantes que designen las leyes, siempre que el acto reclamado 

afecte los intereses patrimoniales de ésta; asf, el Ministerio Público de la Federación 

puede ubicarse en la hipótesis de la fracción 1 del articulo 5º de la Ley de Amparo, asf 
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como en el supuesto descrito por la fracción 111 del mismo numeral como representante 

de la Federación, en los casos en los que puedan verse afectados Intereses 

patrimoniales de ésta con la concesión de la protección de la Justicia Federal y desde 

luego, puede ser señalado como autoridad responsable el Procurador y los funcionarios 

que de él dependen, los agentes del Ministerio Público que Intervienen en las diferentes 

etapas de la investigación de los delitos y en los procesos del orden penal y desde luego, 

de conformidad con la fracción IV del articulo 5º de la Ley Reglamentaria de los articules 

103 y 107 constitucionales, actúa en el juicio de amparo como parte procesal vigilando el 

interés público y la correcta aplicación del derecho. 

PRINCIPIOS RECTORES DEL JUICIO DE AMPARO 

Principio de relatividad 
Con motivo de la exposición de la naturaleza juridica de la acción constitucional, 

es conveniente referir los principios que rigen el juicio de garantlas que se encuentran 

establecidos en los articules 107 constitucional y en los diversos 76, 78, 79 y 227 de la 

Ley de Amparo; el primero de ellos, es el denominado principio de relatividad que se 

ubica en el mencionado articulo 76, el que se conoce también con el nombre de formula 

Otero e indica que el alcance legal de las sentencias se limitan sólo a la persona o 

personas que hubieren promovido el juicio, sin que sea factible emitir una declaración 

general para casos análogos; cabe señalar que además de este principio, el articulo 76 

de la Ley de Amparo precisa los principios de naturaleza declarativa y de congruencia de 

la sentencia y la necesidad de apreciar el acto tal y como fue probado ante la 

responsable, articulo que textualmente dice: 
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• Art. 76. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo 
se ocuparán de los Individuos parliculares o de las personas morales, 
privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y 
protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la 
demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que 
la motivare". 

Esto es, si un gobernado solicitare el amparo en contra de una ley, tratado 

internacional, reglamento o cualquier otra disposición de carácter general; en caso de 

que éste fuese concedido, no es procedente una declaración de inconstllucionalidad 

general, que beneficie a todos los particulares que se fueran afectados por esta 

disposición legal, sino únicamente a aquél quien ejercitó la acción constitucional. 

Es pertinente además, indicar los postulados de la denominada fórmula Otero 

que precisan: 

a) La sentencia que se dicte en el juicio de amparo ha de abstenerse de 

formular declaraciones generales limitándose, se procediere, a conceder el 

amparo y protección de la Justici~ Federal a la persona que promovió la 

demanda de amparo, respecto de la ley o acto de autoridad que constituyó 

la materia del amparo, sin abarcar a otras autoridades que no fueron parte, 

ni otros actos que no fueron reclamados en el amparo; 

b) Se rige dentro del principio general de derecho que establece que lo hecho 

entre unos, no puede aprovechar ni perjudicar a otros (ras inter alias acta 

neque nocem naque prodece potest); y, 
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c) La cosa juzgada sólo tiene el carácter de verdad legal para quienes fueron 

partes en el juicio y no para terceros ajenos. 

Principio de instancia de parte agraviada 

En estrecho vinculo con esta normalividad, por la naturaleza Individual del 

amparo, se encuentra el denominado principio de instancia de parte agraviada, cuya 

aplicación importa el inicio del juicio de garanllas a través del ejercicio de la acción 

constitucional por parte del gobernado, ya que si éste es un medio de control de la 

constitucionalidad de los actos de autoridad que se ejercita por vla de acción; entonces, 

es evidente que el juez de amparo no puede actuar de manera oficiosa; aunado a lo 

anterior, el articulo 4 º de la Ley de Amparo senala que el juicio sólo puede ser promovido 

por aquella persona a quien perjudique la ley, el tratado Internacional, el reglamento o el 

acto reclamado en términos generales, por lo que es indispensable para la procedencia 

de la acción, no sólo que sea solicitada la protección constitucional por el directamente 

agraviado, sino que además el acto de autoridad que se Impugne debe afectar de manera 

personal y directa al prornovente; asl, el agravio debe ser personal, lo que significa que 

aq'uél que ejercite la acción debe ser titular de las garanllas que la Constitución Federal 

reconoce y que el acto que reclame, efectivamente le tenga como destinatario. 

Principio de estricto derecho 
Por otra parte, el principio de estricto derecho, impone al juzgador la 

obligación de analizar únicamente los conceptos de violación plasmados en la demanda 
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de amparo, sin considerar alguna otra cuestión de manera oficiosa, lo que Importa que 

las demandas únicamente pueden ser examinadas por los conceptos de violación que en 

la misma se expongan y en los términos en que sean formulados. 

No obstante lo anterior, existen supuestos limitativos en los que no opera el 

principio de estricto derecho, en los que el Juez de Amparo tiene la facultad de corregir 

las deficiencias u omisiones que advierta de la demanda; tal facultad se Identifica como 

suplencia de la queja y se establece en el párrafo segundo de la segunda fracción del 

articulo 107 constitucional y se reglamenta por el articulo 76-bis de la Ley de Amparo, el 

que literalmente establece: 

ARTICULO 76 Bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo 
deberán suplir fa deficiencia de los conceptos de violación de fa demanda, 
as/ como fa de los agravios formulados en los recursos que esta ley 
establece, conforme a lo siguiente: 

1.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes 
declaradas inconstitucionales por fa jurisprudencia de la Suprema Coite de 
Justicia. 

11.- En materia penal, la suplencia operará aun ante fa ausencia de 
conceptos de violación o de agravios del reo. 

111.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el attfcu/o 227 de 
esta Ley. 

IV. - En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del 
trabajador. 

V.- En favor de los menores de edad o incapaces. 

VI.- En otras materias, cuando se advietta que ha habido en contra 
del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que 
lo haya dejado sin defensa. 
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Al respecto, y con la finalidad de evidenciar la tendencia de acceso efectivo al 

ejercicio de la acción constitucional, cabe señalar que este numeral fue adicionado a la 

Ley de Amparo en mayo de mil novecientos ochenta y seis, con la justificación de 

convertir al juicio de amparo en un instrumento más eficaz a favor de los sujetos que 

expresamente Indica y al mismo tiempo, hacer efecliva la supremacla constitucional en 

beneficio de los quejosos y los recurrentes. 

El origen de este principio, se remonta al texto original de la Constitución 

Federal, en la que se estableció exclusivamente para aplicación en materia penal, en los 

casos en que se advirtiera una violación manifiesta de la ley o en aquellos en los que el 

quejoso hubiere quedado sin defensa o se le hubiera juzgado por una ley no exactamente 

aplicable; posteriormente, con motivo de la reforma del articulo 107 constitucional en 

febrero de mil novecientos cincuenta y uno, se Incluyó la suplencia en los juicios 

interpuestos en contra de actos fundados en leyes declaradas contrarias a la Constitución 

Federal por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asl como en 

los juicios en materia laboral en beneficio del trabajador; asimismo, en noviembre de mil 

novecientos sesenta y dos, se extendió este principio en beneficio de las comunidades 

agrarias, con la particularidad de que y~ no se indicaba como una potestad del juzgador, 

sino como una obligación de suplir la deficiencia de la demanda y por reforma de marzo 

de mil novecientos setenta y cuatro se autorizó en los amparos en los que se vieran 

afectados los derechos de menores o Incapaces. 
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En tales condiciones, de conformidad con la fracción 1 del articulo transcrito, 

para que el juez de amparo esté en aptitud de ejercitar dicha facultad o cumplir con la 

obligación de suplir la deficiencia de los conceptos de violación expuestos en la demanda 

o los agravios en el recurso de revisión, es conveniente que el propio quejoso Indique 

que el acto que se reclama está fundado en alguna disposición declarada contraria a la 

Constitución Federal por la Suprema Corte de Justicia; sin embargo, de no precisarse 

dicha circunstancia , por instrucción de la propia fracción referida, el juez es constrenldo 

a cumplir con este principio incluso si no se vierten conceptos de violación. 

Principio de prosecución judicial 

Por último, el principio de prosecución judicial que se prevé por el primer 

párrafo del articulo 107 constitucional Indica que todas las controversias a que se refiere 

el articulo 103 de la Constitución Federal deberán sujetarse a los procedimientos y 

formas del orden jurldico que determine la ley, por lo que se advierte que son 

precisamente los procedimientos y formas que ~n la Ley de Amparo se establecen, los 

que deben ser observados para la tramitación y resolución de los juicios de amparo, sin 

que sea inadvertida la posibilidad de la aplicación supletoria del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, en aquellos casos en tos que previéndose alguna Institución en 

la Ley de Amparo, ésta no se encuentre o sea deficientemente reglamentada. 
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CAPITULO 111. AMPARO INDIRECTO 

3.1 Requisitos de la demanda 3.1.1 Requisitos de 
forma 3.1.2 Requisitos de fondo 3.2 Pruebas en el 
juicio de amparo. 3.2.1 Documental pública y privada. 
3.2.2 Testimonial 3.2.3 Inspección Judicial 3.2.4 
Pericial. 3.2.5 Confesional. 3.3 Audiencia 
constitucional. 

Se le denomina amparo indirecto a aquél cuyo conocimiento es del Juez de Distrito y 

que eventualmente puede ser decidido de manera definitiva por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación o por un Tribunal Colegiado de Circuito a través del recurso de 

revisión que haga valer cualquiera de las partes en contra de la resolución emitida por 

aquél; su denominación es cuestionada con razón, ya que se estima Incorrecto 

considerar que, por la circunstancia de tratarse de un juicio cuya resolución permite ser 

impugnada, se trate de un juicio indirecto, porque de no ser controvertido el fallo éste será 

definitivo o directo, por lo que en todo caso, la denominación adecuada debla ser 

biinstancial, término que Indica la definltividad de la resolución por la (posible) tramitación 

de dos Instancias. 

El amparo Indirecto o biinstanclal, puede ser promovido en contra de actos que no 

sean sentencias definitivas, laudos o resoluciones que pongan fin a un juicio, supuestos 

de procedencia del juicio de garantlas denominado directo o uniinstanclal, de lo que se • 

desprende que las hipótesis de procedencia son determinadas por exclusión de dichos 

casos; su fundamento constitucional es la fracción VII del articulo 107, cuyo contenido es 

de manera especifica el articulo 114 de la Ley de Amparo, el que literalmente Indica: 
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ARTICULO 114.-B~sepiúáawielµ¡zdedS!to: 
1.- Qria leo,e; f0cbales o kxaes, r.uh¡ ~. raj¡mdJs eiqlOOilos 
por el PresilenE de la Rep1*a de aaedo cm la rracxm 1 del artkUo 89 
cxnsllxDlal, ~ de leo,e; b;ales expOOi.tJs por kl¡ gj¡ernad:Jes de kl¡ 
Esab;, u was ~ deaeb;oaaetb;de cbseMr1ciagineral, qJ8 por su 
sola enrooa m vi¡µ' o cm rmM> del priJu aro de ~. caJSe11 per;.üJs al 
~; 

11.- Cailra a:tis qJ8 ro ~ de fu.nales µ!dales, ~o del 
lral¡¡ji. 

En estis casos, rumo el at> redimrl> Emnl de 111 JJUOOCi 1 lie'*> S0!JÜl m 
bma de ¡.m, e1 ~ 51'.i> pcDá jmllMfSe anra 1a resrum del'ñMI por 
\ÜaCDleS ameülas m la rrisma resrum odr.nl el JJUOOCi11D *>,si porWW 
de estas llinas tmere cµid¡D> sil defBs¡ el ~o JJMm de kl¡ demchls 
q.ielaklyde la nmiae<DUlda, a roserqJ8el~sea ¡:mroiOO porpersooa 
exlr.i\aala~ 

111.- Cailra a:tls de trtuaes µi:ües. ~ o del t¡¡¡¡p ejeaá:tos 
fuera de µDodes¡llésde aniüi. 

Si ser.E de BltJl de $aJcÜl de serem, OOkJ pcDá ¡mro.oer.;e el~ 
anrala t1im resrumdicDlam el~ respedilo, ¡ulierd:> redimrse 
m la misma demrda las dBnás \1dacD1es ameülas dlralle ese p¡ocai1e*>, 
qJ811.Ümldejadosildeíensaal~. 

Tr.tnlooe de nmaes, OOkJ pcDá p¡aro.ese el µD anra la lllSW:Di 
delnM!mc,Jllseap¡ueOOno~ 

N.- Cailra a:tis m el µi> q.ie blpi sciJ'e las perroras o las <Xl5aS 1m 
$aJci'.rlq.ieseade i11JOSÜ3 nip¡m:üi; 

V.- Cai1ra a:tis ~ derto o hra de µD, q.ie allDlr1 a per.;am 
~a él, rumo la kly roestalim:a a fal.a'del áetab al¡µi lllCUSOatiaio o 
rmci> de ddensa qJ8 Jl.iecb DQ' por OOct> mJlii:ab¡ o llMX3b;, sierrpe qJ8 
ro se r.ie delµDde BtD1a; 

VI.· Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, 
en los casos de las fracciones 11 y 111 del articulo 1 º. de esta ley. 

De la fracción 1 transcrita, se advierte que procede tanto en contra de leyes 

autoaplicatlvas como de heteroaplicativas, sean ordenamientos del ámbito federal o local 

o bien en contra de disposiciones generales que sean susceptibles de ser asimiladas a 

éstos. 

69 



La fracción 11 indica la procedencia del juicio contra autoridades 

administrativas, es decir, aquéllas que sin tener atribuciones de tribunal administrativo, 

forman parte del Poder Ejecutivo Federal, de los poderes ejecutivos estatales, o bien de 

los ayuntamientos o autoridades municipales; existen tres supuestos de procedencia que 

indica dicha fracción: 

a) Si el acto reclamado emana de un procedimiento seguido en forma de 

juicio, en el que el quejoso ha sido oldo en su defensa y ha tenido la 

oportunidad de ofrecer las pruebas conducentes; debiéndose ejercitar la 

acción constitucional hasta que sea emitida la resolución definitiva, 

pudiéndose reclamar en ese momento las violaciones cometidas en el 

propio procedimiento, si por razón de ellas se le hubiere dejado sin defensa 

b) SI el acto que se estima contrario a la Constitución Federal, afecta a una 

persona extrafla a la controversia seguida en forma de juicio; en este caso 

no existe la necesidad de esperar hasta que sea emitida la resolución, ya 

que es evidente que de tener dicho carácter de tercero extrano, todo lo 

actuado derivarla Ilegal por ser fruto de actos viciados. 

e) SI el acto reclamado no deriva de un procedimiento seguido en forma de 

juicio, se podrá Impugnar dentro del término que establece el articulo 21 de 

la Ley de Amparo, siempre que no se trate de aquellos actos susceptibles 

de Impugnarse a través de alglin medio ordinario de defensa. 
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La fracción 111 precisa la procedencia del juicio, en contra de actos que provengan 

de Tribunales Judiciales, Administrativos o del Trabajo, siempre que se trate de aquellos 

ejecutados fuera de juicio o después de concluido; en esta fracción, debe interpretarse el 

término juicio en relación al Inicio y conclusión del procedimiento contencioso y asl los 

actos de ejecución de sentencia son impugnables mediante el juicio de amparo Indirecto, 

con la particularidad de que se trate de la última resolución dictada en el procedimiento de 

ejecución; es decir en términos casulsticos, de la resolución en la que se apruebe o 

desapruebe un remate, a no ser que el quejoso se ostente como tercero extrano al 

procedimiento; asimismo, los actos ejecutados fuera de juicio son aquellos que no tienen 

relación con algún procedimiento, sino que son ajenos a una controversia litigiosa; en 

tales condiciones, se considera que las resoluciones dictadas en jurisdicción voluntaria 

son actos fuera de juicio y serán Impugnables siempre que se vean afectadas las 

formalidades del mismo o se deje sin defensa a alguna de las partes. 

La fracción IV del articulo 114 prevé la procedencia del amparo en contra de actos 

realizados durante la tramitación de un juicio, siempre que éstos tengan sobre las 

personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación; disposición que 

tiene su origen en el inciso d) de la fracción 111 del articulo 107 constitucional, la que se 

ha interpretado en relación exclusiva con derechos sustantivos o materiales dejando fuera 

los de naturaleza adjetiva, ya que éstos no son susceptibles de afectar la situación 

jurldica o de hecho de las personas o las cosas; interpretación que se refuerza del 

contenido de los articulas 159, 160 y 161 de la Ley de Amparo, ya que los dos primeros 

de manera enunciativa refieren las diversas hipótesis de deben ser consideradas 
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violaciones Irreparables a las leyes del procedimiento, contra las cuales se podrá ejercitar 

la acción constitucional hasta el momento de emitirse la sentencia definitiva, laudo o 

resolución que ponga fin al juicio, es decir, a través del juicio de amparo directo que 

corresponde conocer al Tribunal Colegiado de Circuito de acuerdo con el articulo 158 de 

la Ley de Amparo. 

La fracción V del articulo 114 de la Ley de Amparo establece que se solicitará el 

amparo ante un Juez de Distrito, en contra de actos ejecutados dentro o fuera de juicio 

que afecten a personas extrañas al mismo; entendiéndose por tercero extrano al 

procedimiento a aquella persona flslca o moral que sin ser parte en el juicio, ve afectados 

sus derechos, asl como a aquélla que no ha sido legalmente emplazada y que por tal 

razón no haya tenido oportunidad de ser escuchada en su defensa. 

Cabe precisar, la circunstancia de ser tercero extrano, excluye al quejoso de la 

obligación de agotar los medios ordinarios de defensa en cumplimiento al principio de 

definitividad que rige para la procedencia del juicio de amparo, ya que es manifiesta la 

imposibilidad legal de que un sujeto que no sea parte en juicio pueda impugnarlo; 

asimismo, es evidente que no existe obligación de agotar el juicio de tercerla, ya que éste 

constituye propiamente un juicio y no un recurso. 

Por último, la fracción VI del articulo 114 examinado, prevé la procedencia del juicio 

de amparo Indirecto en contra de leyes o actos de autoridad federal o local, en los 

supuestos que refieren las fracciones 11 y 111 del articulo 103 constitucional, las que 
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implican la Invasión de esferas competenciales; en dichos casos, la procedencia del juicio 

además de vulnerar la esfera de competencia que no corresponde a la autoridad 

responsable, exige la transgresión de garantlas en perjuicio del gobernado. 

Reguisilos de la demanda 

La demanda amparo es el acto procesal por el que el agraviado ejercita la acción 

constitucional, por lo que es necesario la precisión del objeto de la misma; es decir, 

señalar el acto de autoridad Impugnado y plantear de forma correcta el o los conceptos de 

violación, ya que si bien en todo proceso los términos en que sea formulada la demanda 

influye en la sentencia que se emita, en materia de amparo dicha circunstancia es 

determinante ya que se trata de un proceso de estricto derecho; al respecto, los articulas 

76, 79 y 190 de la Ley de Amparo Indican, por lo que hace al primero, que en el supuesto 

de concederse la protección de la Justicia Federal, como ya se eXPUSO, sólo será en 

beneficio del agraviado y en el caso especial sobre el que verse la demanda; el segundo 

refiere que los jueces de amparo tienen la obligación de corregir los errores que se 

adviertan de la cita de los preceptos constitucionales y legales que estimen violados, a fin 

de resolver el problema planteado, pero sin cambiar los hechos expuestos en la demanda, 

y en el último numeral se Indica que las sentencias emitidas por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación o por los Tribunales Colegiados de Circuito no comprenderán más 

cuestiones que las legales propuestas en la demanda de amparo, lo que como se refirió 

se denomina principio de estricto derecho. 
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Requisitos de forma 
La Ley de Amparo prevé tres formas en que puede ser formulada la demanda, la 

escrila que es la forma general previsla por el articulo 116, por lo que su análisis se 

tratará posteriormente, por comparecencia en los casos que refiere el articulo 117 y por 

la via telegráfica prevista por el articulo 118. 

La demanda de amparo por comparecencia debe promoverse ante el Juez de 

Distrilo, el que elaborará el acta correspondiente cuando una persona acuda ante él para 

solicitar la protección de la Justicia Federal, siendo procedenle en los casos que importen 

el peligro de privación de la vida y aquellos que impliquen ataques a la libertad personal 

fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el 

articulo 22 constilucional en los que de encontrarse imposibililado el agraviado para 

promover el juicio, podrá hacerlo cualquier otra persona en su nombre aunque se trate de 

un menor de edad; los requisitos para la procedencia de esta forma de demandas son: la 

expresión del acto reclamado; de ser posible la autoridad que lo hubiere ordenado; el 

lugar en que se encuentra el agraviado y la autoridad que ejecute o trate de ejecutar dicho 

acto. Sin embargo, no obstante el beneficio que otorga la Ley de Amparo al respecto, es 

actualmente una forma obsoleta ya que en la actualidad no existen prácticamente 

demandas de esta clase. 

Por su parte, la demanda de amparo por vla telegráfica se prevé por el articulo 118 

de la Ley de Amparo en aquellos casos que no admitan demora y en los que el 

promovente encuentre algún inconveniente en la justicia local; en el primer supuesto es 
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evidente la dificultad de determinar cuáles son aquellos casos que no admiten dilación, ya 

que de quedar al arbitrio del quejoso éste podrla considerar que una clausura o un 

lanzamiento no admite demora, de lo que se infiere que será al final el criterio del juez de 

amparo el que identificará si se trata o no de estas hipótesis. Por otra parte, la 

inconveniencia en la justicia local, es un término por demás oscuro que al Igual que el 

anterior se deja a la decisión subjetiva del quejoso en los mismos términos. 

Ahora bien, los requisitos que deberá contener la demanda presentada por vla 

telegráfica, serán aquellos que senara el articulo 116 de la Ley de Amparo, tal como si se 

formulara por escrito, exigiéndose además como requisito la ratificación de la demanda 

dentro de los tres dlas siguientes a su interposición ante el Juzgado que deba conocer, 

siendo complementario el articulo 119 del mismo ordenamiento al establecer como 

consecuencia de la falta de ratificación, el tener por no interpuesta la demanda y en su 

caso Imponer las sanciones económicas que el mismo senara. 

Requisitos de fondo 

La demanda de amparo indirecto, como se señaló, debe ser formulada por escrito 

prevista por el articulo 116 de la Ley de Amparo, además de los siguientes requisitos: 

l. Nombre y domlcillo del quejoso y de quien promueve en su nombre, datos 

que son necesarios ya que de acuerdo con la fracción 1 del articulo 107 

constitucional, el amparo se seguirá siempre a Instancia de parte agraviada 
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y el domicilio es necesario para el efecto de las notificaciones de carácter 

personal que se ordenen practicar, el que desde luego, deberá ser dentro de 

la jurisdicción del órgano judicial que conozca del juicio; asimismo, en caso 

de que no sea promovido por derecho propio, se deberá senalar el nombre y 

domicilio de quien promueve en su nombre. 

11. El nombre y domicilio del tercero perjudicado; corno se indicó el tercero 

perjudicado o mejor llamado tercero interesado, es aquél sujeto que llene 

interés en la subsistencia del acto reclamado por la declaración de 

constitucionalidad o legalidad del mismo. Dicho interés se identifica con el 

que guarda la autoridad o autoridades responsables al defender su 

actuación en el mismo sentido; por lo que si de conformidad con la fracción 

111 del articulo 5º de la Ley de Amparo éste es parte en el juicio, entonces 

deberá ser llamado a juicio para que manifieste lo que a su derecho 

convenga. En los casos en que el quejoso no conociera la existencia del 

tercero, si el Juez de Amparo con base en su criterio considerara la 

existencia de algún sujeto que pudiese tener dicho carácter, podrá requerir a 

las autoridades senaladas corno responsables que informen al respecto ya 

sea al rendir su informe con justificación o previamente. 

111. La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deberá senalar a los 

titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende su 

promulgación, cuando se trate de amparos contra leyes. La ley no exige 

senalar el domicilio de éstas, de donde se infiere que es al juez de amparo a 

quien le compete su localización. No debe omitirse el senalarniento de 
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alguna autoridad que tenga relación con el acto reclamado o con su 

ejecución, ya que de acuerdo con acertados criterios sustentados en tesis 

de jurisprudencia, se ha determinado la improcedencia del examen de la 

constitucionalidad de una autoridad que no fue llamada al juicio; tratándose 

· de amparo contra leyes se requiere el señalamiento de los titulares de los 

órganos del Estado a los que la ley encomiende la promulgación de las 

mismas. 

IV. La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, 

bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le 

constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos 

de los conceptos de violación. En primer término se deberá expresar la ley o 

el acto que se reclama, lo que implica una imputación directa a cada 

autoridad de lodos los actos que se les atribuyen, indicando el número de 

actos que se trate, ya que en amparo indirecto no existe un limite al 

respecto. Por otra parte, la protesta de decir verdad a que hace referencia la 

segunda parte de esta fracción, tiene por finalidad que el juez de amparo 

comprenda de que se trata el ~sunto que se plantea, determinar su 

naturaleza, significado o alcance, con base en la presunción de certeza de 

los antecedentes narrados, dicha disposición se vincula con el articulo 211 

de la propia Ley de Amparo, el que prevé una sanción de seis meses a tres 

anos de prisión y una mulla de 10 a 90 dlas de salario para el quejoso que al 

formular su demanda, afirme hechos falsos u omita aquellos que le consten 
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V. Los preceptos constitucionales que contengan las garantlas 

individuales que el quejoso estime violadas, asl como el concepto o 

conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en 

la fracción 1 del articulo 1º. de esta ley. Esta fracción precisa dos 

requisitos, el primero consiste en el señalamiento del articulo o los articulos 

constitucionales que se estimen transgredidos y el segundo es el relativo a 

la expresión del concepto o conceptos de violación que son la parte medular 

de toda demanda de amparo, ya que de su correcta exposición dependerá la 

concesión de la protección de la Justicia Federal, ya que deben consistir en 

verdaderos razonamientos lógicos y argumentos juridicos tendientes a 

demostrar porqué el acto reclamado es violatorio de la Constitución Federal; 

sin embargo, se estima que el primero queda subsumido en el segundo, 

porque precisamente el concepto de violación tácita o expresamente 

contiene el senalamlento de la garantia individual que se considera violada. 

El criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto de la 

definición del concepto de violación, indica que éste debe ser la relación 

que el quejoso ha de establecer entre los actos de las autoridades 

responsables y los derechos fundamentales que se consideran violados, 

demostrando juridlcamente la contravención de éstos por dichos actos; por 

tanto, se considera que el concepto de violación debe ser un verdadero 

silogismo, en el que la premisa mayor sean los preceptos constitucionales, la 
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premisa mayor los actos reclamados y la conclusión la contrariedad entre 

ambas premisas24
• 

VI. SI el amparo se promueve con fundamento en la fracción 11 del articulo 

10. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados 

que haya sido Invadida por la autoridad federal, y si el amparo se 

promueve con apoyo en la fracción 111 de dicho articulo, se seftalará el 

precepto de la Constitución General de la República que contenga la 

facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida; 

este requisito es únicamente exigible si se trata de juicios que sean 

promovidos con fundamento en las fracciones 11 y 111 del articulo 1 º de la Ley 

de Amparo; debiéndose expresar además de los requisitos a que se refieren 

las anteriores fracciones, la facultad reservada a los Estados que haya sido 

invadida por la autoridad federal o el precepto de la Constitución Federal 

que expresamente conceda a la Federación la facultad que fue restringida 

por la autoridad estatal. 

Cabe senalar, que sin que sea un requisito legalmente exigible, es una práctica 

común, Incluir un apartado relativo a los denominados puntos petitorios que constituyen 

requerimientos especlficos que el quejoso hace al juzgador, tales como tener por 

presentada la demanda, senalar dla y hora para la celebración de la audiencia 
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constitucional, ordenar el ernpalzarnlento del tercero perjudicado, requerir a las 

autoridades responsables para que rindan los Informes correspondientes, etc. 

Pruebas en el juicio de amparo 

Se denomina "prueba" o "medio probatorio", a todo elemento dirigido a la 

convicción que de los hechos debe ser formada por el juzgador; se ofrecen por las 

partes con el objeto de apoyar el dicho manifestado en Ja demanda o en los Informes que 

al efecto sean rendidos, o bien el propio Órgano Jurisdiccional procura allegarse de 

éstas. Su trascendencia es tal, que implica la posibilidad del conocimiento de la verdad 

legal por el juzgador. 

No cualquier elemento puede ser desahogado en el proceso corno medio 

probatorio, sino que debe estar vinculado con la litis constitucional y debe ser ofrecido de 

acuerdo con las reglas que establece la Ley de Amparo. 

En el juicio de garantlas se admiten, en forma general, todas las pruebas que, 

con los requisitos anotados, tengan a su alcance las partes, salvo la confesional 

perfeccionada a través de posiciones y aquéllas que vayan en contra de la moral o el 

propio derecho. 

Documental pública y privada. 
Los documentos son los elementos que, de acuerdo con su naturaleza y alcance, 

pueden lograr mayor convicción en el juzgador; existen los documentos públicos que son 
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aquéllos expedidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones o de una 

persona investida de fe pública en uso de dicha atribución. Se identifican a través de 

sellos oficiales o firmas de funcionarios. Éstos tienen más importancia que las otras 

pruebas, pues en el juicio de amparo se plantean cuestiones más jurldicas que fácticas y, 

si a través de éstos se acredita la existencia del acto reclamado, se podrá, con mayor 

certeza, realizar el examen de constitucionalidad o legalidad plantado en la demanda. 

Además de conformidad con el articulo 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

la documental pública hace prueba plena de los hechos que el propio funcionario 

consignó; si bien, puede contener manifestaciones de particulares, sólo probará que ante 

tal autoridad se vertieron tales afirmaciones. 

La documental pública puede ser ofrecida desde la presentación de la demanda, 

hasta ta celebración de la audiencia constitucional en la etapa de ofrecimiento de pruebas; 

para que sea admitida, de no obrar en poder del oferente, deberá solicitar al servidor 

público que tenga acceso al original la expedición de una copla debidamente certificada, 

solicitud que deberá ser formulada con tiempo, suficiente para su entrega y en caso de 

que no sea atendida, una vez comprobada su Infructuosa actuación, el propio Juez de 

Distrito podrá requerirla. 

Por otra parte, los documentos privados son los instrumentos elaborados por 

particulares que no realizan funciones públicas o que no están investidos de fe pública. Al 

Igual que el documento privado, puede ser ofrecido desde el momento de la presentación 
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de la demanda, hasta la celebración de la audiencia constitucional y contrario a éste, no 

es prueba plena, sino exclusivamente representa Indicios de lo consignado el él. 

Testimonia/ 
La prueba testimonial consiste en la exposición de hechos relacionados con la litis, 

conocidos por terceros ajenos a la misma; de acuerdo con el articulo 165 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, toda persona que tenga conocimiento de los hechos 

relacionados en el juicio debe deponer su testimonio; sin embargo, sólo lo podrán hacer 

aquéllos que para tal efecto sean propuestos u ofrecidos por las partes, sin que exista la 

posibilidad de que alguna persona voluntariamente comparezca a juicio con tal finalidad. 

Esta prueba no requiere de conocimientos de alguna ciencia o arte, sino exclusivamente 

de la presencia circunstancial del testigo en los hechos objeto de la misma. 

Pueden ser ofrecidos hasta tres testigos por cada hecho narrado en los 

antecedentes del acto reclamado, de los que el oferente deberá mencionar su nombre y 

domicilio e indicando además, su compromiso de presentarlos al momento de la 

audiencia o en su caso, el impedimento que le asiste para ello, para el propio Juzgado 

sea quien se encargue de citarlos; debe ser anunciada por escrito, con una anticipación 

de cinco dias hábiles al de la celebración de la audiencia constitucional, en el que deberá 

exhibirse el interrogatorio que contenga las preguntas que habrán de formularse tal 

como fueren expresadas por la parte que la ofrece; a éstas se les denomina directas, 

pudiendo además las partes diversas de la oferente, mediante el conocimiento del 

interrogatorio, formular las repreguntas que estimen pertinentes. 
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Al ser admitida la prueba, el juez ordenará prepararla ordenando la distribución de 

las coplas del interrogatorio entre las partes y en caso de que se estime justificado el 

impedimento manifestado por el oferente para la presentación de los testigos, deberá 

notificar el cltatorio en el domicilio indicado; una vez presentes los testigos y cerciorado el 

Juez de su identidad, se les interrogará de acuerdo con las preguntas directas que se 

hubieren formulado, debiendo éstos dar la razón de su dicho, es decir, el porque saben y 

les consta lo declarado y posteriormente, se harán las repreguntas que las demás partes, 

en su caso, hubieren planteado; el Juez tiene la libertad de formular las preguntas que 

estime pertinentes y exigir aclaración de las respuestas, en caso de no considerarlas 

satisfactorias. 

Su desahogo se asienta en el acta de audiencia constitucional, que deberá ser 

firmada por las partes o sus representantes, asl como por los testigos que hubieren 

depuesto, por el Secretario que da fe y desde luego, por el Juez; el que tendrá plena 

libertad para su valoración, siempre que se trate de testigos presenciales o directos de 

los hechos, que sean considerados imparciales y que hubieren sido presentados por 

medio de engaños o sobornos. 

Inspección Judicial 
La prueba de inspección judicial u ocular, consiste en ta percepción a través de los 

sentidos, de diversas circunstancias del mundo fáctico que no requieren conocimientos 

técnicos para ser reconocidas, sino que baste la simple presencia para identificarlas; esto 

es, que el Juez se constituya en el lugar para observar determinada situación que 
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deberá ser asentada en un acta circunstanciada en presencia de quienes asistan a la 

diligencia; deberá ser anunciada, de conformidad con el articulo 151 de la Ley de 

Amparo, cinco dlas antes de la celebración de la audiencia constitucional, expresándose 

el lugar a inspeccionar y el objeto de la probanza y el acta circunstanciada referida deberá 

ser firmada por los comparecientes y por el Secretario del Juzgado. 

De conformidad con la supletoriedad expresa de la Ley de Amparo, consignada en 

su articulo 2", a la prueba de inspección judicial, le son aplicables las disposiciones 

contenidas en el Libro Primero, Titulo IV, Capitulo V del Código Federal de 

Procedimientos Civiles. 

Pericial 
La prueba pericial tiende a acreditar alguna circunstancia o hecho que requiere del 

conocimiento de una ciencia o arte ajena al Derecho; su desahogo corre a cargo de 

personas con conocimientos en la materia, los que deberán ser acreditados mediante 

titulo profesional en el caso de que la materia de la prueba esté reglamentada; este 

medio de convicción, debe ser ofrecido por escrito en el que se expresara su objeto y 

deberá acompañarse el cuestionario con los hechos a valorar, documento que además 

deberá hacerse del conocimiento de la contraparte para otorgarte oportunidad de designar 

a un diverso perito que refuerce la convicción del juzgador. La pericial debe ser 

anunciada con una anticipación de cuando menos cinco dlas hábiles previo a la 

celebración de ta audiencia. 

84 



Una vez recibido el escrito por el que se anuncia la prueba, el Juez podrá designar 

al perito a quien se le encomiende su desahogo, pudiendo las partes válidamente 

manifestar su adherencia al dictamen por éste elaborado, que es el documento por el que 

materialmente se peñecciona la probanza, el que además deberá ser ratificado por su 

autor ante la presencia judicial y contendrá las respuestas a todos los cuestionamlentos 

que se hubieren formulado, sin que sea admisible realizar manifestaciones relativas al 

sentido en que deberá emitirse el fallo. Este medio de prueba, es libremente valorado de 

acuerdo con la prudente estimación del Juez. 

Confesional 

Confesión es la aceptación directa de un hecho propio, materia de la litis, hecha 

por una de las partes en el juicio cuando esa manifestación le perjudica; existen dos tipos 

de confesión, la expresa que puede desprenderse de lo expuesto en la demanda, en los 

informes con justificación o en cualquier otro documento y la tácita que se verifica por la 

falta de informe respecto de la certeza de los actos reclamados por parte de las 

autoridades responsables; debe ser ofrecida 'por escrito, en el que se evidencia la 

manifestación que perjudica a la contraparte; la confesión expresa hará prueba plena, si 

se trata de un hecho propio, vinculado con la litis referido por una persona capaz y libre 

de coacción. 

Es preciso destacar que este medio de prueba, sólo puede ser examinado si 

expresa o tácitamente se contiene en algún documento y éste obra en los autos del juicio; 
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es decir, la solicitud de la parte oferente tiende a elevar a grado de confesión las 

manifestaciones vertidas en algún documento, sean éstas de la autoridad responsable, 

del tercero perjudicado o del propio quejoso y por prohibición expresa de la Ley de 

Amparo se excluye la peñeccionada mediante posiciones, en ese sentido es tajante el 

artlculo150 de la referida ley al indicar: 

"ARTICULO 150.-En el jü¡ de <l1µIO es actnisü! txta da5e de fJUllbas, 0lOlJ*' la 
de ¡xBi:Iles y 1as que fueren aria 1a maa1 o ama OOectu." 

Audiencia constitucional 

La audiencia constitucional es la actuación judicial y de las partes, por la que éstas 

están en posibilidad de ofrecer y desahogar pruebas y formular los alegatos que estimen 

convenientes, los que se exponen de forma oral y quedan asentados en el acta 

respectiva; es considerada unidad junto con la resolución y una formalidad procesal 

trascendente en el juicio que es presidida por el Juez quien actúa conjuntamente con el 

Secretario que da fe del desarrollo de la diligencia; se dice que es una actuación judicial y 

de las partes, sin embargo la asistencia de éstas no es un requisito para su celebración 

ya que válidamente, y asl es en la mayorla de los casos, se celebra sin su presencia. 

De acuerdo con lo dispuesto por el articulo 154 de la Ley de Amparo, la audiencia 

conslitucional es de carácter público, por lo que cualquier persona puede presenciar su 

celebración en la fecha y hora que al efecto senale el Juez y el diverso 155 de la misma 

Ley señala los pasos o secuencia que debe seguirse para su desanollo; los requisitos 

que debe contener son: lugar, dla y hora en que se verifica; la autoridad judicial ante la 
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que se celebra; la declaración de la asistencia del Secretario que da fe; la declaración de 

apertura; la mención de si se verifica con o sin la asistencia de las partes; la relación los 

autos que integran el expediente, debiéndose dar cuenta al juez con los documentos que 

obren en el mismo y el correspondiente acuerdo de las constancias que se indiquen, asl 

como la indicación de la rendición de los informes por parte de las autoridades setlaladas 

como responsables. 

En el caso de que alguna de las partes no estuviera conforme con la celebración de 

la audiencia constitucional, podrá impugnarla mediante el recurso de revisión una vez 

emitida la resolución respectiva. 

CAPITULO IV. LAS SENTENCIAS Y SU CUMPLIMIENTO 

4.1 Concepto de sentencia. 4.2 Claslflcaclón de las 
sentencias. 4.3 Requisitos de las sentencias. 
4.4Prlnclplos que deben seguir las sentencias de 
amparo. 4.5 Sentidos en los que se puede fallar. 
4.6Procedlmlento de requerl11;1lento de cumpllmlento. 
4. 7 Incidente de lnejecuclón de sentencia. 4.8 
Denuncia de repetición del acto reclamado. 4.9 
Incidente de Inconformidad. 4.10 Recurso de queja. 

Concepto de sentencia 

La palabra "sentencia" proviene de la voz latina "sentiendo~ que significa 

sintiendo, juzgando, opinando. El Diccionario de la Real Academia Espallola define las 

diversas acepciones del término: 
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"SenQlda. (Del lal. sedllnlia) f. IADTm o~ q.e UD tiene o S!JJe. tp 2. Dlfu 
!JlMl y 5lld:> q.e 8Wra <b:*i1a o llD'akBl. tp 3. DelDar.ü1 del jÜl y redJcDi 
deliiez. qi4. DedsOldea&it.ieraritAUsiaoOO¡lAa ~q.eda la per.maa 
cµen se ha hedio áliro de ela fDil (Jlll la~ o IDITlXn.Jil. <¡> diiriMl. AqJBla en 
q.e el ~. anillo el jüi, l!9J6M¡ ~ !die el a5lrtl JJiqlal, 
dedar.rdo, anlemllo o limMEml. 'I' 2. 11r.1.a q.e enm e1 auti o illJ(le 1a 
<n1tiulOOn del jüi, aJqie arta ¡j¡¡ sea OOmislil RlQIOO exr.Dli ai:>. tp litre. 
Fa-. la <Jlll 1'.Q'estl'CDfnrala, 1Q' ro ser~ o IQ' h<Dlta aJllilrti> las pems, 
caisa ejeoJtm tp pasmen aDiBI de oosa, o m oosaj.ug¡rll. Fa.sebrtl time. 
'I' ft.tnilar, o ¡muic&, la sereiáa. Fr. Fa. Di:1a1a, Jll*afa ,¡¡s 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, define la sentencia como una relación 

lógica de antecedentes, para llegar a una conclusión que resuelva la controversia 

sometida al juzgador. La constituyen tanto la conclusión lógica de sus antecedentes, 

como las proposiciones que fijen el sentido de la resolución, misma que puede ser 

considerada como acto juridlco de decisión y como documento. 

El primer supuesto, lo constituye la declaración que hace el juzgador respecto a 

determinada solución; la sentencia documento, es tan sólo la representación de ese acto 

jurldlco, sólo la prueba de la resolución, no su substancia juridica. 

El anterior criterio, se expone en las tesis de sustentadas por la Primera y la 

Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, cuyos rubros y textos, respectivamente, indican: 

"SENTENCIA, CONCEPTO DE. Una sentencia no es sino una 
relación lógica de antecedentes dados para llegar a una conclusión 

" Diccionario de la Lengua Española. Real Academia Espaftola. Edil. Espasa.C.lpc, S.A., Decimonovena edición, 
España, 1970, T.VI, página 1202. 
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que resuelva la controversia sometida al juzgador; por lo mismo, la 
sentencia la constituyen tanto la conclusión lógica de sus 
antecedentes, como las proposiciones que fijen el sentido de tal 
resolución y no puede citarse que cuando se aclare la congruencia de 
los elementos del razonamiento que el Juez hace, para llegar a una 
conclusión, se viola la suspensión del fallo, sólo porque en razón de 
dicha congruencia, sea necesario aclarar el sentido de la proposición, 
pues no puede tenerse por sentencia una parte de la misma, como es 
la resolutiva, sin la relación de los hechos que a¡.arezcan en el proceso 
con los fundamentos legales de la resolución." 6 

"SENTENCIA. INMUTABILIDAD DE LA, COMO ACTO JURfDICO Y 
NO COMO DOCUMENTO. La sentencia puede ser considerada como 
acto jurldico de decisión y como documento. La sentencia, acto 
jurldlco, consiste en la declaración que hace el juzgador respecto a 
determinada solución, en tanto que la sentencia documento constituye 
tan sólo la representación de ese acto jurldico, de tal manera que la 
sentencia documento es sólo la prueba de la resolución, no su 
substancia jurldlca. De ahl que el principio de la Inmutabilidad de la 
sentencia sea aplicable única y exclusivamente a la sentencia como 
acto jurldico de decisión y no al documento que la representa. 
Consecuentemente, siendo un deber del Tribunal sentenciador velar 
por la exacta concordancia entre la sentencia documento y la 
sentencia acto jurldico, en cumplimiento de tal deber debe corregirse el 
error que se haya cometido en la sentencia documento, para que ésta 
concuerde con el acto jurldico decisorio correspondiente"" 

Carlos Arellano Garcla, define a la sentencia definitiva como el acto jurisdiccional 

por el que se resuelve la controversia planteada, al finalizar el juicio, declarando, 

condenando o absolviendo". 

Guillermo Cabanellas, considera a la sentencia como la "decisión extrajudicial de 

la persona a quien se encomienda resolver una controversia, duda o dificuttad. Resolución 

26 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Primera Sala, Tomo: LVIII, Segunda Par1e, 
rágina 76. 
7 Publicada en el Apéndice de 1995, Scptima Época, Cuarta Sala, Tomo VI, Parte SCJN, Tesis 490, página 325. 

"ARELLANO Garcla, Carlos, El Juicio de Amparo, Edil. Pomia, J"ed .. México 1980, página 786. 
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judicial en una causal. Fallo en la cuestión principal de un proceso. El más solemne de los 

mandatos de un juez o tribunal, por oposición a auto o providencia" .... 

Para este autor, la sentencia es considerada no como un acto procesal, sino como 

el acto del juzgador que se dirige al fondo del litigio, de carácter extraprocesal o 

extrajudicial como él lo llama. 

Pedro Aragoneses Alonso, considera a la sentencia como • ... aquella forma de 

terminación del proceso que contiene la decisión del Juez sobre la controversia~ " 

Joaquln Escriche, conceptualiza a la sentencia como la "decisión legitima del juez 

sobre la causa controvertida en su tribunal; se llama as/ de la palabra latina senliendo, 

porque el juez declara lo que siente según lo que resulta del proceso. La sentencia es de 

dos maneras, interlocutoria y definitiva. Es interlocutoria la que decide algún incidente ó 

art/culo del pleito, y dirige la serie ú orden del juicio. Es definitiva ta que se da sobre la 

sustancia ó el lodo de la causa, absolviendo o condenando al demandado ó reo. ,., 

Para Eduardo Pallares la sentencia "es el acto jurisdiccional por medio del cual el 

juez resuelve las cuestiones principales materia del juicio o las incidentales que hayan 

surgido durante el proceso'", definición que coincide con la de Ignacio Burgoa, quien 

19 Cabancllas, Guillcnno, "Diccionario E11ciclopNlco dr lkrttlro Us1111/", Edil. Heliasta S.R.L., Argentina, 1979, 
f.ágina 664. 
0 Aragoneses Alonso, Pedro, "St.•ntencitH Congrutntes ", Edil. Aguilar, S.A., Madrid, Espda. J9S7, pigina J 97. 

JI Escriche, Joaquín, "Diccionario Razonado de la úgislación y Jurisprud,·ncia ", Ed. Manuel Pornia. S.A. Libmia, 
México, 1979, página 1521. 
32 Pallares, Eduardo, "Diccionario de Derecho Procesal Cil-il", Edit. Porriia, S.A. 181 ed., México, 1988, página 725. 
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considera a las sentencias como • ... aquellos actos procesales provenientes de la 

actividad jurisdiccional del proceso, bien sea incidental o de fondo"." 

Como se puede apreciar, los tres autores inmediatamente citados conciben a la 

sentencia como el acto, que no sólo resuelve cuestiones principales en el juicio, sino 

también las incidentales. 

Contrario al pensamiento de los tres últimos autores, Héctor Flx-Zamudio define a 

la sentencia como "la resolución que pronuncia el juez o tribunal para resolver el 

fondo del lltlglo, conflicto o controversia, lo que significa la terminación del 

proceso'"', y Alcalá-Zamora, señala que la sentencia es "la declaración de voluntad 

del juzgador acen:a del problema de fondo controvertido u objeto del proceso•••; 

como se aprecia, ambos consideran a ta sentencia como la resolución o declaración del 

juzgador que decide la controversia principal, o sea, el fondo del asunto sometido a su 

conocimiento. 

De las definiciones precisadas, es daole formular las notas esenciales que 

identifican la sentencia: 

1 ª. La sentencia es el acto de voluntad soberana, particular y concreto, pues es la 

aplicación del supuesto abstracto o hipotético consagrado en la norma. 

n Burgoa Orihucla Ignacio, El juicio de amparo, F..dit. Ponúa. Mbico 1995 página 486. 
H Citado por Ovallc Favcla, José, ·D~r~cllo Pr«nlll Ciril", Edil. Harla, México. 1992, páginal89. 
JS ldcm. 
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21• Es un acto que dimana de un órgano jurisdiccional, a diferencia de las 

resoluciones que emiten los órganos administrativos, pues si bien es cierto que tanto los 

tribunales u órganos jurisdiccionales del Estado como dichos órganos administrativos 

aplican a un caso concreto las normas jurldicas generales, impersonales y abstractas; 

ambas se distinguen atendiendo al órgano emisor, desde un punto de vista netamente 

formal, por lo que puede ser jurisdiccional, partiendo de un criterio netamente objetivo, 

esto es atendiendo a la naturaleza intrlnseca del acto y admlnislrallva la emitida por las 

autoridades de esta naturaleza. 

3ª. En ella se materializa el derecho en forma de silogismo jurldico. 

4ª. En ella se rechazan, declaran o reconocen las pretensiones de las partes. 

De acuerdo con lo expuesto, la palabra sentencia ha sido objeto de diversas 

concepciones por parte de la doctrina, definiciones que han sido demasiado amplias o 

limitadas, por lo que, sin ser desde luego un concepto definitivo, se considera a la 

sentencia como el acto jurisdiccional que dictan los tribunales u órganos judiciales del 

Estado de carácter imperativo, sobre un conflicto jurldlco ajeno, que denota al mismo 

tiempo un acto procesal y el documento en que él se consigna, en el cual se estatuye cuál 

es el derecho que se actualiza en la controversia sometida a su consideración. Lo 

anterior, aplicado a nuestro juicio de garantias, permite la siguiente conceptualización: la 

sentencia de amparo es el acto jurisdiccional que emiten los órganos jurisdiccionales del 
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Poder Judicial de la Federación, por el que se resuelve la litis sometida a su conocimiento, 

decidiéndose sobre la protección constitucional solicitada por el gobernado. 

Clasificación de las sentencias 

Las sentencias admiten tantas clasificaciones, cuantos son los criterios que se han 

vertido para definirlas, por lo que sólo se hará alusión a las que se consideran más 

importantes. 

De acuerdo con la manera en que se conducen las partes en el juicio, pueden 

clasificarse en contradictorias y contumaciales; las primeras son aquéllas que se dictan 

una vez que las partes han comparecido; el actor para exigir sus derechos y el 

demandado para oponer sus excepciones. Las segundas se identifican por la actividad 

exclusiva de la parte aclara, es decir, cuando la demandada no comparece a juicio, no 

obstante habérsela emplazada conforme a derecho. 

Por su contenido, las sentencias se clasifican en: declarativas, constitutivas y de 

condena. Las declarativas son aquéllas cuya decisión consiste en una simple indicación 

de la existencia de un derecho o de determinadas condiciones de hecho, cuando se 

presentan en su carácter positivo, es decir de declaración positiva, o bien, son de 

declaración negativa cuando declaran que no existe el derecho, la situación legal o de 

hecho que se pide se reconozca; tienen como caracteristica esencial, la de que sólo 
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entrañan el reconocimiento de una situación anterior. que surgió por determinadas 

normas de derecho sustantivo; el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, al respecto, es el siguiente: 

"SENTENCIAS, DECLARATIVAS. Las sentencias declarativas tienen 
como caracterlstica esencial la de que sólo entrañan el reconocimiento 
e indiscutibilidad posterior de una situación anterior, de hecho, 
amparada por determinadas normas de derecha substancia/, 
permaneciendo después de ellas idéntica situación de hecha a la que 
era anteriormente, y esta es as/, parque en rigor, hay casas en que la 
declaración del derecha se cumple y satisface par si so/a, el interés del 
actor, dándole cumplimiento el media adecuada para satisfacer la 
necesidad que motivó que pusiera en actividad al órgano jurisdiccional; 
pero cuando el propio interés no se satisface por cuanto que las 
acciones no se ejercitan can fines meramente mara/es o especulativos, 
como acontece cuando el actor al pedir que se declare ilegitima una 
arden de cese, persigue la restitución en la situación material de que 
gozaba can anterioridad al mismo, la sola anunciación, de la petición 
formulada y la casualidad invocada al accionar, son motivas suficientes 
para concluir que la acción intentada no fue meramente declarativa y 
que, par tanta, sin inculTir en incongruencia, pudo el organismo 
jurisdiccional del trabaja, resolver sabre la procedencia e 
improcedencia de la reinstalación.••• 

Las sentencias declarativas, aún cuando reconocen una situación anterior, 

únicamente tienen efectos entre las partes que Intervinieron en el juicio y no respecto de 

terceros, pues para darles efectos legales contra éstos, sin violar las garantlas 

consignadas en el articulo 14 constitucional, es necesario Intentar contra los mismos, la 

" Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Instancio: CUU1a Sala, Tomo: LXXIII, página 
2821. 
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correspondiente acción, Invocando como titulo aquella sentencia, de acuerdo con el 

principio: Res /nler a/los acta ve/ indícala, alter/ nec prodesl, nec nocet. 37 

Por lo que hace a las sentencias de amparo, Ignacio Burgoa seflala que: "/as 

sentencias declarativas en el juicio de garanl/as son aquéllas que decretan el 

sobreseimiento o la negativa del amparo, ya que simplemente se concretan a constatar en 

el primer caso, una abstención jurisdiccional de conocer el fondo de /a cuestión 

constitucional planteada; y, en el segundo, una validez impllcila del acto reclamado, sin 

establecer en ambas hipótesis, la obligación de cumplimentar un hecho referido a la parte 

que ha perdido.•" 

Se estima que no es satislactoria la aseveración del doctor, respecto a que las 

sentencias que decretan el sobreseimiento tengan el carácter de declarativas, ya que en 

sentido técnico no existe pronunciamiento alguno sobre la existencia o inexistencia de la 

violación a la garantla individual que se estima transgredida, es decir, ocurre como si no 

hubiese existido promoción del juicio, dejando a salvo los derechos procesales del 

quejoso para hacerlos valer en un nuevo amparo si la causa de sobreseimiento no ha 

impedido en definitiva el examen de la constitucionalidad del acto reclamado como ocurre, 

por ejemplo, cuando se ha declarado por sentencia ejecutoria que se ha consumado de 

un modo irreparable el acto reclamado, o que han cesado sus efectos, o que se ha 

consentido tácitamente, situación que no puede ser desconocida en un nuevo juicio de 

'
7 "La cosa hecha o juzgada entre unos no aprovecha ni perjudica a tercero". Citada por Mans Puigamau, Jaime M., 

"los Principios Gt11tnllts tld Dtrtcho: Rrpettorlo 4t Rqla1 Mbi•tu y Aforú•o J11r/Jicos '°" /11 J11rúp,,.lt11t:M 
del Tribunal S11pttMO dtJustida", Edil. Bosch, Ca.Q Edilorial, S.A., Burcclona, España, 1979, pigina 438. 
llllbidcm. 
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garantlas. Este criterio lo sostuvo la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la tesis visible en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Tomo 

XXII, Cuarta Parte, página 358 y Ja Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la tesis de jurisprudencia que aparece publicada en el volumen 181-186, 

Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Epoca, página 91, cuyos 

rubros y textos, respectivamente, son del tenor literal siguiente: 

"SENTENCIAS DE SOBRESEIMIENTO. NO SON DECLARATIVAS. El hecho de 
que en las sentencias de sobreseimiento se haga también la declaración 
correspondiente, no las convierte en sentencias declarativas en sentido técnico, 
pues los elementos de estas son: que exista la voluntad de la ley de la que se pide 
la declaración positiva o no exista aquélla cuya declaración negativa se solicita, y la 
legitimatio ad causam, y esos elementos no se encuentran en las sentencias en las 
que no se hace otra clase de declaraciones." 

"COSA JUZGADA. IMPROCEDENCIA DE AMPARO (FRACCIÓN IV DEL 
ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO) CONTRA ACTOS OBJETO DE JUICIO 
SOBRESEIDO QUE NO PUEDEN RECLAMARSE DE NUEVO. Aun cuando, por 
regla general, una sentencia de sobreseimiento no constituye cosa juzgada ni 
impide, por consiguiente, la promoción de un nuevo juicio de garanl/as en que se 
combata el mismo acto, existen casos de excepción en virtud de que la causa de 
improcedencia de cosa juzgada opera también por diversas circunstancias, pues 
ésta no sólo se da cuando en una sentencia ejecutoria se ha examinado y resuelto 
sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, sino 
lambién cuando se ha determinado su inatacabilidad a través de un juicio de 
garanl/as, siempre que tal determinación se haya realizado atendiendo a razones o 
circunstancias que hagan inejercitable la acción de amparo de modo absoluto, con 
independencia del juicio en que tal determinación se haya efectuado, como ocurre, 
por ejemplo, cuando se ha declarado por sentencia ejecutoria que se ha 
consumado de manera irreparable el acto reclamado, o que han cesado sus 
efectos, o que dicho acto ha sido consentido, o cuando se ha determinado que el 
acto reclamado no afecta los intereses jurldicos de la parte quejosa, pues estas 
situaciones no pueden ser desconocidas en un nuevo juicio de garanl/as. • 
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Las sentencias de condena, son todas aquéllas que ordenan una determinada 

conducta a alguna de las partes, es decir, imponen el cumplimiento de una prestación, ya 

sea en sentido positivo (dar, hacer), o bien, en sentido negativo (no hacer, abstenerse), 

diferenciándose de las declarativas, porque contienen una declaración respecto del 

derecho del actor y de la obligación correlativa del demandado; además, de ordenar la 

ejecución forzosa para el caso de que el demandado, dentro de un plazo determinado, no 

cumpla la obligación declarada; en tanto que aquéllas no contienen otra cosa más, en lo 

que respecta a la cuestión principal deducida en el pleito; esto es, que su contenido se 

agola en la declaración que hace. Es en tal sentido, el criterio expuesto por el Primer 

Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en la tesis de jurisprudencia que literalmente 

Indica: 

"SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL, DECLARATIVAS Y DE CONDENA, 
DIFERENCIAS. En materia civil, todas las sentencias contienen una 
declaración de derechos en su parle resolutiva. Pero las meramente 
declarativas no contienen otra cosa más, en lo que respecta la cuestión 
principal deducida en el pleito; esto es, que su contenido se agota en la 
declaración que hace. Las sentencias de condena contienen, por una 
parle, una declaración respecto del derecho del actor y de la obligación 
correlativa del demandado; además, ordena la ejecución forzosa para el 
caso de que el demandado, dentro de un e_lazo determinado, no cumpla la 
obligación declarada, este fallo hace cieno e indubitable el derecho del 
actor y manda al órgano de ejecución que lo haga efectivo, en el supuesto 
citado. Por esta circunstancia, toda sentencia de condena es al mismo 
tiempo declarativa y además ejecutiva. Citando a Chiovenda, se puede 
decir que ta diferencia está, pues, en que la sentencia de condena tiene 
dos funciones distintas, y la de declaración hay una sola: "n 

19 Publicada en el Semanario Judicial de Ja Federación, Octava Época, Instancia Tribunales Colegiados de Circuito, 
Tomo Xll·Dicicmbrc, página 962. 
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Las sentencias de amparo, en las que se decide conceder la protección de la 

justicia federal, son condenatorias, porque obligan a la autoridad responsable a restituir 

el goce de la garantla individual violada o a cumplimentar ésta; no solamente se 

concretan a reconocer una circunstancia jurldica preexistente, como sucede con las 

sentencias declarativas y de conformidad con el tipo de acto que hubiere sido reclamado 

en el juicio de garantlas, será la conducta que deba asumir la autoridad responsable en el 

cumplimiento de la sentencia. Si el acto reclamado es negativo, la concesión del amparo 

Implicará que Ja autoridad responsable obre en el sentido de respetar la garantla violada, 

y, en su caso, la obligará a cumplir con lo que la garantla exija; y si fue un acto material 

o positivo, la responsable deberá, en primer lugar nulificarlo, para posterionnente restituir 

el estado de las cosas al que guardaban con anterioridad a su actuar Inconstitucional. 

La sentencia constitutiva, es la que recae por el ejercicio de la acción Intentada 

con el fin de crear, modificar, o extinguir una relación jurldlca, sin limitarse a la 

declaración del derecho y sin obligar al pago de una prestación; crea una situación 

jurldlca, que no nace sino hasta el momento del fallo, caracterlstlca que la deslinda de 

las sentencias declarativas. 

Por su función en el proceso, las sentencias pueden clasificarse en definitivas e 

interlocutorias. Son definitivas, las que dirimen una cuestión de fondo, principal, la que 

precisamente se debate durante el procedimiento por la pretensión o las pretensiones del 

actor y por la defensa de su contraparte; las Interlocutorias, son aquéllas que resuelven 

un Incidente o cuestión accesoria planteada en el juicio y sus efectos con relación a las 
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partes son provisionales, porque pueden ser modificados por la sentencia definitiva. En 

relación con éstas, José avalle Favela opina que únicamente las resoluciones definitivas 

son en rigor sentencias, pues las interlocutorias, por no referirse a la controversia 

principal, deben ser consideradas como autos."' 

Por lo que se refiere a su mutabilidad, las sentencias se clasifican en Impugnables 

e inlmpugnables, también llamadas definitivas y firmes, respectivamente; las definitivas, 

son aquéllas en contra de las cuales está abierta alguna vla de recurso o medio de 

Impugnación, por el que pueden ser confirmadas, modificadas, revocadas, o bien, 

anuladas; en cambio, las firmes o inlmpugnables son aquéllas en contra de las que no 

procede ningún medio de defensa, es decir, son las que poseen la autoridad de la cosa 

juzgada. Normalmente estas últimas son las que dictan los órganos jurisdiccionales de 

segundo grado. 

Desde el punto de vista del resultado que la parte actora obtenga con la sentencia, 

las sentencias se dividen en desestimatorias, también conocidas como absolutorias, y 

estimatorias; las primeras son las que desechan las pretensiones del actor por 

considerarse Infundadas y las segundas las que acogen las pretensiones planteadas en el 

juicio por considerarse que deben estar bajo la tutela de la ley." 

Requisitos de las sentencias. 

"° Ovallc Favcla, José, Ob.cit., p3gina 203. 
' 1 Ovallc Favcla, José, Ob.cit., página 202. 
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Sin ser la intención establecer de manera determinante, cuál es la forma que debe 

revestir una sentencia, dado que su estructura depende de la naturaleza de la 

controversia planteada, sus requisitos, entendiendo a la sentencia como documento 

(requisitos externos o formales), y como acto procesal (requisitos Internos o 

substanciales), son los siguientes: 

Cipriano Gómez Lara, indica que independientemente de las reglas o formalismos 

que establezcan las diversas legislaciones respecto a los requisitos de las sentencias, la 

estructura de toda sentencia presenta cuatro grandes secciones o partes:" 

l. Preámbulo. Debe señalarse, además del lugar y de la fecha, el tribunal del 

que emana la resolución, los nombres de las partes, y la Identificación del 

tipo de proceso en que se está dictando la sentencia, es decir, en el 

preámbulo deben vaciarse todos aquellos datos que sirvan para Identificar 

plenamente el asunto. 

11. Resultandos. Éstos son simples consideraciones de tipo histórico descriptivo 

en los que se relatan los antecedentes de todo el asunto, con referencia a la 

posición de cada una de las partes, sus afirmaciones, los argumentos que 

han esgrimido, asl como la serie de pruebas que las partes han ofrecido y su 

mecánica de desenvolvimiento, sin que en esta parte el tribunal pueda 

realizar alguna consideración de tipo estimativo o valorativo. 

41 Gómez Lnra, Cipriano, "Ttorla Gtntr11I 4tl Prouso", Edil. liarla México, S.A. de C.V., 9' cd., M~xico, 1998, 
página 292. 
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De lo anterior, se estima que si bien la sección de resultandos en toda sentencia se 

presenta como un requisito formal, su omisión no causa agravio a las partes, ni por ende, 

se priva de defensa al quejoso, toda vez que únicamente refieren a las consideraciones 

de tipo histórico descriptivo en los que se relatan los antecedentes de todo el asunto, sin 

que se haga pronunciamiento jurldico alguno por parte del juez que la dicta, tal y como lo 

constatan las siguientes tesis: 

"SENTENCIA, RESULTANDOS DE LA. SU OMISIÓN NO CAUSA 
AGRAVIO. Una sentencia no causa agravio por la circunstancia de 
que el juez de Distrito omita el cap/lulo relativo a "resuttandos" al 
dictarla.~• 

"CONCEPTOS DE VIOLACION RELATIVOS A LOS 
'RESULTANDOS'. Los conceptos de violación son injustificados si los 
mismos se refieren a /os "resultandos" del laudo impugnado, o sea, a 
la narración de los antecedentes del juicio laboral, que jurldicamente 
no causan agravios a los quejosos, pues esto solamente podrla 
orlginárselos su parte resolutiva y las consideraciones que la funden.· .. 

"SENTENCIAS, FALTA DE RESULTANDOS EN LAS. 
(LEGISLACION DE SAN LUIS POTOSI). La falta de resultados en 
una sentencia, constituye una infracción a la Ley Procesal. (Articulo 
441, fracción //, del Código de Procedimientos Civiles de San Luis 
Potosi); pero no es de las que conforme al articulo 159 de ta Ley de 
Amparo, privan de defensa al quejoso y justifican la protección de la 
Justicia Federal."" 

111. Considerandos.- Los considerandos son, sin lugar a dudas, la parte medular 

de la sentencia. Aqul después de haberse relatado en la parte de 

0 Publicnda en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Instancia: Segunda Sala. Tomo 199-204, 
Tercera Parte, página 70. 
44 Visible en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Instancia: Cuana Sala, Tomo XXVIII, quinta pane, 
p,ágina 12. 
5 Visible en et Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Instancia: Tercera Sala, Tomo LXXVII, página 
571. 
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De lo anterior, se estima que si bien la sección de resultandos en toda sentencia se 

presenta como un requisito formal, su omisión no causa agravio a las partes, ni por ende, 

se priva de defensa al quejoso, toda vez que únicamente refieren a las consideraciones 

de lipo histórico descriptivo en los que se relatan los antecedentes de todo el asunto, sin 

que se haga pronunciamiento jurldico alguno por parte del juez que la dicta, tal y como lo 

constatan las siguientes tesis: 

"SENTENCIA, RESULTANDOS DE LA. SU OMISIÓN NO CAUSA 
AGRAVIO. Una sentencia no causa agravio por la circunstancia de 
que el juez de Distrito omita el capitulo relativo a "resunandos" al 
dictarla."' 

"CONCEPTOS DE V/OLACION RELATIVOS A LOS 
'RESULTANDOS'. Los conceptos de violación son injustificados si los 
mismos se refieren a los "resunandos• del laudo impugnado, o sea, a 
la narración de los antecedentes del juicio laboral, que jurldicamente 
no causan agravios a los quejosos, pues esto solamente podrla 
orlginárselos su parte resolutiva y las consideraciones que la funden.· .. 

"SENTENCIAS, FALTA DE RESULTANDOS EN LAS. 
(LEGISLACION DE SAN LUIS POTOSI). La falta de resuttados en 
una sentencia, constituye una infracción a la Ley Procesal. (Articulo 
441, fracción //, del Código de Procedimientos Civiles de San Luis 
Potosi); pero no es de las que conforme al articulo 159 de la Ley de 
Amparo, privan de defensa al quejoso y justifican la protección de la 
Justicia Federal."" 

111. Considerandos.- Los considerandos son, sin lugar a dudas, la parte medular 

de la sentencia. Aqul después de haberse relatado en la parte de 

0 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Instancia: Segunda Sala. Tomo 199-2041 

Tercera Parte, página 70. 
44 Visible en el Semanario Judicial de la Fcdcraciún, Sexta Epoca, Instancia: Cuarta Sala, Tomo XXVIII, quinta parte, 

p,á~~~~I~· en el Semanario Judicial de la Federación, Quinla Época, lnslancia: Tcn:m Sala. T00>0 LXXVII, página 
571. 
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resultandos toda la historia y todos los antecedentes del asunto, se llega a 

las conclusiones y a las opiniones del tribunal, resultado de la confrontación 

entre las pretensiones y las resistencias, y también por medio de la luz que 

las pruebas hayan arrojado sobre la materia de la controversia. 

Es de destacarse, que son los considerandos de las sentencias los que rigen el 

sentido de las resoluciones de los jueces, toda vez que alll se vierten los razonamientos 

jurídicos de la decisión que se adopta, como bien lo sostuvo la anterior Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia siguiente: 

"SENTENCIAS. SU AUTORIDAD SE EXTIENDE A LOS 
CONSIDERANDOS. En términos generales, la parle resolutiva de la 
sentencia, por si misma, es la que puede perjudicar a los litigantes y no 
la parte considerativa, pero este principio debe entenderse unido al de 
congruencia, según el cual los considerandos rigen a los resolutivos y 
sirven para interpretarlos. Consecuentemente, los argumentos de la 
sentencia, por si mismos, no causan agravio a los interesados, cuando 
se demuestra que no han conducido a la resolución ilegal." " 

IV. Puntos Resolutivos.- Los puntos resolutivos son la parte final de la sentencia 

en donde se precisa de manera concreta si el sentido de la resolución es 

favorable al actor; si existe condena y a cuánto asciende ésta; además, se 

precisan los plazos para que se cumpla la sentencia. 

"Visible en el Apéndice de 1995, Sexta Época, Tomo VI, Panc SCJN, Tesis SOi, página 331. 
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Además de los requisitos señalados, De Pina y Castillo Larrañaga", Indican la 

forma y redacción que debe guardar la sentencia, conforme a las disposiciones del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en los siguientes términos 

(legislación que si bien no es aplicable en materia de Amparo, si es ilustrativa): 

a) Debe estar redactada en castellano, como todos los documentos y resoluciones 

judiciales (articulo 56). 

b) Debe contener la Indicación del lugar, fecha y juez o tribunal que la dicte; los 

nombres de las partes contendientes y el carácter con que litigan, asl como la 

fijación clara del objeto del pleito (articulo 86). 

e) Deben llevar las fechas y cantidades escritas con letra (articulo 56). 

d) No deben contener raspaduras ni enmendaduras, poniéndose sobre las frases 

equivocadas una linea delgada que permita su lectura, salvándose el error al 

final con toda precisión (articulo 57), y 

e) Deben estar autorizadas con la firma entera del juez o magistrados que dictaron 

la sentencia (articulo 80). 

En el Código Federal de Procedimientos Civiles, ordenamiento supletorio a la Ley 

de Amparo, se establecen también los requisitos consagrados en el ordenamiento 

adjetivo citado; establece que las resoluciones'judlclales expresarán el tribunal que las 

dicte, el lugar, la fecha y sus fundamentos legales, con la mayor brevedad, y la 

determinación judicial y se firmarán por el juez, magistrados o ministros que las 

pronuncien, siendo autorizadas en todo caso por el secretario, además, Indica dicho 

ordenamiento, las sentencias contendrán, una relación sucinta de las cuestiones 

0 De Pina, Rafael y Castillo Larrañaga, José, "lnstit11rio1tn 4t Dtrttlto Proctsal Ciril", Edit. Pomia, S.A .. 151 ed., 
México, 1982, página 345. 
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planteadas y de las pruebas rendidas, asl como las consideraciones juridicas aplicables, 

las que comprenden los motivos para hacer o no condenación en costas y terminarán 

resolviendo, con toda precisión, los puntos sujetos a la consideración del tribunal, y 

fijando, en su caso, el plazo dentro del cual deben cumplirse (articulas 219 y 222). 

De lo referido con antelación, se desprende que los requisitos de las sentencias 

son aquéllos que dan forma a la sentencia en su carácter de documento, sus constantes 

son el preámbulo, los resultandos, los considerandos y los puntos resolutivos, sin que 

deban soslayarse los enumerados por la legislación procesal civil del Distrito Federal, que, 

como ya se dijo, no es aplicable en materia de Amparo. 

Por lo que se refiere a la estructura de la sentencia de amparo, se divide también, 

en cuatro secciones, las que, en el orden apuntado con anterioridad, son: 

1) Preámbulo o encabezado. En esta sección se senalan los dalos que sirven para 

Identificar plenamente el asunto como son: 

1. Lugar y fecha de la sentencia; 

2. Juzgado, tribunal de circuito, sala o pleno de la Suprema Corte que dicta la 

resolución; 

3. Señalar el tipo de juicio de amparo, directo o Indirecto, en el que se dicta la sentencia; 

4. Nombre del quejoso; 

5. Número de expediente. 

11) Resultandos. Son consideraciones de tipo histórico descriptivo, en las que se 

narra lo actuado en el proceso, con referencia especial a la demanda, actos reclamados, 

autoridades responsables, Informes justificados rendidos por la responsables, 
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intervención del agente del Ministerio Público, en su caso, el emplazamiento al tercero 

perjudicado y las pruebas ofrecidas por las partes. 

En esta parte de la resolución, el tribunal debe evitar hacer alguna consideración 

de tipo valorativa, ya que únicamente debe relacionar Jos hechos ocurridos durante el 

proceso. 

Este capitulo, es parte integrante de toda sentencia de amparo, ya que implica la 

puntualización de los actos reclamados, ante el órgano jurisdiccional que tenga 

conocimiento y la narración breve de los hechos aducidos en relación con aquéllos. 

111) Considerandos. Es la parte medular de la sentencia, en donde se deben 

invocar los preceptos legales que dan competencia al tribunal de amparo, se analiza y se 

resuelve respecto de la certeza o Inexistencia de Jos actos reclamados; se estudian las 

causas de improcedencia aducidas por las autoridades responsables y por el tercero 

perjudicado, o bien, se invocan aquéllas que a criterio del juzgador se actualizan, para 

que, de ser procedente el juicio, se esté en aptitud de dictar la resolución de fondo que en 

derecho corresponda, citando las normas jurldicas aplicables, principalmente las normas 

constitucionales que contienen las garanllas violadas y los derechos referentes a la 

distribución competencia! entre Federación y Estados, las doctrinas y criterios 

jurisprudenclales aplicables, asl como los efectos, en su caso, de la concesión del 

amparo. 

105 



En la parte conslderatlva es donde se observa el criterio del juzgador, éste puede, 

Incluso, exponer reflexiones de tipo general, que darán lugar en caso de reiteración por 

los tribunales superiores de amparo, a la formación de jurisprudencia. 

IV) Los puntos resolutivos, son la parte final de la sentencia donde se precisa de 

forma concreta del sentido de la resolución; es decir, si se concede, niega o sobresee en 

el amparo y se ordena notificarla a las partes. Éstos son los elementos formales de una 

sentencia, que le otorgan el carácter de acto de autoridad, ya que condensan la función 

jurisdiccional con efectos obligatorios, pues tanto los resultandos como los considerandos 

son la preparación lógica de la decisión judicial. 

La ley no establece que la sentencia en el amparo deba tener determinada forma 

externa, el articulo 77 de la Ley de Amparo sólo previene que se fije en ella con claridad y 

precisión el acto o actos reclamados y la apreciación de las pruebas conducentes para 

tenerlos o no por demostrados, que se expongan los fundamentos legales en que se 

apoya el tribunal de amparo para sobreseer, o bien para amparar o negar el amparo , 

según se haya acreditado alguna causa de Improcedencia, la lnconstitucionalidad del 

acto o su constitucionalidad; y que en los puntos resolutivos se fije con claridad y 

precisión el acto o actos por los que se sobresea, conceda o niegue el amparo. 

De lo anterior, se concluye que en la morfologla de la sentencia de amparo, 

primero se debe fijar con claridad y precisión el acto reclamado, lo que Implica determinar 

su contenido sustancial; enseguida, deben apreciarse las constancias que establezcan la 
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existencia o la inexistencia de dicho acto reclamado, principalmente el informe de la 

autoridad responsable y las copias o los anexos al propio informe; después, debe 

examinarse la posible existencia de causales de improcedencia del juicio que acarrearán 

su sobreseimiento; posteriormente, se valorarán las pruebas aportadas por las partes, 

pero solamente en cuanto sean pertinentes para definir la constitucionalidad o la 

inconslitucionalidad del acto reclamado. Tal apreciación debe hacerse de sujeción, 

explicita o implicita a las reglas referentes al valor de las pruebas que contiene el Código 

Federal de Procedimientos Civiles, dentro de los limites que marquen los conceptos de 

violación propuestos en la demanda o supliéndolos en los casos previstos por la ley, con 

exclusión de las pruebas que no hubiesen sido exhibidas ante la autoridad responsable, 

salvo casos excepcionales. Finalmente, en los puntos resolutivos se debe expresar si 

sobresee en el juicio, se concede o niega la protección solicitada. 

Principios que deben seguir las sentencias de amparo 

Los requisitos internos o substanciales de la sentencia, son aquéllos que atienden 

ya no al documento, sino al acto mismo de la se,ntencia, o sea, aquellos que conciernen a 

su contenido sustancial, en cuanto a la resolución de la controversia; éstos se proyectan 

en tres direcciones o principios: congruencia, motivación y exhaustividad. 

Pedro Aragoneses senala al respecto , que "por congruencia ha de entenderse 

aquel principio normativo dirigido a delimitar las facultades resolutorias del órgano 

jurisdiccional, por el cual, debe existir identidad entre lo resuelto y lo controverlido, 
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oportunamente, por los litigantes, y en relación con los poderes atribuidos en cada caso, 

al órgano jurisdiccional por el ordenamiento jurldico. ~· 

De Pina y Castillo larrañaga, consideran que ta congruencia es un requisito 

Impuesto, tanto por el derecho como por ta lógica, que significa la conformidad en cuanto 

a la extensión, concepto y alcance entre lo resuello por el órgano jurisdiccional y las 

pretensiones que las partes hubieren formulado en el juicio." 

De lo anterior, se advierte que el principio de congruencia obliga al juzgador a 

decidir las controversias planteadas y contestaciones formuladas, asl como las demás 

pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o 

absuelva al demandado, resolviendo sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que 

hubiesen sido materia del debate, como reiteradamente lo han sostenido los tribunales de 

amparo en las tesis siguientes: 

"CONGRUENCIA. PRINCIPIO DE, EN LA SENTENCIA. La 
congruencia significa ilación o aceptación ante los motivos de 
inconformidad o reclamo y la concesión que hace el juzgador a ello, o 
sea, confonnidad en cuanto a extensión, concepto y alcance entre lo 
resuello por el órgano jurisdiccional y las demandas, contestaciones y 
demás pretensiones deducidas oportunamente por las panes. '00 

"CONGRUENCIA DE LAS SENTENCIAS, PRINCIPIO DE. Este 
Tribunal considera que se conculca el precepto que establece el 
principio de congruencia, cuando se restringe su signiftcación y se 
sostiene que tal precepto, sólo manda que el juez debe ocuparse de 
resolver las pretensiones deducidas por las panes en su demanda y 

"
1 Aragoneses Alonso, Pedro, Ob.ch., (lágina227. 

"Cfr. De Pina, Rafael y Caslillo Lamñaga, Jos/:, Ob.clt, paginas 344-345. 

so Publicada en el Semanario Judicial de Ja Federación, Octava Epoca, Instancia: Tercer Tribtu11I Colegiado del 
Segundo Circui10, Tomo JIJ, Segunda Partc·I, rágina 221. 
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contestación, sin que pueda otorgar a una de ellas lo que no ha 
pedido, en virtud de que tal concepción mutila su alcance, que es más 
amplio, si se considera que la sentencia debe apegarse a las 
actuaciones habidas en el juicio, guardar concordancia entre sus 
antecedentes y consecuentes."" 

"CONGRUENCIA, ALCANCE DEL PRINCIPIO DE. El principio de la 
congruencia de las resoluciones judiciales, no se refiere al estudio de 
las pruebas rendidas, sino al de las pretensiones de las partes, 
oportunamente deducidas en el pleito."" 

El principio referido, se refleja en cuanto a la fijación de los actos reclamados en 

relación con las autoridades responsables. Al comprobarse la certeza o inexistencia de un 

acto proveniente de una determinada autoridad, el juez de amparo estará respetando este 

principio, dado que delimitar la controversia a las autoridades que efectivamente fueron 

emisoras o ejecutoras del acto reclamado, es un imperativo ineludible sin el cual no se 

puede fijar la litis constitucional. 

Por otra parte, la obligación de motivar los actos, no es exclusiva de los órganos 

judiciales, sino que se extiende a toda autoridad, dado que la Constitución en su numeral 

16 sellala que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente que funde 

o motive la causa legal del procedimiento. 

La garantla consagrada en dicho precepto constitucional importa que todo acto de 

autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado; entendiéndose por 

" Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, lnslancia: Segundo Tribunal Colegiado del 
Quinto Circuito, Tomo X-Diciembre, página 284. 
si Publicada en el Semanario Judicial de la federación, Sexta Epoca, Instancia: Tercera Sala, Tomo XX, Cuarta Parte, 
píigina S l. 
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lo primero que debe expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo 

segundo, que deben señalarse también las circunstancias especiales, razones 

particulares o causas inmediatas que se hubieren tomado en consideración para la 

emisión del acto; siendo indispensable, además, que exista adecuación entre los motivos 

aducidos y las normas aplicables. 

Lo anterior, encuentra apoyo en la jurisprudencia sustentada por la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en la compilación de 1995, Séptima 

Época, Tomo VI, Parte SCJN, tesis 260, página 175, que es del tenor literal siguiente: 

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el arllculo 16 de 
la Constitución Federal todo acto de autoridad debe estar adecuada y 
suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha 
de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo 
segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias 
especiales, razones parliculares o causas inmediatas que se hayan tenido 
en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que 
exista adecuación entre los motivos aducidos y las no1111as aplicables, es 
decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis no1111alivas. • 

Ahora bien, en el aspecto estrictamente jurisdiccional, la obligación de motivar y 

fundar la sentencia, deviene además, de lo dispuesto en el articulo 14, párrafo cuarto, de 

la Constitución, que expresa que las sentencias del orden civil deberán ser conforme a la 

letra o la Interpretación jurldica de la ley, y en su defecto, acordes con los principios 

generales del derecho. 

Sobre el particular, los códigos procesales de diversas materias, desarrollan en 

esencia lo sei'lalado en el citado precepto constitucional, obligando de esa manera a las 
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autoridades jurisdiccionales a exponer las razones y fundamentos en sus resoluciones. 

Por lo tanto, se concluye que es imperativo de toda autoridad la motivación y 

fundamentación de sus actos y, especialmente, en las sentencias que importan la 

resolución más importante con la que culmina un proceso jurisdiccional. 

No obstante lo anterior, se ha establecido por los tribunales de amparo, que las 

omisiones involuntarias tales como errores mecanográficos o la falta de cita de los 

preceptos legales en que se funden las sentencias no son razón suficiente para 

invalidarlas, siempre y cuando se advierta que existen otros aspectos en los cuales se 

apoyó el juzgador, como se desprende, respectivamente, del texto de las jurisprudencias 

y tesis aislada siguiente: 

"SENTENCIAS. CITA EQUIVOCADA EN ELLAS, DE PRECEPTOS 
LEGALES INAPLICABLES. La cita equivocada que en una resolución se 
hace de preceptos legales inaplicables. no basta para conceder el amparo, 
si del examen de los hechos se ve claramente que la resolución encuentra 
su apoyo en otras disposiciones y razones legales.•" 

"SENTENCIAS, CITA ERRONEA DE PRECEPTOS LEGALES EN LAS. 
El error en la cita de los preceptos legales en que incurre la autoridad 
responsable no amerita la concesión del amparo si, de los ténninos 
literales de la sentencia reclamada, apareee que se trata de una verdadera 
equivocación consistente en que indebidamente se invocan en dicha 
sentencia determinados artlculos, debiendo entenderse que se trata de 
otros."s4 

"SENTENCIAS. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. No puede decirse 
que una sentencia carezca de fundamentación y motivación, en ténninos 
del articulo 16 constitucional, si los preceptos legales de cuya aplicación se 
trata están precisados en alguna parte de la misma, que es un todo, ya sea 
en los resuffados, en las referencias a los razonamientos legales hechas 

51 lbid, página 2851. 
S
4 lbid, pagina 2852. 
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por la parte, los considerandos, o antes de los puntos resolutivos, de modo 
que no haya duda razonable sobre los preceptos legales cuya aplicación 
se razona y examina, y si en dicha sentencia se contiene la parte 
substancial de los razonamientos que se refieren a los hechos del caso, 
para detenninar si encajan en las hipótesis nonnativas. "'' 

Una sentencia es exhaustiva, en cuanto haya tratado todas y cada una de las 

cuestiones planteadas por las partes, por lo que no lo será, cuando deje de referirse a 

algún punto, a alguna argumentación o a alguna prueba. Al dictar una sentencia se debe 

tener cuidado en examinar los elementos aportados en su totalidad, agotando todos los 

puntos relativos a las afirmaciones y argumentaciones de las partes y a las pruebas 

rendidas, como se desprende de la siguiente tesis: 

"CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS. 
PRINCIPIOS DE. Los principios de congruencia y exhaustividad de las 
sentencias, consagrados en el articulo 209 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de México, obligan al juzgador a decidir las 
controversias planteadas y contestaciones fonnuladas, as/ como las 
demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal fonna 
que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos y cada 
uno de los puntos litigiosos que hubiesen sido materia del debate; en esas 
condiciones, si la responsable dicta una resolución tomando en cuenta 
sólo de manera parcial la demanda y contestación fonnu/adas, tal 
sentencia no es precisa ni congruente y por tanto, viola las garantlas 
individua/es del peticionario.'"' 

En el fuero común, tal principio se encuentra establecido en el articulo 81 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en el cual se Impone al 

juzgador el deber de decidir todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. 

Se ha advertido, frecuentemente, que en la emisión de las sentencias los jueces 

H Publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Tomo 109~ 
114, Sexta Parte, página 202. 

112 



desatienden el examen de las pruebas ofrecidas por las partes, cuando dicha omisión 

constituye una de las más graves violaciones al principio de exhaustividad, tal y como lo 

constata la siguiente jurisprudencia: 

"PRUEBAS, APRECIACIÓN DE LAS, POR LAS JUNTAS DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. Si las juntas de conciliación aprecian de 
modo global las pruebas rendidas por las partes, en vez de estudiar cada 
una de ellas eKpresando las razones por las cuales les conceden o niegan 
valor probatorio, con ello violan las garantlas individuales del interesado y 
debe concederse el amparo, a efecto de que la Junta respectiva dicte 
nuevo laudo, en el que, después de estudiar debidamente todas y cada 
una de las pruebas rendidas por/as partes resuelva lo que proceda"." 

En materia de amparo, el principio de exhaustividad se cumple con el examen de 

todos y cada uno de los actos reclamados, bien sea ocupándose del estudio de su 

constitucionalidad, o bien, para sobreseer en el juicio respecto de ellos, como se 

desprende del siguiente criterio jurisprudencia!: 

"SENTENCIAS DE AMPARO. DEBEN TRATAR LA CUESTIÓN 
PLANTEADA EN SU INTEGRIDAD. De acuerdo con los principios 
fundamenta/es y reglamentarios que rigen el juicio de amparo, no es 
permitido a tos jueces de Distrito resolver sólo en parte la controversia, 
sino que en la audiencia respectiva deben dictar sentencia en la que 
resuelvan sobre la cuestión constitucional propuesta, en su integridad.•" 

En el amparo, la dispensa de la obligación del juez de estudiar lodos y cada uno 

de los motivos del juicio constitucional que se expongan a su consideración, solamente 

es permisible en casos de verdadera excepción cuando los conceptos de violación no 

56 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación. Tribunales Colegiados de Circuito, Tomo XIII-Abril, página 
346. 
"lbid, pdgina 2386. 
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guarden continuidad y cuando con el otorgamiento de la protección de la Justicia Federal, 

por el examen de alguno de los conceptos de violación, se obtenga la plena restitución 

del agraviado en el disfrute de la garanlia individual por cuyo resguardo acudió al amparo. 

Por ejemplo, cuando se declare procedente un agravio constitucional, relativo a una 

cuestión de violaciones formales, o en el caso en que la concesión del amparo tenga 

como consecuencia la anulación de lodos los actos reclamados, sólo entonces, el Juez 

de Distrito está en posibilidad de evitar el estudio de los restantes conceptos. Caso 

contrario se presenta cuando se controvierta en la vla de amparo, una resolución y se 

expresen conceptos de violación tendientes a atacar la constitucionalidad de las diversas 

consideraciones que la sustentan, si éstas no guardan dependencia en forma tal que ante 

la declaración de procedencia de uno de ellos, se logre la finalidad de la restitución en el 

disfrute de la garantla violada, o cuestiones formales que Imposibiliten el estudio de fondo 

del asunto, el juez de amparo no queda eximido de su obligación legal de estudiar y 

resolver la totalidad de la litis asl conformada en el juicio de garanlias." 

La tesis de jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

P./J. 47/95, publicada en la página 133 Tomo 11, Diciembre de 1995 de la Novena Época 

del Semanario Judicial de la Federación, indica que constituye una formalidad esencial 

del procedimiento el dictado de una sentencia en la que sean dirimidas (todas) las 

cuestiones debatidas, ésta establece: 

" Jbid, página 2862. 
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''FORMAl.JW)ES ESENCIALES DEL PROCEDMENTO. SON LAS QUE 
GARANl1lAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO 
PRIVATIVO. La g¡r.Diade adni! estüUla pero a1kW 14 anstlJcDlal IDlSisil 
en!Dgaral!JDem¡mla~ded!íesl ~alact:>~de laWla, 
hmJ, ¡:Jqied¡E, pooesims o dmlchls, y su debi:t> ~ il'fU10 a las aubilOOes, 
ee <*as~ 1a de CJJe oo e j.ic:iJ CJJe se 591 "se W1liri las bmalilades 
eumes del IJOOÓ 1 iel ...... Estl¡ oon las CJlll ~ l'l0ClSrils JBll g¡rcrilizar la 
d!íeGI adeaala rilS del aciJ de IJfv'acDl y CJJ!l, de nmera g:nlri:a. se baciJaln en 
bl ~ lll(Jisb;: 1¡1.a rdiicacül del model piocai,., *'y sus CXJllSllOJlnla. 
2) La qxJhrilOO de drnalr y~ las piueOOs oo CJJe se frqJe la defensa; 3) La 
qiatrilad de alegY; y 4) B <ÜEo de tm redJcm CJlll diina las ruestmes 
debi6las. De ro respela'Se eslos lll(Jisb;. se dej¡sia de an..-ari e fil de la ~ 
de a.óerria, CJlll es!Ma'la hleloosiOO del afecBb." 

Sentidos en los que se puede fallar 

El contenido de toda sentencia se integra por la forma como en ella se dicta el 

derecho, la de amparo es tripartita, sin que sea oportuno tomar en cuenta la 

incompetencia y el Impedimento ya que nada resuelve; tales formas son el 

sobreseimiento, la negativa y la concesión del amparo. 

Sobreseimiento en el juicio. 

El término sobreseer indica paralizar, suspender, terminar y se regula por el articulo 

74 de la Ley de Amparo."' 

S'l Como lo ha sostenido el Primer Tribwial Colegiado del Decimoctavo circuito en la tesis XVlll.lo.2 K, visible en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, Diciembre de 1998, página 1030, cuyo 
rubro indica "CONCEPTOS DE l'/OUCIÓN. CASO EN QUE DEBEN ESTUDIARSE EN SU TOTALIDAD.• 
"' La Ley de Amparo de 1882 fue la primera que estableció la figura del sobreseimiento. 
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Ignacio Burgoa, considera que "el sobreseimiento en el juicio de amparo, es un 

acto procesal proveniente de la potestad jurisdiccional que concluye una instancia judicial 

en el amparo, sin decidir sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto 

reclamado, sino atendiendo a circunstancias o hechos diversos de ella". " 

Para Flx Zamudio el sobreseimiento consiste: "en la declaración judicial de la 

existencia de un obstáculo jurldico o material que impide el examen de fondo de la 

controversia, cuyos motivos son enumerados en el articulo 74 de la Ley de Amparo•." 

Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte ha establecido que el 

sobreseimiento pone fin al juicio, sin hacer declaración alguna sobre si la Justicia de la 

Unión ampara o no a la parte quejosa, dejando las cosas en el estado en que se 

encontraban antes de la interposición de la demanda, quedando, por consiguiente, la 

responsable facultada para actuar conforme a sus atribuciones. 

El criterio referido con antelación, se adopta en la jurisprudencia publicada en el 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de mil novecientos ochenta y ocho, 

Segunda Parte, página 2896, cuya sinopsis es la siguiente: 

"SOBRESEIMIENTO. El sobreseimiento en el amparo pone fin al juicio, 
sin hacer declaración alguna sobre si la Justicia de la Unión ampara o no, 
a la parte quejosa y, por tanto, sus efectos no pueden ser otros que dejar 
las cosas tal como se encontraban antes de la interposición de la 
demanda, y la autoridad responsable está facultada para obrar conforme a 
sus atribuciones.• 

61 Burgoa Orihuela, Ignacio, El Juicio de Amparo, página 463. 
° Fix Zamudio, Héclor, El Juicio de Amparo, Edit. Porrúa, México 1964, página 393. 
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Sobreseer es no resolver del fondo del asunto por un impedimento legal, 

consistente en una causa de improcedencia aparecida, sobrevenida o descubierta en 

algunas de las etapas de la secuela procesal del amparo, o bien por actualizarse alguno 

de los otros supuestos que establece el articulo 74 de la Ley de Amparo; es decir, 

cuando el agraviado se desista expresamente de la demanda; cuando éste muera 

durante la tramitación del juicio, si la garantla redamada sólo afecta a su persona; 

cuando de las constancias de autos apareciere daramente demostrado que no existe el 

acto reclamado o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el 

articulo 155 de la misma Ley y, por último, si se advierte que el quejoso no ha efectuado 

ningún acto procesal tendiente a impulsar el juicio, durante el término de trescientos dlas, 

incluyendo los inhábiles, caso que producirá la declaración caducidad de la instancia. 

La resolución de sobreseimiento, es un acto que pone fin al juicio sin resolver la 

controversia de fondo, sin determinar si el acto reclamado es o no contrario a la 

Constitución, ni identificar derechos u obligaciones en relación con el quejoso y las 

autoridades responsables, quedando estas últimas facultadas para actuar conforme a sus 

atribuciones. 

Ahora bien, no debe perderse de vista que las causas de improcedencia pueden 

actualizarse por diversos motivos; por la ausencia de afectación del Interés jurldlco 

prevista por el articulo 73, fracción V, de la Ley de Amparo, que puede revelarse, enhe 

otros múltiples supuestos, por ausencia de pruebas que acrediten la afectación o la 

titularidad del derecho protegido, o bien por la falta de contemporaneidad del pe~ulclo o la 
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inexistencia propia del perjuicio dimanada del acto de autoridad, esto es, porque el acto 

en realidad beneficie al peticionario, circunstancias que pueden presentarse en forma 

independiente o conjunta, bastando el examen de una sola causal de improcedencia para 

que se sobresea en el juicio. 

Lo anterior, encuentra apoyo en la jurisprudencia 2a./J. 54/98, sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, Agosto de 1998, página 

414, que Indica: 

"SOBRESEIMIENTO. BASTA EL ESTUDIO DE UNA SOLA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA. Al quedar demostrado que el juicio de garanl/as es 
improcedente y que debe sobreseerse con apoyo en los artlculos relativos 
de la Ley de Amparo, el que opere, o no, alguna otra causal de 
improcedencia, es irrelevante, porque no cambiarla el sentido de la 
resolución." 

El sobreseimiento produce los siguientes efectos procesales: 

a) Si se produce en la primera instancia, finaliza el juicio. 

b) Al sobrevenir o actualizarse una causa de improcedencia en la segunda 

instancia, termina con ésta y, por regla general, deja firme la sentencia 

recurrida. 

En este último supuesto, le es dable al tribunal revisor examinar la procedencia del 

amparo bajo supuestos diversos, que no sólo involucran a las hipótesis legales 

examinadas por el juzgador de primer grado, sino también a los motivos susceptibles de 
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actualizar esas hipótesis, lo que implica congruencia con el principio de que la 

procedencia del juicio es de orden público, por lo que a pesar de que el juzgador hubiere 

desestimado determinada causa de improcedencia, bien puede abordarse su estudio 

bajo un matiz distinto que puede ser alumbrado por diversa causa constitucional, legal o 

jurisprudencia!, o aun ante la misma causa por diverso motivo, pues su análisis debe 

efectuarse sin importar que las partes la aleguen o no, y en cualquier instancia en que el 

juicio se encuentre. 

Lo anterior, ha sido sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la tesis P. LXXVl/96, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, Diciembre de 1998, página 244, cuya sinopsis dice: 

"IMPROCEDENCIA. ESTUDIO OFICIOSO EN EL RECURSO DE 
REVISIÓN, DE MOTIVOS DIVERSOS A LOS ANALIZADOS EN LA 
SENTENCIA COMBATIDA. Es cierto que las consideraciones expuestas 
en la sentencia recurrida, que no son impugnadas en v/a de agravio por el 
recurrente a quien petjudican, deben tenerse firmes para seguir rigiendo 
en lo conducente el fallo, pero esto no rige en cuanto a ta procedencia del 
juicio de amparo, cuando se advierte la existencia de una causa de 
improcedencia diferente a la que el juzgador de primer grado estimó 
actualizada o desestimó, o, incluso, de un motivo diferente de los 
apreciados en relación con una misma causa de improcedencia, pues en 
este caso, el tribunal revisor debe emprender su estudio de oficio, ya que 
sobre el particular sigue vigente el principio de que siendo la procedencia 
de la acción constitucional de orden público, su análisis debe efectuarse 
sin importar que las partes la aleguen o no, y en cualquier instancia en que 
el juicio se encuentre, de confonnidad con lo dispuesto en el último párrafo 
del articulo 73 de la Ley de Amparo. Este aserto encuentra plena 
correspondencia en el articulo 91 de la legislación de la materia, que 
establece las reglas para resolver el recurso de revisión, entre las que se 
encuentran, según su fracción 11/, la de estudiar la causa de Improcedencia 
expuesta por el juez de Distrito y de estimarla infundada, confirmar el 
sobreseimiento si apareciere probado otro motivo legal, lo que patentiza 
que la procedencia puede examinarse bajo supuestos diversos que no sólo 

119 



involucran a las hipótesis legales apreciadas por el juzgador de primer 
grado, sino también a los motivos susceptibles de actualizar esas 
hipótesis, lo que en realidad implica que, a pesar de que el juzgador haya 
tenido por actualizada o desestimado determinada improcedencia, bien 
puede abordarse su estudio bajo un matiz distinto que sea alumbrado por 
diversa causa constitucional, legal o jurisprudencia/, o aun ante la misma 
causa por diverso motivo, pues no puede perderse de vista que las causas 
de improcedencia pueden actualizarse por diversos motivos, por lo que si 
el inferior estudió sólo alguna de ellas, es dable e incluso obligatorio que 
se aborden por el revisor, pues al respecto, no existe pronunciamiento que 
pueda tenerse firme.• 

Ahora bien, cuando desde la promoción del juicio la improcedencia de la acción de 

amparo es notoria, manifiesta o Indudable, la demanda se debe desechar de plano por el 

órgano de control, sin que en este caso se inicie el juicio y sin que obviamente se decrete 

el sobreseimiento del mismo, por no existir todavfa la controversia constitucional. 

La jurisprudencia ha establecido los requisitos para que se deseche la demanda de 

amparo en tos siguientes términos: 

"DEMANDA DE AMPARO, DESECHAMIENTO DE LA. REQUISITOS. De 
la lectura del articulo 145 de la Ley de Amparo, se colige que el 
desechamiento de plano de una demanda de garant/as sólo procede ante 
la concurrencia de estos: que se encuentre un motivo de improcedencia 
del juicio constitucional; que este motivo sea manifiesto; que también sea 
indudable. Lo relativo o causa de improcedencia del juicio constitucional 
no requiere mayor explicación; lo manifiesto se da cuando el motivo de 
improcedencia se advierte en forma patente y absolutamente clara de la 
lectura del libelo, de los escritos aclaratorios o de ampliación -cuando los 
haya- y de los documentos que se anexan a tales promociones, y lo 
indudable resulta de que se tenga la certidumbre y plena convicción de 
que la causa de Improcedencia de que se trate es operante en el caso 
concreto, de tal modo , que aun en el supuesto de que se admitiera la 
demanda y se substanciara el procedimiento, no resultara factible formarse 
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una convicción diversa, independientemente de los elementos que 
eventualmente pudieran allegar las parles." 

El articulo 74, en sus diversas fracciones, prevé las causales que pueden originar 

el sobreseimiento en el juicio, de la manera siguiente: 

La fracción 1 señala el sobreseimiento por desistimiento del quejoso. 

Dentro del juicio de amparo, la voluntad para promoverto se erige en un principio, 

de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 107, fracción I, de la Constitución General de la 

República y en el articulo 4° de su legislación reglamentaria; de modo tal, que siempre 

debe seguirse a Instancia de parte agraviada, es decir, mediante la expresión de la actitud 

volitiva del particular a quien pe~udique la ley, el tratado internacional, el reglamento o 

cualquier otro acto que se reclame. 

Si la titularidad de la acción constttucional es de todo gobernado y su naturaleza es 

subjetiva; entonces, es claro que existe la posibilidad jurldlca de que el quejoso decida, 

en cualquier momento, por una mera declaración de su voluntad, anular ese acto volitivo 

por el que exime el Estado de su obligación de atorgar la protección reclamada. 

En otras palabras, si el juicio de amparo, por disposición constitucional, sólo puede 

seguirse a instancia de parte agraviada, es lógico que quien considere resentir ese 

perjuicio por un acto de autoridad, pueda abdicar de su pretensión para que el órgano de 

control constitucional proceda al análisis de la juridicidad de dicho acto. 

6
J SUPREMA Conc de Jus1icia de la Nación, Gaceta del Seminario Judicial de la Federación, nümcros 8·9, 

121 



En tales condiciones, debe considerarse que el desistimiento constituye una 

abdicación o renuncia a la potestad o derecho del sujeto, para que el órgano de control de 

la constitucionalidad de los actos de autoridad, ejerza su actividad jurisdiccional en un 

caso concreto y determinado; lo que implica, un desistimiento de la acción, como ha sido 

reconocido dentro de la doctrina del juicio de amparo. 

Las reflexiones que anteceden, ponen de manifiesto que el desistimiento de la 

acción constitucional, ratificado plenamente por el quejoso, actualiza la hipótesis prevista 

por el mencionado articulo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, a pesar de que se haya 

externado con posterioridad a la fecha en que se dictó la resolución de primera instancia e 

incluso, a que en contra de tal fallo se presentara el recurso de revisión relativo, porque el 

quejoso conserva, en todo tiempo, su derecho para renunciar al ejercicio de su acción, en 

el momento en que lo considere conveniente a sus intereses , y el órgano de control 

constitucional tiene el deber de aceptar esa renuncia, como se desprende de las 

siguientes tesis visibles, respectivamente, en el Semanario Judicial de la Federación, 

Séptima Época, Sala Auxiliar, Tomo 187-192 Séptima Parte, página 389 y Semanario 

Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo LXXIII, página 3124, que son del tenor 

literal siguiente: 

"DESISTIMIENTO, SOBRESEIMIENTO POR. Prospera el desistimiento 
en el juicio constitucional, si se lleva a cabo la ratificación del escrito 
relativo ante la presencia judicial o funcionario con fe pública, prevía 
identificación del interesado.• 

Tribunales Colegiados de Circuilo, tesisjwisprudcncial 4, página 31. 
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"DESISTIMIENTO, OPORTUNIDAD PARA HACERLO. Debe dictarse 
sobreseimiento en un juicio cuando exista escrito de desistimiento, de 
conformidad con lo prevenido por la fracción I del articulo 7 4 de la ley de 
Amparo en relación con la fracción XVIII del articulo 73 del propio 
ordenamiento, y no obsta para llegar a tal conclusión, la circunstancia de 
que dicho desistimiento se dirija al inferior, y con posterioridad a la fecha 
en que se haya dictado la resolución de primera instancia que se recurre 
por determinadas autoridades responsables, porque los quejosos tiene 
expedito en todo tiempo, su derecho para desistirse del juicio de garanllas, 
en el momento en que lo consideren conveniente a sus intereses.• 

La fracción 11 señala el sobreseimiento por muerte del quejoso. El amparo es de 

acción personallslma, por lo que si el acto reclamado afecta derechos estrictamente 

personales como la vida o la libertad, no existe razón jurldica para su examen al dejar de 

existir el agraviado; circunstancia que a contrario sensu, no opera cuando la garanlla 

violada se refiere al patrimonio del quejoso que fallece, pues es transmisible a sus 

herederos y el amparo debe seguir su curso en beneficio de éstos, tal y como lo establece 

la siguiente tesis ejecutoria: 

•FALLECIMIENTO DEL AGRAVIADO COMO CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA. NO OPERA EN CASO DE LESION A 
DERECHOS PATRIMONIALES. No se configura la causal de 
improcedencia por muerte del agraviado durante la tramitación del 
juicio, establecida en el articulo 74, fracción 11 de la ley de Amparo, en 
el caso de que los actos reclamados no afectaren derechos 
estrictamente personales del quejoso, sino de carácter patrimonial, en 
f.fYº caso no opera el sobreseimiento previsto en el preceplo citado". 

La fracción 111 seflala el sobreseimiento por Improcedencia del amparo. Las 

causales de Improcedencia que prevé el articulo 73 de la Ley de Amparo están 

123 



relacionadas directamente con los presupuestos procesales del juicio de garantlas, cuya 

actualización imposibilita al juez para conocer del fondo del asunto, y que son los 

siguientes: la existencia de un quejoso, de un acto reclamado, de una autoridad 

responsable y de un pe~ulcio, como lo señala el ministro Gudiño Pelayo: 

" .... todas las causales de Improcedencia o de sobreseimiento se 
relacionan en forma directa e Inmediata con los presupuestos procesales; 
todavla más, en función de éstos se determinan tas causales mencionadas: 
1.· Por la ausencia material, Inexistencia de un presupuesto procesal (no hay 
quejoso, acto reclamado, autoridad responsable o perjuicio). 2.· Porque 
existiendo, el presupuesto se ha conngurado de manera defectuosa (por 
ejemplo, cuando la ley exige agotar un recurso ordinario, entonces es posible 
decir que el perjuicio, aunque existe, no es dellnltlvo, porque puede ser 
reparado por la vla ordinaria). 3.· O bien, por último, porque por disposición 
expresa de la ley ciertos actos no pueden ser reclamados en amparo o 
determinadas autoridades se encuentran Impedidas para llgurar como 
autoridades responsables (la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
actos electorales, etcétera)." 

Ahora bien, cabe destacar que las diecisiete primeras fracciones del articulo 73 de 

la ley de la materia sólo establecen algunos de los supuestos de Improcedencia del juicio 

de amparo, no so las únicas hipótesis en que dicho juicio puede estimarse improcedente, 

pues existen otras causas claramente previstas en algunos de los preceptos de la 

' 
Constitución General de la República y en la propia ley de la materia, como lo señala la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis: 2a. LXXXVl/99, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, 

Junio de 1999, página 373, cuya sinopsis dice: 

6' SUPREMA Corte de Justicia de la Nación. Gaceta del Seminario Judicial de la Federación. números 8-9, 
Tribunales Colegiados de Circuito, tesis de jurisprudencia 4, página 1542. 
M Gudiño Pclayo, José de Jesús, "/11tro411cció11 •l ••,.ro 111rxlc11no", Edit. Limusa, S.A. de C.V., 21 edición, México, 
1999, paginas 162-163. 
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"IMPROCEDENCIA. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN XVIII DEL 
ARTICULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. Esta fracción debe interpretarse 
en el sentido de que las causas de improcedencia del juicio do garantlas 
que en forma enunciativa prevé, deben derivar necesariamente de 
cualquier mandamiento de la propia Ley de Amparo o de la Carta Magna, 
lo que de suyo implica que las diecisiete primeras fracciones del articulo 73 
de la Ley de Amparo sólo establecen algunos de los supuestos de 
improcedencia del juicio de amparo, pero esos supuestos no son los 
únicos en que dicho juicio puede estimarse improcedente, pues existen 
otras causas claramente previstas en algunos de los preceptos do la 
Constitución Federal y de la propia Ley Reglamentaria de los Artículos 103 
y 107 Constitucionales. Por tanto, no es exacto que exista imprecisión en 
tomo de las causas de improcedencia que se prevén en esa fracción. • 

El tribunal de amparo, tiene prohibido continuar con el juicio al descubrir una 

improcedencia que cause el sobreseimiento; las causas de Improcedencia pueden, en 

consecuencia, ser cualesquiera de las contenidas en las fracciones del articulo 73 de la 

ley, e incluso cualquiera que se derive de la aplicación de otro precepto legal, 

constitucional o por Interpretación jurisprudencia!, las cuales pueden ser descubiertas con 

posterioridad a la admisión de la demanda y reflejadas en la sentencia respectiva. 

El sobreseimiento consignado en el articulo 74, fracción 111, de la ley de la materia 

es, por tanto, la Imposibilidad de que en el juicio respectivo se analice la cuestión de fondo 

planteada por el quejoso sobre la constitucionalidad o lnconstitucionalldad de los actos 

reclamados, cuando durante el juicio sobrevengan o aparezcan motivos de 

improcedencia, entendiéndose "por aparecer", a que el juzgador se dé cuenta de un 

motivo de improcedencia durante la tramitación del juicio y no exclusivamente en el 

sentido de que ese motivo surja después de que el juicio ha sido entablado, como lo 

señala la tesis siguiente: 
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"SOBRESEIMIENTO DEL AMPARO, POR APARECER MOTIVOS DE 
IMPROCEDENCIA. La disposición de la Ley Reglamentaria del Juicio de 
Garanllas_ que manda sobreseer cuando durante e/ juicio sobrevengan o 
aparezcan motivos de improcedencia, debe interpretarse en el sentido de 
que, por aparecer, se entienda que e/ juzgador se dé cuenta de un motivo 
de improcedencia durante la tramitación del juicio y no exclusivamente en 
el sentido de que ese motivo sutja después de que el juicio ha sido 
entablado".,. 

La fracción IV del articulo 74 de la Ley de Amparo, prevé el sobreseimiento por no 

probarse la existencia del acto reclamado. Ante su Inexistencia, debidamente acreditada 

en el juicio, lo procedente es sobreseer ya que es jurldica y materialmente Imposible 

pronunciarse sobre algo que en la realidad no se ha materializado, quedando a cargo del 

quejoso probar la existencia del acto cuando la autoridad responsable lo niega, salvo 

cuando se trate de derecho positivo nacional y vigente, dada su notoria existencia de 

conformidad con lo dispuesto por el articulo 88 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, conforme lo dispone su numeral 2º. 

Lo anterior, encuentra apoyo en las tesis de jurisprudencia sustentadas por el 

Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visibles en la Compilación 

de 1995, Sexta Época, Tomo VI, parte SCJN, tesis 310, página 209, y en el Semanario 

Judicial de la Federación, Séptima Epoca, Tomo 65, primera parte, página 15, que, 

respectivamente, señalan: 

"INFORME JUSTIRCADO. NEGATIVA DE LOS ACTOS ATRIBUIDOS 
A LAS AUTORIDADES. Si las responsables niegan los actos que se /es 
atribuyen, y los quejosos no desvirtúan esta negativa, procede el 
sobreseimiento, en /os términos de la fracción IV del artlcu/o 74 de la Ley 
de Amparo." 

"JDID. página 1263. 
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"LEYES. NO SON OBJETO DE PRUEBA. El juzgador de amparo, sin 
necesidad de que se le ofrezca como prueba la publicación oficial de la 
ley que contiene las disposiciones legales reclamadas, debe tomarla en 
consideración, aplicando al principio jurldico relativo a que el derecho no 
es objeto de prueba." 

Es conveniente precisar, que en el supuesto de que la autoridad responsable, al 

rendir su informe con justificación, manifieste que es cierto el acto que se reclama, y de 

las constancias procesales se desprende lo contrario, como ocurrirla si de las 

documentales exhibidas se aprecia que fue autoridad distinta la que las signó, no es 

obstáculo para decretar el sobreseimiento en el juicio de amparo, toda vez que las 

manifestaciones de la autoridad no pueden estar por encima de la realidad. 

Corrobora lo anterior, la Tesis: Vll.1o.C.4 K, sustentada por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo VI, Julio de 1997, página 433, que puede repetirse: 

"SOBRESEIMIENTO POR INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. 
PROCEDE AUN CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE ADMITA 
LA VERACIDAD DEL MISMO AL RENO~ SU INFORME JUSTIRCADO. 
La circunstancia de que la autoridad responsable, al rendir su informe con 
justificación, manifieste que es cierlo el acto que se reclama, no impide 
decretar el sobreseimiento en el juicio de amparo, si de las constancias 
procesales se desprende lo contrario, es decir, que se desvittúa la 
aseveración de la autoridad designada como responsable, respecto de la 
cerleza del acto que se le atribuye. En consecuencia, de acuerdo con la 
fracción IV del arllculo 74 de la Ley de Amparo, debe sobreseerse en el 
juicio en tal hipótesis.• 

La fracción V señala el sobreseimiento por caducidad de Instancia por Inactividad 

procesal. El sobreseimiento es procedente, tanto en amparo directo como en indirecto, 
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en cualquier estado del juicio, si no se ha efectuado ningún acto procesal durante 

trescientos dlas naturales; para interrumpir dicha inactividad procesal, es necesario que 

el promovente solicite al tribunal de amparo el dictado de la sentencia, por lo cual no 

cualquier promoción es susceptible de Interrumpir la caducidad, sino sólo aquellas que 

buscan impulsar el juicio para su resolución. La caducidad de la instancia en la revisión 

tiene como efecto jurldico dejar firme la sentencia recurrida. 

Esta causal de sobreseimiento, implica el levantamiento de la suspensión de 

cualquier naturaleza que hubiese decretado el Juzgado de Distrito, en los asuntos de su 

conocimiento, o la autoridad responsable en los amparos, y consiguientemente deja en 

libertad a dicha autoridad responsable para ejecutar el acto que fue materia del amparo. 

Negativa del amparo. 

Las sentencias que niegan la protección de la Justicia de la Unión son aquéllas en 

que las que el tribunal de amparo, después de estudiar a la luz de la Constitución Federal, 

los actos que se reclaman de las autoridades responsables, declara que tales actos no 

han transgredido precepto constitucional alguno y que, por consiguiente, son válidos y 

eficaces. 

Éstas, de acuerdo con lo expuesto, son puramente declarativas, pues se limitan a 

decidir respecto de la constitucionalidad de la conducta de las autoridades responsables. 
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La técnica del dictado de una sentencia que niega el amparo, Implica 

necesariamente el examen de todos los conceptos de violación, señalados en la 

demanda, puesto que al faltar el estudio de alguno de ellos se incurrirla en violación al 

principio de exhaustividad, al no haber examinado todos los puntos de derecho 

sometidos a consideración del juzgador. 

La sentencia que niega el amparo tiene como efecto, una vez constatada la 

constitucionalidad del acto o de los actos reclamados, la consideración de validez de los 

mismos y, por ende, al igual que el sobreseimiento, deja expeditas las facultades de las 

autoridades para ejecutar el acto reclamado en el supuesto de que haya sido suspendida 

su ejecución en el juicio de amparo. 

Consecuentemente, puede afirmarse que la negativa del amparo constituye la 

figura de cosa juzgada en favor de las autoridades responsables, puesto que ya se habrá 

examinado la constitucionalidad de su actuar y no puede volver a proponerse esa 

cuestión en un nuevo juicio de garantlas, como se desprende de las fracciones 11 y 111 del 

articulo 73 de la Ley de Amparo. 

Concesión del amparo. 

Estas sentencias son relevantes para •;l presente estudio, dado que las anteriores, 

que sobreseen en el juicio o niegan la protección solicitada, no son materia de 

cumplimiento. 
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La sentencia concesoria del amparo reviste tres caracleristicas: " 

a) Es definitiva, en tanto que resuelve el fondo de la litis constitucional planteada, 

acogiendo en el sentido positivo la pretensión del quejoso de que se establezca que el 

acto reclamado viola garanllas individuales. 

b) Es de condena, en tanto que obliga a la autoridad responsable a restituir al 

agraviado en el pleno goce de la garanlla individual violada, restableciendo las cosas al 

estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado es de carácter 

positivo, y, cuando el acto reclamado es de carácter negativo, el efecto de la sentencia de 

amparo será obligar a la autoridad a que obre en el sentido de respetar la garanlla de que 

se trate y a cumplir, por su parte lo que la misma garantla exija. 

c) Es también declarativa, en tanto establece que el acto reclamado ha resultado 

contrario a la Constitución, violando garanllas individuales. 

Las sentencias que conceden el amparo, constituyen derechos y obligaciones para 

las partes contendientes; para el quejoso la facultad de exigir de la autoridad, la 

anulación de los actos reclamados, de manera que las cosas queden en el estado que 

tenian antes de que se verificaran los actos reclamados; para la autoridad responsable, 

implica el deber de restituir al agraviado en el pleno goce de la garanlla Individual violada, 

cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; o bien queda obligada a realizar la 

67 GONGORA Pimcntcl. Génaro, Introducción al Estudio del Juicio de Amparo Edit. Pomía. MCxico, 1990, pigina 
338. 
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conducta que se abstuvo de ejecutar, obrando en el sentido que indica la garantla que 

ignoró con su abstención, si los actos reclamados son de carácter negativo. 

Es necesario diferenciar dos tipos de efectos; el primero, cuando a través del acto 

reclamado, no se ha originado una alteración en el mundo material, ya sea porque por su 

propia naturaleza no la produzca, o bien por haber sido oportunamente suspendidos, la 

restitución consistirá en obligar a la autoridad responsable a la simple anulación del acto 

violatorio de garantlas individuales, es decir, se concede el amparo de manera lisa y llana. 

Cuando a través del acto reclamado, se realice una alteración en la esfera de 

derechos del gobernado, por el ejercicio del imperium de la autoridad, como en el caso 

de una sentencia dictada en un juicio ordinario civil de acción reivindicatoria, en el que 

una persona es obligada a abandonar un predio cuya posesión detentaba antes de la 

promoción del amparo; en este supuesto, el efecto de la sentencia que concede el 

amparo al quejoso consistirá en obligar a la autoridad responsable, además de anular el 

acto ordenado, a restituir al gobernado en el goce de la garantla violada, que en el 

ejemplo consistirá en acreditar que el quejoso ha vuelto a estar en posesión del bien 

materia del juicio. 

Otro caso de estas sentencias, se presenta cuando el tribunal de amparo 

considera, que el acto reclamado adolece de vicios formales, por no estar fundado ni 

motivado; supuesto en el que los efectos del fallo protector conslstlran en nulificar o dejar 

sin efecto el acto reclamado, dejando en aptitud a la autoridad para que emita otro acto 
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purgando los vicios formales, lo que significa que la responsable se encuentra en libertad 

de emitir un nuevo acto, o de no hacerlo. 

Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo 

acto, subsanando los vicios formales, cuando el acto reclamado implique la resolución de 

un recurso, instancia o juicio, porque en estos supuestos es preciso que el acto carente 

de fundamentación y motivación, se sustituya por otro sin esas deficiencias, pues, de lo 

contrario, se dejarlan sin resolver aquéllos. 

Corrobora lo anterior, el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la Tesis 2a. LXXX/98, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Torno VII, Junio de 1998, página 151, que indica: 

'NXlN'CIRftmAD, SEN1ENCIA QUE OTORGA EL NIPMO POR FALTA DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MallVACIÓN. NO M'lJCA DICTAR UNA MJEVA 
~MENOSQUESETRATEDELDERECHODEPETICIÓNODELA 

DE UN REaJRSO. CatJme a la Esis ptü:ab <D1 el rúnero 
261, del Taro VI, del ApérÚll al &mnm .llliial de la Federaciln 1917-1995 bEj> el 
rulro de "Fl.HW.ENTACÓ.I Y WTh'AaóN, NJPAAO EN CPOO DE LA 
GARANTfA DE.·. por raja~ bséecb¡_ de Lra $C1bia de all1BOque <*:JlJI la 
pnmm anstlJcDlal porf¡ja de um 1ellac:ill1 y iTdvali'Jn, S111 bs de anslra"t a 
la aJbih:I ~ a rúili3" o deja" sil deltls el ado o acb lllltmm;, 
~oo~dellllVctooct>.~quesibxmelWi>bmt Debnm 
se despmle que la aDiBI se lnl8*a oo lbErtr:I de emlir un IUlllO ado o de no 
taa'o. Sil errm¡p, la aA:JiBj se llBlá neoosaa 1e*'oonsteñilaam*1.11 IUlllO 
ado, sWsinni> el Wi> bmll des:m, a.am el ado iecDm:t> aJ"Eisla en i.na 
resiJOOl que se llril en resp.e;ta al $nül del dered-o de petan o que RlSUIWa 
i.na i"1stnE, iearoo o;.ü>, )9quemesas ~es JJedso que el ado<aerEde 
~ y iTdYaciln se sustllfll por <*n sil esas Món:.ils pues, de b 
<XllllraD, sedej¡llan sil ~IKJJ{tm" 
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Este tipo de sentencias se ha denominado amparo para efectos, en las que se 

deberán señalar por incisos separados y de manera detallada los actos especificas que 

deba realizar cada una de las autoridades responsables, para lo cual, previamente, debe 

tenerse la certeza jurldica que cada uno de esos actos, es susceptible de cumplimiento. 

En conclusión, se puede señalar que la diferencia entre una sentencia que declara 

la inconstitucionalidad o ilegalidad de los actos reclamados y la de efectos estriba en que 

en la primera sólo se ordena dejar Insubsistente el acto impugnado; en tanto que en la 

segunda, la autoridad demandada, además de anular el acto ordenador, debe cenlr su 

actuación a las directrices demarcadas en la ejecutoria de amparo para restituir al quejoso 

en el pleno goce de la garantla individual que se consideró violada. 

En ese sentido, si todo sistema legal aspira a contribuir de manera eficaz a la 

seguridad jurldica, que a su vez tiene repercusión en la paz social, mediante el 

mantenimiento del orden jurldico; entonces, es irrefutable que dicha paz social no se 

alcanzarla por medio de la simple función del Estado de decir el derecho a través de los 

órganos jurisdiccionales facultados para ello, pu~s si asl fuera las resoluciones judiciales 

se tornarlan ilusorias, por lo que es necesario, que la justicia se aplique en el mundo real 

y es imperativo para los tribunales el velar por el eficaz cumplimiento de sus fallos. 

Dicha obligación, no es otra cosa más que el cumplimiento de la garantla 

establecida en el articulo 17 de nuestra Ley Fundamental, confonne a la cual "ninguna 
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persona puede hacerse justicia por si misma", por tanto, los tribunales "estarán expeditos 

para Impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes". 

Regularmente el juicio de amparo no concluye con el pronunciamiento de la 

senlencia protectora, sino que, en muchas ocasiones, éste fallo es el Inicio de otro 

procedimiento que, las más de las veces, se torna largo y dificil y que tiene como fin 

último el lograr la eficaz restitución del gobernado en sus garan!las vulneradas con el acto 

de autoridad. 

Ignacio Burgoa Orihuela, considera que la sentencia ejecutoriada "es aquélla que 

no puede ser ya al/erada o impugnada por ningún medio jurídico ordinario o 

extraordinario, y que, consiguientemente, constituye la verdad legal o cosa juzgada en el 

juicio en el que haya reca/do generalmente y, de manera excepciona/, respecto de 

aquellas personas que no tuvieron intervención en él .... 

De lo anterior, se puede afirmar que la sentencia, una vez que se hace Inatacable, 

contiene la verdad jurldica y es ésta una presunción de pleno derecho; ahora bien, en 

cuanto a los efectos de la cosa juzgada, cabe mencionar que se bifurcan en formales y 

materiales; los primeros entrañan el que no pueda volverse a hacer un nuevo examen o 

dictarse nueva resolución sobre la cuestión previamente debatida, es decir, no se puede 

someter de nueva cuenta la cuestión debatida y resuelta por el fallo del órgano 

jurisdiccional, dada la firmeza y eficacia obligatoria de este último. 

61 Burgoa Orihucla, Ignacio "EIJ11ldod~A•pt1ro", Ed. Ponúa S.A. de C.V., México, 1995. página 250. 
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Por lo que hace a los segundos, en palabras de Chiovenda, consisten "en la 

indiscutibilidad de la esencia de la voluntad concreta de la ley afirmada en la sentenc/a";69 

en otros términos, la cosa juzgada material o substancial refiere a la obligatoriedad del 

contenido de la sentencia y está caracterizada por sus formas de Inmutabilidad y 

coercibilidad. Sus efectos se contraen hacia el pasado y se extienden al futuro, de lo que 

se concluye que la cosa juzgada formal se erige en presupuesto de la material, pues esta 

última, que importa la obligatoriedad en los juicios futuros, no puede existir sin aquélla, 

que limita las impugnaciones. 

En similares términos, se ha pronunciado el Poder Judicial de la Federación como 

se puede apreciar de la siguiente tesis jurisprudencia!: 

"COSA JUZGADA FORMAL Y COSA JUZGADA MATERIAL DIS1N:IÓN Y 
EFECTOS. St.p.e;taslas klertilles dáskasde p¡ftls, de rosa u djlt>yde causa de 
pEÚ'O hecho~~ derech> ~del prmn:Dlier*> de directo elllm 
la a.tJilad de ro;a )lZ!JKla bnB, IJlB h¡m ireaJltie d ID>, y de ro;a ¡.¡¡gOOa 
mieü, ~ h<UI RiocUül d hecho serErdaib, est> es, las plRls no !lJlden reabrt 
rueva dswsDl ri la abihl 11lSCiba, o <Q.m <*a, llJ0(lerl imuDne <*a wz 
lespecD ~hecho ya dlñilP.aeirerultimerE jJ2!Jm." 70 

Asentado lo anterior, conforme al articulo 422 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal (ordenamiento que como se indicó no es aplicable en materia de 

amparo pero resulta ilustrativo), para el reconocimiento de la cosa juzgada, es necesario 

"G. Chiovcnda, Ob.dt, página413. 
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que entre el caso resuelto por la sentencia y aquél en que ésta sea invocada, concurran 

las siguientes circunstancias: a) Identidad de objeto; b) Identidad de la causa: c)ldentidad 

de partes y Ja calidad con que Jo fueren. 

Dichas circunstancias, aplicadas al juicio de amparo, se colman cuando se ha 

promovido un diverso juicio de garantlas en el que se haya hecho un pronunciamiento de 

derecho entre las mismas partes, sobre las mismas acciones, la misma cosa o causa de 

pedir; por Jo que debe existir, identidad de partes, de objetos o cosas materia de los 

juicios de que se trate e Identidad en la causa de pedir o hecho jurldico generador del 

derecho que se haga valer, tal como lo ha sustentado el Poder Judicial de la Federación 

en la siguiente tesis: 

'COSA JUZGADA EN EL JUICIO DE GARANTfAs. REQUISITOS QUE SE 
NECESITAN PARA QUE OPERE LA ~la el9n:ia de m;aj.lzgada en el jü>de 
M1B1J, es nllCE!aiJcµi ari rilrDiiad se haya J1001Mb obn jü>de~en el 
eµ¡ se haya hech> un prcnnBnieOO de dEretto elVe las rrismas ¡aEs, sdre las 
rrismas <Diones, la nirna OC&! o caisa de pedi; delinb eicisli" JXJ" ende, ilenlml de 
¡ae;, de cqetis o oosas mama de kls iJiils de eµ¡ se~ e ilenlml en la ca.isa de 
pOOi"o hech> ¡.nlicD!Jll10flÓYdel derechl eµ¡ se hagawler."'' 

Existen dos razones por las cuales la sentencia dictada en un juicio de garantlas 

causa ejecutoria y, por ende, es considerada como cosa juzgada; la primera, porque las 

partes no Interpongan recurso de revisión en su contra, dentro del término que marca la 

10 Publicada en el Semanario Judicial de la federación y su Gaceta, Novena Época, Instancia: Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Tomo VI, Septiembre de 1997, Tesis l.lo.T. J/28, página S6S. 

71 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Instancia Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuilo, Tomo IV, Noviembre de 1996, Tesis XX.9S K, página 420. 
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ley de la materia; y la segunda, cuando habiéndose recurrido, el tribunal Ad Quem emite 

su sentencia amparando, negando o bien sobreseyendo. 

Determinado el presupuesto que requiere una sentencia de amparo para que sea 

susceptible de cumplimiento, es necesario delinear el concepto de orden público en 

relación con el proceso y la sentencia de garantlas, ya que ese elemento ha sido 

determinante para exigir el cumplimiento oficioso de los fallos de los tribunales federales, 

razón por la cual se atenderá a algunos conceptos vertidos sobre el particular. 

El Diccionario Jurldico Mexicano dice que el orden público, en una concepción 

general, es: "el estado de coexistencia pacifica entre los miembros de una 

comunidad"; y, en un sentido técnico el: "conjunto de Instituciones jurldlcas que 

Identifican o distinguen el derecho de una comunidad; principios normas e 

instituciones que no pueden ser alteradas ni por la voluntad de los Individuos (no 

está bajo el Imperio de la autonomla de la voluntad) ni por la ap/lcaclón de derecho 

extranjero. 

De lo anterior, se desprende que el or'den público se identifica con la totalidad de 

normas de derecho aplicables en una sociedad, que rigen su vida cotidiana, y que, por 

consiguiente, el orden público comprende, en principio, tradiciones y prácticas del foro de 

profesiones jurldicas, o sea, se refiere a la cultura jurldica de la comunidad, Incluyendo 

sus tradiciones, ideales, e incluso dogmas y mitos sobre su sistema jurldlco; de lo que se 

colige que el orden público se constituye por las ideas fundamentales sobre las cuales 
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descansa la Constitución social, como las Ideas pollt/cas, religiosas, morales y 

económicas que el derecho ha conservado. 

Las leyes por definición son normas abstractas y generales; sin embargo, ello no 

significa que todas sus disposiciones sean de orden público, y, por ende, que se refieran 

indefectiblemente al derecho público, en contravención u oposición al derecho privado, 

pues existen Instituciones de derecho privado que son también de orden público. 

Por lo que hace a nuestra Constitución, el orden público es Identificado con la 

situación de normalidad en un estado de derecho, es decir, cuando las actividades 

individuales y colectivas de los gobernados y los servicios públicos que presta el gobierno 

se realizan sin perturbación o conflicto de ninguna /ndole, con reconocimiento y ejercicio 

libre y pacifico de los derechos individuales, pollticos y sociales; de lo que resulta que 

serán contrarios al orden público aquellos actos que atenten contra la unidad nacional, 

sea en su ámbito polltico, económico o de convivencia social. 

Ahora, si bien es cierto que la estimación del orden público corresponde, en 

principio a la actividad legislativa, no menos lo es que dicho concepto no es ajeno a la 

función jurisdiccional, pues resulta indudable que los jueces, en casos determinados, 

pueden calificar y estimar la existencia del orden público con relación a una ley; orden 

público que importa el mecanismo a través del cual el Estado Impide que ciertos actos 

particulares afecten los intereses fundamentales de la sociedad, por lo que puede 

afirmarse que uno de los elementos Integrantes del orden público es la paz pública, ya 
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que es necesario para el buen funcionamiento de las actividades de una sociedad, que no 

existan conflictos que alteren el estado de tranquilidad en que aquéllas deben realizarse. 

Esta dualidad en las diversas concepciones sobre la voz orden público, ha 

generado que los criterios de los órganos jurisdiccionales federales no sean unánimes en 

establecer su alcance jurldico, reservando al juzgador la apreciación de dicho orden en 

cada caso concreto, como se desprende del criterio jurisprudencia! sustentado por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 522, visible en el 

Apéndice de 1995, Séptima Época, Tomo VI, Parte SCJN, página 343, y del diverso 

sustentado en la Tesis 353, visible en el Apéndice de 1995, Octava Época, Instancia 

Segunda Sala, Tomo VI, Parte SCJN, página 237, que, respectivamente señalan: 

"SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO, CONCEPTO DE ORDEN 
PÚBLICO PARA LOS EFECTOS DE LA. De los tres requisitos que el 
artlculo 124 de la Ley de Amparo establece para que proceda conceder la 
suspensión definitiva del acto reclamado, descuella el que se consigna en 
segundo término y que consiste en que con ella no se siga petjuicio al 
interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. Ahora 
bien, no se ha establecido un criterio que defina, concluyentemente, lo que 
debe entenderse por interés social y por disposiciones de orden público, 
cuestión respecto de la cual la tesis número 131 que aparece en la página 
238 del Apéndice 1917-1965 (Jurispruaencia Común al Pleno y a las 
Salas}, sostiene que si bien la estimación del orden público en principio 
corresponde al legislador al dictar una ley, no es ajeno a la función de los 
juzgadores apreciar su existencia en los casos concretos que se les 
sometan para su fallo; sin embargo, el examen de la ejemplificación que 
contiene el precepto aludido para indicar cuándo, entre otros casos, se 
sigue ese petjuicio o se realizan esas contravenciones, asf como de los 
que a su vez señala esta Suprema Corte en su jurisprudencia, revela que 
se puede razonablemente colegir, en términos generales, que se producen 
esas situaciones cuando con la suspensión se priva a la colectividad de un 
beneficio que le otorgan las leyes o se le Infiere un daño que de otra 
manera no resentirfa. • 
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"ORDEN PÚBLICO E INTERES SOCIAL. SUSPENSIÓN CONTRA 
ORDENAMIENTOS QUE ESTABLECEN REQUISITOS PARA EL 
DESARROLLO DE UNA ACTIVIDAD DE PARTICULARES 
(EXPLOTACIÓN DE YACIMIENTOS PETREOS). Si en un juicio de 
amparo se combate la constitucionalidad de un ordenamiento, debido a 
que sujeta al quejoso al cumplimiento de diversos requisitos para el 
desarrollo de una actividad, y se reclama también la aplicación de ese 
ordenamiento con sus consecuencias, para decidir sobre la suspensión 
debe el juzgador examinar el cumplimiento de los requisitos previstos por 
el articulo 124 de la Ley de Amparo. Ello es as/, debido a que no basta la 
circunstancia de que se pida la paralización de los efectos de una ley, para 
negar la suspensión bajo el argumento do que ella responde al interés 
general y es de orden público, ya que todas las leyes (en sentido amplio) 
participan en mayor o menor medida de esas caracterlsticas. Pero 
tampoco es suficiente para conceder la medida el simple hecho de que en 
el mismo juicio de amparo se combata la constitucionalidad del 
ordenamiento, pues resulta imprescindible incluso para la conservación de 
la materia del juicio, analizar los diversos grados de afectación al interés 
social y al orden público, la distinta naturaleza del objeto especifico de los 
ordenamientos y la causación al quejoso de daños y perjuicios de diffci/ 
reparación. Por ello, no es conveniente dar una regla general para 
establecer si debe o no concederse la suspensión respecto de las 
consecuencias derivadas de la aplicación de un ordenamiento cuya 
constitucionalidad se discute en el propio juicio de garantlas y que impone 
a la quejosa requisitos para el ejercicio de una actividad, puesto que la 
decisión de paralizar o no los actos, requiere del estudio de la satisfacción 
de los supuestos establecidos por el articulo 124 de la Ley de Amparo, de 
una manera casuista, en tanto que son variables los elementos que 
intervienen en la apreciación correspondiente. De acuerdo con lo anterior. 
si se cuestiona la constitucionalidad de detenninados ordenamientos, 
porque sujetan la actividad de la quejosa a la obtención previa de licencias 
de explotación de yacimientos pétreos y de uso de suelo, no es factible 
conceder la suspensión porque no se satisface el requisito previsto por la 
fracción 11 del articulo 124 de la Ley de Amparo, en tanto que los 
ordenamientos que rigen a esa actividad son de orden público, pues 
tienden a lograr la seguridad urbana y una adecuada calidad ambiental. 
Además de ello, con la suspensión se harta posible la explotación de una 
mina sin el análisis de los elementos técnicos necesarios para establecer 
si esa actividad afecta o no at interés social, pues de lo contrario el 
juzgador asumirla facultades que son propias de las autoridades 
administrativas. 
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De lo anterior, se concluye que el concepto de orden público, entendido como 

conjunto normativo y como estado de normalidad social, ha sido tomado en cuenta en los 

artlculos 104 a 113 de la Ley de Amparo, para obligar a la autoridad responsable al 

cumplimiento de la sentencia, toda vez que si ésta a través de sus actos ha violado 

alguna garantla individual, se hace necesario, para guardar el estado de convivencia y 

bienestar social, que se lleve a cabo la restitución que ordena la ejecutoria de amparo, a 

través del procedimiento relativo que de oficio prevé la Ley de Amparo, por tanto, y dada 

la majestad con que están investidas las sentencias de amparo, su cabal y oportuno 

cumplimiento implica una cuestión de orden público y de gran trascendencia para la vida 

jurldica-inslitucional del pals, no sólo por el Interés social que existe de que la verdad 

legal prevalezca, en aras de la tranquilidad y seguridad de los residentes en terrritorio 

nacional, ya sean nacionales o extranjeros, sino porque primordialmente, constituye la 

forma de hacer imperar los mandatos de nuestra Ley Fundamental. 

Procedimiento de requerimiento de cumplimiento. 

El juicio de amparo no concluye con el pronunciamiento de la sentencia protectora, 

sino, en muchas ocasiones, es el inicio de otro procedimiento que las más de las veces se 

torna largo y dificil y que tiene como fin lograr la eficaz restitución del gobernado en sus 

garantlas vulneradas con el acto de autoridad, ya sea obteniendo la recuperación material 

de su libertad o de sus bienes, el reconocimiento de sus derechos sustanciales o 

procesales, o bien el cúmulo de derechos que fueron materia de su petición de garantlas. 
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Dicho procedimiento se conoce en doctrina, legislación y en la jerga jurldica como 

de ejecución e implica, los actos o medios desplegados por un órgano jurisdiccional con el 

fin de lograr el cumplimiento de sus resoluciones; lo que llevado al campo del amparo 

importa la obligación que pesa sobre los órganos de control constitucional, de hacer 

cumplir los imperativos jurldicos contenidos en sus fallos; de lo que resulta, que la 

ejecución de éstos es de la mayor Importancia para el restablecimiento del orden jurldico 

que se procuró mediante el juicio de garantlas y aún más lo es para los intereses 

personales del promovente, pues ese orden jurldico no queda restablecido y esos 

intereses no quedan respetados ni satisfechos, con la mera declaración de la sentencia, 

sino que tales resullados concretos que debe producir el control constitucional, se logran 

hasta que el agraviado es colocado o restablecido en la situación en que se encontraba 

antes de que sus intereses jurldicos hubiesen sido atacados por los actos de las 

autoridades del Estado, que lo obligaron a acudir a los tribunales de amparo. 

La sentencia de amparo lleva consigo, el carácter de una orden; por lo que una 

vez que ha causado ejecutoria la sentencia protectora emitida por el Tribunal Colegiado 

de Circuito o por del Juez de Distrito, ésta debe notificarla a la autoridad responsable que 

deba cumplirla, asl como a las demás partes. El juzgador está facultado para que, en 

casos urgentes y de notorios pe~uicios para los quejosos, se ordene el cumplimiento de 

sus fallos por la vla telegráfica, telefónica, fax o cualquier medio que el avance 

tecnológico proporcione y que lleven a la plena convicción de que la referida orden 

proviene del tribunal requeriente. Esto último se sustenta, por una parte, en que si bien los 

articulos 104 y 106 de la ley de la materia sólo previenen la vla telegráfica y no, de 
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manera especifica, dichos medios de comunicación, ello se debe a que cuando se emitió 

no exlstlan dichos adelantos, o bien no estaban generalizados, y, por otra, a que 

contribuye a salvaguardar el principio de celeridad en el cumplimiento de la sentencias de 

amparo, derivado del articulo 17 constitucional; restituyendo asl al gobernado en el bien 

jurldicamente tutelado por la Constitución, en su beneficio directo y del orden 

constitucional quebrantado". 

Dicha comunicación de la sentencia por teléfono, fax, telégrafo, o cualquier medio 

que el avance cientlfico proporcione podrá limitarse a expresar et sentido de la sentencia 

protectora, naturalmente con todos los datos Indispensables para determinar su alcance, 

a fin de que la respectiva autoridad responsable pueda saber con exactitud y precisión lo 

que debe hacerse para cumplir con la sentencia, sin perjuicio de que se le haga llegar de 

manera Integra el fallo protector. 

Una vez que se hace llegar a las autoridades el acuerdo que declara ejecutoriado 

el fallo protector y les requiere su cumplimiento, de conformidad con el articulo 105 de la 

Ley de Amparo, la autoridad responsable debe cumplirlo dentro de las veinticuatro horas 

siguientes, cuando la naturaleza del acto lo permita e informar al tribunal de amparo que 

ha quedado cumplido o, en su caso, que ha puesto en vlas de ejecución su cumplimiento; 

en la inteligencia de que esas veinticuatro horas deben computarse, como se desprende 

del articulo 34, fracción 1 del ordenamiento legal en comento, a partir de la hora de 

n En similares términos se ha pronunciado la Segunda Sala de nuestra Corte Suprema en la tesis cuyo rubro indica: 
"RESOLUCIÓN DE INCOMPETENCIA ENVIADA POR FAX. rUEDE TOMARSE EN CUENTA SI SÓLO 
CORROBORA LOS DEMAS ELEMENTOS QUE CONSTAN EN EL EXPEDIENTE." 
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recepción del oficio por la autoridad responsable, dado que es el momento en que 

legalmente quedó hecha la notificación para su cumplimiento. 

Por lo general, todos los actos que deben realizar las autoridades responsables en 

cumplimiento de las sentencias de garantlas, son susceptibles de efectuarse dentro del 

término de veinticuatro horas, como aquellos actos que Impliquen dejar insubsistente el 

acto declarado contrario a la Ley Suprema y, en su caso, el dictado o la emisión de 

oficios, acuerdos o resoluciones (verbigracia: laudos; autos de formal prisión, ordenes de 

aprehensión; sentencias civiles, mercantiles, penales, fiscales o agrarias; derecho de 

petición, órdenes de clausura, expedición de permisos, devolución de vehlculos que se 

encuentren en el depósito oficial, etc.), salvo aquéllos que importen la realización de actos 

complejos o un procedimiento especifico, como sucede con la restitución de tierras en 

materia agraria, que requiere, como acto previo, la elaboración de planos y trabajos 

técnicos que las delimiten; o bien en tratándose de entrega de bienes; devolución de 

impuestos, etc. 

En ese último caso, si bien no existe sustento legal para otorgar a las responsables 

un término mayor al legalmente consignado para dar cumplimiento al fallo protector, 

cuando por la naturaleza de los actos que deban ejecutarse, resulta materialmente 

imposible su realización en dicho término, se estima que debe otorgárselas por una sola 

vez, un plazo que, dentro del prudente arbitrio del tribunal de amparo sea el estrictamente 

indispensable para tal objeto, acorde con el principio general del derecho de que nadie 

está obligado a lo imposible. 
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Una vez que el tribunal de amparo requirió a la autoridad responsable para que 

dentro del término de veinticuatro horas informara respecto del cumplimiento del fallo 

protector y esta justificara ante él que se encontraba en vlas de cumplimiento y, en su 

caso, indicara el término que requiera para poder acatarlo en su integridad, y ello no se 

obedeciere, o bien cuando se retarde el cumplimiento de la ejecutoria de que se trata por 

evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad o de cualquiera otra que Intervenga en 

la ejecución, se le requerirá de nueva cuenta el cumplimiento por conducto de su superior 

inmediato, de oficio o por instancia de cualquiera de las partes, para que la obligue a 

cumplir sin demora la sentencia y si la autoridad responsable no tuviere superior, el 

requerimiento se hará directamente ante ella. 

Esta actitud renuente injustificada, constituye la razón constitucional para 

determinar un posible daño patrimonial cuantificable en el incidente de cumplimiento 

sustituto. 

Ahora bien, cuando et superior inmediato de la autoridad responsable no atendiera 

el requerimiento y tuviere a su vez superior 'jerárquico, también se le requerirá el 

cumplimiento por conducto de este último, y asi sucesivamente hasta agotar todas las 

jerarqulas existentes en la entidad a la que pertenece la responsable; en el entendido de 

que todas ellas incurren en responsabilidad por falta de cumplimiento de las ejecutorias, 

en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiese concedido el 

amparo, como se desprende del párrafo segundo del articulo 107 de la ley de la materia. 
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Cabe destacar que los tribunales de amparo tienen las más amplias facultades 

para obtener el cumplimiento de las ejecutorias, Incluso pueden, cuando la naturaleza del 

aclo lo permita, constituirse en el lugar correspondiente, para ejecutarla personalmente, 

sin necesidad de recabar autorización de la Suprema Corte; asimismo, pueden solicitar 

el auxilio de la fuerza pública, atento lo consagrado en el articulo 111 de la ley de la 

materia. La facultad anterior no es aplicable a actos que sólo las autoridades 

responsables puedan dar cumplimiento, como sucede cuando las autoridades 

responsables deben emitir una nueva resolución en cumplimiento de la ejecutoria, hecha 

excepción del caso de privación de libertad, en donde se podrá ordenar la excarcelación 

del quejoso aún cuando sea emitida la resolución respectiva con posterioridad a la 

liberación. 

No obstante, cuando las autoridades responsables y sus superiores jerárquicos se 

rehusen abiertamente o con evasivas, a dar cumplimiento a la sentencia de amparo; o 

bien, cuando han dejado de realizar la obligación de dar, hacer o no hacer, que 

constituye el núcleo esencial de la obligación exigida por la garantla individual que se 

estimó infringida y se limitan a desarrollar actos que resultan Intrascendentes, 

secundarlos o poco relevantes, que crean la apariencia de que se está cumpliendo el fallo 

protector, de conformidad con el articulo 105 de la ley de la materia, el Juez de Distrito, la 

autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, 

remitirán el expediente original a la Suprema Corte, para la aplicación del articulo 107, 

fracción XVI, de la Constitución Federal; debiéndose dejar en el Órgano Jurisdiccional, 
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una copla certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para 

procurar su exacto cumplimiento; iniciándose asl el incidente de inejecución de sentencia. 

Es pertinente mencionar, que el Impulso oficial predomina en el procedimiento 

de ejecución, como se desprende del articulo 113 de la Ley de Amparo, que Indica que 

no podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que quede enteramente cumplida la 

sentencia en que se haya concedido al quejoso la protección constitucional o apareciere 

que ya no hay materia para la ejecución; no obstante, por razón del decreto de reforma 

de treinta y uno de diciembre de 1994 al articulo 107, fracción XVI, de la Carta Magna, se 

dispuso que la Inactividad procesal o la falta de promoción de parte Interesada, en los 

procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo, producirla su 

caducidad, su vigencia se condicionó a la reforma respectiva de la Ley de Amparo, como 

se desprende del articulo noveno transitorio del decreto en comento, la que tuvo 

verificativo el veinticinco de abril del afio dos mil uno y comenzó su vigencia el dieciocho 

de mayo del mismo ano 

Respecto a la reforma del articulo 107, fr~cción XVI, de la Constitución, de 1994, 

por la que se dispuso que la inactividad procesal o la falta de promoción de parte 

Interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de 

amparo, producirla su caducidad, es de mencionarse que el argumento principal del 

legislador para Incorporar tal figura procesal, consistió en el fortalecimiento de la 

seguridad jurldica; por considerarse que no era posible que ante la falta de Interés por 

parte del quejoso, los tribunales de amparo continuarán requiriendo a las autoridades 
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responsables el cumplimiento de las sentencias protectoras: manteniendo asl la falta de 

definición del derecho en nuestro pals, como se puede advertir de la exposición de 

motivos de 5 de diciembre de 1994 que, en lo conducente, señala: 

"Finalmente, se propone Introducir en la fracción XVI del articulo 107 
constitucional, la figura de la caducidad en aquellos procedimientos 
tendientes a lograr el cumplimiento de las sentencies de amparo. SI bien 
es cieno que mediante el juicio de amparo se protegen las garantlas 
Individua/es de manera que su concesión conlleva el reconocimiento de 
una vio/ación a las mismas, tamb/t!n lo es la necesidad de fortalecer /a 
seguridad jurld/ca. No es pos/ble que ante la falta de lntert!s jurld/co por 
parte del quejoso, /os órganos de justicia continúen demandando a /os 
responsables por su cumplimiento y manteniendo la falta de definición 
del derecho en nuestro pals. Al Igual que acontece con la caducidad de 
la Instancia en el propio juicio de amparo, las modalidades de la reforma 
propuesta se dejan a la ley reglamentarla.'"' 

Lo anterior implica, que no obstante que el procedimiento para obtener el 

cumplimiento de las sentencias reviste un carácter oficioso, será a cargo del quejoso la 

continua solicitud al tribunal de amparo para que sea ejecutado el fallo, con lo a.ial se le 

releva de dicha obligación permanente al órgano judicial, por lo que se modificó 

sustancialmente el procedimiento establecido en los articulas 104 a 113 de la Ley de 

Amparo: aunado a que la declaración de la caducidad se traduce en la perdida de un 

derecho subjetivo público que ha sido adquirido por una sentencia, consistente en ser 

restituido en el goce de la garantla violada, que no puede ser vedado por una declaratoria 

de naturaleza netamente procesal, lo cual ni siquiera ocurre en los procedimientos de 

ejecución en los juicios ordinarios con carácter exclusivamente patrimonial. 

n Exposición de motivos, Cámara de origen: Cámara de Senadores, México, D. F. a S de diciembre de 1994. 
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Ahora bien, el sistema dispuesto por la Ley de Amparo para lograr el cumplimiento 

de las sentencias protectoras se compone de diversos procedimientos, excluyentes entre 

si, cuya procedencia depende de que se actualice alguna de las siguientes situaciones": 

1º. Desacato a la sentencia cuando la autoridad responsable, abiertamente o con 

evasivas, se abstiene totalmente de obrar en el sentido ordenado por aquélla, o bien no 

realiza la prestación de dar, hacer o no hacer que constituye el núcleo esencial de la 

garantla que se estimó violada en el fallo protector, sino que desarrolla actos que resultan 

intrascendentes, secundarios o poco relevantes para dicho cumplimiento. En este 

supuesto: 

(a) Si el tribunal de amparo que conoce del asunto declara que no se ha cumplido 

la sentencia a pesar de los requerimientos dirigidos a la autoridad responsable y 

a su superior jerárquico (articulo 105, párrafo primero), remitirá de oficio el 

asunto a nuestro Alto Tribunal, Iniciándose el incidente de inejecución (articulo 

105, párrafo segundo) que puede conducir a la destitución de la autoridad 

responsable en términos del articulo 107, fracción XVI, de la Constitución 

Federal; 

(b) SI el tribunal de amparo resuelve que la responsable cumplió la sentencia, 

procede la inconformidad en contra de su decisión (articulo 105, párrafo 

tercero), cuya resolución podrla conducir a la destitución de la autoridad 
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responsable y su consignación ante un juez de Distrito, si la Corte comprueba 

que ésta incurrió en desacato o procedimientos ilegales para Incumplir, dando la 

apariencia de cumplimiento; 

(c) Si el quejoso elige que la sentencia de amparo se dé por cumplida mediante el 

pago de dinero, procede el incidente de cumplimiento sustituto (articulo 105, 

cuarto párrafo). 

2°. Cumplimiento excesivo o defectuoso del fallo protector. Ante esta situación, el 

impetrante de garantlas puede acudir al recurso de queja en contra de los actos de la 

autoridad responsable (articulo 95, fracciones 11 y IV) y en contra de la resolución que 

llegue a dictarse, procede el llamado recurso de queja de queja (articulo 95, fracción V), 

cuya resolución no admite a su vez medio de impugnación alguno. 

3°. Repetición del acto reclamado cuando la autoridad reitera la conducta declarada 

inconstitucional por el fallo protector. En este supuesto: 

• Si el tribunal de amparo resuelve que la autoridad incurrió en esa repetición, procede 

el envio de los autos a la Suprema Corte para que determine si es et caso de imponer 

la sanción de destitución y su consignación ante un juez de Distrito; 

• Si el tribunal de amparo resuelve que la autoridad no Incurrió en repetición del acto 

reclamado, procede la Inconformidad en contra de su decisión (articulo 108), cuya 

74 La Tesis rÁGINA LXIV/95, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, Novena Época, Pleno, 
Tomo 11, Octubre de 1995, p:igina 160, cuyo rubro indica: "SENTENCIAS DE AMPARO. PROCEDIMIENTOS 
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resolución podria conducir, en caso de ser fundada, y una vez agotados los trámites 

legales, a la destitución de la autoridad y a la consignación señalada. 

• En los dos supuestos anteriores, los procedimientos que podrian conducir a la 

destitución de la autoridad responsable se tramitarán sin perjuicio de las medidas que 

deban tomarse hasta obtener el cumplimiento del fallo protector. 

Incidente de lnejecución de sentencia. 

Efraln Polo Bernal, indica que: "/os incidentes en el juicio de amparo son cuestiones 

procesales que requieren de procedimientos que tienden a resolver controversias de 

carácter adjetivo que sobrevienen accesoriamente en el proceso de amparo, relacionadas 

inmediata y directamente con el asunto principal que es objeto de un proceso de amparo, 

durante su tramitación que aquéllos pueden o no suspender, o en la ejecución de la 

sentencia que haya concedido al quejoso la protección de la justicia solicitada, y que son 

resueltos con substanciación o sin ella, por sentencia interlocutoria o por auto, bien en 

cuaderno separado del principal, en éste sin e¡¡perar la sentencia definitiva o en ésta 

misma, o bien después de que es dictada para satisfacer a la parte que obtuvo sentencia 

favorable~ refiere además que: "toda cuestión procesal derivada, vinculada o en estrecha 

relación con el juicio de amparo en trámite o en sus diversas y múltiples etapas, 

originadas con respecto al juez, a las partes, al objeto procesal, a la adecuación del 

procedimiento o a la validez o nulidad de algunos actos o a su cumplimiento, importa un 

PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO PARA LOGRAR SU CUMPLIMIENTO." 
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incidente, que puede o no presentarse, pero que si surge asume una fisonomla propia 

dentro del proceso de amparo, dadas sus caracterlsticas de auténticos procesos de 

conocimiento especial, por referirse a planteamientos concretos que concluyen con una 

declaración decisoria especifica del órgano jurisdiccional que intetviene y con 

trascendencia y gravitación posibles frente al principal asunto del juicio de amparo, del 

cual son un apéndice o consecuencia'''. 

De lo anterior, se advierte que los incidentes en el juicio de amparo son aquellos 

procedimientos tendientes a resolver las controversias de carácter adjetivo relacionadas 

inmediata y directamente con el juicio de amparo, que sobrevienen accesoriamente a éste 

y que pueden ser resueltos con sustanciación o sin ella; ya sea por sentencia 

interlocutoria o por auto; bien en cuaderno separado del principal, en éste sin esperar la 

sentencia definitiva o en esta misma; o bien, después de que es dictada para satisfacer a 

la parte que obtuvo sentencia favorable, en la Inteligencia de que en los juicios de amparo 

no se substanciarán mas incidentes de especial pronunciamiento que los expresamente 

establecidos por la ley de la materia y, por lo que hace a los demás, si por su naturaleza 

fueren de previo y especial pronunciamiento, se decidirán de plano, es decir, sin forma de 

substanciación, en términos de lo dispuesto por el articulo 35 de la Ley de Amparo. 

Para el autor en cita, el incidente de incumplimiento de sentencia "es e/ 

procedimiento constitucionalmente establecido en la fracción XVI del articulo 107 de la 

75 Polo Bcmal Efmfn, ''Los inc/Jtntts tll ti Juicio dtA•JMro", Edil. Limusa, S.A .. de C.V., MCxico, 1993, página 19 
y 20. 
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Ley Fundamental y reglamentado por los arllculos 104, 105 y 106 de la Ley de Amparo, a 

favor del quejoso que obtuvo el amparo y la protección de la Justicia de la Unión, cuando 

la autoridad responsable se abstiene en forma absoluta de acatar la sentencia ejecutoria 

de amparo, y que aquél debe seguir para la eficaz ejecución de ésta"." 

A lo anterior, se puede agregar que en el procedimiento establecido en la fracción 

XVI, del articulo 107 de la Constitución Federal Intervienen dos autoridades judiciales en 

dos fases procesales, a saber: una que conoce del amparo y que aplica las medidas 

tendientes al logro de la ejecución de la ejecutoria de garantlas, que concluye, en algunos 

casos, con el acatamiento de los requerimientos por parte de la autoridad responsable y 

otra que, en caso de reticencia en el cumplimiento, recibe los autos del juicio y está 

facultada para requerir a las autoridades responsables el cumplimiento a la sentencia de 

amparo, y decidir si procede o no, la destitución y consignación de la autoridad contumaz, 

ante el juez de Distrito correspondiente (Suprema Corte de Justicia de la Nación). 

Para la procedencia del Incidente de lnejecuclón de sentencia, el incumplimiento a 

las ejecutorias dictadas en los juicios de gar.¡mtlas, se puede presentar, en tres 

supuestos, a saber: 

a) Incumplimiento por omisión total en la realización de los actos tendientes al logro 

de los objetivos del fallo protector en términos de lo dispuesto por el articulo 80 de la ley 

de la materia. 

76 Polo Berna! Eíraln, Ob.</t., p!gina 143. 
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En este supuesto, la autoridad contumaz no realiza acto alguno para cumplir la 

ejecutoria constitucional, no restituye al quejoso en el goce de la garantla individual 

violada restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación. 

b) Retardo en el cumplimiento del fallo protector por evasivas o procedimientos 

ilegales. 

En esta hipótesis, no es la inhibición de la autoridad responsable para ejecutar la 

sentencia de amparo la que la actualiza, sino una abstención para observarla aduciendo 

pretextos a fin de no acatarla, es decir, que para no cumplir la ejecutoria constitucional, la 

autoridad Invoca motivos injustificados, los cuales tienden a demorar el cumplimiento del 

fallo, o bien la dilación en su cumplimiento puede originarse por "procedimientos ilegales·, 

es decir, que la autoridad realiza trámites que no están permitidos por la ley o que son 

contrarios a las disposiciones jurídicas que rigen el acto reclamado y siempre que el 

pronunciamiento del amparo no haya abarcado a éstas, pues en el supuesto contrario, al 

quedar dichas normas despojadas de su obligatoriedad frente al impetrante de garantlas, 

no pueden, por consiguiente, regular la actividad de la autoridad tendiente a cumplir la 

ejecutoria constitucional. 

c) Cuando no se realiza la prestación de dar, hacer o no hacer que constituye el 

núcleo esencial de la garantla que se estimó violada en el fallo protector, sino que la 

autoridad responsable desarrolla actos que resultan Intrascendentes, secundarios o poco 

relevantes para dicho cumplimiento. 
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En este caso, no es la omisión total de la autoridad responsable ni el retardo en el 

cumplimiento del fallo protector por evasivas o procedimientos ilegales, sino el que la 

responsable no cumpla con la prestación requerida por la sentencia, que constituye el 

núcleo esencial de la garantla que se infringió, realizándose asl actos poco relevantes 

para el cumplimiento de aquélla. 

En ese sentido, de conformidad con lo dispuesto en los artlculos 107, fracción XVI, 

de la Constitución Federal; 105, de la Ley de Amparo; 1 O, fracción VII, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación corresponde originariamente al Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación resolver los Incidentes de inejecución para que decida 

sobre la aplicación del numeral constitucional primeramente citado, lo que se justifica 

plenamente si se tiene en cuenta que, dado el Imperio con que están investidas las 

sentencias de amparo, su cabal y oportuno cumpllmlento implica una cuestión de orden 

público, no sólo por el Interés social que existe de que la verdad legal prevalezca, sino 

porque primordialmente, constituye la forma de superponer los mandatos de nuestra Ley 

Fundamental, que son el sustento y finalidad de nuestra organización federal. 

Cabe destacar, que de conformidad con lo dispuesto por los artlculos 107, fracción 

XVI, de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; 105, de la Ley de 

Amparo; 1 O, fracción VII y 11, fracción V de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación en relación con el punto tercero, fracción IV, del Acuerdo 1/1997, emitido por 

el Tribunal Pleno el veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y siete, corresponde a 
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las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolver los Incidentes de 

inejecución de sentencias cuando no se esté en el caso de aplicar la sanción prevista en 

el primero de los preceptos invocados, por considerarse que corresponde al Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación la función de intérprete supremo de la 

Constitución y, por ello, no se requiere de su intervención en aquellos asuntos en los que, 

al resolverse, no se tengan que abordar cuestiones estrictamente constitucionales o de 

gran trascendencia para la vida jurldica del pals, como lo es el eficaz cumplimiento de los 

fallos protectores. 

Ahora bien, en el incidente de inejecución de sentencia pueden existir tres 

pronunciamientos o resoluciones excluyentes entre si; es decir, el que lo declara 

improcedente; el que lo declara sin materia; y, el que lo declara fundado. 

El Incidente resulta improcedente, si con anterioridad a su tramitación, se verifica 

alguno de los siguientes supuestos: 

a) Cuando las autoridades contra las que se otorgó la protección de la justicia 

federal, acreditan fehacientemente ante el tribunal de amparo el cumplimiento 

de la ejecutoria de garantlas, dado que el presupuesto para su procedencia es 

la existencia de una actitud contumaz por parte de aquéllas para cumplir con la 

sentencia de mérito, en la inteligencia de que este pronunciamiento no prejuzga 

sobre su cabal o debido cumplimiento, dejándose al quejoso en aptitud de 
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promover los medios que estime pertinentes, a efecto de plantear dicho 

extremo. 

b) Si el tribunal de amparo se pronunció respecto del cumplimiento de la sentencia 

de garantlas, o bien, ordenó el archivo del asunto como concluido, y dicha 

resolución hubiere causado ejecutoria, adquiriendo asl la calidad de cosa 

juzgada, por haber sido confirmada por el tribunal Ad Quem; o por no haber sido 

impugnada. 

Son aplicables, por analogla a los dos supuestos mencionados, las tesis cuyos 

rubros y textos Indican literalmente: 

''WCONFORMl>AD. RESULTA IMPROCEDENTE SI SE PROMUEVE EN OONTRA 
DE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE Nll'MO QUE nJllO POR ClM'l.DA SU 
SENTENCIA PROlECTORA, EN ACATAMENTO AL FALLO DEL TRIBUNAL NJ 
QUEM EMTIX> EN UN RECURSO DE QtEJA DE QUEJA, EN QUE DEClARÓ 
QUE NO HUBO DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DEL FALLO PR01ECTOR. Si el 
<JJEJm eslMJ en desawen:D <m el iúlne de e iespcrsü¡ sobe el CU11Jfi1Bt> 
<Bha e sErlkni:lde11T1UOYimnM>elrea.mde q.Jlja padefecilen e~ 
del fakJ JJtilcb, en kirmills del atlo.*> OO. illxD1 rv, de e Ley de AfT1m>, y el ..uez 
de Dftt> del co IOdr 1 iel ib b cmsiBó flnkb, IDO la respms¡Ele i1erp.Jso ~de 
ipeja y el Tihrial COOgaX> oo quem la delDó ln:tada pacµ:t esüro que ro tlix> 
OO'ecD en e ejeaJCDl de la serblia pdecDa, es de co iSÜ:ralSe que ese ~ 
anstibJye una de es eqias mnraes del JJtxESO de $aJciir1 de e srin:ia de 
art1DO y e dedsiín fi.rd<rre'j¡¡I que co"l!va 11em 1a IÍGllia de IXJSa ;.izgooa; pa b 
que si el .blz del co IOdr 1 iel ib en ooDrierib de esti ~ resc:UÜl decBa 
~ !lfl1Ül su fakJ JJtilcb, e imibrnoad que se prom.ieva en su aria 
resU1a i i '1ooedel !E." (1'b.ula Época, nam Seg.rda Sala, Fllril: Serraei> 
.btill de e FedEr.riíl'I y su G<ma, Taro: IX, Phi de 1009, Tesis: 2a. XLI~. J191a 
210~ 

''REPEllCIÓN DEL ACTO RECLAMADO. NO PUEDE PlAN1CARSE RESPECTO 
DE LA MSMA RESOlUCION QUE EN UN RECURSO DE QUEJA SE DECU1RO 
QUE NO 1\JllO DEFECTO EN LA EJECUCIÓN. Qalb el ~estina que tlix> 
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de(ectJ en la ejerutü1 de una serErJda de !lllQO y ¡mTlll'Ml ream> de ~ p¡13 
que se ex;r1i1e tal áu.nsl<n:ia y al resci.u" el .lJez O tb.ml estiro que ID '1bJ 
defOOo en el a.Jf4Ílrilm de la SBWnia, el tpp> ID Jlllde JD1e¡I" la repi:Aiüi de 
ado respeáJ de la misma resriIDl que fue rmUia del ream> de q.Jlljl. ya que la 
~del ddeci:Jen la~ Jlll5l4JOOO neresarme*ilaexisamdeatis y 
abslenOOnes a que oblga el falo y b lRXI que se ¡DW!aes la i m ib11m1 en relalm 
<Dl la OOerua001 de bs acD; de ~ y el falo IJl*dr, en a*> que en la 
repeliOOtl del acD ID IEy ~ y la a::llJI de la ~ es asirkla pa' el 
artJcW 108 de la Ley de ArrlBOa la W iie;nm1 dela Sfrinia, de manera tal que 
ruarm eldstl rosa ~ ooirt:a de que ro '1bJ deleci> m la ejerutü1 de la 
seoam de 011lBO. Y<Dl ~a ella sedtnrda la tepelKül deact> lespeOO 
de la misma teooló'.n que fue maleia de la q.¡eja. lite deru1da debe dedr.lse 
i 1 fA\Xlldel lle, sil que tal ahi> sea de aUder.le ami> el aw que se estine repellM> 
sea disliltJ o ¡n¡BU al que fue~ de ;nti; m el recuso de q.¡eja. pues en tal 
supuesbel aw que sedenroa wro rehiW>debe serexamm.· (tbterll Épx:a, 
lnstnia: ~ Sala, fUEQ¡: SEmnlb .lliial de la Rm<mn y su Gaaltl, 
Taro: rv, DOOrimde 1996, Tesis: 2a.CXV1.$,ptqia223~ 

c) Cuando existe un principio de ejecución de la sentencia de a111paro parcial o 

relativa que importe la realización de actos que trascienden al núcleo esencial de la 

prestación en la cual se traduce la garantla que se estimó violada, dado que la ley 

de la maleria establece en las fracciones IV y IX de su articulo 95 otro recurso a 

seguir, como lo es la queja para lograr su correcto cumplimiento, como se 

desprende del criterio sustentado por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte en la 

las tesis LXV/95, visible en el Semanario Judicial de la Federación, Novena ~poca. 

Tomo 11, Oclubre de 1995, página 116, cuya sinopsis dice: 

'1«:llENTES DE NSJECUC10N E INCON'OAMDAD. PMA ESTIMR QUE 
EXISTE ''PRKIPIO DE EJECUCIÓN"QUE HIGAPROCEDEN1E !AQUEJA, NO 
~AN ACTOS flREl.lt1tWE¡ O PREPMA'TCRIOS, SI«> IA REAUlACIÓN 
DE AQUELLOS QUE mASCIENDEN AL N'.lclEo ESENCIAL DE IA 
OBI IGACIÓN ElCIGllA, CON IA CLARA MENCIÓN DE NJOrAR EL 
CUMPl..l.ENIO. Esetb.mldelile ~delaDbsosbü>en la bilque<Dl 
el ü de: iNCOlfORMOADEs PREVISTAS PCR a TERCER PARRAFO DEL 
ART1ct.JLO 100 DE LA LEY DE /WP~ E~ DE tEJEruCKlN DE 
SENTENCIA,. REQUEREN, COMO PRESlJ't.ESTO t-ECESARIO, LA 
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ltvl'UTACIOO DE UNA ACTTTUl ABSlENCICNSTA TOTAL POR PARTE DE LA 
AUTORIDAD RESPONSABIE PAAAl!/::,ATAA.LAE.ECUTORIADE M'f'AAO', está 
JllÜ3la en el ApérÓll al Senuui> Jid:ial de la FEÓllÜJn de mi rowOOnD; 
ode'tl y aro, Prima P<m, ~ochx:iem;wnixto,p.iesun llJIMl exaim de 
la fraa:üi XVI del artlai> 107 ansliUira Vgril, en relacül cm el sisima pnMsil en 
la Ley de Anµro fBil bgll' el curprr¡m de las senmdas immas. 
especfuiiDE en sus atia.tJs 95, fraaiJnes 11 a V, 105, 100 y 107, rruestra lµl loo 
'1ci:tere de f1ejewcÜl y de i m ib11 iW liml estirase pooodenk!s oo s'.tl en el 
~ de iµi exista Lna OOsiJri'.rl W de la abmJ res¡xn;al:E otigOOa a 
OJT4lÍI' la SEIEncia, sro miJüi en~ casoo en q.ie cii1a a.bihl realza aáJs 
q.ie oo~ e1 rúiloesermdela Jlll5locÜlen laaa se traiDl lagr.riaiµi 
se estiró ..mla en la senBria, es dad', IJle se inla a des:mE" aáJs 
iibasoeule11e;, preírrWues o SllW'lbOO tµJ IJIDl la~ de IJle se está 
~el ta!D, toda wz iµi OOb <ltniiaW la ~ de tales i"O:lenes, se 
ll<Dl dectM:> el deredu del <µjm de &me& a la ro iSWaD 1 de este alb lrb.nal la 
IJlllCiJda de la aiilrilOO res¡ms¡ü¡ iµi a b<M's de evasivas y a:i:Js de escasa lñ::ada, 
premE eká el curprr¡m del "*> pmtr, k> q.ie oo pxtia klgase a b<M's del 
rearso de ~ pa déelt> o exreoo en la ~. ya iµi su substal idacD 1 en 
nf9i1 caso cxniriia a Íl1UD" la snm JJeo.Sa en el J1ewi*> cooslhDial en cila; 
en este ssti:>, tmá "pitjJi:> de "3ariín" y SEél i 1 pooedei lb pcr tal nDM> loo 
'1ci:tere de f1ejewcÜl y de imib11iW, pa 9J1i'se bi ~del IOO.l&l de 
cr.ieja, aam se alVeta iµi la aDihl ~ha nHzaJo aam meros en 
p¡m, ~ 1Jes1aü1 iµi es la eserm JBll restli al iµijo6o en el !J'.lOO de la 
g¡m-.fa llDOOa, a:111silera m la naLrae2a del bien fu idai 1e1lah e*' ¡xt*lgilo o 
resgadim en la ljlaDia de aJl&O, 1JJe es el rmeo de la reslbÜi m la !JR-& 
W:OJa. el~ de aáJs u arisDles de las abiBles neasms para resruarese bien 
pn::E9óJ y su sma iWnD1 de ac3<1'el "*>.'' 

En los tres supuestos anteriores, el Presidenle de la Suprema Corte de Juslicla de 

la Nación, al momento de recibir los autos de un juicio de amparo que han sido remitidos 

porque presuntivamente no se ha ejecutado la sentencia protectora, no puede 

pronunciarse respecto de que el Incidente de inejecución de sentencia es improcedente, 

pues tal proceder carecerla de apoyo legal en virtud de que ni en la Ley de Amparo ni en 

la Orgánica del Poder Judicial de la Federación existe disposición alguna que se lo 

permila, sobre la base de que ésta ya se cumplió o está en vias de cumplirse, en todo 

caso, la resolución que en derecho proceda debe dictarla el Pleno o la Sala a la que se 
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encuentre adscrito el ministro ponente, como se advierte en la tesis P. XXXVl/91, visible 

en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VIII-Julio, página 10, 

cuya sinopsis dice: 

"INEJECUCIÓN DE SENTENCIA, INCIDENTE DE. EL PRESIDENTE DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA CARECE DE FACULTADES PARA 
DESECHARLO POR IMPROCEDENTE. De los Acuerdos números 1188 y V/89, 
puntos Primero, Cuarto y Quinto del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de diecinueve de enero de mil novecientos ochenta y ocho y de cuatro de 
abril de mil novecientos ochenta y nueve, respectivamente, se desprende que este 
alto Tribunal delegó, en favor de las Salas que lo integran, la facultad pare conocer 
de los incidentes de inejecución que resulten improcedentes, infundados, o bien, 
que hayan quedado sin materia, es decir, de aquellos en que no procede aplicar la 
sanción prevista en la fracción XVI del artlculo 107 constitucional. Pero tal 
delegación de facultades no recayó en favor del Presidente de la Suprema Corte; 
además de que no existe precepto legal alguno, ya sea en la Ley Olflánica del 
Poder Judicial de la Federación o en la Ley de Amparo, que lo autorice a desechar, 
por improcedentes, los incidentes de inejecución de las sentencias de amparo, 
sobre la base de que éstas ya se cumplieron o están en vías de cumplirse.• 

El Incidente en estudio queda sin materia, si durante su tramitación, se actualizan 

los siguientes supuestos: 

a) Si el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito Informan a la Corte 

Suprema, que se pronunciaron sobre el cumplimiento de la sentencia de amparo, 

acreditándolo fehacientemente mediante el acuerdo respectivo, en la Inteligencia de que 

dichos órganos jurisdiccionales deberán notificar al quejoso el auto en el que se 

pronunciaron respecto a dicho cumplimiento, dejándosela asl en posibilidad de hacer 

valer los medios de Impugnación respectivos en su contra, dado que en este supuesto la 

Corte no examina su debido cumplimiento. 
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b) Cuando la autoridad responsable acredita ante nuestro Alto Tribunal, el 

cumplimiento de la ejecutoria de amparo; caso en el cual, si la responsable no ha 

notificado al gobernado la resolución que haya emitido en cumplimiento de dicha 

ejecutoria, y en su caso, los documentos que se anexaron, la Suprema Corte ordenará 

que se le notifiquen, por conducto del tribunal de amparo, a efecto de que haga valer los 

medios que la ley de la materia prevé, si asl lo considera, corno lo ha sustentado la 

Segunda Sala de la Suprema Corte en las tesis jurisprudenciales 16/99 y 17/95, visibles 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Torno IX, Marzo 

de 1999 y Torno: 1, Junio de 1995, pagina 122 y pagina 159, respectivamente, cuyos 

rubros y textos, Indican: 

'HJECUCIÓN. LA NOlF1CACIÓN A LA PARIE QUEJOSA DEL OFICIO 
MED1AN1E EL CUAL LA RESPONSABLE PRETENDE ClJPtlll..ft CON LA 
SEN1B1C1A DE /lllfJARO, PUEDE REAl..llARLA El JUZGADOR, NO 
OBSrANTE QUE ESA NOlF1CACIÓN FORME PARIE DEL CUMPl.MENTO. Si 
se araide o~ JBa o éeOO oo que se ü ll1a restUDi y se 1Uf4J0 e 
rr&na m brre pem:nil a e ¡mi <µp¡a, estb.b que el fab ¡xOOci:rsc'.t> se acalaá 
Wmm aam e a.txm:1 res¡ms¡ü! teya~ <i1m acDi. Sil enUl!P. 
amJ o fn (.6oo del ;.m 00 !Jl'frias 09-IJll! las serErtias cmslhireles IJJe 
an:Blen el <l'f1BO y la ¡rtUá'.Jl oo la .lJSÜl FlldEm se QJ11D1, pue00 el~. 
lila wz que la a.tnaJ le mvla la reDlcül, adelu que ésla se le náJIJle m brre 
pmuial a la ¡mi q..oep¡a JBa kls eh:tls 1eg¡Es ansig.ierEs, llJeS ID1!A>se0ID1 
~y<dJaCiroesµüEs measmsque&Dpeoon 1aaa1iaa:ü1de 
µDi! y ¡¡B¡á¡, tal <daXnes CDqlBE ID1 k>ásplest> ¡xrel atiai> 111 de la Ley 
~ 00 kls Ai1hlls 103 y 107 ConstlJ:inEs, IJJe adlm IJJe el~ 
1JJe mji) la smm:.ia ~ µueOO llDll" rut1* la e;iatm oo IJJe se '3e 
<ÜlltJ las ádenes reresaBs JBa elb" 

'HJECUCIÓN DE SEN11!NCIA. QUEDA SIN MATERIA aJANDO LA 
AUTamAD RESPONSABLE ACRElll"ADRCTAMENTE ANTE LA SUPREMA 
CORTE EL CUMPl.MENTO DADO A LA EJECUTORIA DE Nlf>MO. Q.mb e 
aDml ~otig¡r:laa IB"~a la srillda deill1BO. aaedll111 
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fama dieda lTIE la Si.peina Qllle de .1Jsül de la Ntmri el aaDrientJ IBb a la 
ejeaJbB oon la dcn.mlrtriln <ñial <Jlll asl b denuSre, debe de!base sil mami 
el imer*3 de m;nmi resp3dM:>, sil~ sobe el delit>a.nl*nin> IBb 
a la serEn:ia J100cba de~ y eim lbár00se a sM> bs IDlrlllS del iµpn 
para, en su caso, ta:erv.E"kls mediJsde deíensa q.¡e ~a su lElm." 

c) Si ante nuestro Alto Tribunal, o ante el tribunal de amparo que conoció del juicio 

de amparo, el agraviado manifiesta su deseo de optar por el cumpllmlento sustituto, o 

pago de daños y perjuicios, o bien, se compruebe que ya se inició el procedimiento en 

comento, o que exista convenio extrajudicial o judicial entre el quejoso y la autoridad 

responsable, siendo necesario que si la parte quejosa opta por el pago de danos y 

perjuicios, el juzgador de amparo abra este incidente, que deberá culminar con una 

condena de pago de pesos: y que si opta por la aceptación de un convenio, éste se haya 

firmado, dado que, en caso contrario, la declaración de que el Incidente original ha 

quedado sin materia, podrla dejar a Ja parte quejosa en estado de indefensión, como bien 

lo ha señalado la Segunda Sala de la Suprema Corte en la Tesis Xlll/2000, cuya sinopsis 

dice: 

'1NEJECUCIÓN DE SENTENCIA. PARA QUE EL CUr.l'llMEN10 SUS1111JIO 
DEJE SIN MATERIA El INCl:IENTE ORIGINAL, ES tECESAR10 QtE, SI B. 
QUEJOSO OPTA POR EL INCl:IENTE DE PAGO DE DMos YPERJUCIOS, B. 
JUZGADOR DENIPAROASRAES1EINCEEN1E, YSI N:EPFAUN CONllENO, 
QUE ÉS1C SE FRIE.· Paa q.¡e se decBe sil mima el iDlril CJ9'EI de 
flejeo.m1 de una ejeaDia de il!1BD. en mn del ~ s&U> "'9 
estake el l6ro ~ del aticW 1ffi de la Ley de Arr4ao. ljen pcr madi> del 
OO:lertl de daro; y perj.ül;, o bien, JXX'la eásm:ia de un mMri>, es necesali> "'9 
s1 1a p¡rti cµjisa ~ pera lll!Pdedalbs yper;DJs, e )J2!1i!Cb'de 111'8t>aba a 
OO:lertl, q.¡e dOOllá ainilll' oon una amena de lll!P de pesos; y q.¡e si~ pcr ti 
~de un ID'Mril, ~se haya fmab. De no serasl, la dedilatü1 de "'9 el 
OO:lertl agra ha quedaOO sil mama, poctla d1$1' a la !BE iµp¡a en esBb de 
fldefensi6n.. 
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d) Si el quejoso expresa, mediante escrito ratificado o comparecencia ante la 

Suprema Corte, o bien ante el tribunal de amparo, que se ha dado cabal cumplimiento a la 

sentencia protectora y que, por ende, se le ha restituido en el pleno goce de la garanlla 

que se estimó vulnerada; supuesto en el que, una vez que la Corte se pronuncie al 

respecto, el tribunal de amparo deberá ordenar el archivo del asunto, conforme lo ha 

sustentado la Primera Sala de nuestro Alto Tribunal en la tesis jurisprudencia! 44/ 97, cuyo 

rubro y dalos de identificación indican: 

"tEJECUCIÓN DE SENIENCIA. QUEDA SW MATERIA CUANDO EXISTE 
Esam> DE LA QUEJOSA, llEBl>AMEN11: RA1F1CADO, POR EL QUE 
MN*ESTA SU cotE<RtmAD CON EL ClJM'l..llEfl'O DADO POR W 
RESPONSABl.E.S ALAEJECUIORIA DE NIFARO. Si la <µp;a rllriesta ri! el 
,loez de DislrtJ w arirmial ID1 el ~ dab ID' las respa GÜlS a la 
~ que e wnide e1 M1JIID, niecme e5IJi> delil<mrE r.ilicaOO, y e1 ,uez 
l13fT1E esa; ellmrtls a la &.perna Qrtl de .lJslida ¡aa w <D o:i1iert>, es eWlEdl 
que y.¡ ro sWsisil la 11eriestDí11 ii::ial de liill ;.oez, en el serüb de que el~ ro se 
h<iJla ooU!o, y en esas áwlsmils el ro:lerE respedM> debe decDase sil 
maD'a" (NcMrn Época, SeTmliJ .Ui;D de la Feder.ürl y w Goo!E, Taro VI, 
DOOrhede 1007, pp . .200~ 

e) Cuando durante el trámite del lncide~te, el quejoso promueve el recurso de 

queja por defecto, o bien, el tercero perjudicado interpone el recurso de queja por exceso 

en el cumplimiento del fallo protector, dado que el actuar de la autoridad responsable 

trasciende al núcleo esencial de la obligación exigida; de lo que se impone concluir que no 

existe contumacia para acatar dicho fallo, en términos de la tesis XXVll/96, sustentada por 

la Segunda Sala, cuyo rubro y dalos de Identificación pueden repetirse: 
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"INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. ES IMPROCEDENTE SI 
CONTRA SU CUMPLIMIENTO SE PROMOVIÓ RECURSO DE QUEJA. El Pleno 
de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido en la tesis 
denominada "INCIDENTE DE INEJECUC/ON DE SENTENCIA Y RECURSO DE 
QUEJA. SON CONTRADICTOR/OS Y NO PUEDEN COEXISTIR", que el incidente 
y recurso en cuestión se excluyen entre si, pues el primero tiene como base la 
desatención de las responsables a una ejecutoria de amparo, en tanto que el 
último, se refiere al caso en que la sentencia de amparo se ejecutó, aunque en 
forma que puede resultar defectuosa o excesiva. En tal virtud, si se encuentra 
demostrado que la responsable no incurrió en actitudes de dilación y real evasiva 
de la sentencia protectora, sino que realizó /os actos con /os que consideró se 
apegaba a lo ordenado y, además, se acredita que la parte quejosa interpuso 
recurso de queja, debe concluirse que el primero deviene improcedente, por haber 
desaparecido la abstención de la autoridad que le dio origen." (Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo 111, Mayo de 1996, 
pp. 249}. 

f) Si la autoridad responsable acredita fehacientemente, ante la Suprema Corte, o 

ante el tribunal de amparo, que existe imposibilidad jurldica y/o material para dar cabal 

cumplimiento a la sentencia de garantlas; sin que se exima la responsable de cumplirla 

subsidiariamente; lo que importa que el tribunal que conoció del juicio requiera al 

agraviado para que manifieste si opta o no por el cumplimiento substitulo y en caso 

afirmativo iniciar el procedimiento respectivo. 

g) Finalmente, cuando se acredite de manera indubitable que el gobernado falleció, 

siempre y cuando los actos reclamados afecten de manera exclusiva los derechos 

personales del otrora vivo y no trasciendan a sus derechos patrimoniales reclamables por 

sus benefeciarios, ya sean herederos o legatarios, según lo ha sustentado la Primera 

Sala de la Suprema Corte en la Tesis 1a. 1/93, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Época, Tomo XI-Marzo-, página 5, que indica: 
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"INCIDENTE DE INEJECUCIÓN SIN MA TER/A, POR FALLECIMIENTO DEL 
QUEJOSO. Debe declararse sin materia el incidente de inejecución de sentencia 
si se acredita fehacientemente que ha fallecido el quejoso y el acto reclamado 
afecta derechos estrictamente personales, por lo que ninguna otro persona podr/a 
tener interés en la ejecución de la sentencia de amparo.· 

Por último, el incidente de lnejecución es fundado cuando de las constancias 

de autos se aprecia que la autoridad responsable no ha ejecutado los actos que 

trascienden al núcleo esencial de la obligación exigida y en atención a la contumacia 

insistente por la autoridad responsable, aún cuando se hubieren efectuado múltiples 

gestiones para tratar de lograr el cumplimiento de la ejecutoria de amparo; supuesto en el 

que se determina la separación inmediata de la autoridad y su consignación penal al juez 

de Distrito correspondiente, por el delito de abuso de autoridad, en términos del articulo 

208 de la Ley de Amparo, en relación con el penúltimo párrafo del articulo 215 del Código 

Penal Federal, sin perjuicio de que se devuelvan los autos del juicio de garanllas al juez 

de Distrito, para los efectos de que continúe con el requerimiento a las autoridades 

responsables, con el fin de lograr el total cumplimiento de la ejecutoria de amparo". 

77 
En sesión celebrada el veintiocho de octubre de mil novccicnlos noventa y siete, el Tribunal Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, resolvió el incidente de incjecución 31197, por unanimidad de nueve votos de los 
Señores Ministros: Sergio Sal\'ador Aguirrc Anguiano, Mariano Azuela GOitrón, Juan Dlaz Romero, José de Jesús 
Gudiño Pclayo, Guillcnno l. Ortiz Mayagoitia, llumbcrto Román Palacios, (Ponente), Oiga Sánchcz Cordero de Garcia 
Villcgas, Juan N. Silva Meza, y Presidente en funciones Juvcntino V. Caslro y Castro, en el que se dctcnninó que las 
autoridades responsables hablan incurrido en conlumacia en el cumplimiento de la ejecutoria de amparo, y que en lo 
particular, el dircclor de Pennisos y Concesiones dcpcndientc de la Dirección General de Servicios al Transporte de la 
Sccrelarla de Transpones y Vialidad del Dcpa11amcnto del Distrito Federal, Martln Franco Nova, babia observado wia 

expresa renuencia a cumplir la sentencia dictada en el juicio de garantlas, considerándose, por consiguiente, procedente 
dctenninar la imposición de la sanción prevista por la fracción XVI del articulo 107dc la Constitución General de la 
República, consistente en la separación del cargo y su consignación ante el juez de Distrito que correspondiera, que en 
el caso tocó conocer al Juez Cuarto de Distrito en Materia Penal en el Distrito Federal. 
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Denuncia de repetición del acto reclamado. 

Este supuesto suscita una de los problemas más dillciles que afronta la leerla del 

juicio conslilucional, dado que consiste en determinar en una múltiple gama de hipótesis 

concretas que suelen darse en la realidad, cuando la autoridad responsable o cualquiera 

olra que deba Intervenir en el acatamiento de la sentencia protectora, reitera o reproduce 

el acto o los actos contra los que se concedió la protección federal, y cuando, a propósito 

de dicho cumplimiento, realiza un acto nuevo, impugnable, a su vez, mediante un nuevo 

amparo78
• 

En efecto, para determinar si la figura de la repetición del acto reclamado, regulada 

en los artlculos 107, fracción XVI de la Constitución Federal y 108 de la Ley de Amparo se 

actualiza, es necesario en primer término, que exista un fallo que conceda la protección 

de la Justicia Federal respecto de cierto acto de autoridad que se consideró 

inconstitucional y que la responsable, al pretender cumplir con la sentencia de amparo, 

insista en lesionar la esfera jurldica del gobernado, dictando un acto ulterior en los 

mismos términos que el primero, con el mismo sentido de afectación y que reproduce la 

violación de las garantlas Individuales que fueron protegidas en la sentencia de amparo, 

esto es, que el aclo reitera exactamente las mismas violaciones de garanllas Individuales 

que fueron declaradas inconstitucionales en el fallo protector, con lo cual desconoce el 

principio de cosa juzgada y la fuerza vlnculaloria de las sentencias de amparo. Asl, 

resulta que el aclo reiterativo necesariamente será un acto positivo, pues de lo contrario, 
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si no ha habido cumplimentación, lo que se configura es un desacato a dicha sentencia, 

no una repetición del acto, dado que un acto negativo por su misma naturaleza no puede 

reiterarse. 

Ahora bien, para determinar si se está en presencia de dicha repetición, es 

necesario realizar un análisis comparativo entre la resolución denunciada y los vicios que 

motivaron la concesión del amparo respecto del acto reclamado, tal y como lo ha 

sustentado la Segunda Sala de la Suprema Corte en la tesis publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 111, correspondiente a junio de 1996, página 

372, que establece: 

'REPEllCIÓN DEL ACTO RECLAMADO. PARA DETERMNAR SI EXISTE, DEBE 
EFECTUARSE UN ANAiJSls CCM'ARATM> ENTRE LA NUEVA RESOUJCIÓN 
DENUNCIADACOMOREPE11CIÓN Y AQUÉU.AQlE REMATERIADELFAU.O 
PR01ECTOR. T<JllirOO en OJEÜliaDn !JI! el~ de tas 9ri3ncias de 
anµro es de aden JlÜX>, reda ileUtil JBB la aDüOO IJlll deba lestWer el 
irilerE IJlll por re¡Bjcü1 del láJ rectmm se e ¡DEe, ¡roa.rase txtis kls 
elemEriJsdearMcxDinec:esm;JBBelegal~.sinb~ 
neasro a1eg¡1se anms rescidms. 1a recimlla y la IJlll se dEn.rda ami 

repetim, sil perjü> de aros elemEriJs !JI! JUiera1 mdl' ~ a rn de IJlll el 
jJzg¡m'esi3 en jDlhTdOO legal de éeciael debilo ads6 ~y debTrm' 
as!, rned<riE la Ollllda V<Dacüi de bils kJ¡eBntrO¡ 00 )ü>, si el ¡Q¡ dEnn:Bb 
htum en kls misnnl W:iJs q.ie <IJiel i'lµqab en el )ü> oo gr.Días y d'1D del 
fak¡ JJt*x'b'. Qnlea.eEmer'E, si el )JeZ de Cliilrt> re5llWe el iDlenle sil taes 
elemEriJs, ¡moo00 dewtvBte kls U:Js roa IJl!rale Oll ilPB!Pª dm!cro." 

Asentado lo anterior, se destaca que el Incidente en estudio se tramita ante el 

Tribunal de Amparo, mediante la denuncia del quejoso, único legitimado para hacerlo, ya 

71 Cfr. Ourgoa, Ignacio, "El Juicio dt AMp11ro ", Ob. cit., (lágina 560. 
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que si bien es cierto el cumplimiento de las ejecutorias es de orden público, ello no 

legitima a cualquier sujeto para que pueda exigir su acatamiento, pues en atención al 

principio de relatividad de las sentencias, que implica el que la protección constitucional 

que se otorgue proteja sólo a quien haya promovido el juicio de garantlas, a su vez 

produce la legitimación del quejoso, para denunciar la repetición del acto reclamado; de lo 

que se advierte que, cuando el articulo 106 de la ley de la materia se refiere a la "parte 

interesada", debe entenderse esta referencia como correspondiente a la parte beneficiada 

con la protección federal, que es quien tiene Interés en que se cumpla en sus términos la 

ejecutoria, como bien lo ha sustentado el Tribunal Pleno de la Suprema Corte en la tesis 

P. CLXXl/97, visible en el Semanario Judicial de la federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo VI, Diciembre de 1997, página 176, que indica: 

''INCONFORMIW> PREVISTA EN LOS AR1fcULos 105 Y 108 DE LA LEY DE 
flllf>M.O. LEGl1IMCIÓN PARA PROMO\IERl.A Si bien l'l llll1*ri'*J de es 
ejewbias es de adm ¡1tim, el> ro kJ91ina a aapersf*l IJEl'3 que llBla mdgi'w 
acaanienD, ¡ulSenaBti'.Jnal ~de~de esser&mde1111DO. que 
il1*a e que la Jll*laDi fecDal que se cD¡J.Je iJt*$ s'.t> a iµe,i o a (JErlBS hir¡m 
~e ).Ül de g¡r.ria¡;, a 5U wz ¡nrlm la legiliTaül, piqarem del 
quepso, PEl'!I eJ9' e an1*Tiert:> de es~ de all1DO o ID3derulCD1a 
repeticiln del aiJ redmado; de ~I que, warm l:ls atkii:Js 100y100 de la Ley de 
An1J810 se réem "a la !BE nresooa•, debe frinlelse esta rerenma arro 
cn1es¡xA oo ti a la p¡m berddOOa <m la Jll*laDi hbal, que es cpen iene ir8és 
en que se cumpla calBnerE la EjDDia y a cpen ¡lale abD1e la resciDón que 
deOOa sebe e llll1*ririJ de 1a sin:n:e de arTlllO· o liln. 1a que decDe iú1dilla 
1a deru1da de ~ del att> redimrb; i1cllso, pom1a mer esm caácB' 1a 
aJbi:B:t res¡msalE am00e jJelde oati dedim mtooa 1a dlnroa de repeliiln 
del acto redimKb. Pir tri:>, e deposhil e iB\u'b ain cal!Jl a la a$J de la 
ne¡p;:iacü1 ¡:rqil:ml de la <JllPla, iµe,i es ten:eo i1Besatl m el plXBirÉI lb de 
huBga redimKb, al caeoor del caá!D' de ali r i üah o gerem de la negoáaciln 
cµjlsa, JlllS s'.t>tiermro.talesde a:bo, y al SI!'~ al)üide~ calla! 
de~ ¡aaeiV'erurpn&rbdetaljDDiade1111JE10." 
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Ahora bien, una vez presentada la denuncia el órgano de control dará vista con 

ella, por el término de cinco dlas, a las autoridades responsables y a los terceros 

perjudicados, si los hubiere, para que expongan lo que a su derecho corresponda; 

teniendo facultad tanto el quejoso y aquellos para desahogar pruebas, en condiciones de 

igualdad procesal, para que estén en aptitud de ejercer con mayor eficacia su derecho de 

defensa, respetándoseles asl su garantla de audiencia, aplicando para tal efecto las 

disposiciones contenidas en el Libro Segundo, Titulo Segundo, Capitulo Único, 

denominado "incidentes", del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo, conforme dispone su numeral 2°, sin perjuicio de la 

facultad-deber que tiene el Tribunal de Amparo para dictar todas aquellas medidas u 

ordenar la práctica de las diligencias necesarias que tiendan a esclarecer si realmente se 

ha dado cumplimiento o no a la ejecutoria de amparo, conforme lo ha establecido nuestro 

Máximo Tribunal en las tesis siguientes: 

"REPEllCIÓN DEL ACTO RECLAMADO. EN EL t«:lllEN1E REIATIVO S<»I 
APUCABLES, SlJIUTORIAMENM, LAS NORMAS DEL OOaGo FEDERAL DE 
PROCEDMENTOS alll.ES, REl.AllVAS AL OfREClt'ENTO Y DESAHOGO DE 
PRUEBAS EN t«:llENIES. La ciwGn::ia de <JJB el atiai> 100 de e Ley de 
An1D1J no estable2l'3 e>qJllSl1e'E 111 ~ ID3 el c.teciTiert> y reaipeüi de 
JXU8bas dr.Rl e mum del imBrÉ de repetiXn del a'*> llllimllo. no es rallln 
5lfüril ID3 <JJB, llBilWl una ilbJJ1Wcü1 mer.mri3 iEral de~ Jll80BI*>, se 
estine <JlB en el imBrÉ de ~ no JJiOOlde el mecirier*> y desrqp de 
¡xoobas, si se coosifera <JJB de oo.mb <Xll1 b dEpJest> en el illW:> 3:>. de e Ley de 
An1DIJ, y el ami de 0SE '*> bbnal en relaOOn a e a¡b:D1 a.-e del Cód!J> 
Federal de Plu:ai1ie lbl o.tes a ll(JlelB ley, esta~ es~ Rl5plál 
de es llJl11BS <JJB mg.Dl e1 cmtrilr*> y dllsrqp de JllUlllm en m iDlerEs, 
ariarm; en el l..bu Se!Jnb, Tül Se!J.n*>, Q¡pli> Utx>, dermiBlo 
"irilerEs", del a'.xQ>~ d.t fedim. ya <JlB estas noonas Jll!lOB5iEs sébWn!n a 
001_...I .. ta, y no ll9Bl, <Xll1b~enelalil1*>100de B ley de An1DIJ; 
adené;, b rilrD' JlllllE <JJB se i'BSpeé a es !BDI e~ de adenci!, ya <JlB 
una YeZ ¡nmBla e <Duria de repeiciirl del a'*> llllimrl>. el IJllljm, e aDml 
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res¡xn;alle y, 111 su caso, e muo perj.ó:aOO, 111 animes de ~ Jl!llll53, 
estará1111 ~de ~<Dl rm'p'elica:ia su derecrodedelellia. 9 

"REPE11CION DEL ACTO RECLAMADO. OBI IGACIÓN DEL JUZGADOR DE 
NIPARO DE MERVEt.R OF1CIOSAMEN1E EN El INCIDENTE REl.ATIVO, 
DICTANDO TODAS /O IEUAS MEDl>AS U ORDENNllO LA PRAcncA DE 
LAS D1UGENC1AS NECESARIAS QUE TENOAN A ESa.ARECER SI 
EFECTIVAMENTE LA AUTORl)A[) ~ INCURRIÓ O NO EN 
VIOLACIÓN A LA SENTENCIA DE NIPARO. De la iep!D:iá 1 lllOOni:a de D; 
OOlab; oo, 105, 100 y 111 de la Ley de An1J'lo, se des¡rende 1p3 e arr1*Tier*J de 
las ~de m'1BO es tra weSül de adlf1 Jl'.tiro YIJIB D;.1JBOOSde Dittl o 
1a wm:tad 1p3 haya roram de µoo de lfllB!l, ro 9'.il tiBm 1a ¡x*3stll SÍI> e 
deber de f*3Neni" clo:ha10*3, cürm bJas ~ nlBlilas u adermlb la 
prájjca de las digendas noosms 1J1B tierlBl a esdleoor si l1BnenE se ha dacb 
<lJ11Ífnilnb o ro a la Ejlabia de ~. PO' el>, ro J1IBde IDl5Ür.r.ill 1J1B tre 
i 11e¡maoor 1 iUa de la t1ina pm de JJiner ¡:ánÉ de Bib.*> 100 de la Ley de 
An1J'lo, ani=i al ~Mxxideestila'IJIB 111ISlsi'DB&9'.i>la&pema Qm 
de Jus1ida de la Nocüi tiene la faahl de resoMlr ale!trlilse b¡ eBra'*ls lpl esine 
cmven1er1es, sro IJlB mtiín 1a tillm e .kJeZ de Oistrt> o 1a aDüOO IJlB haya 
amOOodelµci>de M1BO. dacblJIBamErd:>al ~de derecrodelplOOrde 
existe la misma razón debe~ la misma dis¡xJSi:i'n, se s9Je 1J1B la htill IJIB 
~ D; ág¡I1lS i-Jislixb tE5 fecBales, 111 ISls cam, es la nBna, esb es. 
deemi1ar si dedivanere la ai:JiiE res¡xn;alle inJID o ro 111 \ÜdJl'I a la 
senem de a11JEIO al repBi"e acti recimm, respeci:J de rual se~ la pt8xilr1 
cmstituOOnal.>llO 

Sustanciado el procedimiento, el Tribunal de Amparo dictará la resolución que 

proceda en el término de quince dlas; que en caso de decidir que si existe la repetición 

del acto reclamado, remitirá inmediatamente el expediente a la Suprema Corte de 

Justicia, para su resolución definitiva, sin perjuicio de que aquél siga con las órdenes 

necesarias para el cumplimiento debido de la ejecución. 

19 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Tomo 111 

Diciembre de 1995, Tesis 2a. CXl/95, pagina406, 
'°Véase Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Instancia: Segunda Sala. Tomo IX. Marzo de 
1999, Tesis 2aJJ, 17/99, página 161. 
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Ya en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para agilizar el trámite de la 

denuncia en estudio se han tomado las medidas establecidas en la fracción IV del punto 

tercero del Acuerdo 1/1997 y en la fracción XIV del Acuerdo 2/1998, ambos del Tribunal 

Pleno, en los que se faculta a las Salas de la Suprema Corte para resolver en definitiva 

las denuncias de repetición del acto reclamado, en los casos en que no proceda aplicar la 

sanción prevista en la fracción XVI del articulo 107 constitucional. Caso contrario, si se 

estima que existe repetición del acto reclamado conocerá el Tribunal Pleno; el que 

determinará que la autoridad responsable quede Inmediatamente separada de su cargo, y 

que además, sea consignada directamente al juez de Distrito que corresponda, para que 

la juzgue por el delito de abuso de autoridad81
, en los términos que el Código Penal 

aplicable en materia federal senala, y si la autoridad responsable tuviere fuero pedirá, a 

quien corresponda, su desafuero si fuera necesario, esto último conforme lo dispone el 

articulo 109 de la Ley de Amparo, que es del tenor literal siguiente: 

"AR1fcuL0109.SibamB!res¡xn;¡ül<JJBdebaSO"sepmlammneal!ltia.t> 
rillir g:izae de iJlm CXJ\SliUXml, b Sl4mna Qm, si ¡:rocaiere, detDaá <JJB es 
el caoo de a¡*3" b fraaDi >M del ..thi> 107 de b QnslUm Feder.t, y cm esla 
deciracÜ1 y i<llanams de ÚlS <JJB estme neasres. petiá a qJen 1XJ1BSpJ1 da 
elclesWerodebmqresma.uml." ' 

A ralz de la reforma de 1982, se suprimió la idea del fuero que gozaban ciertos 

funcionarios tanto estatales como federales, para ser sustituida por la de juicio polltlco y 

la declaración de procedencia; por fuero se entendla el privilegio del que gozaban 

81 Como lo ha sostenido el Pleno de la Suprema Corlo en la tesis PAGINA X/191, publicada en el Semanatio 
Judicial de la Federación, Octava Epoca. Tomo VII-Marzo, p~glna 7, cuyo rubro Indica: 1NEJECUCIÓN DE 
SENTENCIA. SI EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CONSIDERA QUE 
UNA AUTORIDAD INCURRIÓ EN ELLA Y DECIDE SEPARARLA DE SU CARGO, DEBE CONSIGNARLA 
DIRECTAMENTE ANTE EL JUEZ DE DISTRITO QUE CORRESPONDA." 

171 



determinadas personas en virtud de su cargo público para no ser sujetas a procedimiento 

o jurisdicción penal, en tanto desempeñaran su cargo, cuando el fuero es una protección 

a la función desplegada por el servidor público, por ser éste parte de un organismo, sin 

que dicho fuero constituya Impunidad, pues, nuestra ley fundamental condiciona tan sólo 

la intervención de otras jurisdicciones a la satisfacción de determinados presupuestos 

para proceder contra tal o cual funcionario; asl, y retomando la referencia a la declaración 

de procedencia y al juicio polltico, es dable mencionar que el primero es aquel 

procedimiento mediante el cual se puede sujetar a un servidor público a procedimiento 

penal, en tanto que el segundo tiene como finalidad el privarlo del desempeño de su 

encargo e impedirle que lo realice durante cierto tiempo como resultado de su mal y grave 

desempeño de su cargo en perjuicio de la colectividad, perfilándose asl como una sanción 

polltica, efecto de una responsabilidad polltica, generando una acción de igual naturaleza, 

en la inteligencia de que la una no excluye a la otra, pues, si se aprecia que el servidor 

público al incurrir en responsabilidad polltica ha colmado un tipo delictivo al mismo tiempo, 

dará origen al procedimiento de declaración de procedencia. 

El numeral transcrito con antelación, se estima que excede lo prescrito por la 

fracción XVI del articulo 107 constitucional, disposición de mayor jerarqula, porque 

condiciona la separación del cargo de la autoridad contumaz a la declaración de 

procedencia que se realice, cuando el numeral constitucional precitado senala, en lo 

conducente: "dicha autoridad sera inmediatamente separada de su caf!10 y consignada al 

juez de Distrito que corresponda". 
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En efecto, cuando el numeral 109 de la Ley de Amparo señala que se necesitará la 

declaración de procedencia de la Cámara de Diputados para actuar en contra de los 

servidores públicos que menciona el articulo 111 de la Constitución Federal, excede el 

contenido y alcance del articulo constitucional que pretende reglamentar, incorporando 

una condición no prevista para la separación y consignación de la autoridad contumaz, 

por lo que debe estarse a lo estipulado por la Constitución -norma original empapada de 

supremacla- que se traduce en directriz juridica del resto de los ordenamientos derivados 

de ella, los cuales no pueden apartarse de sus postulados. 

Ahora bien, aún cuando el articulo 111 de la Constitución Federal dispone que para 

proceder penalmente contra los servidores públicos que menciona, por la comisión de 

delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayorla 

absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 

Inculpado; se considera que en los casos en que una autoridad insistiere en la repetición 

del acto reclamado en un juicio de amparo o tratare de eludir el cumplimiento del fallo 

protector, será el Pleno de la Suprema Corte el que debe resolver separarla 

inmediatamente de su cargo y consignarla directamente al juez de Distrito 

correspondiente, para que la juzgue por la desobediencia cometida, ya que por una lado, 

la hipótesis que previene la fracción XVI del articulo 107 constitucional Implica una 

situación de excepción a aquél numeral, porque ante dos disposiciones contradictorias en 

el mismo cuerpo legal, debe preferirse a la norma especifica frente a la general y, por 

otro, a que si la Suprema Corte de Justicia de la Nación, concluye que una autoridad 
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incurrió en desacato a una ejecutoria de amparo y decide separarla de su cargo no puede 

condicionar su obligación de consignarla penalmente ante el juez de Distrito que 

corresponda, que le impone el mismo orden constitucional, a la declaración de 

procedencia que debe emitir un órgano diverso del Estado. 

Incidente de inconformidad. 

La Ley Reglamentaria de los artlculos 103 y 107 de la Constitución Federal y la 

jurisprudencia dan el carácter de incidente a la figura a estudio, aún cuando algunos 

tratadistas consideran que es materialmente un recurso, dado que en él se ejercita una 

pretensión que pide modificar una resolución judicial a través del examen que debe 

realizar el tribunal superior.82 

Independientemente de que sea considerada como un incidente, para unos, o 

recurso, para otros, la inconformidad procede en contra de las resoluciones siguientes: 

a) La resolución que declara cumplida la sentencia de garantlas; 

b) La resolución que declara la imposibilidad material y/o jurldlca para ejecutar 

dicha sentencia. 

Este supuesto de procedencia ha sido establecido por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte bajo el razonamiento de que si bien el tercer párrafo del articulo 105 de la 

11Tron Pctit, lean Claudc André, NAfanual dt los l1tcl4tnltJ tlf ti Juicio dt AIWJH'ro ", Edil. Thcmis. ,. reimpresión. 
México, 1997, página 60. 
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ley de la materia establece que cuando la parte interesada no estuviere conforme con la 

resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el 

expediente a nuestro Alto Tribunal, ello no importa que sólo establezca dicha procedencia 

contra las resoluciones que tengan por acatados los fallos protectores, sino que también 

procede contra las resoluciones que declaren sin materia el cumplimiento por 

imposibilidad legal o material, pues ambos tipos de resolución son equiparables, en tanto 

tienen como efecto común que el asunto se archive como concluido por encontrarse ya 

liberadas las autoridades responsables de las obligaciones que las sentencias de amparo 

les imponen, ya sea, en el primer caso, por haberse cumplido con la misma o, en el 

segundo, por encontrarse Imposibilitadas legalmente para tal cumplimlento.83 

c) La resolución que declara sin materia, o Infundada la denuncia de repetición de 

los actos reclamados. 

Igual que los anteriores supuestos, el presente ha sido establecido por la Segunda 

Sala de nuestro Alto Tribunal bajo el razonamiento de que de conformidad con lo 

dispuesto por el articulo 105, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, el requisito esencial 

para la procedencia de la inconformidad es la existencia de una resolución que tenga por 

cumplido el fallo protector, resolución a que debe equipararse a aquélla que declara sin 

materia el Incidente de repetición de acto reclamado, por haber quedado sin efecto el 

propio acto reclamado, ya que a pesar de que esta última no declara cumplida la 

u Véase la tesis 2a. LJl/95, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo J, Junio 
de 1995, página 235, cuyo rubro indica: INCONFORMIDAD. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
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ejecutoria de amparo, tiene el mismo efecto: que el asunto se archive como concluido por 

encontrarse liberadas las autoridades responsables de las obligaciones que las 

ejecutorias de amparo les imponen.84 

El incidente se tramita ante el Tribunal de Amparo, en principio, mediante el escrito 

del quejoso, ya que la protección constitucional que se otorgue protege sólo a quien haya 

promovido el juicio de garantlas, a su vez produce la legitimación de éste para interponer 

la Inconformidad, dado que es quien tiene Interés en el cumplimiento total de la ejecutoria, 

como bien lo ha sustentado el Tribunal Pleno de la Suprema Corte en la tesis P. 

CLXXl/97, que ha quedado transcrita con anterioridad al hablarse de la legitimación para 

promover la denuncia de repetición del acto reclamado. 

Una vez determinado, quiénes tienen legitimación en la causa para promover el 

incidente en estudio, se examinará el plazo que se tiene para Interponerlo ante el tribunal 

de amparo, para lo cual se atiende al texto del articulo 105, tercer párrafo, y 108, primer 

párrafo, de la Ley de Amparo que en su parte co~ducente respectivamente establecen: 

"Cuando la parte Interesada no estuviere confonne con la resolución 
que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el 

DECLARA SIN MATERIA EL CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. 

64 Véase la tesis LXXXV/196, visible en el Semanario Judicial do la Federación y su Gacela, Novena Época, 
Tomo IV, Sapl/ombre de 1996, página 288, cuyo rubro indica: INCONFORMIDAD TAMBIÉN PROCEDE 
ESE INCIDENTE EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA SIN MATERIA LA DENUNCIA DE 
REPETICIÓN DE ACTO RECLAMADO. 
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expediente a la Suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá 
presentarse dentro de los cinco d/as siguientes al de la notificación de la 
resolución correspondiente; de otro modo, ésta se tendrá por consentida". 

"La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por parte 
Interesada ante la autoridad que conoció del amparo, la cual dará vista con la 
denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así 
como a los terceros, si los hubiere, para que expongan lo que a su derecho 
convenga. La resolución se pronunciará dentro de un término de quince días. 
SI la misma fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, la 
autoridad remitirá de Inmediato el expediente a la Suprema Corte de Justicia; 
de otro modo, sólo lo hará a petición de la parte que no estuviere conforme, 
la cual lo manifestará dentro del término de cinco d/as a partir del siguiente al 
de la notificación correspondiente. Transcurrido dicho término sin la 
presentación de la petición, se tendrá por consentida la resolución. La 
Suprema Corte resolverá a/legándose los elementos que estime 
convenientes." 

Como se puede apreciar, los dispositivos transcritos establecen que la 

inconformidad debe presentarse dentro de los cinco dlas siguientes al de la notificación de 

la resolución correspondiente; plazo que ha sido interpretado de distinta manera por tas 

Salas que conforman la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

En efecto, la Primera Sala, al resolver las inconformidades 107/95, 114/95 y 77196, 

sostuvo que el término de cinco dlas con que cuenta el quejoso para Interponer la 

inconformidad debe computarse a partir del dla siguiente "al de la notificación de la 

resolución correspondiente" y no "desde el dla siguiente al en que surta sus efectos ta 

notificación", en virtud de que donde el legislador no distingue no cabe hacer distinción y 

es regla de lógica que la norma especial excluye a la general, además de que ta 

notificación es un acto independiente de la fecha en que surte sus efectos, pues de otro 

modo no se explica la razón del por qué el legislador distinguió el término de la aludida 
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inconformidad, al igual que también lo hizo para el recurso de queja en el articulo 97, 

fracciones 11 y 111 de la ley de la materia; criterio que dio lugar a la tesis de jurisprudencia 

21/96, aprobada en sesión de catorce de agosto de mil novecientos noventa y seis, por 

unanimidad de cinco votos, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo IV, agosto de 1996, página 152, cuyo rubro indica: INCONFORMIDAD. INCIDENTE 

DE. TÉRMINO LEGAL PARA SU PRESENTACIÓN. 

Por su parte, la Segunda Sala al fallar las inconformidades 34/97, 18/97 y 255/96, 

resolvió que el término de cinco dlas dentro de los cuales debe promoverse la 

Inconformidad, debe computarse a partir de aquél en que haya surtido efectos la 

notificación, en virtud de que, por su naturaleza, una notificación sólo puede afectar al 

gobernado cuando ésta surte sus efectos y no antes, de manera tal que los plazos 

relativos a la impugnación de resoluciones, necesariamente tendrán que correr hasta que 

la notificación haya surtido sus efectos, se diga expresamente o no, en el articulo en el 

que concretamente prevea el plazo especifico, porque al respecto opera la regla general 

establecida en el articulo 24, fracción 1, de la ley de la materia, en el sentido de que el 

cómputo de los plazos en el juicio de amparo comenzará a correr desde el dla siguiente al 

en que surta sus efectos la notificación, incluyéndose en ellos el dla del vencimiento; 

criterio que dio lugar a la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo V, Junio de mil novecientos noventa y siete, página 255, cuyo rubro Indica: 

INCONFORMIDAD. EL PLAZO PARA PROMOVER EL INCIDENTE RESPECTIVO ES EL 

DE CINCO DIAS SIGUIENTES AL EN QUE SURTA SUS EFECTOS LA NOTIFICACIÓN 

DE LA RESOLUCIÓN QUE TIENE POR CUMPLIDA LA EJECUTORIA. 
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La contradicción de criterios referida fue resuelta por el Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte, en sesión de veintidós de junio del presente ano, en la contradicción de 

tesis 30/97, en el sentido de que el término de cinco dlas para interponer la inconformidad 

en contra de la resolución que tiene por cumplida una fallo protector o inexistente la 

repetición del acto reclamado, debe computarse a partir del dia siguiente a aquél en que 

surta efectos la notificación de la resolución respectiva pues, por su naturaleza, una 

notificación sólo puede afectar al notificado cuando ésta surte sus efectos y no antes, de 

manera tal que los plazos relativos a la Impugnación de esa clase de resoluciones, 

necesariamente tendrán que correr hasta que la notificación haya surtido sus efectos, se 

diga expresamente o no en el articulo en el que concretamente se prevea el plazo 

especifico, porque al respecto opera la regla general establecida en el articulo 24, fracción 

1, de la Ley de Amparo, en el sentido de que el cómputo de los plazos en el juicio de 

amparo comenzará a correr desde el dla siguiente al en que surta sus efectos la 

notificación, incluyéndose en ellos el dla del vencimiento85
• 

De acuerdo con lo expuesto, es dable senalar que el incidente de inconformidad 

debe reunir tres requisitos de procedibiiidad, a saber: 

a) Que sea a petición de parte interesada, dado que no es dable tramitarla de 

oficio; 

85 
Se destaca que dicha resolución fue adoptada ror mayoria de seis votos de los seftores Ministros Aguirre Anguiano, 

Azuela GOitrón, Dlaz Romero, Gudii\o Pclayo, Ortiz Mayagoitia y Presidente Góngora Pimentel; votando en conua los 
scilorcs Ministros Castro y Castro, Aguinaco Alemán, Román Palacios, Sánchez Cordero y Silva Meza. quienes se 
pronunciaron en el sentido de que prcvalcz.ca el criterio cmilido por la Primera Sala. 
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b) Que se haga valer contra la resolución que declara cumplida la sentencia de 

garantlas, la resolución que declara la Imposibilidad material y/o jurldica para 

ejecutar dicha sentencia, o bien en contra de la resolución que declara sin 

materia, o infundada la denuncia de repetición de los actos reclamados 

(resoluciones esenciales que autorizan la tramitación y resolución del incidente 

a estudio, dado que si no existen dichos pronunciamientos la Inconformidad 

resultarla improcedente); 

c) Que se plantee dentro de los cinco dias siguientes al en que surtan efectos las 

notificaciones de las resoluciones antes dichas. 

Ahora bien, una vez presentada la inconformidad dentro del plazo Indicado con 

antelación, el Tribunal de Amparo, sin hacer declaración sobre su admisión, dado que es 

competencia exclusiva de la Suprema Corte tal pronunciamiento, deberá remitir los autos 

del juicio de amparo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación; en donde resolverán la 

Salas cuando no proceda aplicar la sanción prevista en la fracción XVI del articulo 107 

constitucional, en términos de la fracción IV del punto tercero del Acuerdo 1/1997 y 

fracción XIV del Acuerdo 2/1998, ambos del Trlbunal Pleno y éste cuando si proceda 

aplicar dicha sanción; tanto el Pleno como las Salas, resolverán allegándose de los 

elementos que estimen convenientes, supliendo la deficiencia del escrito de 

inconformidad, aún ante la ausencia de agravios, dado que en el Incidente no rige el 

derecho estricto, sino que prevalece el examen oficioso, ya que se reitera, el 

cumplimiento de las sentencias de amparo es una cuestión de orden público. 
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En tales condiciones, es pertinente concluir que la Inconformidad procede en contra 

de las resoluciones que declaran cumplida la sentencia de garantlas, las que declaran la 

imposibilidad material o jurldica para ejecutar dicha sentencia y las que declaran sin 

materia, o Infundada la denuncia de repetición de los actos reclamados; el término de 

cinco dlas para interponer la Inconformidad en contra de las resoluciones setlaladas con 

antelación, debe computarse a partir del dla siguiente a aquél en que surta efectos la 

notificación de la resolución respectiva; tienen legitimación en la causa para promover la 

inconformidad el quejoso y excepcionalmente el tercero perjudicado, en este último caso 

cuando la promueve, por ejemplo, para que se le restituya un predio del cual fue 

desposeldo en cumplimiento de una sentencia de amparo que se dictó en un juicio en el 

que fue señalado como tercero perjudicado y, con ese carácter, después de ejecutada la 

sentencia, logró que se anulara la notificación del fallo y posteriormente promovió recurso 

de revisión, por el que se revocó el amparo concedido y se sobreseyó; dado que, por una 

parte, la sentencia revocatoria produce un efecto equiparable al de un fallo concesorio, 

por cuanto obliga a retrotraer las cosas al estado en que se encontraban antes de la 

ejecución de la sentencia de primer grado; y, por otra parte, al estar directamente 

interesado en que la revocación de la sentencia de primera instancia produzca efectos 

restitutorios por cuanto hace a la ejecución ya realizada; no es dable tramitar de oficio la 

inconformidad, siempre debe ser a petición de parte; al Tribunal de Amparo no le es 

factible desechar la inconformidad, dado que es competencia exclusiva de la Suprema 

Corte el pronunciarse por su admisión o desechamiento, y la Suprema Corte de Justicia 

resolverá allegándose de los elementos que estimen convenientes, supliendo la 
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deficiencia del escrito de inconformidad, aun ante la ausencia de agravios, dado que en el 

incidente a estudio no priva el derecho estricto, sino que prevalece el examen oficioso, 

dado que, como hemos reiterado, el cumplimiento de las sentencias de amparo es una 

cuestión de orden público. 

Recurso de queja 

Como ha quedado asentado en el desarrollo del presente capitulo, las autoridades 

responsables están obligadas a dar cumplimiento a las ejecutorias de amparo, de modo 

tal, que deben realizar todos y cada uno de los actos determinados en la misma, y en los 

cuales se traduce el núcleo esencial de las obligaciones exigidas. Asl pues, si dicha 

ejecutoria fuera cumplida en los términos en los que se ordenó, y el quejoso estuviera 

conforme con dicho cumplimiento, el asunto quedará concluido y se ordenará su archivo; 

sin embargo, puede acontecer que Ja autoridad responsable no se ajuste al alcance de la 

decisión respectiva, el cual se precisa en los considerandos correspondientes; lo que se 

traducirla en la realización excesiva de los actos que dicha autoridad debe desempenar 

para dar cumplimiento al fallo de amparo, en cuyo caso habrá exceso en el cumplimiento 

a la ejecutoria, o bien en la omisión de alguno o algunos de los actos que determinen el 

alcance de éste; hipótesis que se traduce en un defecto. 

Asi, se considera que existe defecto en el cumplimiento de la sentencia, cuando 

ésta se ejecute de manera parcial o Incompleta, es decir, cuando no se realicen todos los 

actos que el núcleo esencial de la misma le impuso a las autoridades generadoras del 
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acto reclamado. En otras palabras, cuando las autoridades obligadas a cumplir con el fallo 

protector, efectúen menos de lo ordenado en el fallo protector. 

Por otra parte, existe exceso en el cumplimiento de la sentencia, cuando las 

autoridades responsables sobrepasan lo que manda aquélla, esto es, se extralimita su 

ejecución; en este sentido, resulta que cuando es excesivo el cumplimiento, quien en todo 

caso acudirá a la queja será aquella persona respecto de la cual el acto reclamado fue 

fuente de derechos subjetivos o de una situación jurldlca concreta favorable a sus 

intereses; esto es, el tercero perjudicado, o bien, cualquier autoridad a la que le depare 

perjuicio el cumplimiento que se haya efectuado, esta última hipótesis confonne al articulo 

96 de la Ley de Amparo , que en lo que interesa dispone: 

Lo anterior es asl, dado que salvo raras excepciones, a la parte quejosa no le 

interesará que se disminuyan las prestaciones que obtuvo de más, con el cumplimiento 

efectuado por las autoridades responsables. Caso contrario, cuando exista defecto en el 

cumplimiento de la ejecutoria de garantlas, es inconcuso que el único que acudirá será el 

quejoso, dado que es al que le depara perjuicio dicho cumplimiento. 

Ahora bien, el medio del que disponen los sujetos mencionados con antelación 

para combatir aquellos actos realizados por la autoridad responsable, en cumplimiento a 

un fallo protector, que importen exceso o defecto, es el recurso de queja , en ténnlnos de 
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lo dispuesto en las fracciones IV y IX del articulo 95 de la ley de la materia, que disponen 

su procedencia contra actos de las autoridades responsables, por exceso o defecto en la 

ejecución de la sentencia dictada en los casos a que se refiere el articulo 107, fracciones 

VII y IX, de la Constitución Federal, en que se haya concedido al quejoso el amparo y 

contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los 

Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo unllnstancial , por exceso o defecto en la 

ejecución de ta sentencia por la que se haya concedido el amparo al quejoso. 

En ambos supuestos, el término para la interposición del recurso de queja es de un 

año, contado a partir del dla siguiente al que se notifique al quejoso, el auto en que se 

haya mandado a cumplir la sentencia, o al que la persona extraña a juicio a quien afecte 

su ejecución, tenga conocimiento de ésta; salvo tratándose de actos que Importen peligro 

de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno 

de los prohibidos por el articulo 22 de la Constitución, supuesto en el que la queja podrá 

interponerse en cualquier tiempo, conforme lo dispone el articulo 97, fracción 111, de la Ley 

de Amparo. 

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que no es 

admisible la aplicación literal del articulo 97, fracción 111, sino que debe interpretarse 

atendiendo principalmente a su finalidad, esto es, dar oportunidad a la parte que se 

considere afectada con el cumplimiento del fallo constitucional, de Impugnarlo, por su 

exceso o defecto, mediante la interposición del recurso de queja, oportunidad que, 

ciertamente, surge hasta el momento en que la afectada es notificada o tiene 
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conocimiento de aquel acto, siendo hasta entonces que debe empezar a computarse el 

plazo señalado por el dispositivo legal en cita para la interposición del recurso 

correspondiente. El criterio de mérito lo informa la tesis XVll/98, consultable en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Instancia: Segunda Sala, Tomo VII, 

Febrero de 1998, página 228, cuya sinopsis dice: 

"QUEJA POR EXCESO O DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DE 
SENTENCIA. EL PLAZO DE UN AÑO PARA SU INTERPOSICIÓN INICIA 
A PARTIR DEL DIA SIGUIENTE AL EN QUE EL PROMOVENTE QUEDE 
ENTERADO DEL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO. De 
conformidad con lo dispuesto por el articulo 97, fracción 111, de la Ley de 
Amparo, el plazo para promover el recurso de queja, por exceso o defecto 
en la ejecución de la sentencia, es de un año a partir del día siguiente al en 
que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la 
sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución 
tenga conocimiento de ésta. Ahora bien, no es admisible la aplicación 
literal de la disposición en cita, sino que debe interpretarse atendiendo 
principalmente a su finalidad, esto es, dar oportunidad a la parte que se 
considere afectada con el cumplimiento del fallo constitucional, de 
impugnarlo, por su exceso o defecto, mediante la interposición del recurso 
de queja, oportunidad que, ciertamente, surge hasta el momento en que la 
afectada es notificada o tiene conocimiento de aquel acto, siendo hasta 
entonces que debe empezar a computarse el plazo señalado por el 
dispositivo legal en comento para la interposición del recurso 
correspondiente. De considerar lo contrario, sujetándose a la aplicación 
literal de la nonna de que se trata, se impedirla que pudiera cuestionarse 
el defecto o exceso en el cumplimiento de la sentencia de amparo, 
desvirtuándose la finalidad de dicha disposición legal." 

De lo anterior, se desprende que el término para Interponer et recurso de queja por 

exceso o defecto en la ejecución de la sentencia es de un ano, y que dicho término 

deberá computarse desde et dla siguiente al que se notifique el acto que se estima 

entraña un defectuoso o excesivo cumplimiento de la ejecutoria de amparo, o a partir del 
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dla siguiente al en que el tercero extraño tenga conocimiento del acto que aduce 

constituye un defectuoso o excesivo cumplimiento del fallo protector. 

Asentado lo anterior, se señala que el Tribunal de Amparo, una vez admitida la 

queja, pedirá informe a la autoridad a la que se le impute el cumplimiento defectuoso o 

excesivo, la que deberá rendirlo en el término de tres dlas, contados a partir del momento 

en el que quede notificada del proveido respectivo y con informe o sin él, dará vista al 

agente del Ministerio Público por igual término, y transcurrido éste, dictará resolución 

dentro de los tres dlas siguientes. 

La falta de los informes de las autoridades responsables crea la presunción de ser 

ciertos los hechos que se les imputan y dará lugar a que se les imponga una multa de tres 

a treinta dlas de salario, conforme lo dispone el articulo 100 de la Ley de Amparo. 

Ahora bien, la resolución que se dicta en el recurso de queja Importa el análisis 

forzoso de los actos de autoridad tildados de parciales o excesivos, con relación a los 

alcances y efectos de la ejecutoria, pues la materia sobre la que versa el recurso en 

comento consiste en la interpretación del fallo protector a partir de la naturaleza de la 

violación examinada en el juicio de amparo; la precisión de los efectos y alcances propios 

de dicho fallo para lograr el restablecimiento de las cosas al estado que guardaban antes 

de la violación, para asl estar en posibilidad de determinar si el acto tildado de defectuoso 

o excesivo adolece de esos vicios, o por el contrario, determinar si la sentencia se 

encuentra cumplida en sus términos. 
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En tales condiciones, resulta que la resolución de la queja forma parte integrante 

de la ejecutoria de garantlas; es decir, se trata de una unidad de resoluciones, dado que 

aquélla no es más que la interpretación legal y obligatoria de la segunda, misma que 

determina los actos excesivos o defectuosos que hubieren cometido las responsables, o 

en su caso, que el fallo se encuentra cumplido, por tanto, la resolución que se pronuncia 

en el recurso de queja produce efectos de cosa juzgada, cuyo efecto tiene relevancia si 

por ejemplo, se tratara de hacer valer la inconformidad contra el auto que declara 

cumplido el fallo protector, precisamente con base en lo resuelto en el recurso de queja, 

ya que aquélla resultarla Improcedente, circunstancia sobre la que se ha pronunciado la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 2a. XLll/99, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: 

IX, Abril de 1999, página 210, que indica: 

'N:ONFORMl>AD. RESULTA M'ROCEDENT1: SI SE PROMUEVE EN CON1RA 
DE LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE NIFMO QUE 1WO POR CUIFLllA SU 
SENTENCIA PROTECTORA, EN ACATAftENTO AL FAl.1.0 DEL TRIBUNAi.. AD 
OO~e.mx>EN~RECURSODEQWADEQlEJA,ENQUEDEaARó 
QUE NO HUBO DEFEC10 EN LA EJECUC10N DEL FAl.1.0 PROTECroR. Si el 
queµio eslMJ en desaamb CDl el i'brre de la respastti me el l1ll1*rier*> 
dado a la senllnil de aiµro y ¡mnMl el recuso de q..ieja ¡xrd!ieciJ en la ejeaJ:ül 
del tal:> ¡xctecb, en ~ del <llkl.tl 95, fra:xül 11/, de la Ley de AltlBo. y el .km 
de Distno del ro ro., e*' b cmsi:lsó flnhb, pero 1a res¡xn¡¡ü3 i1BpJ¡o q..ieja de 
q..ieja y el Tihrel Colegalo ad <JBTl la dOOaó 11.mm pcrtJle eslim IJlS no tdx> 
defedo en la ejeOJciín de la senErDa ¡rWcba, es de w ISilailSB IJlS esle "*> 
~ l.ra de las ~ brnia:s del JIOOlSO de ljlaJIÜl de la sinencia de 
aiµro y la dedsü1 flromnal IJlS arieva tiene la IÍl3il d!J IDSa ~ ¡xr b 
que si el .km del w OOiTiel *' en ocaanem de esta l1im lllSliÜl1 delDa 
legah1ene an1*b ru fal:l ~. la ilarb1Ead IJlS se ¡mrueva en ru aria 
resUta i 11pnx:eder ie.· 
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Una vez que se hubiere declarado fundado el recurso de queja y la autoridad 

obligada continúe eludiendo el cabal cumplimiento del fallo protector, con lo cual 

desconoce el principio de cosa juzgada y la fuerza vinculatoria de las sentencias de 

amparo, se considera válido requerir el cumplimiento de la resolución de la queja en 

términos de lo que previene el articulo 105, primer y segundo párrafos, de la Ley de 

Amparo (procedimiento de ejecución) y, una vez agotado este sin éxito, determinar que 

se ha eludido el cumplimiento de la ejecutoria y enviar los autos a la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, para los efectos del incidente de lnejecución, mismos que han 

quedado precisados en el cuerpo del presente capitulo, dado que su cabal y oportuno 

cumplimiento implica una cuestión de orden público, no sólo por el interés social que 

existe de que la verdad legal prevalezca, en aras de la tranquilidad y seguridad de los 

residentes en territorio nacional, ya sean nacionales o extranjeros, sino porque 

primordialmente, constituye la forma de hacer Imperar los mandatos de nuestra Ley 

Fundamental, que son el sustento y finalidad de nuestra organización polltica. 

Finalmente, resta mencionar que cuando se declara Infundado o improcedente el 

recurso de queja, la parte que la interpuso puede impugnar dicha resolución a través del 

diverso recurso de queja de queja, también conocido en la jerga jurldica como de requeja, 

en términos de lo dispuesto en la fracción V del articulo 95 de la Ley de Amparo, que 

preceptúa: 

"ARTICULO 95.- El recurso de queja es procedente: 

188 



•v.. Contra las resoluciones que dicten /os Jueces de Distrito, el 
Tribuna/ que conozca o haya conocido del juicio conforme al articulo 37, o los 
Tribuna/es Colegiados de Circuito en /os casos a que se reffere la fracción IX 
del articulo 107 de la Constlluc/6n Federal, respecto de /as quejas 
interpuestas ante ellos conforme al articulo 98; ... • 

La requeja se interpondrá dentro del término de cinco dlas siguientes al en que 

surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, por escrito, directamente ante 

el tribunal que conoció o debió conocer de la revisión; el que requerirá al Tribunal 

Colegiado de Circuito, al juez de Distrito o al tribunal que hubiere conocido del juicio 

conforme al articulo 37 de la ley de la materia, según sea el caso, para que dentro del 

término de tres dlas, contados a partir del momento en el que queden notificados del 

proveido respectivo, rindan su informe justificado sobre la materia de la queja y envien las 

constancias necesarias para la resolución del asunto, y transcurrido dicho término, con 

informe o sin él, se dará vista al Agente del Ministerio Público Federal de la adscripción 

por igual término; y transcurrido éste, dictará resolución dentro de los diez dlas siguientes, 

en términos de lo dispuesto en los articulas 95, fracción V, 98, párrafo segundo y 99, 

párrafos segundo y tercero, de la Ley de Amparo. 

De acuerdo con lo expuesto, es dable concluir que existe defecto en el 

cumplimiento de la sentencia, cuando ésta se ejecute de manera parcial o incompleta, es 

decir, cuando no se realicen todos los actos que el núcleo esencial de la misma le impuso 

a las autoridades generadoras del acto reclamado. En otras palabras, cuando las 

autoridades obligadas a cumplir con el fallo protector, efectúen menos deberes jurldicos 

que los ordenados en el fallo protector; que se verifica exceso en el cumplimiento de la 

sentencia, cuando las autoridades responsables sobrepasan lo que manda aquélla, esto 
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es, se extralimita su ejecución; que cuando es excesivo el cumplimiento, quien en todo 

caso acudirá a la queja será aquélla persona respecto de la cual el acto reclamado fue 

fuente de derechos subjetivos o de una situación jurldica concreta favorable a sus 

intereses: tercero perjudicado, o bien, cualquier autoridad a la que te depare perjuicio el 

cumplimiento que se haya efectuado; que cuando exista defecto en el cumplimiento de la 

ejecutoria, es inconcuso que el único que acudirá será el quejoso, dado que es al que le 

depara perjuicio dicho cumplimiento; que el medio del que disponen los sujetos 

mencionados con antelación, para combatir aquellos actos realizados por la autoridad 

responsable, en cumplimiento a un fallo protector, que importen exceso o defecto, es el 

recurso de queja , en términos de lo dispuesto en las fracciones IV y IX del articulo 95 de 

la Ley de Amparo; que el término para interponer el recurso de queja por exceso o defecto 

en la ejecución de la sentencia es de un año, contado a partir del dla siguiente al en que 

se notifique al quejoso el acto que se estima entraña un defectuoso cumplimiento de la 

ejecutoria de amparo; o a partir del dla siguiente al en que el tercero extraño tenga 

conocimiento del acto que aduce constituye un defectuoso o excesivo cumplimiento del 

fallo protector; que la resolución que se dicta en el recurso de queja Importa el análisis 

forzoso de los actos autoritarios tildados de parciales o excesivos, con relación a los 

alcances y efectos de la ejecutoria, pues la materia sobre la que versa el recurso en 

comento consiste en la interpretación del fallo protector a partir de la naturaleza de la 

violación examinada en el juicio de amparo; la precisión de los efectos y alcances propios 

de dicho fallo para lograr el restablecimiento de las cosas al estado que guardaban antes 

de la violación, para asl estar en posibilidad de determinar si el acto tildado de defectuoso 

o excesivo adolece de esos vicios, o por el contrario, determinar si la sentencia se 
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encuentra cumplida en sus términos; que la resolución de la queja forma parte integrante 

de la ejecutoria de garantlas; es decir, se trata de una unidad de resoluciones, dado que 

aquélla no es más que la interpretación legal y obligatoria de la segunda, misma que 

determina los actos excesivos o defectuosos que hubieren cometido las responsables, o 

en su caso, que el fallo se encuentra cumplido, por tanto, la resolución que se pronuncia 

en el recurso de queja produce efectos de cosa juzgada; que declarado fundado el 

recurso de queja y en el supuesto de que la autoridad obligada, continúe eludiendo el 

cabal cumplimiento del fallo protector, se considera válido requerir el cumplimiento de la 

resolución de la queja en términos de lo que previene el articulo 105, primer y segundo 

párrafos, de la Ley de Amparo y, una vez agotado este sin éxito, determinar que se ha 

eludido el cumplimiento de la ejecutoria y enviar los autos a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, para los efectos de la fracción XVI del articulo 107 constitucional, dado que 

su cabal y oportuno cumplimiento Implica una cuestión de orden público y de gran 

trascendencia para la vida jurldica del pals, no sólo por el interés social que existe de que 

la verdad legal prevalezca, en aras de la tranquilidad y seguridad de los residentes en 

territorio nacional, ya sean nacionales o extranjeros, sino porque primordialmente, 

constituye la forma de hacer imperar, por sobre todas las cosas, los mandatos de nuestra 

Ley Fundamental, que son el sustento y finalidad de nuestra organización republicana y 

federal y que cuando se declara infundado o improcedente el recurso de queja, la parte 

que la interpuso puede impugnar dicha resolución a través del diverso recurso de queja 

de queja. 
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CAPITULO V. EL INCIDENTE DE CUMPLIMIENTO 
SUSTITUTO COMO MEDIO DE RESTITUCIÓN DE 
GARANTIAS DEL GOBERNADO. 
5.1 La necesidad de su existencia. 5.2 Garantlas 
susceptibles de ser cuantificadas en dinero. 5.3 La 
necesidad de la tramitación del incidente calculando 
un monto lndemnizatorio. 

La necesidad de su existencia. 

El juicio de garantlas, como toda institución de derecho, debe ser adecuada al 

mundo fáctico para evitar que se transforme en un conjunto de postulados legales inútiles; 

a través de su constante desarrollo, se ha peñecclonado por la actuación de las partes 

que figuran en el mismo; desde la actividad forense cuyo Interés se estima mayor por 

cuanto implica el beneficio que directamente se persigue a través del control de la 

constitucionalidad y desde luego, la actividad jurisdiccional y la actuación de los diversos 

órganos estatales que es sometida a la revisión constitucional, son los elementos que 

influyen en el análisis de las normas que lo rigen. Dicha transformación del juicio de 

amparo, en lo tocante a la ejecución de las resoluciones emitidas en el mismo, es 

evidenciada en la exposición de motivos de las reformas a la Ley de Amparo, difundidas 

en el Diario Oficial de la Federación, el siete de enero de mil novecientos ochenta, dentro 

de las que se Introdujo esta figura, dicha motivación Indica: 

''El artíail 126<*xga al Bmo paµbrl> la posttimde ~cxriálilva JBllque 
la suspmsOO cbg¡Ea a tMr del cµjJoo quede sil áeá:J. Se prqme que no stiJ e 
taooro, sro tmJién 1a aDiJad respms¡ü!, c1ooro del m1sro Sl4XJ!l5b, JlEde lb!JI' 
ca.xm tiastne IB3 restü" 1as IIJ53S a1 esam que !JBdale1 aa de 1a IÜl:Ü1 de 
g¡mitlas y pag¡ybsd<ñls y pajicilsque~ al~. ene msodequese 
le <XJ1CEda el <rf4&0. Esta nuila ~el pqi6siD de !dma'al¡Jms pt:ÜrmS 
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que se preserm cm nUM:> de la ~ de serle!tils, JB3 b rual se JXlllla1B la 
refama del <llbi'.> 100, al que se oomm lhl ¡árafoo (s'*> fue iro), rmdi<ri:l bs 
clJales se lr3a de .m lJ1 carm JB'a ~ ~ ejeabias de b; órgnJs 
juiOOW:JI lales del PaEr .iáial Federal~ ro lm podOO ser WT1*Jas pcr diversas 
a:usas, b que mm m w lme la~ del ~ido de ¡nµm, ?J!ldm, a petiOOn 
c1e1 cµ¡p;o, case pcr ILfT4*las, hacErOO efectiva 1a caJdér1 que 1a aJlaDad 
respcrlS<llE JXslecb!Jrde 00.JerCb cm la mma prqwsla. del <rtíai> 126. 
B Juez en la vía i'Dinal, ¡xrlá ruar1ful' m dai'os y paj.Jidos que tulliesen 
sdrewnih a la <JJejJsa cm la ejewXn del <d> redarmb 
Asinismo, am amcb ro se tUJae cDg¡rl:> la <ati'Jl, se da la q¡a1lrilad al ~ 
p¡1a que sáde ~ la lf¡aiJB se dé pcr arrl*Ja rraD*l el pag:> de m dai'oo y 
~que haya 5Ú!Ülysealbizaal JuezJH"aamiratosm la vla imertll. 
En la Jládica, y a fn de~ las EjnJbias ro pootmeZl3l ~. m ~ 
soli::im el C3rOo de la~ de da', a ca¡p de las aJbiBles 1espa LSalils. Cm la 
refama ~se JJqmB, se reg.Dizafa ese s9lma, cm el rual se átma la fuerza legal 
de la oosa iJ2gacla." 

Se expone como razón primordial para incluir el incidente de daños y perjuicios en 

el cumplimiento de sentencias de amparo, la existencia de múltiples ejecutorias de los 

tribunales de amparo al momento de la reforma, que no podlan ser acatadas por las 

autoridades responsables obligadas a su cumplimiento, en razón de la presencia de 

diversos obstáculos materiales o legales; en consecuencia, se le confirió al quejoso la 

facultad de solicitar la sustitución de la obligación a cargo de la las autoridades, por una 

obligación de dar, consistente en el pago de una cantidad que represente el valor del bien 

jurldico constitucionalmente protegido; es decir, él valor de la o las garantlas individuales 

que se hubieren considerado transgredidas. Asimismo, en la exposición de motivos del 

decreto de reformas a la Ley de Amparo, de veintinueve de diciembre de mil novecientos 

ochenta y tres, difundida en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de enero de mil 

novecientos ochenta y cuatro, las que tuvieron vigencia hasta el dieciocho de marzo 

siguiente, se indica que cuando el quejoso solicite el pago de daños y pe~uiclos para dar 

por cumplida la ejecutoria de amparo cuya ejecución no se ha logrado, el Juez de Distrito 
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señalará el monto de los mismos, lo que complementó el decreto antes referido. Es 

importante precisar que en esta reforma se cambió la disposición del último párrafo del 

articulo 106 al articulo 105, explicándose tal circunstancia en la exposición de motivos 

siguiente: 

• ... Debe harerse la a:Badórl de qJB esla fdWIOO de b; iJeOOS de Dislrt> de señala' el 
m:ri:>de m dám y peiµoos aam e1 mesaoo kl sddE JB'8 da' llCJ"~ lila 

smDria de 001lfO ruya ejooJ001 no se ha klglrl>, fue nnxix:iia llCJ" error en el 
atlaiJ 106 de la Ley de MlBO en las rebmas Jll*3las el sieE de Elllrn de mi 
ro.OOerU; odma, no obstrle q.ie <i:.h> ~ se refee al a.n1*niert> de las 
smDrias ittms en el a'JlBO de lJ18 5áa ilstn:il, y llCJ" ese nm.o alua se 
f:lt4XJ1ll q.ie la dis¡u;iD1 rBiiva siJe romda1101ile en el állelm artbi> 105, q.ie 
regJa la ejooJcÜ1 de k:6 tara;~ en aiµw de <ttE i1stn:ia, qJB sai m 
lrixJs qJB OOtim dicha sustiUDl en el a.n1*niert>, ~ llCJ" el 1J0!P de dai'oo 
y paj.üls, y pCJ"tri:>, oo Sl4Xine la pm relOOva del artbi> 106en Vgx'." 

Ahora bien, como se puede advertir de la cita de exposición de motivos del siete 

de enero de mil novecientos ochenta, el legislador indicó que la existencia de la figura de 

daños y perjuicios en la Ley de Amparo, era susceptible de extenderse a las autoridades 

responsables, en el al ámbito de la ejecución de las sentencias de amparo; sin embargo, 

se estima que tal motivación no puede considerarse razón conducente para su 

establecimiento, ya que si bien se trata de una ~gura juridica que ya se prevala en este 

ordenamiento legal, su aplicación es diversa, porque el articulo 126 vigente en aquélla 

época, hoy 129, se refiere a la responsabilidad proveniente de las garantlas y 

contragarantlas derivadas de la suspensión del acto reclamado, que no se vincula con la 

ejecución de las sentencias. 
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El articulo 129 de la Ley de Amparo, prevé un incidente para hacer efectiva la 

responsabilidad derivada de las garantlas y contragarantlas que se otorguen con motivo 

de la suspensión del acto reclamado, al concurrir un tercero perjudicado, como sujeto con 

una pretensión distinta al quejoso, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo So. de la Ley 

de Amparo, por lo que si para el efecto de la concesión de la suspensión del acto 

reclamado, tal pretensión tiene implicaciones pecuniarias, el juzgador deberá fijar una 

caución o garantla para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que ese tercero pueda 

resentir con el otorgamiento de la medida cautelar si el supuesto que el quejoso no 

obtuviera sentencia favorable, atento lo dispuesto en el articulo 125 de la Ley de Amparo. 

Pero a su vez, la suspensión puede quedar sin efectos, si el tercero a su vez da una 

contragarantla en los términos del articulo 126 de la aludida Ley de Amparo; al 

actualizarse las hipótesis referidas, el articulo 129 de la Ley de Amparo, establece que 

para hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las garantlas y contragarantlas que 

se otorguen con motivo de la suspensión, se tramitará ante la autoridad que conozca de el 

incidente de referencia cuyos requisitos son; que exista tercero perjudicado en el juicio; 

que el otorgamiento de la medida cautelar se hubiere condicionado a la presentación de 

una garantla, o bien, que se suspendan los efectos de la medida en razón de la 

contragaranlla; que la sentencia hubiere causado estado; que se acredite por la parte 

tercero perjudicada, haber resentido danos o perjuicios con motivo de la medida 

suspensional decretada y ejercida o bien, por la parte quejosa con motivo de la 

lnejecución de la medida cautelar derivada de la exhibición de una contragaranlla, debe 

probarse esencialmente la existencia del vinculo o relación de causa efecto entre el dallo 

y perjuicio causado y la ejecución o inejecución de la medida suspenslonal. Como se 
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advierte, la finalidad de este incidente es Indemnizar por la responsabilidad proveniente 

de garantlas o contragaranllas, que debe contraerse a la ejecución o inejecuclón del acto 

reclamado y consiste en anular el agravio (indemne, dejar sin dallo), a través de 

resarcimiento pecuniario, lo que implica reparar o compensar económicamente por la 

afectación causada tratando asl de restaurar o retrotraer las cosas al estado que privaba 

antes de la promoción del juicio de garantlas y anular los efectos y consecuencias que se 

hubieren actualizado. Y será precisamente la materia del incidente la determinación de 

los supuestos del caso, que serán los daños y perjuicios consecuencia de la eficacia o 

ineficacia de la medida cautelar y su liquidación o cuantificación exacta, a fin de que se 

despache ejecución sobre las garanllas o contragarantlas que en el Incidente de 

suspensión se hubieren otorgado. 

En tales condiciones, no obstante que no se estima conducente la razón expuesta 

por el legislador, consistente en la ampliación de la hipótesis prevista por el articulo 129 

(dice 126) de la Ley de Amparo, en lo que respecta a las autoridades responsables, ya 

que se indica además en la exposición de motivos, que debe ser dentro del mismo 

supuesto, lo que se puede Interpretar en relación con la suspensión del acto reclamado, 

es evidente que el establecimiento del incidente de danos y perjuicios en la ejecución de 

las sentencias de amparo, se justifica por la necesidad de reforzar la autoridad que 

revisten las ejecutorias de amparo en relación con la naturaleza de orden público que 

implica su acatamiento. 
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Garantías susceptibles de ser cuantificadas en dinero. 

Una vez señalada la necesidad de la existencia del incidente de cumpllmlento 

sustituto mediante el pago de daños y perjuicios, es pertinente identificar la naturaleza de 

los derechos que tutelan las diversas garantias individuales que prevé la Constitución 

Federal, para estar en aptitud de reconcocer aquéllas que puedan válidamente ser 

cuantificadas en dinero, ya que si bien el incidente en estudio es legalmente apllcable 

para sustituir la obligación de hacer por parte de la responsable por la obligación de dar, 

materialmente no todas las garantlas Individuales pueden ser cuantificadas en dinero para 

tales efectos. 

Las garanlias individuales concebidas como la relación jurldica de supra a 

subordinación entre el Estado y el gobernado, implican el reconocimiento constitucional 

de los derechos inseparables e inherentes a la persona; se clasifican de acuerdo con su 

contenido, en garantlas de igualdad, de libertad y de seguridad jurldica; las primeras 

implican un vinculo comparativo entre Individuos que se ubican en un mismo plano 

jurldico de manera que éstos estén en aptitud de-adquirir los mismos derechos y contraer 

las mismas obligaciones, sin distinción de raza, nacionalidad, religión, etc. 

Las garanlias de Igualdad, constituyen una obligación a cargo del Estado, 

consistente en actuar frente al gobernado sin tomar en consideración las diferencias 

inherentes a la naturaleza humana ni factores sociológicos o pollticos, ya que esta 

igualdad legal entre las personas, de acuerdo con la teorla iusnaturalista, nace desde el 
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momento en que son consideradas como tales, sin que sea susceptible de condicionarse 

a la realización de algún acto juridico. 

En primer término, la Constitución Federal reconoce la garantla especifica de 

igualdad entre las personas en su articulo 1 ', el que indica: "En /os Estados Unidos 

Mexicanos todo individuo gozará de /as garant/as que otorga esta Constitución ... ~ 

estimando susceptibles de ser titulares de los derechos fundamentales que en la misma 

se establecen, a todos los Individuos sin excepción, término que debe ser entendido en 

su sentido amplio, considerando desde luego a las personas fislcas y las personas 

jurldicas. 

Por otra parte, el articulo 2 establece: "Está prohibida la esclavitud en /os 

Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional, 

alcanzarán, por este so/o hecho, su libertad y la protección por /as leyes·, garantla que 

reitera la igualdad entre personas, ya que proscribe que una persona ejerza sobre otra un 

poder Ilimitado que Implique supeditación incondicional de su voluntad, reduciéndose a la 

calidad de objeto. A este derecho fundamental de igualdad, le es correlativa la obligación 

negativa a cargo del Estado consistente en no reconocer tal condición de esclavo, lo que 

desde luego, debe ser congruente con el principio de soberanla territorial, es decir, que 

se podrá desconocer la esclavitud de una persona, sólo si ésta se encuentra dentro del 

territorio que indica el articulo 42 de la propia Constitución Federal, alcanzando por ese 

hecho su libertad personal, para que entonces le sea reconocida su Igualdad ante los 

demás sujetos. 
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El articulo 4 constitucional, mediante un decreto de reforma publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1974, estableció la igualdad jurldica entre 

el varón y la mujer, indicando en su parte conducente: "El varón y la mujer son iguales 

ante la ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la familia", disposición que 

si bien ha sido objeto de critica en razón de la innecesaria mención de igualdad entre el 

género humano, porque se estima que efectivamente la ley no hace distinciones en ese 

sentido, se estima que no es ociosa, porque no obstante las leyes procuran un trato 

igualitario, los órganos del Estado son susceptibles de otorgar un trato discriminatorio por 

el sexo del gobernado, circunstancia que precisamente se pretende evitar con la 

elevación a rango constitucional de dicha disposición. 

El articulo 12 constitucional prevé una garantla especifica de igualdad, que implica 

el no reconocimiento de jerarqulas sociales: en su parte relativa dicho numeral indica 

• ... en los Estados Unidos Mexicanos no se concederán lltulos de nobleza, ni prerrogativas 

y honores hereditarios, ni se dará efecto alguno a los otorgados por cualquier otro pals", 

disposición que tajantemente desconoce la clasificación social o distinción entre la 

nobleza y la plebe, adjetivo despectivo con el que se conocla a los miembros del pueblo 

que no eran reconocidos por el monarca a través de tltulos nobiliarios permanentes y 

hereditarios que representaran su gloria o el mérito de sus ascendientes. En 

consecuencia, dicha garantla implica la obligación a cargo de las autoridades del Estado, 

consistente en considerar a todos los hombres en un plano de igualdad, 

independientemente del grupo social o económico al que pertenezcan, sin que se excluya 

199 



la posibilidad de reconocer a determinado individuo por el beneficio que su obra 

represente, siempre que tal reconocimiento constituya exclusivamente un galardón que 

no le confiera prerrogativas diversas a las consagradas por la propia Constitución ni le 

coloque en un plano jurldico distinto de los demás gobernados. 

El articulo 13 constitucional contiene diversas garanllas especificas de igualdad, 

su texto es el siguiente: "Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales 

especiales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni gozar más emolumentos 

que los que sean compensación de servicios públicos y estén fijados por la ley. Subsiste 

el fuero de guerra para los delitos y faltas contra la disciplina militar; pero los tribunales 

militares en ningún caso y por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre 

personas que 110 pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar 

estuviese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corresponda." 

De la anterior transcripción, se advierte la existencia de cuatro garantlas de igualdad, la 

primera se refiere a que nadie puede ser juzgado por leyes privativas, lo que en principio 

hace necesario Identificar los ordenamientos legales que revistan el carácter de privativos. 

Las leyes en sentido material, para ser consideradas como tales deben poseer las 

caracterlsticas de generalidad, abstacción e impersonalidad; es decir, que se apliquen a 

todos los gobernados que se ubiquen en la hipótesis normativa descrita, que su vigencia 

no se condicione por la aplicación a determinado supuesto y que no tengan por 

destinatarios a sujetos individualmente identificados; las leyes privativas por contrario, 

regulan situaciones jurldicas concretas, es decir, tienen como destinatarios a 
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determinadas personas que se Identifican individualmente, por lo que en caso de ser 

aplicadas perderlan su vigencia y no obstante sean actos legislativos, lo que en un 

principio permite identificarlos como leyes, propiamente no lo son y de conformidad con el 

contenido de esta garantla de igualdad, se proscribe su aplicación tanto por autoridades 

jurisdiccionales como administrativas 

Es conveniente con el objeto de identificar las caracterlsticas de una ley privativa, 

citar la jurisprudencia 16/96 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, publicada en la 

página 7 del Tomo VII, Marzo de 1996 de la Novena Epoca del Semanario Judicial de la 

Federación, que indica: 

"l.EYESPRIVATIVAS.SUDFERENCIACON~LEYESESPECIALES. Laseyes 
privativas se caraderiz3J JX11J10 se refem a pesaras ro 1ia1e E desi¡J100as. 
amierdo a aim:Js ~ y JXI' a tero de que desp.Jés de aJ*ase al moo 
JieW;D ydeBrniatide rimm pBden 9.1\1gEroa,01 m ilráid:lse tmtilas JXl'B 
mnti 13 de la Caisllriín Falia de bs Esaloo lttXls MelciJaru;, delÜ> a que 
aBD1 arüa el ~ de ig.aBl ¡.rti:a; niertas que las kl','llS especiaEs. ar¡ 
aam se 3JÍm'1 a lJl3 o a vam <3J!pia.s de pesaras relaOO alas flJ1 hedllS, 
shDJr1es o adM:lOOes especli:as, si se~~ de las caaabü:as de 
gerealk!OO, abslra:xiln y ¡:u11 a e da, cBtJ que se éi!*3l a bias las persmas que se 
aixa1 demo de las ~que JJllloÚl y no estYi <igdas a lJl3 per.ma o !J14X> de 
elasmM:iJatnerE cleUniui>,mmsde.quesu ~j.líi:a peiW!despuésde 
a¡iKase a 111 mso CD1CJW JB3 mgJar bs ~ JXlSIBicres en que se IDáB1 bs 
Sl4XJeStls cxriartlos en ellas, no ba 09m do, JXI' trti, a citOOo ~ 
CXllStituci:nal. '' 

La segunda garantla especifica de igualdad, contenida en el articulo 13 

constitucional indica que nadie puede ser juzgado por tribunales especiales, ténnino que 

igual que el de leyes privativas, requiere de explicación para comprender el objeto del 

derecho que consagra. Los tribunales y en general cualquier órgano del Estado, para 

201 



actuar en legitimo ejercicio del poder público, requiere estar previsto en una ley o en una 

disposición legal de carácter general y además, sus atribuciones o facultades deben 

establecerse ya en el mismo ordenamiento o en uno diverso, de manera que su 

competencia pueda deslindarse de aquellas que sean atribuidas a las diferentes 

autoridades y en consecuencia, el gobernado esté en aptitud de reconocer si se trata de 

una autoridad que actúa en apego a sus facultades. 

La caracterlstica de permanencia en funciones que le permite a un tribunal conocer 

de un número indeterminado de casos, es lo distingue a un tribunal especial, porque el 

órgano no solamente debe estar previsto en ley para poder actuar, sino que además éste 

debe existir previamente a la instancia del gobernado que someta a su jurisdicción 

determinado hecho o acto, circunstancia estrechamente vinculada con el ámbito de 

validez temporal de las leyes. En ese sentido, la prohibición del articulo 13 

constitucional relativa a los tribunales especiales, debe ser entendida en la amplitud de 

que a ninguna persona se le puede someter a juicio, si no es ante un tribunal 

previamente establecido que conozca de un número indeterminado de casos, contrario a 

lo que sucede con los denominados juicios por comisión, en los que el órgano 

materialmente jurisdiccional generalmente no es creado por ley y es establecido para 

conocer de determinados juicios en los que las partes son individualizadas. 

Al respecto, desde la quinta década del siglo pasado la entonces Cuarta Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido qué debe entenderse por 

tribunales especiales, como se advierte de la tesis de jurisprudencia publicada en la 
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página 432 del Tomo CXI de la Quinta Epoca del Semanario Judicial de la Federación que 

Indica: 

''TRIBUNALES ESPEaALES. PO' trb.nae; especiiles, se entierde bs que 500 
aeacb; ~ IHll anxB', en un Bl1JO dim, de detennir1'rll neg;xi> o 
respecZi de cBtas per.mas, sii tener un <aácUpernumte y sWi la foo.itOO de amoor 
de un rúTiero meerrnm de r'll!Jl(iJs de la misma maBia, caacillisOCas que no se 
erruenlJm ri en el estlbJtJ µid(D ni en el Trbml de Allilr.f¡, paQ.Je el ¡rtmo, se 
a¡ica a bs ~ JÜlfKXJS gJléok:a1e *' <Disiillahi y el 5e!JJfrll cmm de 
tlXbs bs <D"llhi que se sudll arte ésts y bs tlDes de tas distiltas uniBJes 
~Enintlelcaáilrdepenn¡nrE." 

La tercer garantla especifica de igualdad Indica que ninguna persona o 

corporación puede tener fuero, por lo que debe destacarse que, dentro de la terminologla 

jurídica la palabra fuero es multlvoca; el Diccionario de la Real Academia, advierte 

diversos significados, a saber: 

"Fuero. (Del lii. bl.m, trhnt) m. l.eyo ~dDls 1113 un nmqi:¡ d.rril la Elhl 
MEda. 2. .1ftDxi'.rl, pala'. Fuero ed:lsiám:l, seas. 3. flbTUe de ~ 
001iphiJoes de le',e;. Fooo . ..liz!J:>; Fuero m 4. C.a:la uno de kls ~y 
exefti:res que se aroiden a una ¡roWDa, <idll o pmma. ú. m. en p. 5. ¡rt L.ug¡r 
o siti'.> en que se h<m jJstDa. .... 7. fg. y tm. Aml!Jn:1a, ¡mll1(Ü1. ú. m. en ¡i 8. Der. 
Con1J0Uria a la que 1e!J*nerE tas ¡aEs esliil sanetilas y pa deredl> les 
a:rres¡m:le. OOM:>. !H. i'qJel de que !Jlllll unas JlEflUlill ¡ua lleva' sus cam; a 
cierh; bhnEs ¡xr~del QB)JOde que 500 ni.üm. de~- Der. Dioose 
aam ¡xr e1 lllVl del fuml, 1a cáml del µmalil o 1a illlil del asum, re de 
amrer aquél de ruestir1es <ifll1rils, iU1'J!l <DmaS. respec:t;> de tas que 
esfüa1e iE le <XJITP*n de la cx:mma. l..bm:I de la ardmcO ¡ua ~tas 
lxJenas cbas yrepclutas malas. ú. m. en ¡i emu, o ex!Bro. Trbml que~ tas 
1eyes nnr, o reno. Fu:ro de 1a cx:mma. nmi. s que p¡1tqia del edesiástix> ydel 
sea.h. a ruero. o al fuero. m. ali/. Se¡jii ley, estilo oosllrhe. de bro. m. ali/. De ley, 
º5e!JÍ'i e~ que mm la ley. IOOJ1Yllni'm ru fuero. fr. !H. Cha uno 1113que 
<XJllBll2l:a en )mar-.. el .lllz o tbml ~. suti' leo, o el leo. fr. Der. 
Estaro cµrll'uno a.;it> alde un .lezdem!Wab. • 
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Partiendo de la preocupación por la igualdad jurldica plasmada en el debate del 

Constituyente de mil ochocientos cincuenta y siete y la interpretación sistemática del 

segundo enunciado con el tercero del mismo articulo 13 constitucional, se desprende que 

los fueros que prohibe dicho articulo se refieren al establecimiento de jurisdicciones o 

esferas competenciales distintas, en función de la situación social de determinada 

persona o corporación. Al establecerse en el articulo 13 constitucional la subsistencia del 

fuero de guerra, tratándose de delitos y faltas contra la disciplina militar, se refiere a la 

aplicación, en estos supuestos, de leyes distintas por tribunales militares. De esta forma, 

no existe fuera del ámbito militar ninguna ley que se aplique privilegiando a determinada 

persona por un tribunal distinto de los ordinarios. 

Cabe recordar que durante la época virreinal hubo tantos fueros que las 

competencias para juzgar los negocios se volvieron auténticos laberintos judiciales, pues 

existlan: el fuero de guerra, tanto activo como pasivo; por el primero, quienes lo 

disfrutaban, podlan demandar a personas de otro fuero en sus propios tribunales 

(militares) pero, por el segundo, los miembros del ejército sólo podlan ser demandados 

ante un tribunal castrense; el fuero eclesiástico, el mercantil, el minero, el de la Santa 

Hermandad, el de la Real Hacienda, asl como el del personal burocrático de varios 

ministerios; el de Bienes de Difuntos, el de la Inquisición, el de Indios, etcétera, cada uno 

con jueces y leyes diferentes, era una institución de diversos Estados dentro de un mismo 

Estado, vulnerando asi la unidad del sistema administrativo, la energla del gobierno, el 

buen orden y la tranquilidad del Estado y esta situación prevaleció aun con los fueros 

eclesiástico y militar hasta la Guerra de Reforma. 
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Por último, por lo que toca a que nadie pueda obtener otros ingresos, en pecunia o 

en especie, que aquellos expresamente señalados por la ley y en exclusiva retribución 

de servicios públicos, corresponde a una prohibición que entraña un principio de justicia 

que antiguamente se les conferla a las clases privilegiadas, además de muchas ventajas 

sociales, la de percibir periódicamente ciertas cantidades de dinero, sin prestar ningún 

servicio, como ejemplo de lo anterior, tales eran los tributos y servicios personales que 

los encomenderos, personas o corporaciones, podlan exigir de los pueblos que tenlan en 

encomienda y los diezmos y primicias que los cabildos eclesiásticos estaban en posición 

de percibir, con apoyo de la autoridad pública y de las leyes, hasta que la ley del 

veintisiete de octubre de mil ochocientos treinta y tres derogó las que lmponlan o 

autorizaban la coacción civil para hacer efectivas estas exacciones tan injustas. 

La Interpretación del articulo 13 constitucional, permite afirmar que en nuestro 

sistema constitucional el legislador se encuentra facultado para establecer procedimientos 

diferentes, tomando en cuenta la materia de la controversia, siempre y cuando no se 

apliquen a determinadas personas, por tribunales creados exprofeso con esa finalidad y 

que tomen en cuenta la condición particular o personal privilegiada de las personas, 

diferentes a las ordinarias. 

Por otra parte, la Constitución Federal reconoce las garantlas de libertad en sus 

articulas 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 24; la primera de ellas corresponde al derecho que todo 

individuo posee para ocuparse en la actividad que desee, es decir, para dedicarse a la 
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actividad profesional, industrial o comercial que elija, siempre que ésta no sea 

considerada illcita, ya sea mediante una disposición legal que asl la estime o sea 

considerada contraria a la moral y las buenas costumbres: la disposición constitucional 

establece además que el ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación 

judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada 

en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad; 

disposición que implica la posibilidad judicial o administrativa de prohibir el ejercicio de 

determinada actividad, (no asl de la propia libertad ya que ésta es precisamente el objelo 

de la garantla) potestad que necesariamente debe ser ejercida cuando se cumplan las 

condiciones de referencia, o sea, que se afecten derechos de tercero y esta 

circunstancia sea debidamente probada en el juicio correspondiente o se ofendan 

derechos de la sociedad, eslo es, cuando de acuerdo con la ley, se ataque la moral o el 

orden público. 

El articulo 6 constitucional Indica que la manifestación de las ideas no será objeto 

de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, 

los derechos de tercero, provoque algún delito, Ó perturbe el orden público; disposición 

que consagra la garantia de libertad en la expresión del pensamiento en su forma verbal 

o a través de medios no escritos, estableciendo la obligación a cargo del Estado, como 

sujeto pasivo de la relación jurldica que lo vincula con el gobernado, de no practicar 

ninguna inquisición o investigación de carácter judicial o administrativa, sino en los casos 

en que sean rebasados los limites que el propio articulo señala, esto es, que se ataque la 

moral o derechos de tercero, se cometa algún delito o se perturbe el orden público con la 
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finalidad o como consecuencia de tal manifestación del pensamiento; además dicho 

numeral prevé el derecho a ser informado de acuerdo con la parte final del precepto que 

refiere: "... el derecho a la información será garantizado por el Estado", lo que 

correlativamente constituye una obligación a su cargo, consistente en establecer los 

medios y condiciones óptimas para que dicha Información sea difundida. 

En estrecho vinculo con la anterior garanlla, el articulo 7 de la Constitución Federal 

indica que es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier materia, 

disposición que garantiza la libertad de Imprenta o prensa, como actividad social 

indispensable para la divulgación de la cultura; esta libertad desde luego, está limitada 

al Igual que la anterior por razones del respeto a la vida privada de terceros y a la moral 

pública e impone al Estado la obligación de no impedir la manifestación de las Ideas a 

través de medios escritos, no establecer la previa censura a ningún impreso sino 

exclusivamente con motivo de la violación de las limitaciones que la propia disposición 

indica y no exigir garanlla a los autores o Impresores de cualquier publicación. 

El articulo 9 de la Constitución reconoce él derecho de asociación y de reunión que 

les asiste a los gobernados, constituyendo éste el fundamento tanto para la constitución 

de personas jurldicas, asl como de agrupaciones polllicas; la reunión y la asociación se 

distinguen porque en ésta se da vida a una persona jurldica con personalidad distinta a la 

de los miembros que la integran y su objeto es permanente; en cambio, en la reunión los 

gobernados exclusivamente se agrupan para conseguir cierto fin y una vez alcanzado o 

incluso sin conseguirlo se disuelve; sin embargo, como toda libertad, ésta implica 
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limitaciones, ya que es necesario que se lleve a cabo de manera pacifica y que su 

finalidad sea licita, como expresamente se advierte de la disposición constitucional; 

además, en los casos que implique participar en asuntos pollticos del pais, se reconoce 

el derecho exclusivamente a los ciudadanos de la República. 

La libertad de posesión y portación de armas está reconocida por el articulo 10 

constitucional en los términos siguientes: "Los habitantes de los Estados Unidos 

Mexicanos tienen derecho a poseer armas en su domicilio, para su seguridad y legitima 

defensa, con excepción de las prohibidas por la Ley Federal y de las reseivadas para el 

uso exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Guardia Nacional. La ley federal 

determinará los casos, condiciones, requisitos y lugares en que se podrá autorizar a los 

habitantes la portación de armas~ esta disposición contiene una primera hipótesis que se 

refiere al poder de hecho que continuamente se ejerce sobre el arma, con el fin de la 

seguridad y legitima defensa del gobernado, con la limitación de que sea exclusivamente 

en el domicilio donde sea poseida el arma; la segunda hipótesis se refiere a la posesión 

que se ejerza sobre el arma en un lugar y en un momento determinado, lo que constituye 

la portación de la misma. En ambos casos debe tratarse de un arma distinta a aquellas 

reservadas para el uso exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Guardia Nacional 

y en la segunda hipótesis referida se indica que será la ley federal, es decir, la Ley 

Federal de Armas de Fuego y Explosivos, la que determinará los casos, condiciones, 

requisitos y lugares en los que se podrá autorizar la portación. 
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El articulo 11 de la Constitución Federal, garantiza la libertad de tránsito dentro del 

territorio de la República estableciendo: "Todo hombre tiene derecho para entrar en la 

República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de 

carta de seguridad, pasaporte, salvo-conducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio 

de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos 

de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a 

las /imitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad 

general de la República, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el pals" la 

obligación correlativa para las autoridades, consiste en no entorpecer, mediante la 

exigencia de requisito alguno, la entrada y salida de las personas al y del territorio 

nacional, el viaje dentro de éste o el cambio de residencia. 

las limitaciones a esta garantla son los requisitos migratorios, fiscales y de 

salubridad en la entrada y salida del pals, el arraigo civil y la residencia obligatoria 

temporal que se fija como requisito de la libertad cauciona! o preparatoria con motivo de 

un proceso penal y la excepción de esta libertad, es la expulsión de extranjeros 

perniciosos de acuerdo con el articulo 33 conslitúcional. 

la última garantla de libertad reconocida por la Constitución Federal, se prevé por 

los articulas 24 y 130; se refiere a la libertad que todo Individuo posee para profesar 

cualquier creencia religiosa; el primero de los numerales establece: 
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"Artia.tl 24. To00 tume es be JBil prtíea' la aeerm reV>sa q..e né; e af1llle y 
JBi1 padica' las amrooias, dewcD1es o attis del oJD respedM>, sierrpe q..e ro 
~ i.i delloofala pinrllsJD'lakly. 
El Caqeso no J1.l!lde dm~ q..e estali!zlalo ¡:IDim religD1 l9m. 
La; attJs religkms de oJD JlüXl se c:8elr.lál adi am IBl'E en tJs terrp:l;. La; q..e 
~se aElmlfueradeésb>seSLjltr.Ila laklyrajal1e eia.'' 

Se observa del precepto transcrito, la facultad que todo hombre tiene para adoptar 

una creencia espiritual por la que sienta a Dios; para razonar sobre su existencia; para 

Interpretar los documentos en los que se haya traducido la revelación divina y asumir las 

obligaciones que deriven de su adopción; de Igual forma, esta libertad religiosa 

comprende tanto la potestad para asumir una postura telsta, como para adoptar una 

posición atelsta. 

Es destacable, para los efectos del reconocimiento del derecho a la fe religiosa, el 

segundo párrafo del articulo transcrito, porque constituye una autolimitaclón soberana at 

establecerte una restricción al Congreso Federal como órgano con facultades amplias en 

el ejercicio del poder público, a través de la creación de leyes, es decir, es una 

autorestricclón en el ejercicio de la soberanla nacional, que Implica al derecho de 

naturaleza filosófica con más profundidad en la naturaleza humana. 

La libertad religiosa se manifiesta en dos ámbitos: el primero que Implica la 

adopción en el fuero interno de la creencia espiritual, se escapa de la regulación legal, 

por lo que no tiene limitación alguna; en cambio, la manifestación exterior del culto, al 

reflejar trascendencia social necesariamente debe ser regulado juridlcamente. El culto 

público consiste en la concurrencia y participación de personas de toda clase, sin 
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distinción alguna: cuya celebración debe limitarse a los templos ex profeso destinados 

para ello. 

Una de las limitaciones constitucional a la libertad de culto, es probablemente una 

reiteración que no debe considerarse inútil, ya que al indicar el articulo 24 de Ja 

Constitución Federal que toda ceremonia es permitida, en tanto su realización no 

constituya un delito, expresamente se advierte el conocimiento de la naturaleza humana 

susceptible de fanatismo, que históricamente ha demostrado la contravención incluso de 

las leyes naturales, cuyo ejemplo extremo es la práctica de sacrificios humanos. 

Por otra parte, el articulo 130 constitucional establece los lineamientos generales 

que rigen en la materia y que de acuerdo con su texto deben desarrollarse en la ley 

reglamentaria respectiva, literalmente este articulo indica: 

"Arl 130.-BpTqillüiricx>dela ~de Estmylas ~ama las namas 
CDEnilas en et ¡xeser*3 atbh Las ~ y demás ~ retigiJsas se 
~alaey. 
QJrespcJU! llltdJsMmlrE al CaYJllSO de la um lajsB'en mami de a*> p(tílll 

yde ~y~ relgilsa5. Ui ey1'9<11e ltlie iespediva, IJl0 será de atlen 
p(tílll, de!artUá yarmUálasdsµlsDJ ies~ 
a) Las igESls y las ~ ~ m:r.ri per9Jlá:lai j.rki:a IXllll 

aoociacD ies ~una WZIJIB cttrg¡ll su w1espo¡m iE ~ Ui ey rB!J*r.i 
<tiBS aoocilD1es y deUrriaá las ID1ÜnlS y recµsb¡ p¡ra et lll9l*o ainstU.o 
de las misrms. 
b) Las aDmles ro nen.mtál en la vkla iB!llde lasaoociacD ies llligiosas; 
c)t.m nlll<i3u; pcUálljml"et ntism>de~a*>. t.m mexi:amasl IXllll 

loo exlrlrjaa; deber.Il, p¡ra OO. stiorloo req.islls IJl0 seMl la ley, 
d) En loo témms de la ey1t9<11eee, loo rriüosde ah ro JXX*á1 des011µra 

ca¡µ; ~ Om> cimbn; wam deied1o a \di", pero ro a ser lodiDJs. 
()Bles lilieren ~deuniüosde ahm1 la~ yen la bma IJl0 
estalil2!:a la ey, pcUál ulod!Uls. 
e) t.m ntt;m; no pcUál <BXDsem1 fnes JdillS ri ieaira"JJllS9(lisrro a fao.a"o en 

mitra de anilab, p¡l1iD o aooc:B:D1 pab ~ T~ pcUál en llUÜl 
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püica, en actJs da a*> o de ~ reigklsa, ni m plÜ3illlllS de caátU 
re9Jso, q¡cmsea Bs ~da ¡llisOa SUS nstiUiJ1es, ni ag¡Mil', deru*Jjel'flllm, 
loo sinboloo JBJU;. 
Queda esllk:tan e E ¡müla la brracü1 debla dase de 3!Jl4llCllles pjiti:as ar,o 

tliJ terga ag.ra p¡iba o hb:Dl ruaQJBa eµ¡ la relactrie (IJl a9m arilBin 
reigklsa. Nopatál<Bebaseenkls~ llllrimsde<atdlrpaiia>. 
La~ pnmesa de dect\edOO yoo an1* las cijgalir1BS IJlll se mtaoo. s4Ba 

al q.ie la hool, en caso de cµ¡f<Be a ela, a las peras<1J3 ID'I ~ nDM> esWeoola ey. 
1..oo millslros oo ah, sus OOCEIÓJ1feS. desea ones, hemum y ~ as1 

romo las aoociacims r9gkJsas a eµ¡ <QJéb; patene21a1, sm1r1 ~ JDll 
hered<I' ~ testrneoo, oo las per.mas a~ kls ¡rqi)s miüos hay.ll 1i9b o 
auxiOOoespih*'1JrE ynoB-g¡ll ~dentrodaaat>gab. 
Loo actJs da estm <M oo las pro;onas oon oo la ElldJsMI ~w~1~ .. ""'"'m""' oo las 
~~mloo~q.iees1ali!2!ailasle)es. ylelmillaflD7.ay 
vafdezque las mismas e; altu{<ll. 
Las aim:BJes rooeraes. oo kls estms y de 1oo inrqils mr.in oo es1a mami tas 

faa.Jades y respa ISiÜ'.iDls cµ¡deB!me la ey." 

Este articulo constitucional prevé las bases de la libertad de culto, que la Ley de 

Asociaciones Religiosas y Culto Público publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

15 de julio de 1992 reglamenta; este ordenamiento reconoce los derechos que, dentro del 

Estado laico, todo individuo tiene reconocidos, de acuerdo con su articulo 2, que 

establece: 

"ARTICULO 2o.·"' 8 8lacb Ml>dcall ~ m faoa da iú.tU>, kls sig.ierEs 
denrlu; ylilertadesm mami ~ 
a)Teoer o~ ta aeeroa re9Jsa que más le¡qaley¡r.da',mlmm 
irdiVdlal o cxildiva, kJs actJs oo aA:>o rbde su ~ 
b) No ¡m'esar aoorrias 19gklsas, ~de ¡r.dca' aci:l6 y lb refgooo& y no 
pereneoor a una im:iatül llligiEa. 
e) No ser~ de 1Bli1i e:ii 1, <maDl u ID5li:lad ~ aea de sus aeencB; 
reigklsas, ni ser<tig¡lb a <iEllDll'sdJe las mismas. 
No ¡xrlá1 ~ nUMis refgooos(Da ilµidi'a rmeel~deru*Jjer~ 
oadM:tad, saM:>m kJsmu; ¡:re.istlsmé!*3 y loo demás a ID e1iai Di~ 
d) No ser <tig¡lb a ¡xesla' SIJIÜJi perscnales ni a m*hi' <IJl cim> o m 
esp000 al s:W i 1 iel tJ oo una aood<Km, gesia o waq.ier<*a ll!Jl4DÜl relgiosa, 
ni a ~ o arih.t oo la nisma nwiera en lb;, cmmrils, lesMBles, 
seM:bloactJsooaA:>fll9m. 
e) No ser ~ oo rig.m i"qisicXo jJ:licEI o a:iTtisr.l1iva ID' e 11elfestl:ió¡1 de 
ideas reigklsas; y, 
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Por otra parte, los artlculos 14, 15, 16, 17 y 18 constitucionales, establecen las 

garantías de seguridad jurldica, que se identifican con los requisitos o condiciones a que 

debe sujetarse la actividad estatal para que válidamente pueda afectar la esfera de 

derechos del gobernado. 

El articulo 14 constitucional establece, tres garantlas: la irretroactividad en la 

aplicación de las leyes, la garantia de previa audiencia y la garantla de legalidad en 

materia judicial. 

La primera de las garantlas, indica "A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en 

perjuicio de persona alguna" e implica el conflicto de las leyes en el tiempo por la 

existencia de dos ordenamientos legales de los que debe decidirse cuál de ellos debe 

regir en un acto concreto. Implica la supervivencia de una ley derogada o abrogada para 

regular la materia sobre la que la ley vigente pretende operar. 

El conflicto de las leyes en el tiempo se resuelve al determinar cuándo y en qué 

casos una ley adolece del vicio de retroactividad, porque si toda disposición legal tiene 

una vigencia temporal que se proyecta hacia el futuro; entonces no debe norrnar 

acontecimientos anteriores at instante en que adquiere obligatoriedad. No obstante, se 

debe tomar en consideración la naturaleza del objeto de regulación de acuerdo con los 

efectos que produzca en el tiempo y si se trata de un derecho que efectivamente ha 

213 



Ingresado en el patrimonio del gobernado o si se trata de una esperanza o expectativa de 

que ingrese o tal ingreso se encuentra condicionado. 

La garantla de previa audiencia, contenida en el segundo párrafo del articulo 14 

constitucional, se integra por cuatro garantias especificas de seguridad jurfdica, que 

protegen genéricamente los derechos mas valiosos y amplios de la persona; el articulo 

literalmente indica: "Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 

previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho." 

El párrafo transcrito, enuncia gradualmente los valores humanos más preciados y 

establece que cualquier autoridad que pretenda su privación, deberá realizarte a través 

de un juicio que sea resuelto ante los tribunales que existan previamente a su 

sustanciación, en el que sean cumplidas las formalidades esenciales del procedimiento y 

se regule por leyes con vigencia anterior. 

La primera de las garantlas, indica -mediante juicio-, término que debe ser 

interpretado en su sentido más amplio, semejante a la Idea de procedimiento; porque fa 

función jurisdiccional, es atribución tanto de autoridades judiciales corno administrativas, 

para resolver las controversias o litigios que les sean sometidos por los particulares, de 

acuerdo con su competencia. 
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La segunda de las garantias de seguridad jurldica, que Integra la garantia de 

previa audiencia, reitera la garantia prevista en el articulo 13 constitucional, respecto de 

los tribunales especiales o por comisión, al referir que el "juicio" debe seguirse "ante los 

tribunales previamente establecidos". 

Las formalidades esenciales del procedimiento, como tercer garantla de seguridad 

jurldica, se refieren a que todo gobernado que sea sometido a un juicio cuya finalidad sea 

la privación de derechos, ante los tribunales previamente establecidos, debe tener 

oportunidad de defensa a través de la legal notificación del mismo; de ofrecer los medios 

de prueba que estime convenientes para acreditar sus excepciones o acciones en caso 

de que intente la reconvención; de alegar respecto de cualquier cuestión controvertida y 

de que sea emitido el fallo correspondiente en el que sean resueltos todos los puntos en 

controversia. 

Tal criterio, se establece en la tesis de jurisprudencia P./J. 47195, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 133 del Tomo 11, 

Diciembre de 1995, de la Novena Epoca del Se
0

manario Judicial de la Federación, que 

indica: 

"FORMALIWJES ESENCIALES DEL PROCEIJIMENTO, SON LAS QtE 
GARANT1lAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA /liL. ACTO 
PRIVATIVO. La g¡¡riadeammestalilcm IXJ'elalíW 14cmstibDml artsisE 
en obg¡l'al gDeiraD la~dedEM&l~al act> JJWM>de laWla, 
lberta:t, ¡xq¡iedOO, JXJi0SD1eS o deredns, y su del:ü> re5P*> Íf1XllB a las a.tmDls, 
arte aras cüg¡rires, la de <JI! en el ,;m <JI! se siga "l;e an1DJ las bn iailades 
eserDales del JXOOldi 11ie11ll". Eses soo las <JI! resUt<n llllOlfaias JDll ~ la 
defensa adea.ala rilsdelact> de~ YCJE, de mora~ semumen 
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klssig.Jierres req.isb;: 1) La rdiicaOOldel iii>delptod1 ieily sus~ 
2) La qxrtunidOO de dreoor y cles:mg¡I" las ¡ruebas en 1JJ0 se fn:JJe la deÉ1Sa; 3) La 
opoi1unllad de ~ y 4) 8 ddOOo de im resc:iri'Jl que diina las ruesfiJres 
de001Xlas. De ro respetase estoo reqjsb¡, se a:;.la de anl*(D'l el fn de la g¡r.rfu 
de audiencia, que es ll'IÍ0' la rnetensiin del áettrl>." 

La cuarta garantía de seguridad jurldica que integra la de previa audiencia, Implica 

que el fallo que se emita dentro del procedimiento que tenga por objeto la privación de 

algún derecho, debe fundarse en las disposiciones legales que se encuentren vigentes 

antes del hecho o acto que de lugar a su inicio, es decir, es una reiteración del primer 

párrafo del articulo 14 constitucional que prevé la irretroactivldad en la aplicación de la ley. 

Por otra parte, la garantla de legalidad en materia jurisdiccional, que prevé el 

articulo 14 constitucional, prevé la necesidad de que toda resolución judicial debe 

fundarse en la norma jurldica exactamente aplicable. Existe una distinción entre los 

juicios civiles, administrativos y del trabajo y los de materia penal, porque en aquéllos, la 

exigencia que debe cumplir la autoridad resolutora, consiste en que el fallo debe 

ajustarse a la letra de la ley correspondiente o bien, en la interpretación jurldlca de la 

misma, tomando en consideración los principios generales del derecho en caso de que la 

ley sea obscura. 

En materia penal, la garantla de exacta aplicación de la ley, se reduce a la 

comprensión del aforismo latino nu//a poena, nullum delictum sine lega, que implica que 

para que un hecho pueda ser considerado como delito, es imperativo que se contenga 

expresamente en una disposición legal, requisito igualmente exigible en el caso de las 
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sanciones penales; es decir, todo delito y cualquier sanción que se pretenda Imponer 

con motivo de su comisión, debe estar prevista en ley. De acuerdo al principio de derecho 

que se indica, el tercer párrafo del articulo 14 constitucional excluye la aplicación de una 

pena por analogía, es decir, no es factible imponer una sanción a un hecho que no está 

expresamente castigado por la ley, no obstante sea semejante a la hipótesis normativa. 

Por otra parte, el articulo 15 constitucional establece: "No se autoriza la 

celebración de tratados para la extradición de reos pol/licos, ni para la de aquellos 

delincuentes del orden común que hayan tenido en el pais donde cometieron el delito, la 

condición de esclavos; ni de convenios o tratados en virtud de los que se alteren las 

garanl/as y derechos establecidos por esta Constitución para el hombre y el ciudadano", 

lo que implica tres hipótesis prohibitivas para el Presidente y el Senado de la República; 

la primera se refiere a la celebración de tratados o convenios internacionales cuyo objeto 

sea la extradición, entendida como el acto por el que un Estado hace entrega a otro, de 

una persona a quien se le imputa la comisión de un delito, que por razones del ámbito 

territorial de la aplicación de las leyes, deba ser juzgado por el requirente, siempre que 

dicho delito sea considerado como polltico, es décir, de aquellos por los que se intente la 

sustitución del sistema de gobierno o las instituciones del mismo. 

La segunda prohibición prevista por el articulo 15 constitucional, reitera la 

contenida en el articulo 2 de la misma Ley Suprema, ya que proscribe la extradición de 

aquéllos delincuentes que hubiesen tenido la condición de esclavos en el pals donde se 

hubiere cometido el delito; porque de accederse a la. solicitud del Estado requirente, 

217 



tácitamente se estarla convalidando la inhumana subordinación de una persona ante otra 

y desconociendo la libertad que por su ingreso al territorio nacional dicho individuo obtuvo 

por mandamiento constitucional. 

La tercera prohibición, proyecta hacia el extranjero el respeto de las garanlias 

individuales que la Constitución Federal otorga a los gobernados, en una clara muestra 

de la supremacía constitucional; ya que si ésta reconoce que todos los individuos son 

titulares de derechos fundamentales; entonces, seria una incongruencia que una 

disposición general de naturaleza y aplicación internacional, cuya jerarquía normativa es 

inferior ante aquélla, desconociera tales derechos. 

Por otra parte, el primer párrafo del articulo 16 constitucional establece: 

"M 16.- Nalie Jl.l0de ser nDestm en 5lJ pmma. át'É, IDri*J, ~ o 
pa;esDies. silO en WtJd de 11adat1 iel *> esait> de la anmt IXJ11lBB*l, q.ie UD! 
y rrdiw la causa legal da JJOOÚI 1 iel *>." 

El término "molestia" aludido en el párrafo transcrito, que implica la acción de 

cualquier autoridad sobre la esfera de derechos del gobernado, es tan amplio que debe 

explicarse por exclusión del término "privación" a que alude el articulo 14 constitucional ya 

examinado. Es una perturbación o afectación a cualquiera de los bienes jurldicos que 

señala; esto es, la persona, los derechos de familia, el domicilio, los papeles en los que 

se consigne la titularidad de algún derecho o la posesión que se detente sobre cualquiera. 
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Como se expuso al examinar el articulo 14 constitucional, éste protege al 

gobernado de cualquier privación de derechos que pudiera sufrir por parte de alguna 

autoridad, de manera que previo a este acto sea escuchado en su defensa. El articulo 16 

constitucional, es de protección más extensa porque se incluye tanto la protección en 

contra de un acto de molestia como, desde luego, contra de alguno que implique 

privación. 

El acto de molestia, que se condiciona a los requisitos que adelante se enunciarán, 

afecta a la persona, flslca o jurldica, en los casos en que se vea limitada su capacidad 

jurldica, esto es, que se vea restringida su posibilidad de ser titular de derechos y de 

hacerlos valer por si mismo o la aptitud para contraer obllgaciónes y cumplirlas por si, o 

bien, restringirse su libertad psicoflsica. 

El término "familia" a que hace referencia el articulo constitucional, no debe ser 

explicado en su sentido literal, porque si de conformidad con los principios que regulan en 

juicio de amparo, éste debe ser promovido por la parte a la que directamente afecte el 

acto de autoridad (principio de parte agraviada); entonces, serla incongruente que la 

Constitución Federal reconociera una garantla individual cuya violación no pudiese ser 

materia del mismo. La correcta Interpretación del numeral, Indica la protección a los 

derechos de familia que el derecho común le reconoce al gobernado, los que 

precisamente por formar parte de su esfera jurldlca, si pueden ser objeto de protección 

mediante la acción de amparo. 
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Por otra parte, al hacerse referencia al término "domicilio", el articulo 16 

constitucional debe ser parcialmente Interpretado con relación a las reglas establecidas 

por el derecho común, las que de acuerdo la teorla de los atributos de la persona, indican 

que todo gobernado tiene un domicilio; es decir, de conformidad con el articulo 29 del 

Código Civil para el Distrito Federal, no puede ser concebido un gobernado (persona 

flsica o juridica), sin tener una ubicación material, cuyo objeto es determinar la aplicación 

del derecho de acuerdo con los criterios de aplicación espacial del derecho. 

Tratándose de personas jurldicas, es claro que su domicilio se identificará con el 

lugar en donde, de acuerdo con las reglas de su constitución, se ubique su 

administración; sin embrago, tratándose de personas flslcas, la legislación civil 

establece reglas para su fijación; indica que el domicilio de las personas flslcas, es el 

lugar donde éstas residan habitualmente y señala que residencia habitual se considera 

aquélla que se prolonga cuando menos por seis meses, a falta de ésta, se estima que el 

domicilio es el centro principal de los negocios del gobernado y en su defecto, el lugar de 

residencia habitual y a falla de ésta el lugar donde se encontrare. 

Como se señaló, no obstante que las reglas del derecho común son las que 

determinan el domicilio de las personas, el criterio referido no debe ser literalmente 

adoptado para la interpretación del primer párrafo del articulo 16 constitucional, porque si 

el lugar donde simplemente se encuentra un sujeto, puede ser determinado como 

domicilio para la aplicación del derecho, tal extremo no puede válidamente considerarse 

protegido por la garantla de Inviolabilidad del mismo. 
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En consecuencia, se concluye que el domicilio se debe considerarse protegido 

constitucionalmente, siempre que se trate de propiedad privada, porque si de acuerdo 

con las reglas del derecho civil, la simple ubicación del gobernado es una circunstancia 

que materialmente detennina su domicilio, sin importar que se trate de inmuebles del 

dominio público, es evidente que éstos no pueden ser materia de protección 

constitucional a favor del gobernado. 

Por otra parte, el primer párrafo del articulo 16 constitucional indica que los 

"papeles" de una persona son objeto de protección de las garantlas de legalidad y 

seguridad jurldica; sin embargo, este concepto tan difuso, es susceptible de confusión 

porque los papeles, o en términos claros, los documentos sobre los que pudiese inferir la 

autoridad, pueden ser de diversas clases; una de ellas, se refiere a los documentos en 

los que, por seguridad y en ocasiones por ser éste un requisito legal, se hace constar la 

celebración algún acto jurldico o bien, sirven como medio de prueba para acreditar algún 

hecho; sin embargo, estos "papeles" no se identifican con el derecho del que pudiese ser 

titular el gobernado, sino solamente un medio probatorio; otra clase de documentos, son 

aquéllos que efectivamente tienen Incorporados un valor, es decir, intrlnsecamente su 

tenencia constituye un derecho (ejemplo de ello son los tltulos valor), los cuales son 

comprendidos en la protección de la posesión que el mismo articulo prevé. 

Ahora bien, respecto de la posesión, se estima que la protección que sobre esta 

circunstancia material o de hecho otorga la Constitución Federal, debe referirse a aquélla 
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que sea ejercida por el propietario, es decir, la posesión originaria o en su defecto, 

aquélla cuyo ejercicio sea determinado por una causa legal, es decir, que quien detenta 

la posesión lo haga en razón de la titularidad de un titulo, esto es, que el uso y goce del 

bien de que se trate, hubiere sido otorgado legltimamente. Esta circunstancia, excluye la 

protección constitucional de la simple detentación material que un sujeto tenga sobre 

determinados bienes. 

Una vez Identificados los derechos que el primer párrafo del articulo 16 

constitucional tutela, mediante las garantlas de legalidad y seguridad jurldica, es 

conveniente enunciar los requisitos a los que toda autoridad debe apegarse, para poder 

inferir, a través de su afectación, una molestia al gobernado. 

Las condiciones o requisitos que debe colmar cualquier autoridad que pretenda 

dirigir un acto de molestia sobre el gobernado, se detenninan en principio, por la facultad 

que tenga aquélla para actuar en tal o cual sentido y posterionnente en la necesidad de 

hacer del conocimiento del afectado, cuáles son las razones de su actuación y 

precisamente, cuál es la ley, reglamento o disposición de carácter general que le otorga 

esa facultad. 

La primer condición, es decir, la posibilidad de actuación de la autoridad, se 

denomina "competencia" y se define por el conjunto de facultades que la Constitución 

Federal le otorga a determinado órgano; de forma que al dirigirse al gobernado, la 

autoridad no puede hacer más que lo que legltimarnente le concierne, sin que pueda 
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excederse de los limites que le son fijados ni mucho menos actuar en un campo que le es 

ajeno. 

Cabe precisar, que es exclusivamente este conjunto de facultades lo que, en su 

caso, podrá ser examinado mediante el juicio de garanllas, sin que válidamente el 

análisis constitucional se pueda extender a la denominada competencia de origen, es 

decir, a la determinación de validez del nombramiento o elección de la autoridad, ya que 

su finalidad se rebasa por cuestiones polltlcas, que Incumben al Poder Ejecutivo o 

Legislativo. 

El criterio referido, se expone en la tesis de jurisprudencia del Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 479 del 

Tomo VI Segunda Parte-2, Julio a Diciembre de 1990, de la Octava Época del Semanario 

Judicial de la Federación, que indica: 

''COf.l'ETENCIA DE CRGEN Y COMPETENCIA CONS11TUCIONAL DE LAS 
AllTORl>AllES. La Qn;jb:i'.r1 J1eW tri> la (Xll1'8J ida de a9Jn roro la 
~Da !XJlSlhiJB. iQ.Jéla, (Xll11) ya t> deEnrm la Sl.penla QJil de .lSi::ia, 
no ¡xJOOe ser eiamEa a lraWs ~ jüi oo <IJ1l0!0, ya q.ie se 9na que el l'odB' 
Ju:licial de la FOOerm\ no ¡xJOOe i"EMlri' en lila weslKn 111 i e*''º*' pc:ilial 
como es la desqa:i'.11 oo imüres püxJs. Es l1BClSli:> ¡xec&I' q.ie ktjlirüid y 
0011 '8J Kil son lb; arall*Js µiliDs eseuü 1 eil dshJs, arqe a Y0CllS, 
pueden coeiósti' en 1m perscm; asl Y9l1lS QJll el 101ira 1 iel it> llldlJ m ténmos 
leg¡Es en fa\u oo agBi que pam kls ~ nemsam ~ por la ley, 
~ la EgiliTÜl:I oo lila aDi&j, a la wz ¡xJOOe ejam' ~ su 
~Kil QJll ro es másQJll la ami de tnhles que la ley le da paa $llJll" aB 
alrbriries. La E!jlini:IOO se Rtee a la per.Dll, a i1M:tl> rmir.rll ¡aa 
005B 1 lp!i'a deUmim> 13!J> ¡:iüa> y la (Xlll ljdel ida se nDD1a di a11 la erüBl 
nual QJll se demila Urüad, ~ hedla oo las aádadesdel idi.ü.D, sótJ 
mia a las <iriJucicms QJll ~ ágall ¡uñl ejertu. Sinb est> asl, ID'i se <m1Jlllde 
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~ exista1 ~ legitinas ~ Sal ilcmµ:tib leg¡inerie, paqJB IUierdJ 
sib rmmrlls satisfadel iOO txloo b; recµsb¡ i11lJBSb; pcr la ley, ésta ro las 
aubire a reaizar deBmi.m actJ o actien fuera del DrbiJ en ~ ¡xJOOen hinrb; 
asinBoopuOOe halsakJilades~ sBmilegllimsSIB'IWli!W brunbro se 
satisfaga al;Jlrn de b; requisib; nocesms JBa ~su 101bai1iel*" se ape!JJe al 
ixeooim o preoopb> le!J'*ls ~y, sil enia¡p, ~las faoJtOOes ~ la ley 
otorgue al a:r¡p." 

La segunda condición o requisito que toda autoridad debe sujetarse, es la relativa 

a la exigencia de que todo acto debe estar fundado y motivado; esto es, si como se 

precisó, las autoridades sólo pueden hacer lo que expresamente les es permitido, la 

certeza del gobernado de que se actúa legltimamente en su contra, se alcanza mediante 

el conocimiento de la expresión escrita del fundamento en que se basa la autoridad y los 

motivos por los que considera que la hipótesis normativa es aplicable al caso especifico. 

El fundamento y motivación de la causa legal del procedimiento, en términos del 

articulo 16 constitucional, consiste en que los actos de molestia que se dirijan al 

gobernado en contra de los derechos que se han enunciado, deben basarse en una 

disposición normativa general, que prevea la situación concreta para la que sea 

procedente el acto que se pretende materializar y una vez que sea determinada la 

existencia de dicha norma jurldica, es necesario que la autoridad adecue la hipótesis 

general a las circunstancias del hecho o la condición del gobernado. 

Los conceptos de fundamentación y motivación, en términos claros, se exponen en 

Ja tesis de jurisprudencia l. 4o. P. 56 P, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 
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Materia Penal del Primer Circuito, publicada en la página 450 del Tomo XIV, Noviembre 

de 1994 de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que indica: 

''FUMlAMENTACION Y MOTIVACION, CONCEPTO DE. La~ de~ 
oonsagllia en et atiaiJ 16 oo ruestra ('ata Mag-0, establere ~ bb aci:J oo 
autamt ¡x00sa emrnse clli1ar 1 e*' brlU> y irdiv<D>, a iEI dél iOOse pa kl 
prirao la OOligaciír1 00 la aDiBl ~ kl anE, para ch b; JmllPb¡ legaEs, 
~y aqetM:Js. en 1JJ0se~ladEU11illriíl1 adqD!a; y pa kl Sll!Jllrl>, !Jl0 
8l<plllS0 Lna sere de rama 1 e L6 ~ 9Jb'e el pa CJJé ansilaó IJl0 et 
casocxraet>se1'l51aala~ran'Biva 

Cabe precisar, que no obstante que de acuerdo con el imperativo constitucional de 

motivación, la adecuación entre la premisa legal y el caso concreto debe ser exacta: 

existen casos, en los que por disposición de la propia ley, la autoridad está en posibilidad 

de examinar subjetivamente los hechos, circunstancias y modalidades del mismo. Esta 

posibilidad de apreciación se denomina "facultad discreslonal" y su ejercicio implica que 

de manera racional la autoridad determine la aplicación de la hipótesis normativa. 

De acuerdo con su naturaleza potestativa, que necesariamente debe establecerse 

el ley, la actuación de las autoridad basada. en el ejercicio de dichas facultades 

discrecionales, escapa del juicio de amparo. 

Es ilustrativo, con el objeto de explicar el alcance de la facultad discrecional, citar 

la tesis de jurisprudencia P. LXll/98 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página 56 del Tomo VIII, Septiembre de 1998, de la Novena 

Época del Semanario Judicial de la Federación y la diversa publicada en la página 181 del 
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Tomo VIII, Octubre de 1991 de la Octava Epoca del mismo medio informativo judicial, que 

indican: 

"FACULTADES DISCRECIONAU:S. APRECIACIÓN DEL USO f.lllEBIJO DE LAS 
CONCEDIDAS A LAAUTORDAD. la IHill Dal de las tnJ<Ees disaeciJ iakls es la 
libef100 de~ iµ¡ la ~cbga a las abmles ¡Da adlaoaimlerse, IXll el 
prqXOO de klga- la frádaj QJEl la ~ k!y tes señala. pcr kl QJEl su ~ i11*a. 
neresari<rnelre, la JXJ5ltiE de q&, de elq, Erie da; o más decisines, sil QJEl elkl 
~o permia la MliraiedOO, ya QJEl esa adlJDln de la a.Um! SÍ!JJe 5lflCa a bs 
requisbi de fu m11010i'.J, y rrdiv.ür1 ~ ixr e1 mm 1s de 1a CmsllDín 
Pdib de bs Estab; Uttl¡ Mexhms. b wal permE QJEl bs actJs disaeci:raes 
sean oontrdados pcr la anihJ µBbilrl¡t'' 

''FACULTADES DISCRECIONAU:S, OBUGACIONES QlE DEBE CUM'lR LA 
AUTORIDAD, CUN«>O ACIUA EN EJERCICIO DE. Q.mb la a.biB:I 
adirinisbatMI aciía en ~de faaJtOOes disaeciJiakls y tiEm una lileltE más 
am¡ja de dec:isDl, esl:l no le cbga una ¡xEstaj rrola, debierOO en Di> caso la 
aubDad, demo de una sana ai1iisllaiín, sfll;r.;e en sus actJs aDDils a 
delmni1ados ~o llnEs arro oon, la 1am iablllal iµ¡ 9.llo p.Jede esa baiala 
en una adoo.ala fu da 1101hi6i1 det OOtrlD QJEl la a&na, asl <DT1l en una 
irotiv<riín, a'.n rila'¡« iµi en el oct> llJ!t¡rli, QJEl B1e ¡u~ JDIBl'de rnriEst> su 
j.Jifmad; asffisrro, debe esa apoy.m o merm runa hectos dertis. ooeditaOOs 
enel eicpedierle ret<m:>, o püíms yrdro¡ y, fr&nere, ser~ enb'eel l11llli:> 
em¡mloyel ~aklga-." 

El incumplimiento del imperativo de fundamento y motivación del acto de 

autoridad, puede darse desde dos ángulos; el primero, puede referir una ausencia de 

estos requisitos, lo que como se examinó, hace procedente el juicio de amparo sin la 

obligación del quejoso de agotar los medios de defensa ordinarios, pues si se desconoce 

el fundamento de la actuación, es evidente que no puede ser combatida; el segundo, se 

presenta en el caso en el que no obstante que la responsable expresa el fundamento 

legal de su actuación e Indica las razones por las que lo considera adecuado al caso 

concreto, éstos son Indebidos; o sea, el fundamento citado no le legitima para actuar en 

el sentido en que lo hizo o las razones expuestas no se adecuan a la situación concreta. 
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El articulo 17 de la Constitución Federal, establece en su primer párrafo una 

prohibición a los gobernados, la que se justifica con el establecimiento de la obligación a 

cargo de las autoridades jurisdiccionales que se indica en el segundo párrafo y mediante 

las condiciones descritas en el tercero de los mismos, el articulo indica: 

"Arl 17.- NOpia pooma JXXtá hiDllse µ;tida por si nisma, ri e;:ittEr vDerria 1B3 
mcDra' su OOech:>. 
Toda JBlDKl lilm dlm:h> a cµi se le <Dniistre jJSlicia por fuJlales que esaán 
expeditJs p¡13 i11Bfi1a en b; Ji12Ds y ~ q.ie fjen las IB',e;. Efritierllo sus 
resdm1es oo nuea ¡mil. aJTlÜI e ir4mE1. Su sa\Ü> será g<ilJ, QJBd<nt>, 
en a:nseruerria. pdtilaslas ams j.áiales. 
Las 1eylS fe003es y baEs esliüloortll oo medl:ls noosrils p¡13 que se g;:llllliE la 
irdeperdendade 00 funEs y la JBia Eiecuiín de sus rescirinls. 
Na'.le JUlde ser apisinacbpordallas oo caácEr pullTlEllE c:M.'' 

La prohibición del primer párrafo es clara, al indicar que ninguna persona está 

facultada para hacer respetar o exigir et cumplimiento de los derechos de los que es 

titular; esta actitud medieval de "hacerse justicia por si mismo" para hacer imperar la "ley 

del más fuerte", no es comprensible dentro de un Estado en su concepción 

contemporánea, esto es, dentro de una organización polltica regida por un sistema 

jurldico en el que los medios para hacer valer los"derechos de los gobernados, están a su 

alcance. 

Se afirma que la prohibición de la vindicta privata, se justifica por el 

establecimiento de las acciones, tribunales y procedimientos jurisdiccionales al alcance 

del gobernado; justificación que el propio numeral refiere, al prever en su segundo 

párrafo que toda persona tiene derecho a que se /e administre justicia por tribunales que 
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estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo 

sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, circunstancia que, desde 

luego, se traduce en una obligación a cargo de los tribunales, consistente en un deber de 

actuación a solicitud del gobernado, con la finalidad de resolver, de acuerdo con la 

competencia que las leyes indican, los conflictos jurldicos o litigios que les sean 

expuestos. 

El propio articulo, establece los lineamientos que deben privar en todas las 

sentencias y actuaciones materialmente jurisdiccionales, al indicar que las resoluciones 

deben ser emitidas de manera pronta, completa e imparcial, de lo que se advierte la 

necesidad de cumplir (se reitera) con los términos que las leyes establecen y en su 

defecto, los plazos que la interpretación del ténmino prontitud en relación con el proceso 

de que se trate sea racionalmente dada por los propios órganos jurisdiccionales; 

asimismo, el segundo párrafo indica la prohibición de las costas judiciales, es decir, 

establece la gratuidad de la actividad jurisdiccional, con el fin de un acceso general e 

imparcial, porque el derecho al cobro de honorarios por parte de los jueces, como sucede 

en los procedimientos arbitrales, necesariamente conducirla al comercio de una de las 

actividades que dan legitimidad al Estado como fonma politica. 

El tercer párrafo del articulo 17 constitucional, otorga al Congreso de la Unión y a 

los congresos de las entidades federativas, la facultad de organizar los tribunales de 

manera que sea garantizada su independencia y la potestad de hacer cumplir, incluso 

mediante el auxilio de la fuerza pública, sus resoluciones. 
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El último párrafo, reitera la garantla de exacta aplicación de la ley penal, al 

establecer que nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil, 

porque como se expuso al examinar el articulo 14 constitucional, para que un hecho 

pueda ser considerado como delito, es imperativo que se contenga expresamente en una 

disposición legal, requisito igualmente exigible en el caso de las sanciones penales; es 

decir, todo delito y cualquier sanción que se pretenda imponer con motivo de su 

comisión, debe estar prevista en ley. 

Los artlculos 19 al 22 de la Constitución Federal, establecen garantlas del orden 

penal que indican la forma, términos y requisitos que deben ser observados por las 

autoridades administrativas encargadas de la investigación de los delitos y desde luego, 

aquéllos que deben cumplir las autoridades judiciales para la imposición de sanciones de 

naturaleza penal, asl como la forma en que deberán cumplirse las penas privativas de 

libertad y la reincorporación o readaptación social como finalidad del sistema punitivo. 

Por último, el articulo 8º de la Constitugión Federal, establece el denominado 

"derecho de petición" como prorrogativa de todos los gobernados y correlativamente 

prevé una obligación a cargo de las autoridades del Estado, consistente en la necesidad 

de atender las solicitudes, consultas o instancias que los particulares les formulen. 

Se estima que esta garantia, no es susceptible de ser clasificada en las que se 

han enunciado en la presente sección, porque no tiene como finalidad la igualdad entre 
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los gobernados; su objeto no es la libertad personal y no se trata de un acto que Implique 

propiamente el ejercicio de la potestad soberana sobre la esfera de derechos del 

particular; además de que no protege derecho alguno, sino que lo crea. 

El articulo 8º de la Constitución Federal prevé: 

"Arl So.- Los finiln<rtJs y~ püxJs respela'án el ejoo:üJ del deredD de 
petidál, sien'4Jl0 que ésta se miue por esat>, de m;nra pacifica y respeLaia; peo en 
rnatelia politica sólo pocj¡!r1 toorim de ese deredD kls cirlachlJs de la Re¡x'.ü:a. 
A txla petidál deberá l'0COO' Ln illmb esat> de la abiBl a cJJien se raya OO;;:Jo, 
la rual tiene obfg¡ri)rlde h<mbamreren IJeYe~al peünri>." 

El ejercicio del derecho que establece esta disposición constitucional, es 

condicionado a que la instancia que sea elevada a la autoridad, se formule por escrito, 

no se utilicen medios violentos para su exposición y sea respetada la Investidura de quien 

se inquiere, esto es , se trate de una solicitud respetuosa; su titularidad se restringe 

tratándose de materia polltica, a los mexicanos mayores de 18 anos que tengan un modo 

honesto de vivir. 

La obligación de los empleados públicos y funcionarios que sean consultados o 

requeridos por el particular, consiste en dar contestación congruente a la petición que se 

les hubiere formulado y hacerla personalmente del conocimiento del peticionario, en un 

plazo que dependerá de la naturaleza del asunto que se trate. 

El numeral indica que la contestación deberá darse en "breve término", término 

que ha sido interpretado desde un plazo de tres dlas hasta tres meses; sin embargo, se 
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debe concluir que se deberá estima el tiempo necesario que, razonablemente, implica el 

análisis de la solicitud; la elaboración de la respuesta y su notificación, circunstancia 

que, desde luego, será variable de acuerdo al tema sobre el cual el particular precise 

conocer o pretenda que la autoridad le informe. 

De acuerdo con la breve clasificación de las garantlas individuales que se ha 

expuesto, es posible decidir cuál de ellas o mejor dicho, cuáles de los derechos que 

protegen son susceptibles de cuantificarse en dinero, porque si el incidente de 

cumplimiento sustituto tiene como finalidad el acatamiento subsidiario de la sentencia 

mediante el pago de daños y perjuicios, es indispensable para su estudio, Identificar los 

derechos que puedan ser restituidos por la tramitación del mismo. 

La clasificación general de las garantlas individuales reconoce aquéllas que tutelan 

la igualdad entre las personas, que les reconocen un mismo plano jurldico ante el 

Estado; aquéllas que protegen la libertad de la persona, en su aspecto material e 

intelectual; aquéllas que regulan el ejercicio del poder público y fijan limites o condiciones 

para la actuación de las autoridades estatales y el derecho de petición que se expuso en 

último lugar. 

Es pertinente reflexionar acerca de la finalidad del incidente de cumplimiento 

sustituto, en lo concerniente a la cuantificación en numerario que constituye el 

acatamiento subsidiario de la ejecutoria, ya que si ésta depende del objeto que se 

pretende valorar, es necesaria su clara Identificación. 
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Se estima que la determinación del monto que debe ser cubierto por la 

responsable, no puede lograrse en relación con la garantía que se estimó violada, ya 

que ésta no puede ser valorada en dinero; los valores humanos que protegen las 

garantías de igualdad y libertad de las personas, por tratarse de abstracciones de un 

ideal social universal, son inmensurables. 

La procedencia del cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, debe ser 

contemplada desde el punto de vista del derecho que protege la garantla transgredida, 

no desde la óptica de la garantía misma, porque se reitera, no podrla razonadamente 

determinarse cuanto vale el derecho público, sin evitar la derivación absurda de identificar 

dicho valor con el del propio gobernado. 

Ahora bien, no obstante que no puede ser valorada en dinero una garantla, el 

derecho material que ésta protege si es susceptible de apreciarse en dinero; por tal razón 

es de excluir de la materia del incidente de cumplimiento sustituto, desde luego, las 

prerrogativas que tutelan las garantlas de libertad e Igualdad, porque el derecho tutelado 

se identifica con la garantla misma; en cambio, las garantías de seguridad jurídica que 

extienden su radio de protección a los bienes de la persona, los que por definición son 

cuantificables en numerario, si pueden ser objeto de restitución sustituta en el juicio de 

amparo. 
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En ese sentido, debe estimarse que exclusivamente las garantlas de legalidad y 

seguridad jurldica, que tengan como objeto de tutela de los bienes del gobernado, son 

susceptibles de restitución sustituta y se debe señalar además, que no se incluye a toda 

clase de bienes, sino sólo aquéllos que se encuentren en el comercio. 

La necesidad de la tramitación del incidente calculando un monto indemnizatorio. 

Con el objeto de Identificar la naturaleza jurldica de los daños y perjuicios, 

Guillermo Cabanellas", considera que ambas voces se relacionan por completarse; 

puesto que todo daño provoca un perjuicio y todo perjuicio proviene de un daño; en 

sentido jurldico se llama daño a todo el mal que se causa a una persona o cosa; y por 

perjuicio, la pérdida de utilidad o de ganancia, cierta y positiva, que ha dejado de 

obtenerse. 

En términos coincidentes, el Código Civil para el Distrito Federal establece en su 

articulo 2106, que se entiende por dallo la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio 

por la falta de cumplimiento de una obligación y en el diverso 2109, este ordenamiento 

legal indica que se reputa perjuicio a la privación de cualquier ganancia licita, que se 

hubiera obtenido de haberse cumplido puntualmente con la obligación. 

16 Cabancllns Guillcnno y Alcalá-Zamora y Castillo Luis, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, tomo V, 
Buenos Aires, Argentina, Editorial HclillSta, S.R.L. 1979, 12a. Edición. 
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De acuerdo con la última parte del articulo 105 de la Ley de Amparo, el 

cumplimiento de las sentencias es susceptible de realizarse, subsidiariamente, mediante 

el pago de una cantidad de dinero, que habrá de ser determinada por el Juez. 

El articulo 105 de la Ley Reglamentaria de los Articules 103 y 107 Constitucionales, 

reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de 

mayo del 2001, señala: 

"ARTfcuLO 105.-"' Si dentro de m ..mxmro toas ~a la llllñ:aiá1 a m 
aiDmles1espa asableslaejea.Uia no~~ aarl>la rd..ralezadel ali> 
b permia, o no se enanrae en vlas de ~en la ~ airmm, el µiz de 
DistJI>, la aJbi:lad <fJe haya anxm del j.üJ o el Trbml ~de Ci!Uo, si se 
tr<ia de revisD1 aria reooU:i'r1 ¡mullBla en mami de lll1HOdiectJ mcµñiri, de 
mi> o a ilStnia de walcPr.i de m JD!es, al 5l4Jll'a i'TnecüJ de la aJbilad 
res¡msable JH3 que 001!J.e a ésla a rut1* sn dllma la serErda; y si la aomi 
res¡msable no hMere ~.el~ se l1ilá ciecD11e1 ie a ella. CuarrlJ el 
5l4Jll'a hnedBo de la aJbiBI res¡ms¡üi no aeme el recµrilirtJ, y Were. a 
suwz.~~.mti'flse~ae5El1im. 
CuarrlJ ro se obedeciere la ejea.Uia, a pesa' de b; ~a que se ltiee el 
Já!áo nm, el iJez de Distt>. la aJbi:lad !flB haya amcict> del j.m o el Trbml 
~de Cin.it>, en su caoo, nmm el exµedErE agra a la &.!Jerm Com de 
.ÁJ5liCia, IDll ti; efocb; del micW 107, rr..xüi XVI de la c:mstllXn Federa, dej¡nb 
~ oortfulda de la nisma yde m aristrdas <JJeiael nemai<I; JH3 IJIXU3'5U 
exaciJ y debOO WT1*'flin:>, arirrm al micW 111 deesla Ley. 
CuarrlJ la ¡ate ~ no e5lMere arim1e 1m la reooU:i'r1 <fJe aga ¡u 
ru11ida la ejecl.QB, se erMlá müén, a petición wya. el ~a la ~ 
eom de .lJsticia. oma petid6n dOOerá ¡JeSBDse dlrio de bs <im días si¡Jier1Es a1 
de la nolfmXn de la rescUÜI a:mispouiele; de <*o mm, éstl se D1*á ¡u 
<Xrl50Üla. 
Cuando la naluraleza del adolo pennila, el Pm> de la Sl4JB11il Com de J.liticia, lllil 
wzque tuea 0..11iooael ~o la~ del aoo recimD>, pcxtá 
dis¡xXllr de mi> e1 a.n1*mtJ 5lb;tU) de 1a seriem de llll1BO. aam su 
ejeaJCiín áecE !JlMll1lOOkl a la S'.ICiOOiE o a lenmJs en m1)0' JJqXllÜ1 <fJe b; 
bem!iOOsoomnmsque ¡uielaamue1cµi;:m. 
Una wz que el Pleno deUmill el~ atali>, remliá b; aubs aljm de 
dislrllD o a1 bbrnl de <iniD que teya anxm del llll1BO. JH3 que hcüel 11a111 e,., 
resuelvan el rnxbo amtla de la n!Stlucl6n. 
sm-.re que la ra.raklza del a:i:> b pemia. el cµpo pUá sttia' ril el µiz de 
disltlo fullal de<iwiDque haya anxmdel allQO. el~Slba.t>dela 
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~. ¡µen red.uá de nmera irilenal b cxrdJoorM y, en su caso, el mxk> o 
amia de la restiUi'n 

Es oportuno referir que con la reforma de 17 diecisiete de mayo del 2001, al cuarto 

párrafo del articulo transcrito, el legislador pretendió evitar el posible descontento social 

que podrla generarse, en razón del cumplimiento literal de la sentencia de amparo, que 

implicara la afectación de un grupo determinado de Individuos y se reforzó la Intención 

consistente en evitar el Incumplimiento indefinido de aquellas resoluciones que fueren 

material o jurldicamente imposibles de cumplir, ya sea por la pérdida del bien material 

objeto de la garantla a restituir, por la afectación social que implicarla su acatamiento o 

por cualquier otra razón que se justifique en autos. 

Esta reforma, gira en torno a la facultad otorg¡ida al Pleno de la Suprema Corte de 
" 

Justicia de la Nación para que, de oficio, determine su procedencia; esta es una facultad 

discreslonal y su ejercicio se condiciona por la interpretación de los tribunales federales, 

a la tramitación y resolución del Incidente de inejecución de sentencia o de la denuncia de 

repetición del acto reclamado. 

Trasciende en la reforma el establecimiento de la figura de caducidad en lo tocante 

a la ejecución de la sentencia, ya que no obstante el articulo 113 de la Ley de Amparo, 

indica que no podrá archivarse ningún asunto que no estuviere enteramente cumplido, lo 

que obliga al Juez a solicitar de oficio el cumplimiento, ta Inactividad del quejoso por 

trescientos dlas, es susceptible de producirla dentro del procedimiento de ejecución. 
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Entonces, se advierte que la actividad oficiosa no suspende la caducidad, sino 

sólo las promociones en las que se evidencie el Interés del promovente en la 

continuación del procedimiento; por lo que no obstante que sea manifiesta la renuencia 

dolosa de la responsable, de solicitarse la declaración de caducidad, ésta deberá 

decretarse. 

Con la reforma se otorgó al quejoso la posibilidad de impugnar mediante el recurso 

de queja, las resoluciones emitidas en el incidente de cumplimiento sustituto, asl como la 

que decida respecto de la caducidad del procedimiento de ejecución. No obstante, se 

considera riesgoso el establecimiento de la caducidad en la ejecución, porque si la 

responsable dolosamente retrasa esta etapa (por ejemplo, mediante el ofrecimiento 

ocioso de pruebas o la objeción de éstas) y transcurren más de trescientos dlas, 

válidamente puede solicitar la declaración de caducidad y ésta podrá ser declarada sin 

impedimento jurldico. 

Es conveniente también señalar, que el ejercicio de la facultad del quejoso para 

solicitar la apertura del incidente, no se condiciona al requisito de previa tramitación del 

incidente de inejecución de sentencia o la denuncia de repetición del acto reclamado, 

como se condiciona su apertura oficiosa por la Suprema Corte; sino que al promoverse, 

una vez formulados y desahogados los requerimientos de cumplimiento a que se refiere el 

primer párrafo del 105, si el juez advierte la imposibilidad material o jurldlca para la 

restitución del bien o derecho tutelado por la garanlla que se consideró violada, decidirá 

sobre su procedencia. 
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Como se expone, la finalidad de la reforma a la Ley de Amparo de mayo del 2001, 

en lo tocante al incidente de cumplimiento sustituto, se encamina a dar celeridad a la 

restitución de las garantlas Individuales del gobernado; hacer procedente su apertura sin 

que medie solicitud del quejoso; es una medida que pretende evitar el rezago de 

expedientes en estado de ejecución, además de que, resulta eficaz para evadir posibles 

conflictos sociales que el cumplimiento literal de la sentencia de amparo pudiera causar. 

Se evidencia la intención de hacer del incidente de cumplimiento sustituto, una figura que 

desahogue los innumerables e inútiles requerimientos que se formulan a las responsables 

obligadas a restituir al gobernado en el goce de las garantlas vulneradas, en los casos en 

que sea notoria la Imposibilidad para acalar literalmente la ejecutoria. 

El Incidente es procedente, sólo cuando en la sentencia de amparo se establece 

una obligación de hacer o de dar; es decir, de carácter positivo, porque es evidente que 

no puede existir el incumplimiento de la sentencia, tratándose de obligaciones de no 

hacer, porque que precisamente se cumple con la conducta omisiva de la autoridad. 

La procedencia del incidente de cumplimiento subsidiario, por solicitud del quejoso, 

no está subordinada a la sustanciación de los procedimientos de inejecución, queja o 

inconformidad que previene la Ley de Amparo, ni tampoco al transcurso de cierto plazo; 

sino que éste debe admitirse, siempre que en autos se acredite que es imposible jurldica 

o materialmente el cumplimiento de la prestación debida por la autoridad y que la 

naturaleza del acto, es decir, el derecho tutelado por la garantla violada, lo permita; 
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sólo entonces, se justifica la entrega de una cantidad de dinero que represente su valor 

pecuniario, sin que, desde luego, se excluya la posibilidad de que precisamente en el 

transcurso del procedimiento de ejecución o en la sustanciación de los medios de 

referencia, sobrevenga dicha imposibilidad, circunstancia que harla procedente el 

incidente; este criterio lo ha sustentado el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la jurisprudencia 85/97, publicada en la Novena Época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, Noviembre de 1997, página 5, que Indica: 

"EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE Nlfi>MO. PROCEDENCIA DEL INCllEN1E 
DE DAÑOS Y PERJUICIOS PARA SU CUMPl..llENTO susmuro. 8 máisis de 
bs rrdMJs ~ dam Ugl" a la OOiD1 del t1im piTáo del atbi:> 105 de la Ley de 
Ampere, por docni:> ¡l.iímb en el Dm:l CTicial de la Feder.Dln del siee de enso de 
mi noveciertos 1Xfler1a, y de bs JXitjJiJs ~ del ilci:leOO de hljeaml de 
sentencia y del recuso de ~ JD" Mea:i o eJ<teSO en la ~. rewla IJl0 la 
poredencia del imenE de ~ sustliJ no eslá s.brdiladl a la 
sub5tn::iación preYa de b; JJO(JlCfrnErb; ~. ID1ll bs llUÓJWos, ~la 
citada kly en relacD1 ID1 El~ del I<*> ~. ri Bl1XJCXl al lr.nlruso de 
cierto lapso contm a pa1i' de su <lirl:l, sro ~ det:e .mWse sien1Je IJl0 de ab 
se 00\iatl JD" el .AJe:z o JU la p¡ile q.JEjJsa IJl0 elÜ! <i'nJaj jJíb o de hedl> JBll 
realiza" la presfacÜ1 delila JD" la ama! al <µjloo y q.Je la naUaleza del aci:> k> 
pem1ta p..¡es, erhn!s, se ;JSlb la riega a l9l de una crtiJ:J de li1ero IJl0 
reixesam e1 vao-earmmde ctma ¡m;lacüi." 

El cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, se logra mediante dos 

formas: La primera, por el trámite del Incidente que establecen los articulas 358 a 364 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, el que una vez resuelto y declarado firme, 

hará exigible el pago del monto que se hubiere fijado, de acuerdo con los medios de 

prueba conducentes; en caso de omisión Injustificada de su cumplimiento, la autoridad 
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contumaz es sancionable de confonnidad con la fracción XVI del articulo 107 

constitucional. 

La segunda forma de lograr el cumplimiento subsidiario se alcanza mediante la 

celebración y cumplimiento de un convenio entre las partes, que debe contener el monto y 

forma de cumplimiento de la obligación sustituta y que debe hacerse del conocimiento del 

Juez de Distrito, para el efecto de que se pronuncie respecto su legalidad y en caso de 

ser cubierto el pago, reconozca el cumplimiento de la sentencia de amparo. 

En este caso, si no se logra avenencia, el quejoso tiene acción para optar por el 

incidente de cumplimiento sustituto, como se indica en las siguientes tesis de 

jurisprudencia: 

"CUMPLM:NTO SUS11MO DE EJECUTORIAS DE NIPM.O. B. WCllEN1E 
DE PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS SE RIGE POR LAS~ DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEllMENTOS a\11..ES Y, EN SU CASO, PROCEDERÁ IA 
QUEJA ANIE B. TRllUNAL COLEGIADO DE CIRC\ITO.- C.aro el ülino pár.j> 
da atícli:> 100 de e Ley de MlDll esl¡j¡kJa¡ ~ e1 ~ JJ.JElde qn, 111 
aJr4fmier*> susti:>de e ~de atµIO, JD"el pag:¡de c1ms y pEljüJs, pero 
este ooBarier*> legal ro~ el pocairitd:> hilmtal rel<iMl, es neoosai> 
aaá, en vla ~.a Códg:> Rmal de Procairriern CMes. ~atiaD; 358 
a 364estaileaJlelpcmi1 rier *' irilenal oreo, denlo da rual <DJDe releva-da la 
prueba pericD del av.*i> del bien <JE ro JJ.rl> mstüse a ~- En su caso, 111 
<Xl1lra de la rErblml del .1JeZ de llstt>, ¡IOOOCBá e q.Ejl ri'l el Trhml 
Cotaja:bdeCia.itlmkls~daatlcWOO, traam X. dela l.eydelln1Dt>."'7 

"EJECUTORIAS DE NIPARO. AN1E IAM'QSIBI DAD DE SU CUMPUMENIO 
ORIGtW., OPERA EL CUM'l..M:NTO susmuro, QUE TEtE DOS FORMAS: 
EL PAGO DE DAÑOS y PERJUICIOS o a CONVENO.-Q.m:b IEy irlpOtÜiill 
paa ~ ma ejeamde a11HO sea a.n1*la en 5US lémills, del OOlai> 100, l1iro 

17 Tesis Xl/2000, aprobada por 111 Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del 
veinticinco de febrero de dos mil. 
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pámío, de la ley de Arllm>. se <Es¡mm IJll J1lBde mse ID' llJr4Ü. v.'.tirntl*!, 
rneá<ne el ~ded<i'o; y~ este wrpnilrt>suslU:>se bga meciril<bi 
famas: la JJinera, el h:ilenE iµ¡ esWecB1 ks aitiaiJs 358 a 364 del c.ódi{J> Federal 
de Prcxmi"nieotls CMes, ~Sl4ÜJia10*3 YIJll iecPere. nocesaia 1eikl, de la 
JXlllOOtÜ1 del qtl!jm, en el enmü> de <µl lJla wz 1J11 se tai flme la rErblDia 
ronespomiene, la res¡msalE debe ~el nu*> ~. porQJ0 si rob IBE, 
sera mereoodaa de 1as CD1SOOJel1cias y snmes q.ie ~ 1a fraaiín XVI del 
artlatJ 107 roistituciJnal; y la segnla, la reElrlürl y~ de Ln <D'Mril del 
que debe d<lse (Xli IOCi .... *> al .1JeZ, sientl ÍJ1XIB'É ~ <µl si las pláli:as 
temientes a kJga" el <D'Mril ro men é>cit>, el <µp¡o liere mn, en blo ilm11li*>, 
p¡vaqX¡ypcrelh:ilenE~ded<I'Dsy~& 

"CUPtf>LJMENTO SUSTTruTO DE LA SENTENCIA DE Nlf'ARO. SI LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE NO N;ATA LA tnERLOCUTORIA CON LA QtE 
CULMINA, OESERÁABRRiE B. INCllEHIE DE tEJECUCIÓN DE SENTENCIA 
PARA LOS EFECTOS DELAAPUCACIÓN DE LAFRACCIÓN XVI OELAR'lbl..o 
107 DE LA CONS11TUCIÓN POÚT1CA DE LOS ESTADOS lN>OS MEXICANOS. 
s hedlo de qxa- JD"el llJl1*nier*> suslli> de lJ1a semm de llllBO ro desWWa 
el asunk> del p¡ooodi1e*> iBiM:> al~ de la smem il, en su cm. del 
rmerm de m;irucm IJll lM> aJlll) a1p1 Ln ;m de llllBO IJll a.tnro oon im 
sentmcia 1J11 <*:J!J) la piWcx:ül cmslhinll, de b 1J11 se s9JB IJll ll13 wz <Ülfa la 
re&iJci'.r1 en el h:ilenE de ~ suslü>, el !JeZ de Oislri:> debeiá 1Agh" 1J11 
las aJlaidOOes 1esp¡J txü:s aaDi y Wl1Ui oon exa:tld b q.ie delEmDI en la 
interorutcra respediva y IJll, en el 5UpiJeSt> de qii ro se ocae, alJa el inlefE de 
inejeari)nde senem ylllTEel~ ae9a &pena Qm, JlElll bsdec*lsde 
la ~de la fraaiín XVI del i11bi> 107 de la <:mslUD1, est> es, pElll sepr.rdel 
<3!Jl a la aJtaiBl anrnaz y ansgata me el .lm de lütJ IJll 001esp¡J ida. Lo 
<rillir se jJStfra porQJ0 el~ sustü> de lJ1a smem de a11JEIO es lm 
derivacü1 de la p¡qia senmil yel ~de ésla, a r.Nésde !KJlél, debe &u 
¡813 eficacia, wum oon bs nisrms JILOÓ 1 iel lbi p¡!Msb; en la OJnsllW1 y la 
ley de Arllm>. Re9Jala iuirisli! q.ie Ln qtJEjm qii ~ ese~ 
susttub-b 1J11 de~ iJ1*a Ida-el~ de la senem., se \Ua prMlb 
de bs mearismoo pitlCESEs<µl la QnAti'.r¡ y la leydeArllm> tienen est¡¡mb; 
p¡va que las serEncias de a1lJIO se ~ Pa nu,ola de ra2én IBl6 
piOOldinienb¡ deben qier¡r~de lJ1a l'IBilÜ1 (XJ1 la <µl o.tme el iDlerE 
de~suslü>delasel'bYladeaiµm.>119 

11 Tesis XllnOOO, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del 
vcinlicinco de febrero de dos mil. 
19 Tesis de jurisprudencia 60/99, aprobada por la Segunda Sala de nucslro Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintiocho de mayo de mil novecientos noventa y nueve. 
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Si se opta por el cumplimiento sustituto mediante la celebración del convenio a que 

se ha hecho referencia, el juez de amparo estará obligado a vigilar que éste se cumpla en 

los términos acordados, lo que de suceder asi, deslindarla a la autoridad responsable 

de cualquier presunción de mala fe que el retraso injustificado en el cumplimiento de la 

obligación establecida en la ejecutoria pudiera acarrear; consecuentemente, deberá 

estimarse improcedente la cuantificación de los perjuicios que se le hubieran causado, 

porque, se reitera, esta conducta revelarla una presunción de eficiencia en el desempeno 

de su labor. 

Debe puntualizarse que el cumplimiento subsidiario de la sentencia, mediante 

convenio, debe hacerse siempre que hubiere sido declarada la imposibilidad de cumplirla 

y desde luego, mediante la tramitación del incidente, porque no obstante que se trata de 

un acuerdo de voluntad de entre las partes en el juicio, respecto la sustitución de la 

obligación, lo que en un principio presumirla la concurrencia exclusiva de la voluntad 

particular; no debe perderse de vista que se trata de un juicio constitucional, cuyo 

cumplimiento se considera de orden público. Además, mediante la intervención judicial, 

se evitaría la presencia de abusos que las autoridades, aprovechando la urgencia 

económica del quejoso, pudieran cometer; Igualmente, se prevendrla el desvio de 

recursos económicos estatales, por la promoción fraudulenta de juicios de amparo. 

Ahora bien, de no optarse por el convenio o de no llegarse a un acuerdo, las 

reglas que el juzgador debe tomar en cuenta para la cuantificación de la obligación 

subsidiaria, se determinan mediante los criterios de interpretación de la Suprema Corte y 
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de los Tribunales Colegiados; en ellos, se indica que la cuantla va a estar siempre en 

función de la garantla individual que se consideró violada (del derecho que ésta tutela, 

según se expuso) y del acto que se reclamó en el juicio de garantlas; se precisa 

además, que el detrimento económico que puede ser cuantificado incidentalmente es 

únicamente el directamente ocasionado por el acto que en el juicio principal fue declarado 

contrario a la Constitución Federal, no asl los que se hubieren ocasionado en forma 

indirecta o aquéllos por los que el quejoso no obtuvo alguna ganancia, porque -se 

expone· los daños y perjuicios Indirectos no podrlan restitulrsele con el cumplimiento 

efectivo de la sentencia de amparo, ya que el juicio de amparo es un medio de control 

constitucional que no puede resolver cuestiones de responsabilidad civil en que pudieran 

incurrir las autoridades responsables con sus actos, por no ser ésta su finalidad, por lo 

que, en todo caso, corresponderá a los tribunales comunes su conocimiento y resolución. 

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

sustentó una tesis de jurisprudencia al respecto, que no obstante haber sido resuelta por 

contradicción, es muy Ilustrativa, ésta se publicó en la página 259 del Tomo XI-Junio de 

la Octava Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su texto es el siguiente: 

INCllEN1E DE DAÑOS Y PERJUICIOS COMO SUS11JUTO DELCUMPLWENIO 
DE SENTelCtAS DE Nlf'AWJ. PROCEDENCIA Y ALCANCE 
(MERPRETACION DEL CUARTO PARRAF<>DELAR11CULO 105 DE LAl.a'DE 
/WPMO). Paa deBnWa ta IJll(Jlderm de e5E iDlerE de danos y peijicils. es 
~ aEr-der a e~ de ndm de las rebnm ¡:U*3las en el Díli> 
OfDal de e Federaciín, el a de ereo de mi f1MlderD¡ odmla. ya <P l.e en tsis 
en las que se ~esta 9Ja µíi:a en el curprienD de sentencias de llT1BD­
Pues bien, de ta lecUa de ci:tlls rrdMJs, se aMeré oon <DiBl <"8 ta razm p1111 
i1lrtxiJci' e1 rmem de danos y ¡ajDls en e1 curprienD de sentencias de~ 
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fue la eósterria de~~ del Pater .AOOal Federal q.ie ro tmlan pcxiil 
ser ~ por d\Qsa:¡ ca.osas, por cxnsigJiene, para q.ie ro pootme2131 
innl*Jas se e 1D!J1 al IJJEjm la JXl5lidacl de seíKitl' el rar00 de la~ de 
tau, pala~ oo da", a Cél!Jl de la~ res¡xn;able. Esta razón se reiBa 
en la expcl5(Xr1 de lldMls de la rebma a la Ley de Arrlm>. J1ücada el dieciséis de 
enero de ml ll'.MlCiBU; odD1a y rualro en el Dmo Ofiáal, en el rual se merdcl1a q.ie 
ruar00 e1 reism óE e1 IJ0!1l de da'oo y ~ para dar por an1*la Lm 
senterm de aJlDO atf<I qeami ro se re bg¡D:>, el ;.iez de Dislrit> señaBá el 
mir*> de kls nisrros. Po-~. el imerlE de dañoo y pajüls para dar por 
an1J(da una senmil, ¡JtXEde aam en la misma se esfalieoo Lm ~ de 
tau a Cél!Jl de la atmad res¡xnsabe, es dect, de caácB posilM:>, pmµ¡ 
lraárólsede~dero tau, ro ¡lJedee>ÓSIÍ'el ~dela serblda, 
~ q.ie ésla se 11111*l 1D1 la mW:.ta anisiva de la a.bful, kl rual si es poolil 
kJgar a lrlMls de m rmiJs S11 m abes eµ¡ esfalieoo la e.,,. Alua tlen, de la lerua 
del aat> ~del atiai> 100 de la ley de ""1Bo. pcr su redocáín, pilOO! ~a 
disaecüi del qJEjm el ~ de la sertenda de ~. o tlen, el P3!J> de 
da'oo y peiµoos, al sei\al<I' q.ie: 'E <µlj:m pcrlá 5CÜI' q.ie se dé por an1*Ja la 
e;nmi IT10áril el lll!Jl de b¡ dañoo y ~ q.J0 teya simlo". la palaaa poctá 
pilOO! mia' la iutll <isaecinal del qJEjm para 5ltiil' se dé por an1*Ja la 
senterm. Sil errb1tJ> ~limad dsmri:ra debe im¡retml en b1re CXJlrii ID'I 
hlo kl dis¡ulSt> por el atbi> 100 de la ley de ""1Bo y aEróerdo a las razooes q.ie 
rrdivaoo la nroo.am de ese h:ilril de dañoo y JlEli.ÜlS. En éecD, el MicW 100 
¡m.é el ¡:rooedi1ie'*>cµ¡ tmá de S0!Jise para el~ de las serErdas de 
<fr4Bll, es1o es, la abilad respoosatE ruena ID'I wi1ilSro toas para anl* la 
senEncia, <Drfdldas a pñde q.ie se e rdñ:a ésla, aam la reUaklza del ai.'l kl 
pooTita, o tJen, llDRase en vlas del QlllÍ'1ientJ der*o de ddll .imm; en moo 
<mlrai>, el~deaJlDOO la a.bful cµl teyaamcilodel;.üJ, lllcµlliá1 de 
áti:J o a peticÜl de aapm de las ¡aEs ~ al Sl.pEM jerírtJin de la 
respon:xü¡ para q.iela<Ü!Jll a anl*sil dooua, ysl ~ro ainle el recµ¡ririertJ 
se tBá kl misrro ID'I o s4J11ir ~de esla l1ina, aam la respon:xül ro 
b-ga s4J11ir ~se e~ a ela lrisrm. Si a pe&l'de esb ro se~ la 
smena, se €11\Uáo~a la Sqmua Qmoo.Mliiade la NiKül. para<JJe 
¡:rOOlda a dar ~ a la fim'.lr1 XV1 del mil 107 cmstlmlal, esb es 
SllfBll' a la res¡ms¡üJ de su Cél!Jl y arisi¡JBla ril o ;.iez de Distt> llJ1lllB*l. 
h Kiepelw 11ei1e1Eooesbl1im, oiJezde!lislrtl, laaDiDf <JJeCDmdel;.ü>o 
el Tihml Qitj¡lbde Cin*>, en su moo, ddaárl las ádenes neas.es para q.ie la 
senem se~ si é5las ro son OOedeOOas amisinrá a ui secnDkJ o éáai> 
paraq.ie dé curPrrBt>ala ~ wrd:i la naUaleladelai.'lkl pemia, oen su 
moo, el mislroiJezde Oitt>o o MgslrabdelTihnll ~se an&men o 
lg¡I' en q.ie detD llJT4ÍISB, para ejeaDta por si misnm, JUinb i'1ctm dcD' o 
aDCil de la ftJerza ¡:rü3. Si Lm \eZ ag:Dlcl esE ¡:rooedi ¡je*'· runlo la rdJaleza 
del act> kl pemia, o ld>la ¡rima ,mi de él, JDtJJ0 el act> ro puede serejeabb por 
abo, mtnes cµ¡daáa disalllDl del~º ~porhiisli' en o ~de 
la ejeo.Dia o 5ltiil' se dé por an1*Ja rmiril el 111!J1 de dai'lo6 y pejüls. Peo, 
Id> rurdo se tm aipm m me00s para <Ül'lero ~de la srilnda. o 
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<J$> JXX*;i qU pcr el Oiillre de daros y perjÜlS, si b desea, txla wz IJJ!!, 
oornti" q.ie el ~ JJ.Jede 5IÍd<I' q.ie se dé p:r ~ la serEncia de ll1lJEl'O 
rreda'm el IJ0!1l de dat'os y peijüls, al dia s9D*i oel nisrro dla m q.¡e se deche 
ejeClJbiada la senm:ia, atmafa aria la 61afdad JltáDa del iDJ ansllDml, 
permitierOO la Slhiisa1cia de acts dedlaOO¡ ilarlsliUiraes, la ~ de 
g¡m¡tJas miWllaEs en detinenb de m dlmtos de m gDmDis e ÍTlUÜll de 
las wramJes ...muas, q.ie pagam cm !JJSb, Lm <Ülini ala anmJ de <iml 
al p¡riaJlar, el rual aá1tas woos pcr ~ ean'.JniJa, se wrla djgD> a 
aoo¡Dla, reruiciarOO a sus g¡rcr'fus iú.Wales, a sus mnros derectllS mm ser 
tunaro, JXJdiérdlse mmraeroo1r1 "o:merál' i"fJstiiabdedemch:Js. Pcrest>, es 
~ ills¡xetarel MkW 1~de la leyde Anlm>, en ru arf.r*>, sigierdJ 1DSO 
a paro el pmcmi 1 liel .V ¡:aa W1l* la srin::ia de M'pll>, y !dJ aam ésta ro se 
klga, JlOOlderá el mJOOe de dai'oo y peijü:6 m SU5llri'.r1 del wrprrielWl de la 
ejerubia, ¡:aa q.ie, 00 5U c:aso, el ~ lin1D IJJ!! tlde su Wl1Ífl'1ÍBl*l, l"ll 
ocasDie al ~ una lesién más gao.e oo sus i1ereses ¡.ni:xls. o bien para q.¡e ro 
quec1e hc:un1Jfda 1a se..-.erm de llllJEl'O. 0e b hasia aJJl llázab, ¡xxDros anü 
q.ie ¡:aa la pnxllderda del Oiillre de dat'os y perjüls se flllJÍIJI!: La exism:ia de 
una serlerc.ia q.ie cmreda el llllJEl'O; q.ie la olí!Jrijn a la q.ie quede 9.jltl la 
aubiBl respcnxüJ sea tm ~ de tm:r, esb es, de caác:b' posilM>; 1JJ!! 
dD1a sentencit haya <a&m e;iaa:m; y q.¡e se haya seg.Ü> el Jl'OCBi 10 *> 
estableO:h oo la ley de J\rrplo, ¡:aa bga-ru llJTf.(nD*> si1 hDrtl IXllSll!JÜ> en 
un témro razmabkl. Tcmnb oo ruertl estJl ~de ¡:mBlenda. t:nüén es 
inµJrtaite a-v.r q.ie el fE!P de dat'os y Pfll1üis a 1JJ!! se ardene a la abial 
responsOOle, v.:ri a esl<I' sierrp'e oo bmi de la g¡r.ria iü.üEI 1JJ!! se anileró 
WQj¡¡ y del ado q.ie se recHré 00 el iDJ cmsllJcim, pcr b cµi, debe ansmase 
q.ie a; dat'os y po1.üis q.ie pueden IBmlll v.ir'm ese i1lilene cu*'' tiDJ curo 
susttut> del ~de SBDldas de M'pll>, DI írianenE kls dredar1em 
ocasinrlls cm el aál i1ldimW q.ie se cmsibó iunsliUi::ná, ro asl kls 
ocasinrlls oo bTra mrooa mm seria el tmer filSacD in ma{JñD re¡µi:> <JJe 
se pensaba alrt en el iYTuelE de wya JJqiecBI se ¡Jt.ó al CJlllj:Bl. en WUI de cµi 

m daros y po1.üis Rliech; ro pcDUI idlísele cm el~ áedM>de la 
sentencia de ~. y esto lfD "1é?, JXll1.I! el ;..w de g¡r.rias es in mm de 
cmtrol oonstiUinal a lüMísdel OJal se Jlt*lgl a tis ~enariade múJs 
de las rutorm1es q.ie ba f900ela 1 la ley 514mna y es causa al¡Jni lesión 1111US 
rimses µidKDs. ~ e1 <rt> o~ sil eremi. para restalEalr eladen 
cmstibJciml q.ie sierrp'e delJe ~. pero es cho q.ie en el ;.ü> Cllll5tilJ.mnal rose 
pueden resolver rueslines de res¡xr &üdal cM o mrre. 00 eµ! ¡uier.11 ronrm 
aubihles 1es¡xr &Eles cm llJS octis, pcr ro ser ésta ru liácBJ, oones¡xr derd> a 
m lrhmles amms de su <D ni1ia*> y~ a r.r.és de prtXai1ia ibi cµi 

~ cAJa; bánEs y (jJa Slil5tn:iDJn, delirm D1erse Jl'BSllE <JJe bresul>en 
el ;.ioo de g¡r¡ritias (ro i11JC11a wál sea el serti> de ése) ro 8QBll a la abial 
responsOOle de a; C3!JlS dliles o penales q.e ron la ~ del aál recimlOO 
(lUOOM atriJuise ni ex!igJe la oo:ü'i q.ie el cµjm pum eidgi- para cµi se le 
i"denrillll kl; ~ q.ie haya ÚÜ>. Ftr <XJnS9.jlr'E, el i1ciler*I de dai'a; y 
perµciJs en el rurPnia'*> de sEftlnc:Bs de a11DO. !dJ YllSlá sira la 
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ruarBKadón cµi arresporda a la reslhi'.n en el ¡ilr10 !JJOO de la g¡r.Rla ididual 
cµi se cmsmó WBla en el µxi cxnsliWcml, y en w caso, loo daños y pei;.üJs 
diectls"1!l e1mndma001emyaocasmma1 ~. 

El criterio que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

determinó que debía prevalecer, ante la contradicción surgida con el criterio sostenido 

por el Segundo Tribunal Colegiado de la misma materia y circuito, lo fijó mediante la tesis 

99/97, publicada en la página 520 Tomo VII Enero de 1998, de la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que indica literalmente: 

"EJECUCIÓN DE SENTENCIM DE NIPMIJ. REGLAS PARA CUANlFICAR EL 
PAGO EN EL lllCllENTE DE DAÑOS Y PERJUICIOS PARA SU CUflA..ltENTO 
susnruro. 8 i1cilenE de aros y pei;.ms imü> en e1 ü!iro ¡árab del Mio.ti 
105 de la Ley de l\nµlo, en a.atJ ~ 111 pooedi1 Ut> a lraYés del rual se klga 
el ~ susti:J de la SEJEnda, ro an:ede al <µjllo más cµi el demcto a 
aErier una wma oo cSuo cµi cmes¡xnla al vakr eaJl'ÓlWX> de las pestKDies oo 
dar, IB8" o ro IB8" "'8 la slOrna i11Dga a la respcn;atil o a la ai:riBl 
ercag¡rll de la ljru:ül, CD1ll si ésla se IUBI mai2'aOO plri.BrerE, sil cµi 
idJya anEJD; o peslacD1es dsli1as de las w 1 palitas en la serblda, ami 

seria el~ de las~ IDas cµi el <µjllo ~de pertiJi' (D'I iTdMl del Id> 
nrlirai> ~~ JlllS la atBÜ1 de esla vla iDlEnal no obedeció a la inmclón 
legislativa de ainferir al quejo&o IN acdón de responsablkBI c:lvil por nalanlala 
distinla de la acción de mqao, shJ la de pm¡W a cµ..ies ro tm podib klgar la 
ejeam1 de la semm de arrcuo. <DJlder' a una slailn de mpooriin m iffi!!> a 
la de QJieres tm kqab el ~ atiail del "*>, ra2l'.r1 pa la rual la 
ruarBKadón del 119> en esla vla debe dlaase <ntzam llÜlbial 1 u*' la 
naisaieza del Id> recmm:i y de la pest'icDi delila pa la ai:riBI, ya cµi m 
cx:asiJ1es ro es filj disligi ef*e el vakr ean'.niD de esla í6na y el de <*aS 
¡m;triJ ies, am>Sllia el kxmd$bdeeülru, wm.aw, palljerlli>. ~roes 
k> misrro acalar lRI serBril de aT1BO CDDDla en aria de 111 at> de 
apodeia 1 itriJodesWa:En de lRI oosa, en~ la flll59;DldeWa es la del.dJcül de 
la oosao, en vfa sWüi, el pa¡poo w vakr al 111J11ri>de !jWa'Se el tm, "'8~ 
una serErril ~ <*rga el arrcm> en aria del lllSB de 111 sm.ür ¡:üim, en el~ la 
¡:reslacÜ1 deWa es su reslbi'.n en el C3!J1 ari el pa¡p de loo h<bms ~ deti'.> 
deverYp' o, en vla !Ultül, el JBp de tlles hibles y de 1R1 <ati:l:I aimal ~ 
rei-me el vakreará!ioo cµi Jll'3 el iµjmOOliirle Sll'sepr.ÓJ del al!Jl.0 
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Sin embargo, quedan aún algunas interrogantes, porque si como se Indica en la 

tesis del Tercer Tribunal Colegiado citada, lo resuelto en la sentencia de amparo no 

exonera a la autoridad de la responsabilidad en que hubiere Incurrido por el retraso 

injustificado en el cumplimiento y se interpreta por el Pleno de la Suprema Corte, que la 

intención del legislador al crear la figura del cumplimiento sustituto, no fue conferir al 

quejoso una acción de responsabilidad civil por ser ésta de naturaleza distinta de la 

acción de amparo; entonces, partiendo de la premisa de la existencia de un detrimento 

patrimonial ¿Cómo se logra la indemnización por el retardo doloso del cumplimiento de la 

sentencia?, ¿Quién determinará -de acuerdo con los medios de prueba conducentes­

cuál es la cantidad que deba corresponder al pago razón del Incumplimiento de la 

obligación? 

En principio, ubicando la condición de procedencia del incidente de cumplimiento 

sustituto, consistente en la Imposibilidad de acatar la sentencia en sus términos, lo que 

se debe asimilar con una violación irremediable de garantlas -que, es oportuno indicar, 

no hace improcedente el juicio por la actualización de la fracción IX del articulo 73 de la 

Ley de Amparo precisamente por la existencia esta vla subsidiaria- e Identificando que 

la materia del incidente no es de naturaleza civil, porque se trata de un juicio del orden 

constitucional, se estima factible la inclusión de una cantidad que represente la restitución 

sustituta de la garantla transgredida, asl como una que subsane el detrimento que el 

patrimonio del quejoso hubiere resentido con el Incumplimiento Injustificado de la 

obligación a que constriñe la ejecutoria de amparo. 
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Se estima que esta posibilidad de incluir una cantidad lndemnizatoria en la 

cuantificación de la obligación subsidiaria, no es más que la integración de la defensa de 

los principios constitucionales, porque si bien la acción de amparo es un instrumento de 

protección de los derechos fundamentales del gobernado, no debe perderse de vista que 

su finalidad es el respeto de la supremacla constitucional y con base en la interpretación 

de la ley fundamental, se justifica esta apreciación económica. 

El articulo 80 de la Ley de Amparo, Indica que el objeto de la concesión del 

amparo, es restituir al quejoso en el goce de la garantla individual violada; en el supuesto 

de que en el juicio se demostrare que es imposible restituir dicha garantla, el segundo 

párrafo de la fracción XVI del articulo 107 de la Constitución Federal, ofrece la solución, 

previendo la posibilidad del cumplimiento sustituto. 

Ahora, decidir si la interlocutoria en la que el juez habrá de determinar la cuantla 

económica del derecho protegido por la garantla individual que se estimó transgredida, 

debe también incluir una cantidad que Indemnice al quejoso por el inexcusable retardo en 

el cumplimiento, se logra mediante una lnter~retación armónica de la Constitución 

Federal; de acuerdo con ésta, es falso que la naturaleza del juicio de garanllas deslinde 

la responsabilidad civil o administrativa de la autoridad que, injustificadamente, Incumplió 

con la sentencia de amparo. 

Analógicamente, si de conformidad con la fracción XVII del articulo 107 de la 

Constitución Federal, la autoridad responsable es considerada obligada solidaria en el 
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pago de la indemnización que por responsabilidad Incurra dentro del Incidente de 

suspensión, por no suspender el acto reclamado que le fue ordenado por la Interlocutoria 

o en el caso de admitir una garanlla insuficiente; se estima que esta es razón 

constitucional suficiente -e incluso debe considerarse mayor por tratarse del juicio 

principal- para ampliar esta hipótesis de responsabilidad. 

Se debe aceptar la extensión de la responsabilidad en el amparo por la negligencia 

o contumacia de la autoridad, en los casos de inexcusable Incumplimiento de las 

sentencias de amparo, porque además, la eficiencia en el desempeño de las labores del 

servidor público, es un principio que la Constitución Federal para el desarrollo del poder 

público. 

El Titulo IV de la Constitución Federal, otorga competencia al Congreso de la Unión 

y a los congresos locales, para legislar en materia de responsabilidad de los servidores 

públicos; el articulo 109, en su parte conducente Indica: 

"Art 109.- B Ca"fJesc> de la lBín y las l.e¡jslaUll> de m E.slaOOs, dem> de m 
ánDb; de rus respediva.5 w 1 peill ida.5, lllqlllliál las IB')e; de '""'° süD:les de 
los seMlores ¡:xJlím¡ y las demás rumasmdllerEsasnillva cpms, merm 
este máder, inJa1 m res¡n ~. de IXllÚl1iBI wn es si!Jier*3s 
~ 

1.- Se iTµráá'i, rrWi<l"le ;.m pdilil>, las 5'llOOles Rblas en el atb.tl 110 a m 
seMbes p:tím> señaBb; en el nism:> IJllOOI*>, runb en el ljrtli> de rus 
funcmes irruTa1 en ~ u CJTisirel CJl0 remmen en ~ de kls íEreses 
p:tím> fu¡ m1101 ~odesu ruendes¡Bh>. 
l'«l~eljD>pditkx>pcrlamera~dekleas. 
11.- La oomisi.'Jn de deh pcr !Ble de aaµer seMb" IJÜX> será persegila y 

sarimda en klstémTilsdela ~pira; y 
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IU.- Se ~ snines ~ a kl; seMdaes ¡üím; por kls actJs u 
arisD1es~ áecBl la~. lmr<Klez, lealla'.J, i'npatüidad yefl:ienda ~delm 
olllerv.Yen el desen1Jlll'O oo su;ffi1lleos, Cél!Pl o cmlsiJnes. 
Los ¡marlmienbs p¡13 la~ oo las snmes ne malas se 00sa1wár1 

a*5I o 1a1 e*'· ~ JXJC*án irplflerse doo veces por tm rola ard.da sardones de la 
nirna rm.aleza. 
Las ~ deemiBárl kl; (3i06 y las tia.nslardas en kl; ~ se deba snmar 

pimh1erE por causa de~ llcib a kl; seMbes ¡üím; ~ lir.rE el 
tioolJO de su erca¡p, o por nDM:Js del misrro, por si o por i1ErpósCI pernona, 
a.merEn SLtW tcDI tet *' su ¡DJirat>, a:lquilran bieres o se cx:oiJz!:al cnro 
ruros Slbe elkls. ruya fJIXDlenda licita ro Juiieseo µ;t(K:a'. Las ~ penaes 
snDa'árl CD1 el decxmisoyCDl la prMri'.r1 de la~ deddm lilms, a:lsnás 
de las áras penas~ OOllJS!XI dal l. 
OJaqJier <i.dllnl, ~su más esb'da res¡xtl GiJtiD y mediril la IJe5el llaei'.ll 1 de 

ehnertJs de JJUSOO, pcQá bmD' den.roa ril la cm.a de op.bb; del 
c:ageoo de la UnOO respect>oo las <Drlldasa las~ se reftete el IJ'05lll'*' aitla.t!.'' 

El encabezado del articulo es claro al legitimar al Congreso Federal, para expedir 

tanto las leyes de responsabilidad de los servidores públicos como las normas 

conducentes a sancionar a aquellos servidores públicos que incurran en responsabilidad; 

la Ley de Amparo, no deberla escapar a esa posibilidad de sancionar a las autoridades 

que hagan evidente su contravención a los principios de legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempello de sus empleos, cargos o 

comisiones; debe precisarse que deben ser sancionables exclusivamente aquéllos casos 

que indica la fracción XVI del articulo 107 de l¡f Constitución Federal y aquéllos en los 

que, como en el inexcusable o doloso retardo en el cumplimiento de las sentencias de 

amparo, sea manifiesta la transgresión a los principios de referencia. 

Otra manera de entender las cosas, restarla al amparo la eficacia como 

instrumento de protección constitucional y medio protector de los derechos 
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fundamentales de los gobernados, aunque pudiese representar un motivo de orgullo 

jurldico pero institucionalmente subdesarrollado. 

Propiciar las interpretaciones que tienden a conservar la Imagen de un atraso que 

impide al Poder Ejecutivo asumir la responsabilidad de su actuación, y al Poder Judicial 

de la Federación reparar los daños causados al violar las garantlas constitucionales de los 

gobernados, sólo sirve para crear y mantener un estado de cosas que repugna a un 

Estado. 

No obstante lo anterior, no debe pasar desapercibido que la opción del 

cumplimiento sustituto presenta ciertos aspectos negativos y censurables, ya que, 

finalmente, sanciona a la sociedad, en tanto que ésta a través del gasto público tiene que 

reparar o indemnizar los daños y perjuicios que han causado los gobernantes porque 

indebidamente se han rehusado a cumplir oportunamente con lo mandado en la sentencia 

y pueda ser que no se les obligó a cumplir ni se les fincó responsabilidad por su conducta 

inconstitucional o no se les conminó eficazmente a cumplir con lo sentenciado o se omitió 

exigirles que indemnizaran en lo personal el daño que causaron, y a la postre es el pueblo 

quien pagará por los platos que rompen impunemente ciertas autoridades. 

Este es un inconveniente que podrla ser utilizado como razón para trasladar la 

acción de repetición, prevista por la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, al campo de la Indemnización por el Inexcusable retraso en el cumplimiento de 
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la sentencia de amparo; esta acción, se prevé por el articulo 77 bis del ordenamiento 

legal citado, en los términos siguientes: 

ARTICULO 77 bis.- QaltJ en el fiood1iei*'1 aiTinistraM:> ~se raya 
deDmimo la les¡xJ ISiHdal del SIMb' flÜD y C1J0 la falta ~ raya 
CaJSado ctñ:Js y JB1üis a p¡ltbDes. éstJs poctm aruli" a las depel m ms, 
erülades o a la Seaet:rfa oo Qnr.Dfa y Oesan:*> AdnTislratMJ, ¡aa C1J0 ellas 
dieda11ente recxmz131 la re:;µJ liiiáiaJ oo illermizar la repara<D1 del claro en 
Ca1lilad I~ y, en O'.lf1SBClJelri atllnr el llil!P arrespordieml, sil neresmJ de 
C1J0 kls (BliaDes oo.mi ala i1strda j.ü::ial o aBJjel"OO'a. 
8 Estrl:> pcxiá mpeti"de kli seMbes flliDl el pagi de la RlenWaOOn hecha a kls 
pm.ees. 
Si el érg¡nJ del Estrl> OO!Ji la i del 11izaciíl1 o si el mrt> no S<iisíaoo al redmri!, se 
lmtán expedias, a sueloo:Dl, lavla~oµlidal. 
Qmdo se haya aoo¡trlJ t.m nm 10da:iir1 de la Corrisión de DeredDs 1-UTam 
en la q.¡e se ~ la llJIDlÜlll de d<i'os y perj.üls, la aumBl ~ se 
lirhá a su dt*r11 li OOín en l3tiE licJila y la aden de pagl respOOiva 

La acción de repetición, deberá ser asimilada a la sanción económica susceptible 

de ser impuesta por la falta administrativa del servidor público, en términos del articulo 53 

de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y en todo caso, el 

monto de la repetición deberá ser tomando en consideración los elementos que para la 

imposición de la sanción pecuniaria prevé la propia ley, en los casos de la resolución del 

procedimiento de queja. 

Las circunstancias que deben tomarse en cuenta para la determinación del monto 

de la repetición, son las que se indican en el articulo 54 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, esto es: 

ARTICULO 54.- Las samies ~ se iTpntá1 tmnb en ruma kli 
~elemems: 
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l.· La glMldOO de la 1es¡xnxi:ída:I en 1J1B se nura y la CDMJienáa de st.piW 
fXáD:as ~~.en ~bira, laslisposiD iesdeestal.eyo las<JlE!sedain 
ari base en ela; 

11.-Las <itu1stal:H;socilecD ó1iras~seMD'~; 
111.-8 nivel jerátµoo, bs lll Ecedel Es y lasardO:Jles~ itractr, 
rv.-1.as cxnlirles exm:res y a; medD;de ejeaml: 
V.-l.a ar1i¡jieda:I del seMc:i:l; 
Vl.-l.arencünlamel~de~;y 
Vll.-8 rronkJ ~beneficio, dai'o o~ ea:níniDs derMl:lo ~~de 
~. 

Se estima que la naturaleza constitucional del juicio de amparo, tiene que 

evolucionar hacia una integración de los fines del Estado; defender una puridad procesal 

que excluya cualquier incidencia que no sea estrictamente constitucional, sino que prevea 

cuestiones económicas o de responsabilidad administrativa, es negarle efectividad al 

juicio de amparo, porque no se trata de oponer obstáculos académicos para la evolución 

de una figura jurldica, sino precisamente que al identificarse ésta con un beneficio social, 

sea apoyada por tales argumentos; aunado a que de acuerdo con lo que se expuso, si 

constitucionalmente se prevé la responsabilidad administrativa tratándose del incidente de 

suspensión, no existe razón para excluirla del incidente de cumplimiento sustituto y 

hablar de la desnaturalización del juicio de amparo, debe llevar a reflexionar si en realidad 

el pago del derecho que tutela la garantla que se consideró violada, no constituye en si 

un rompimiento -aunque social y jurldicamente útil- de la naturaleza restitutoria de 

garantlas del juicio de amparo. 
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CONCLUSIONES 

La finalidad de este trabajo es evidenciar la posibilidad jurldica de la cuantificación 

de los daños económicos que el inexcusable incumplimiento de la sentencia de amparo 

pudiere causarle al quejoso. En esta investigación destacan algunos puntos que, desde 

el punto de vista constitucional, se identifican con las razones que han de justificar la 

inclusión de la restitución pecuniaria en el fallo. 

1. La justicia constitucional es la relación de proximidad entre la Constitución material, 

entendida como la realidad fáctica hic et nunc y la Constitución formal, concebida 

como el documento polltico solemne que le da vida jurldica al Estado. 

2. La acción de inconstitucionalidad y la controversia constitucional, ambos previstos en 

el articulo 105 de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; la 

facultad de investigación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, prevista en el 

articulo 97 de la propia Constitución; la incorporación de la figura del Ómbudsman en 

el apartado B del articulo 102 constitucional y, desde luego, el juicio de amparo, 

todos entendidos como instrumentos de tutela de la supremacla de la Constitución 

Federal, tienen como finalidad lograr la adaptación de la norma fundamental, porque 

si bien ésta puede mantenerse inalterada en su texto, su significado e interpretación 

no es inmutable en el tiempo. 

3. El instrumento de tutela de la supremacla constitucional, que funciona eficazmente en 

nuestro pals es el juicio de amparo; se califica por antonomasia como "juicio 

constitucional"; su acceso -que debe considerarse lrrestricto en relación con los 
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demás- se determina exclusivamente por la posible perturbación de los derechos del 

gobernado en razón del ejercicio de la potestad soberana y, además, la extensión de 

los actos en contra de los que se puede ejercitar la acción, lo hace un medio de 

protección común entre los particulares que se ven afectados por el ejercicio del poder 

público. 

4. La sentencia del juicio de amparo, es el acto concreto de la autoridad jurisdiccional 

que expresa la voluntad soberana del Estado; se debe reconocer como un Imperativo 

categórico particular, porque la diferencia entre ésta y la ley es exclusivamente 

cuantitativa, en cuanto a sus destinatarios. Las normas de derecho son los mandatos 

de carácter general, abstracto e impersonal; en cambio, las resoluciones judiciales 

son órdenes particulares y concretas; para ambas es inadmisible el incumplimiento y 

su violación, necesariamente debe tener como consecuencia una sanción legal. 

5. El cumplimiento de las sentencias de amparo debe tener como finalidad, de acuerdo 

con el articulo 80 de la Ley de Amparo, la Integra restitución de tas garantlas del 

gobernado. 

6. El cumplimiento de las sentencias de amparo es reconocido como de orden público, 

porque su finalidad, aparte de la contenida en el articulo 80 de la Ley Reglamentaria 

de los Artlculos 103 y 107 constitucionales, es la protección de la supremacla de los 

derechos fundamentales. 

7. En su parte punitiva, el procedimiento de cumplimiento de la sentencia de amparo, 

previsto por la fracción XVI del articulo 107 de la Constitución Federal, es susceptible 

incluso de lograr la destitución de la autoridad contumaz y su consignación ante el 

Juez de Distrito por la comisión del delito de abuso de autoridad. 
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8. El Incidente de cumplimiento sustituto, es un medio alterno que procede por la 

violación irremediable de garantlas que admite como restitución, el pago de una 

cantidad de dinero que constituya el valor económico del derecho que se estimó 

transgredido por la autoridad responsable. 

9. La finalidad inmediata de la creación del incidente de cumplimiento sustituto, de 

acuerdo con la reforma a la Ley de Amparo de 1980, es evitar el incumplimiento 

indefinido de la sentencia; es decir, se les otorgó a los gobernados la ppsibilidad de 

lograr una restitución equiparable. 

1 O. La facultad que se le otorgó a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 

determinar la apertura oficiosa del Incidente de cumplimiento sustituto, mediante la 

reforma conslilucional de diciembre de 1994 -cuya vigencia se condicionó a la reforma 

de la ley reglamentaria que se verificó en mayo del 2001- constituye el fin mediato del 

legislador por el que se pretende evitar posibles conflictos sociales que el 

cumplimiento estricto de la sentencia de amparo pudiera acarrear. 

11. La obligación de indemnizar al quejoso, según se expone en el trabajo, nacerla por 

la actitud negligente o renuente de la autoridad para cumplir la sentencia de amparo, 

ya sea que ésta se evidencie por evasivas injustificadas dentro del procedimiento que 

establece el primer párrafo del articulo 105 de la Ley de Amparo o por la falta de 

pago oportuno una vez determinado el monto que se deba pagar subsidiariamente. 

12. De acuerdo con las razones que se exponen, el juzgador tendrla la facultad para 

determinar el monto de dicha Indemnización, de acuerdo con el valor económico del 

derecho tutelado por la garantla transgredida y de conformidad con la gravedad de la 

conducta omisiva de la responsable. 
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13. La finalidad de la indemnización que se propone, es sancionar la renuencia 

injustificada de la autoridad obligada al cumplimiento de la ejecutoria; prevenir esta 

conducta cada vez más frecuente y, desde luego, restituir al gobernado el daño 

económico que el incumplimiento prolongado le hubiere causado. 

14. El cálculo de la indemnización en el incidente de cumplimiento sustituto, no tiene por 

finalidad sancionar la violación de garantias, ya que mediante el juicio de amparo 

exclusivamente se puede declarar la contravención de la actuación de la autoridad 

responsable a la Constitución Federal y no es un procedimiento de responsabilidad 

que se Instaure en contra del servidor público. 

15. El objeto de la indemnización, es responsabilizar administrativamente a las 

autoridades por la falta de legalidad o eficiencia en el desempeño de sus funciones, 

ya que el injustificado incumplimiento de la sentencia de amparo, constituye una 

violación a los principios que todo servidor público debe cumplir, de acuerdo con el 

articulo 109 de la Constitución Federal. 

16. La Indemnización que cuantificase el juez de amparo en el incidente de cumplimiento 

sustituto, no debe asimilarse a la naturaleza civil, porque su origen es un juicio del 

orden constitucional; en todo caso, debe ser considerada como una Indemnización 

constitucional de especie administrativa, cuyo fundamento es precisamente la 

Constitución Federal. 
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